
REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Sust. No. 556

Medio de control:  Ejecutivo laboral
Expediente:      11001-3342-051-2016-00577-00 
Ejecutante: MARÍA  AMPARO  MARTÍN  PARRA  -Sucesora  procesal  del  señor

HERNÁNDO GONZÁLEZ ESPINOSA (fallecido)- 
Ejecutado: UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y

CONTRIBUCIONES  PARAFISCALES  DE  LA  PROTECCIÓN  SOCIAL  –
UGPP

Decisión: Auto niega solicitud. 

Mediante auto del 26 de mayo de 2022, se actualizó la liquidación del crédito a la suma de
DOS  MILLONES  OCHOCIENTOS  OCHENTA  Y  SIETE  MIL  QUINIENTOS
VEINTISIETE  PESOS  CON  CUARENTA  Y  CINCO  CENTAVOS  M/CTE
($2.887.527,45),  y requirió a la entidad ejecutada su pago (archivo 52, expediente digital).
Contra el auto del 26 de mayo de 2022, la entidad ejecutada interpuso recurso de apelación, el
cual fue rechazad0 en auto del 8 de septiembre de 2022 (archivo 57, expediente digital).

Posteriormente,  mediante  auto del  2 de marzo de 2023 (archivo 66 expediente  digital),  el
despacho resolvió requerir a la entidad ejecutada para que allegara con destino al proceso la
resolución correspondiente a la ordenación del gasto y pago a favor de la parte ejecutante y la
constancia  del  pago  respectivo,  advirtiéndole  que  la  liquidación del  crédito  actual  a  pagar
corresponde  a  la  suma  de  DOS  MILLONES  OCHOCIENTOS  OCHENTA  Y  SIETE  MIL
QUINIENTOS  VEINTISIETE  PESOS  CON  CUARENTA  Y  CINCO  CENTAVOS  M/CTE
($2.887.527,45) -saldo pendiente por pagar una vez descontados los valores pagados por la
ejecutada-, por lo que cualquier pago que efectúe la entidad diferente a la suma antes descrita
se tomará como pago parcial de la obligación. Así mismo, reconoció a la señora María Amparo
Martín Parra, identificada con la cédula de ciudadanía No. 41.444.609, como sucesora procesal
del señor Hernando González Espinosa (fallecido).

El subdirector de Defensa Judicial Pensional de la entidad ejecutada (archivo 68 expediente
digital) informó al despacho:

“(…) Mediante RDP 026600 de fecha 11 de octubre de 2022 por la cual se da cumplimiento de un
fallo  judicial  proferido  por  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO DE BOGOTÁ D.C. RESUELVE:

(…)ARTICULO PRIMERO:  Dar cumplimiento Juzgado Cincuenta y uno Administrativo del
Circuito de Bogotá D.C., de fecha 08 de septiembre de 2022 y en consecuencia La Subdirección
de determinación de Derechos Pensionales reportará a la Subdirección Financiera, por concepto
de intereses del artículo 177 del C.C.A. o 192 del CPACA según el caso, a cargo de la UNIDAD DE
GESTION  PENSIONAL  Y  PARAFISCALES  -  UGPP-,  la  suma  de  DOS  MILLONES
OCHOCIENTOS OCHENTA Y SIETE MIL QUINIENTOS VEINTISIETE PESOS CON
45 CENTAVOS ($2.887.527.45 M/CTE) a favor de GONZALEZ ESPINOSA HERNANDO ya
identificado, ya identificado, a fin de que se efectúe la ordenación del gasto según disponibilidad
presupuestal vigente y el pago correspondiente.

ARTICULO SEGUNDO:  Notifíquese al Señor (a)  GONZALEZ ESPINOSA HERNANDO
haciéndole saber que contra la presente providencia no procede recurso alguno. (…)

El  señor  HERNANDO GONZALEZ ESPINOSA (Q.E.P.D),  demandante  dentro  del  proceso  en
referencia falleció el día 10 de agosto de 2022. En ese orden de ideas no se ha realizado el pago
referido,  y  no  podría  darse  cabal  cumplimiento  en  tanto  no  se  ha  sucedido  el  proceso  y  en
consecuencia tampoco el derecho. (…)”

El apoderado de la parte ejecutante (archivo 69 expediente digital) solicitó requerir a la entidad
ejecutada, para que proceda a depositar a órdenes del proceso el pago correspondiente a favor
de  la  señora  María  Amparo  Martín  Parra,  identificada  con  la  cédula  de  ciudadanía  No.



Expediente: 11001-3342-051-2016-00577-00
Ejecutante: MARÍA  AMPARO  MARTÍN  PARRA  (sucesora  procesal  del  fallecido  HERNANDO  GONZÁLEZ

ESPINOSA) 
Ejecutado: UGPP 

EJECUTIVO LABORAL 

41.444.609, por ser sucesora procesal del señor Hernando González Espinosa (fallecido) y por
tal razón la entidad no puede exigir documentos adicionales para el pago.

Es  del  caso  señalar,  que  en  el  presente  asunto  se  tuvo  como  sucesora  procesal  del  señor
Hernando González Espinosa (fallecido) a la señora María Amparo Martín Parra, en calidad de
cónyuge supérstite.  Ahora bien,  dicha condición se  efectuó en virtud de lo  dispuesto  en el
Artículo  68  del  C.G.P.  que  establece  que  fallecido  un  litigante  (en  el  presente  asunto  el
ejecutante),  el  proceso  continuará  con  el  cónyuge,  el  albacea  con  tenencia  de  bienes,  los
herederos o el correspondiente curador. Así las cosas, la figura de sucesión de procesal procede
para efectos de que el  proceso siga su curso, sin que ello confiera  per se la  titularidad del
derecho.

Ahora bien, en caso de que se deposite la suma de dinero determinada en la liquidación del
crédito mediante título judicial, ésta se entregará a quienes acrediten la calidad de herederos
del  señor  Hernando  González  Espinosa  (fallecido),  para  lo  cual  deberá  aportarse  el
pronunciamiento judicial correspondiente o el trámite adelantado ante Notario Público, en el
que se determinen los herederos determinados y que son acreedores del activo aquí reconocido.

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE

PRIMERO.- Negar la solicitud presentada por el apoderado de la parte ejecutante, conforme
lo expuesto.

SEGUNDO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente,
el interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez 

Lkgd 

ejecutivosacopres@gmail.com  
acopresbogota@gmail.com  
notificacionesacopres@gmail.com  
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  
gerencia@viteriabogados.com  
oviteri@ugpp.gov.co  
aduartel@viteriabogados.com  
agdpasto02@gmail.com 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Sust. No. 557

Medio de control:  Ejecutivo laboral
Expediente:      11001-3342-051-2018-00028-00 
Ejecutante:  WILSON CHAPARRO MARÍN 
Ejecutado: DISTRITO CAPITAL – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL CUERPO

OFICIAL DE BOMBEROS DE BOGOTÁ 
Decisión: Auto de requerimiento  

Mediante auto del 24 de noviembre de 2022 (archivo 49 expediente digital),  se modificó la
liquidación del  crédito  conforme  la  liquidación presentada  por  la  Oficina  de  Apoyo  de  los
juzgados  administrativos  (archivo 47 expediente  digital),  en el  sentido de establecer que la
cuantía  del  crédito  del  asunto  de  la  referencia  asciende  a  la  suma  de  NOVENTA  Y  DOS
MILLONES CUATROCIENTOS CINCUENTA Y CINCO MIL QUINIENTOS SETENTA Y TRES
PESOS M/CTE ($92.455.573),  por concepto de intereses moratorios  adeudados  hasta  3  de
marzo de 2020. Así mismo, se ordenó la entrega del título judicial No. 400100007610604, por
valor  de  CIENTO DIEZ  MILLONES DIECINUEVE MIL QUINIENTOS UN PESOS M/CTE
($110.019.501) al apoderado de la parte ejecutante con facultades de recibir.

Por otro lado, se aportó al proceso la Resolución No. 144 del 24 de enero de 2023, “Por la cual se
adopta y dispone dar cumplimiento y pago al Auto modifica liquidación del crédito del 24 de noviembre
de  2022  proferido  dentro  del  proceso  Ejecutivo  con  radicado  No.  1100133420512018-00028-00,
demandante  WILSON  CHAPARRO MARÍN”  (pág.  5  a  13,  archivo  54  expediente  digital).  En dicha
resolución se resolvió:

“(…)  ARTÍCULO  2:  Ordenar  el  pago  de  NOVENTA  Y  DOS  MILLONES  CUATROCIENTOS
CINCUENTA Y CINCO MIL QUINIENTOS SETENTA Y TRES PESOS M/CTE ($92.455.573), de
la siguiente manera: 

2.1. Al apoderado del demandante, Dr. Jairo Sarmiento Patarroyo, identificado con la cédula
de ciudadanía No. 19.191.989 y portador de la tarjeta profesional No. 62110 del C. S. de la J., la
suma de VEINTISIETE MILLONES SETECIENTOS TREINTA Y SEIS MIL SEISCIENTOS
SETENTA Y DOS PESOS M/CTE ($27.736.672), valor que debe ser consignado a la cuenta de
ahorros No. 24501263944 del Banco Caja Social. 

2.2. Al señor Wilson Chaparro Marín, identificado con la cédula de ciudadanía No. 79.417.272,
la  suma  de  SESENTA  Y  CUATRO  MILLONES  SETECIENTOS  DIECIOCHO  MIL
NOVECIENTOS UN PESOS M/CTE ($64.718.901), valor que debe ser consignado a la cuenta
de ahorros No. 1001148202 del Banco Scotiabank Colpatria S.A. 

ARTÍCULO 3:  El  rubro  presupuestal  que  se  afectará  para  dicho  pago  será  el  O2131301001
Sentencias, según el Certificado de Disponibilidad Presupuestal No. 103 del 19 de enero de 2023.
(…)”.

No  obstante,  la  entidad  ejecutada  no  acreditó  el  pago  de  las  sumas  mencionadas  en  la
resolución antes mencionada. Lo anterior permite concluir que, a la fecha, la entidad ejecutada
no ha dado cumplimiento al auto del 24 de noviembre de 2022, por medio del cual se modificó
la liquidación del crédito en el presente asunto. Por ello, se le requerirá para que allegue con
destino al proceso la constancia del pago respectivo por la suma establecida. 

Ahora bien, se evidencia que, en memorial visible en el archivo 52 del expediente digital, el
abogado Ricardo Escudero Torres,  identificado con Cédula de Ciudadanía No. 79.489.195 y
Tarjeta Profesional No. 69.945 del C. S. de la J, presentó renuncia al poder conferido por la
entidad ejecutada, por lo que se procederá a aceptar dicha renuncia con los efectos previstos en
el Artículo 76 del C.G.P.



Expediente:    11001-3342-051-2018-00028-00
Ejecutante: WILSON CHAPARRO MARÍN 
Ejecutado: DISTRITO CAPITAL – UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL CUERPO OFICIAL DE BOMBEROS

DE BOGOTÁ 

EJECUTIVO LABORAL 

Por otro lado, se allegó  un nuevo poder otorgado por la entidad ejecutada al abogado JUAN
CARLOS MONCADA ZAPATA, identificado con C.C. No. 98.535.507 y T.P No. 88.203 del C.S.
de la J. (pág. 27, archivo 53 y archivo 56 expediente digital). Así mismo, se allegó sustitución al
poder  conferido  a  la  abogada  MARÍA  PAULA  CLAVIJO  DÍAZ,  identificada  con  C.C.
1.015.418.652 y TP. 247.489 del C. S. de la J. (pág. 29, archivo 53 expediente digital), por lo
cual se procederá a reconocerles personería en los términos y efectos del poder conferido.

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE

PRIMERO.-  Por  Secretaría,  REQUERIR  a  la  entidad  ejecutada para  que  allegue  al
proceso  la  constancia  del  pago  respectivo  por  la  suma  establecida  en  el  auto  del  24  de
noviembre de 2022, por medio del cual se modificó la liquidación del crédito en el presente
asunto.  La  documentación  deberá  ser  enviada  en  medio  digital  al  correo  electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

La  citada  entidad  contará  con  el  término  de  10  días  para  dar  cumplimiento  al  respectivo
requerimiento.

SEGUNDO.-  ACEPTAR la renuncia de poder presentada por  el abogado Ricardo Escudero
Torres, identificado con Cédula de Ciudadanía No. 79.489.195 y Tarjeta Profesional No. 69.945
del C. S. de la J, según lo considerado en la parte motiva de la presente providencia.

TERCERO.- RECONOCER  personería  adjetiva  al  abogado  JUAN  CARLOS  MONCADA
ZAPATA,  identificado  con  C.C.  No.  98.535.507  y  T.P  No.  88.203  del  C.S.  de  la  J.,  como
apoderado judicial  de  la entidad ejecutada y a la abogada MARÍA PAULA CLAVIJO DÍAZ,
identificada con C.C. 1.015.418.652 y TP. 247.489 del C. S. de la J., como apoderada sustituta
de la entidad ejecutada, en los términos y efectos del poder conferido.

CUARTO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez 

Lkgd 

jairosarpa@hotmail.com
ricardoescuderot@hotmail.com 
notificacionesjudiciales@bomberosbogota.gov.co 
p.clavijo@moncadaabogados.com.co 
mariapaula.cd@hotmail.com 
jcmznotificaciones@moncadaabogados.com.co 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Sust. No. 558

Medio de control:  Ejecutivo laboral
Expediente:      11001-3342-051-2020-00362-00 
Demandante:  JAIME MORA MUÑOZ 
Demandado: UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP
Decisión:                    Auto corre traslado de excepciones de mérito.

Verificado el expediente, se advierte que, mediante memorial de fecha 25 de enero de 2023
(archivo 20 expediente digital), la parte ejecutada allegó oportunamente1 escrito de excepciones
contra el mandamiento de pago proferido el 9 de junio de 2022 (archivo 16 expediente digital).

En ese orden, se dispondrá correr traslado a la parte ejecutante de las excepciones propuestas
por el término de diez (10) días,  para que se pronuncie sobre ellas,  y adjunte o solicite las
pruebas  que  pretende  hacer  valer,  de  conformidad con lo  previsto  por  el  Artículo  443 del
C.G.P.2.

En consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE:

1.- CORRER  traslado a la parte ejecutante de las excepciones de mérito propuestas por la
parte ejecutada, por el término de diez (10) días.

2.- Surtido el término de traslado de las excepciones de mérito, por secretaría, INGRESAR
el proceso al despacho para continuar con el trámite establecido en el Artículo 443 del C.G.P.

3.- NOTIFICAR esta providencia por estado en los términos del Artículo 295 del C.G.P.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

Lkgd 

romemi62@gmail.com 
notificacionesjudicialesuggp@uggp.gov.co 
garellano@ugpp.gov.co 
mya.abogados.sas@gmail.com 

1 La demanda ejecutiva se notificó el 16 de diciembre de 2022 – archivo 18 expediente digital.
2 “(…)  De  las  excepciones  de  mérito  propuestas  por  el  ejecutado  se  correrá  traslado  al  ejecutante  por  diez  (10)  días,
mediante auto, para que se pronuncie sobre ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer. (…)
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
 

 
SENTENCIA No. 188 

 
Medio de control:        Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:              11001-3342-051-2021-00052-00  
Demandante:           PEDRO ANTONIO DUARTE CÁRDENAS  
Demandado:                    NACIÓN - MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL – FONDO  
                                                      NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO                     
Decisión:          Sentencia anticipada que accede parcialmente las pretensiones de la  
                                                   demanda   
Tema:                                             Reconocimiento pensión de jubilación docente Ley 33 de 1985. Vinculación 

anterior y posterior a la Ley 812 de 2003 
 

 
 

I. ASUNTO A RESOLVER 
 
Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA dentro del 
medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por PEDRO ANTONIO 
DUARTE CÁRDENAS, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 3.241.247, contra la Nación- 
Ministerio de Educación Nacional – Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  

 
II. ANTECEDENTES 

 
2.1. PRETENSIONES (págs. 2 a 13, archivo 02 y págs. 2 a 13, archivo 013 expediente digital).
  
El demandante solicitó la nulidad de las Resoluciones Nos. 10322 del 9 de octubre de 2018 y 74 del 
14 de enero de 2019, por medio de las cuales se negó la pensión de jubilación al demandante.   
 
A título de restablecimiento del derecho, deprecó que se condene al ente demandado a: i) reconocer 
y pagar la pensión de jubilación como lo establece el régimen establecido en el literal b del numeral 
2 del Artículo 15 de la Ley 91 de 1989, a partir del 27 de abril de 2017, fecha en que adquirió el 
estatus pensional; ii) ordenar el pago de los reajustes establecidos en la Ley 71 de 1988; iii) pagar 
las mesadas pensionales, con los reajustes de Ley, desde la fecha de estatus pensional; iv) dar 
cumplimiento a la sentencia en el término fijado en el Artículo 187 y 192 del CPACA; y v) condenar 
en costas y agencias en derecho a la entidad demandada. 
 
2.2. HECHOS    
 
Como sustento fáctico de las pretensiones, el apoderado de la parte actora adujo que el demandante 
presta sus servicios, como empleado público, a través de la Secretaría de Educación de Bogotá. 
 
Mediante Resolución No. 10322 del 9 de octubre de 2018, la entidad demandada le negó el 
reconocimiento de la pensión de jubilación argumentando que no reúne los requisitos de Ley. En 
atención al recurso de reposición interpuesto, la entidad demandada, mediante Resolución No. 74 
del 14 de enero de 2019, resolvió confirmar la decisión de negar el reconocimiento de la pensión de 
jubilación, decisión contra la que no procedía recurso alguno. 
 
2.3. NORMAS VIOLADAS 
 
En criterio de la parte actora, los actos administrativos acusados trasgreden las siguientes normas: 
 
- Constitucionales: Artículos 1, 13, 25, 53 y 228.  
- Decreto Ley 1048 de 1978. 
- Ley 100 de 1993, Artículo 46 y 279. 
- Ley 33 de 1985. 
- Ley 91 de 1989, Artículo 15. 
- Ley 71 de 1988. 
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2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
Como concepto de violación, hizo referencia a las normas de rango constitucional y legal que 
considera se violaron con la expedición de los actos administrativos demandados.  
 
Citó la Sentencia SUJ-014-CE-S2-2019 del 25 de abril de 2019 del Consejo de Estado, la cual 
considera le resulta aplicable.  
 
2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Admitida la demanda mediante auto del 2 de diciembre de 2022 (archivo 025 expediente digital), 
y notificada en debida forma, conforme lo dispuesto en el referido auto admisorio (archivo 027 
expediente digital), la entidad demandada (Nación – Ministerio de Educación Nacional – Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio) no contestó la demanda. 
 
2.6. DECRETO DE PRUEBAS, FIJA LITIGIO Y ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
Por medio de auto del 27 de julio de 2023 (archivo 033 expediente digital), el despacho procedió a 
decretar pruebas, a fijar el litigio, y se dispuso a correr traslado a las partes por el término de diez 
(10) días para presentar escrito de alegaciones finales.  
 
Los sujetos procesales guardaron silencio. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 
3.1. Problema jurídico 
 
El problema jurídico se circunscribe a determinar si la demandante, señor PEDRO ANTONIO 
DUARTE CÁRDENAS, tiene derecho a que la entidad accionada le reconozca y pague una pensión 
de jubilación de conformidad con las Leyes 91 de 1989 y 33 de 1985 y demás pretensiones de la 
demanda o si, por el contrario, le es aplicable lo establecido en las Leyes 797 de 2003 y 100 de 1993. 
 
3.2. Del régimen pensional del personal docente 
 
Los docentes fueron excluidos de las disposiciones de la Ley 100 de 1993, "Por la cual se 
crea el sistema de seguridad social integral y se dictan otras disposiciones", por disposición expresa de 
su Artículo 279, que reza: 
 

“ARTÍCULO 279.- EXCEPCIONES. El sistema integral de seguridad social contenido en la presente ley no 
se aplica a (…) 
 
Así mismo, se exceptúa a los afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio, creado por la Ley 91 de 1989, cuyas prestaciones a cargo serán compatibles con pensiones o 
cualquier clase de remuneración. Este fondo será responsable de la expedición y pago de bonos pensionales 
a favor de educadores que se retiren del servicio, de conformidad con la reglamentación que para el efecto 
se expida.”. (Subrayado fuera de texto) 
 

Lo anterior significa que para el personal docente no le son aplicables las disposiciones 
de la Ley 100 de 1993, razón por la cual no es procedente la transición regulada en el Artículo 
36 de la Ley 100, por ser una norma inaplicable a los educadores. 
 
En atención a que el personal docente se encuentra excluido de las disposiciones de la Ley 100 de 
1993, no resulta pertinente traer a colación la posición asumida por la Corte Constitucional en la 
Sentencia SU-230 de 2015 y posteriores decisiones en similar sentido, respecto de la interpretación 
del IBL previsto por el régimen de transición de que trata el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993, tal 
como lo indicó el Consejo de Estado en la sentencia de unificación del 28 de agosto de 20181. 
 
Ahora, los docentes se encuentran cobijados por un régimen especial en lo que respecta a la 
administración de personal (Decreto 2277 de 1979 o Estatuto Docente, Artículo 3º) y en algunos 
aspectos salariales y prestacionales, comoquiera que pueden devengar de forma simultánea con la 
pensión, el sueldo (Decreto 224 de 1972, Artículo 5º) y las pensiones gracia (Leyes 114 de 1913, 116 

                                                           
1Sentencia de Unificación del Consejo de Estado, Sala Plena, consejero ponente: César Palomino Cortés, radicado 52001-23-33-
000-2012-00143-01. 
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de 1928 y 37 de 1933). Sin embargo, en lo atinente a la pensión de jubilación, no se ha establecido 
un régimen especial a su favor, por lo cual se encuentran sujetos a la normatividad general, como 
se pasa a explicar. 
 
La Ley 91 de 1989, “Por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio”, 
en su Artículo 15, reguló lo concerniente al régimen pensional para los docentes, de la siguiente 
manera: 
 

 “ARTÍCULO 15. A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las siguientes 
disposiciones:  
 
1. Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, para 

efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional que han 
venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes. 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1o. de enero de 1990, para efecto de las 
prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados 
públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978, o que se expidan 
en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.  

2. Pensiones:  
(…) 
B. Para los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, nacionales y nacionalizados, y 
para aquellos que se nombren a partir del 1o. de enero de 1990, cuando se cumplan los requisitos 
de ley, se reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual 
promedio del último año. Estos pensionados gozarán del régimen vigente para los pensionados 
del sector público nacional y adicionalmente de una prima de medio año equivalente a una 
mesada pensional.” (subraya fuera de texto). 
 

Como se desprende de lo anterior, la Ley 91 de 1989 establece que: i) los docentes nacionalizados 
vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989 mantendrán el régimen prestacional que han venido 
gozando en cada entidad territorial; ii) los docentes nacionales y que se vinculen a partir del 1º de 
enero de 1990, por su parte, se regirán por las normas vigentes aplicables a los empleados públicos 
del orden nacional (Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 1978 o que se expidan a futuro); 
y, iii) los docentes vinculados a partir del 1º de enero de 1990, cuando  cumplan los requisitos de 
Ley, se les reconocerá sólo una pensión de jubilación equivalente al 75% del salario mensual 
promedio del último año, y gozarán del régimen vigente para los pensionados del sector público 
nacional. 
 
Posteriormente, el inciso 4° del Artículo 6° de la Ley 60 de 1993 previó que el régimen prestacional 
es el reconocido en la Ley 91 de 1989, así: 
 

“(…) El régimen prestacional aplicable a los actuales docentes nacionales o nacionalizados que se 
incorporen a las plantas departamentales o distritales sin solución de continuidad y las nuevas 
vinculaciones será el reconocido por la Ley 91 de 1989, y las prestaciones en ellas reconocidas serán 
compatibles con pensiones o cualquier otra clase de remuneraciones. El personal docente de 
vinculación departamental, distrital y municipal será incorporado al Fondo Nacional de 
Prestaciones del Magisterio y se les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva 
entidad territorial.” 

 
A su turno, la Ley 115 de 1994, “Por la cual se expide la Ley General de Educación”, en su Artículo 
115, dispuso mantener las anteriores regulaciones prestacionales del personal docente, establecidas 
en las Leyes 91 de 1989 y 60 de 1993. Así lo previó:  
 

“ARTÍCULO 115. RÉGIMEN ESPECIAL DE LOS EDUCADORES ESTATALES. El ejercicio de la 
profesión docente estatal se regirá por las normas del régimen especial del Estatuto Docente y por la 
presente Ley. El régimen prestacional de los educadores estatales es el establecido en la Ley 91 de 
1989, en la Ley 60 de 1993 y en la presente ley”.  

 
Finalmente, la Ley 812 de 2003, "Por la cual se aprueba el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, hacia un Estado comunitario", en su Artículo 81, dispuso que el régimen prestacional es el 
establecido en las normas anteriores a su vigencia, según se registra: 
 

“ARTÍCULO 81. El régimen prestacional de los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, 
que se encuentren vinculados al servicio público educativo oficial, es el establecido para el Magisterio 
en las disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la presente ley. 
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Los docentes que se vinculen a partir de la entrada en vigencia de la presente ley, serán afiliados al 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio y tendrán los derechos pensionales del 
régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los 
requisitos previstos en él, con excepción de la edad de pensión de vejez que será de 57 años para 
hombres y mujeres”. (Destaca el despacho). 

 
Esta previsión normativa fue reiterada en el Acto Legislativo 01 de 2005, que modificó el Artículo 
48 de la Constitución Política, así: 
 

“(…) Parágrafo Transitorio 1. El régimen pensional de los docentes nacionales, nacionalizados y 
territoriales, vinculados al servicio público educativo oficial es el establecido para el Magisterio en 
las disposiciones legales vigentes con anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, y 
lo preceptuado en el artículo 81 de ésta. Los docentes que se hayan vinculado o se vinculen a partir 
de la vigencia de la citada ley, tendrán los derechos de prima media establecidos en las Leyes del 
Sistema General de Pensiones, en los términos del artículo 81 de la Ley 812 de 2003.” (Subraya fuera 
de texto). 

 
De manera que por expresa disposición legal y constitucional, al personal docente que se vincule 
con posterioridad a la entrada en vigor de la Ley 812 de 2003 (27 de junio), le es aplicable el 
régimen pensional de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con 
excepción de la edad de pensión que será de 57 años para hombres y mujeres. Por su parte, los 
docentes vinculados al servicio oficial antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, así hayan 
consolidado el estatus pensional después de que ésta entró a regir, se encuentran cobijados por la 
normatividad prestacional anterior.  
 
En este orden de ideas, y de conformidad con la normativa estudiada, los docentes oficiales 
vinculados antes de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003 mantienen a su favor las 
regulaciones prestacionales previstas con anterioridad, esto es, lo dispuesto en las Leyes 91 de 1989 
y 60 de 1993, según las cuales los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 
1989 y los docentes territoriales vinculados antes de la entrada en vigencia de la Ley 60 de 1993 
mantienen el régimen prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial, esto es, en 
materia pensional, el de los empleados públicos territoriales, mientras que los demás docentes se 
rigen por las normas pensionales vigentes aplicables a los empleados públicos del orden nacional. 
 
Ahora bien, la Sección Segunda del Consejo de Estado profirió la sentencia de unificación el 
25 de abril de 20192 en la que fijó las reglas relativas al ingreso base de liquidación de la pensión 
ordinaria de jubilación de los docentes del servicio público oficial afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, siempre que no se haya configurado el fenómeno de la cosa 
juzgada.    
  
En efecto, la alta Corporación precisó que, de acuerdo con el Parágrafo transitorio 1 del Acto 
Legislativo 01 de 2005, existen dos regímenes prestacionales que regulan el derecho a la pensión 
de jubilación para los docentes nacionales, nacionalizados y territoriales, vinculados al servicio 
público educativo oficial, cuya aplicación está condicionada a la fecha de ingreso al servicio 
educativo oficial, así: 
 
Los docentes vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, quienes, en virtud de la Ley 91 
de 1989, gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación para los servidores públicos 
del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985 y los factores que se deben tener en cuenta en el 
ingreso base de liquidación son únicamente aquellos sobre los que se hayan efectuado los 
respectivos aportes, de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 1 de la Ley 62 de 1985. 
 
Al respecto, la mencionada providencia fijó la siguiente regla: 
  

«[…] En la liquidación de la pensión ordinaria de jubilación de los docentes vinculados 
antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, que gozan del mismo régimen de pensión 
ordinaria de jubilación para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 
33 de 1985, los factores que se deben tener en cuenta son solo los factores sobre los que se 
hayan efectuado los respectivos aportes de acuerdo con el artículo 1º de la Ley 62 de 1985, 
y por lo tanto, no se puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el 
mencionado artículo. […]» (Negrita del texto original) 

 
                                                           
2 Consejo de Estado, Sección Segunda. Radicación 68001-23-33-000-2015-00569-01(0935-17) SUJ-014-CE-S2-19. Demandante: 
Abadía Reynel Toloza. 
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Así, el derecho a la pensión de jubilación de los docentes vinculados a partir del 1 de enero de 1981, 
nacionales y nacionalizados, y de los nombrados a partir del 1 de enero de 1990, de acuerdo con las 
Leyes 91 de 1989 y 33 de 1985, se rige por las siguientes reglas: 
 
• Edad: 55 años para hombres y mujeres 
• Tiempo de servicios: 20 años  
• Tasa de remplazo: 75%. 
• Ingreso base de liquidación: comprende i) el período del último año de servicio docente y ii) los 

factores que hayan servido de base para calcular los aportes previstos en la Ley 62 de 1985, que 
son: asignación básica, gastos de representación; primas de antigüedad, técnica, ascensional y 
de capacitación; dominicales y feriados; horas extras; bonificación por servicios prestados; y 
trabajo suplementario o realizado en jornada nocturna o en día de descanso obligatorio. 

 
A los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, aplica el régimen pensional de prima media 
regulado en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en dicho régimen, con 
excepción de la edad que será de 57 años para hombres y mujeres. Para este personal, el ingreso 
base de liquidación se rige por lo previsto en la Ley 100 de 1993, con los factores señalados por el 
Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las respectivas cotizaciones. 
 
Sobre este grupo de docentes, la sentencia de unificación fijó la siguiente regla: 
 

«[…] Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 2003, afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, les aplica el régimen pensional de prima media 
establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los requisitos previstos en dicho régimen, con 
excepción de la edad que será de 57 años para hombres y mujeres. Los factores que se deben incluir en el 
ingreso base de liquidación son los previstos en el Decreto 1158 de 1994 sobre los que se efectuaron las 
respectivas cotizaciones. […]» 

 
En ese orden, los parámetros que se deben atender para efectos del reconocimiento de la pensión 
de jubilación de los docentes oficiales vinculados con posterioridad a la Ley 812 de 2003 son los 
siguientes: 
 
• Edad: 57 años para hombres y mujeres 
• Semanas de cotización: Artículo 33 Ley 100 de 1993, modificado por Artículo 9 de la Ley 797 de 

2003 
• Tasa de remplazo: 65%-85%3 
• Ingreso base de liquidación: comprende i) El promedio de los salarios o rentas sobre los cuales 

ha cotizado el afiliado durante los 10 años anteriores al reconocimiento de la pensión y ii) los 
factores salariales contemplados en el Decreto 1158 de 1994: asignación básica mensual, gastos 
de representación, prima técnica, cuando sea factor de salario, primas de antigüedad, 
ascensional de capacitación cuando sean factor de salario, remuneración por trabajo dominical 
o festivo, bonificación por servicios prestados, remuneración por trabajo suplementario o de 
horas extras, o realizado en jornada nocturna. 

 
Así, se colige que la aplicación de uno u otro régimen está condicionada a la fecha de vinculación al 
servicio educativo oficial que acredite cada docente. 
 
Del régimen pensional general de los empleados públicos del orden nacional y 
territorial 
 
La Ley 33 de 1985, vigente a partir del 13 de febrero de 1985, en su Artículo 14, reguló lo concerniente 
a la pensión de jubilación para los empleados públicos de todos los órdenes (nacionales y 
territoriales), y dispuso que la persona que haya servido 20 años continuos o discontinuos y que 
llegara a la edad de 55 años tendría derecho a una pensión mensual vitalicia de jubilación equivalente 
al 75% del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el último año de servicios.  
 

                                                           
3 Los porcentajes varían de acuerdo con lo dispuesto en el Artículo 34 de la Ley 100 de 1993. 
4 “Artículo 1º.- El empleado oficial que sirva o haya servido veinte (20) años continuos o discontinuos y llegue a la edad de 
cincuenta y cinco (55) tendrá derecho a que por la respectiva Caja de Previsión se le pague una pensión mensual vitalicia de 
jubilación equivalente al setenta y cinco por ciento (75%) del salario promedio que sirvió de base para los aportes durante el 
último año de servicio. (…)” 
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Así mismo, la referida disposición en su Artículo 1, exceptuó de su aplicación, entre otros, a quienes a 
la fecha de la entrada en vigencia de la ley hubieran cumplido quince (15) años continuos o 
discontinuos de servicio, los cuales pueden seguir siendo cobijados por las disposiciones anteriores. 
 
Adicionalmente, el Artículo 3º ibídem, modificado por el Artículo 1º de la Ley 62 de 1985, dispuso 
que los empleados oficiales afiliados a cualquier caja de previsión debían pagar los aportes, cuya 
base de liquidación estaría constituida por un listado específico de factores, cuando se tratara de 
empleados del orden nacional. Y agregó que las pensiones de los empleados sin importar el orden 
se liquidarían siempre sobre los factores que hayan servido de base para calcular los aportes; por 
tanto, la base de liquidación estaría constituida por los siguientes factores: asignación básica, 
gastos de representación, primas de antigüedad, prima técnica, prima ascensional, prima de 
capacitación, dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados y trabajo 
suplementario o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. 
 
Igualmente, en la Sentencia de Unificación del 25 de abril de 20195, el Consejo de Estado señaló 
que los factores que se deben tener en cuenta son solo aquellos sobre los que se hayan efectuado 
los respectivos aportes de acuerdo con el Artículo 1º de la Ley 62 de 1985 y, por lo tanto, no se 
puede incluir ningún factor diferente a los enlistados en el mencionado artículo. 
 
3.3. Caso concreto  
 
De acuerdo con el material probatorio debidamente decretado y allegado al expediente por las 
partes, y conforme con el marco normativo y jurisprudencial antes señalado, se encuentran 
acreditados los siguientes hechos: 
 

• El demandante nació el 7 de febrero de 1956 (pág. 6, archivo 029 expediente digital).  
 

• Así mismo, laboró como docente oficial para la Secretaría de Educación Departamental de 
Cundinamarca, así (pág. 15, archivo 029 expediente digital): 
 
-Desde el 10 de abril de 1990 hasta el 21 de mayo de 1998. 
 

• También laboró como docente oficial para la Secretaría de Educación de Bogotá, así (pág. 
9 a 10, archivo 029 expediente digital): 
 
-Desde el 2 de abril de 2002 hasta el 4 de junio de 2002. 
-Desde el 5 de junio de 2002 hasta el 21 de junio de 2002.  
- Desde el 15 de julio de 2002 hasta el 22 de julio de 2002. 
- Desde el 12 de agosto de 2003 hasta el 13 de octubre de 2003. 
- Desde el 25 de abril de 2005 hasta el 17 de junio de 2005. 
- Desde el 29 de julio de 2005 a la fecha (no hay constancia de retiro del servicio).  
 

• Se allegó formato único para expedición de certificado de salarios del señor Pedro Antonio 
Duarte Cárdenas, donde consta que del 1° de enero de 2016 al 30 de julio de 2018 devengó: 
sueldo, prima de servicio, bonificación decreto, prima de vacaciones y prima de navidad 
(pág. 8, archivo 029 expediente digital). 

 
Por otro lado, mediante la Resolución No. 10322 del 9 de octubre de 2018, la entidad demandada 
negó el reconocimiento de la pensión de jubilación al demandante, en virtud de que consideró 
(págs. 17 a 18, archivo 013 expediente digital): “(…) Que de acuerdo al certificado expedido por el Grupo 
de Certificaciones Laborales de la Secretaría de Educación del Distrito, el docente aportó entre el 
25/04/2005 al 17/06/2005 y del 29/07/2005 al 21/08/2018 (fecha de radicación), para un total de 4.756 
días, equivalentes a 679,42 semanas al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, y aportó 
entre el 10/04/1990 al 21/05/1998 a la Secretaría de Educación de Cundinamarca para un total de 2.922 
días. Equivalentes a 417,42 semanas, para un gran total de semanas cotizadas de 1.096,84. (…)”. 
 
Y, en la Resolución No. 74 del 14 de enero de 2019, la entidad demandada, al resolver el recurso de 
reposición contra la resolución antes mencionada, indicó: “(…) Que conforme a la norma trascrita, al 
docente PEDRO ANTONIO DUARTE CÁRDENAS, identificado con C.C. No. 3.241.247, le cobija el régimen 
pensional establecido en el régimen de prima media establecido en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, por 

                                                           
5 Sentencia de Unificación del Consejo de Estado, Sala Plena, Consejero Ponente: César Palomino Cortés, radicado 
680012333000201500569-01. 
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cuanto se vinculó a la entidad mediante nombramiento provisional a partir del 25/04/2005  y no como lo 
manifiesta con la Ley 91 de 1989 (…)”. 
 
- De la vinculación como docente y el régimen aplicable 
  
Ahora bien, conforme a la sentencia de unificación del Consejo de Estado ya precitada, se advierte 
que de acuerdo con el Parágrafo Transitorio 1° del Acto Legislativo 01 de 2005 existen dos 
regímenes prestacionales que regulan el derecho a la pensión de jubilación para los educadores 
estatales nacionales, nacionalizados y territoriales, cuya aplicación está condicionada a la fecha de 
ingreso al servicio público educativo, así: 
 

i) Los docentes vinculados antes de la vigencia de la Ley 812 de 2003, quienes, 
en virtud de la Ley 91 de 1989, gozan del mismo régimen de pensión ordinaria de jubilación 
para los servidores públicos del orden nacional previsto en la Ley 33 de 1985 y los factores 
que se deben tener en cuenta en el ingreso base de liquidación, son únicamente aquellos 
sobre los que se hayan efectuado los respectivos aportes, de acuerdo con lo dispuesto en el 
Artículo 1° de la Ley 62 de 1985. 
 
ii) Los docentes vinculados a partir de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 
2003 afiliados al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio aplica el régimen 
pensional de prima media regulado en las Leyes 100 de 1993 y 797 de 2003, con los 
requisitos previstos en dicha reglamentación, con excepción de la edad que será de 57 años 
para hombres y mujeres. Para este personal, el ingreso base de liquidación se rige por lo 
previsto en la Ley 100 de 1993, con los factores señalados por el Decreto 1158 de 1994, sobre 
los que se efectuaron las respectivas cotizaciones. 

 
En conclusión, se colige que la aplicación de uno u otro régimen está condicionada a la fecha de 
vinculación al servicio educativo oficial que acredite cada docente indistintamente de que exista 
interrupción en el servicio6. Para el asunto de marras, se advierte que el demandante demostró la 
existencia de varios tiempos específicos bajo dicha calidad7, toda vez que laboró como docente 
oficial para la Secretaría de Educación Departamental de Cundinamarca desde el 10 de abril de 
1990 hasta el 21 de mayo de 1998 y para la Secretaría de Educación de Bogotá en los siguientes 
periodos: desde el 2 de abril de 2002 hasta el hasta el 4 de junio de 2002, desde el 5 de junio de 
2002 hasta el 21 de junio de 2002, desde el 15 de julio de 2002 hasta el 22 de julio de 2002, desde 
el 12 de agosto de 2003 hasta el 13 de octubre de 2003, desde el 25 de abril de 2005 hasta el 17 de 
junio de 2005 y desde el 29 de julio de 2005 a la fecha (no hay constancia de retiro del servicio).  
 
Pues bien, lo cierto es que, a pesar de la solución de continuidad en mención que se configuró en 
el marco del nexo laboral del actor como educador público, la fecha que para el presente caso debe 
tenerse en cuenta como la inicial de todo el tiempo de servicio como docente oficial, en orden de 
determinar el régimen normativo aplicable, es el 10 de abril de 1990, por lo que al demandante le 
son aplicables las normas pensionales establecidas antes de la entrada en vigencia de la Ley 812 de 
2003. 
 
- Del reconocimiento de la pensión de jubilación  
 
Ahora bien, respecto al reconocimiento pensional del demandante, se advierte que nació el nació 
el 7 de febrero de 1956 (pág. 6, archivo 029 expediente digital), por lo que cumplió los 55 años el 7 
de febrero de 2011. 
 
En cuanto al tiempo de servicios, se pudo verificar que el demandante tuvo su primer vínculo como 
docente oficial desde el 10 de abril de 1990 hasta el 21 de mayo de 1998 – 8 años, 1 mes y 11 días - 
(pág. 15, archivo 029 expediente digital), es decir, con anterioridad a la entrada en vigencia de la 
Ley 812 de 2003 (27 de junio de 2003).  
 
Posteriormente, tuvo vinculaciones al servicio oficial, así: desde el 2 de abril de 2002 hasta el 4 de 
junio de 2002 – 2 meses y 2 días, desde el 5 de junio de 2002 hasta el 21 de junio de 2002 – 17 días 
-, desde el 15 de julio de 2002 hasta el 22 de julio de 2002- 7 días-, desde el 12 de agosto de 2003 
                                                           
6 Consejo de Estado-Sala de lo Contencioso Administrativo- Sección Segunda- Subsección A, consejero ponente: William 
Hernández Gómez, sentencia del veintinueve (29) de abril de dos mil veintiuno (2021), radicación número: 66001-23-33-000-
2017-00514-01(0939-19). 
7 En el Certificado de Historia Laboral aportado al proceso consta que las vinculaciones fueron mediante resolución (pág. 9 a 10, 
archivo 029 expediente digital). 
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hasta el 13 de octubre de 2003 – 2 meses y 1 día-, desde el 25 de abril de 2005 hasta el 17 de junio 
de 2005 – 1 mes y 23 días y desde el 29 de julio de 2005 a la fecha de radicación de la demanda8 - 
15 años, 6 meses y 26 días- (pág. 9 a 10, archivo 029 expediente digital), por lo que al demandante 
le son aplicables las normas pensionales establecidas antes de la entrada en vigencia de la Ley 812 
de 2003. 
 
En consecuencia, como la vinculación al servicio docente se produjo antes de la entrada en vigencia 
de la Ley 812 de 2003, el régimen aplicable es el contenido en la Ley 91 de 1989, por lo que el 
demandante tiene derecho al reconocimiento de una pensión de jubilación conforme lo dispuesto 
en la Ley 33 y 62 de 1985, ya que tiene más de 55 años de edad y acredita más de 20 años de servicio.  
 
Conforme a lo anterior, el ingreso base de liquidación del demandante comprende: i) el periodo 
correspondiente al último año de servicios; y ii) los factores que hayan servido de base para calcular 
los aportes previstos en la Ley 62 de 1985, que se repite son: asignación básica, gastos de 
representación, primas de antigüedad, prima técnica, prima ascensional, prima de capacitación, 
dominicales y feriados, horas extras, bonificación por servicios prestados y trabajo suplementario 
o realizado en jornada nocturna o en días de descanso obligatorio. 
 
Por otro lado, no pasa por alto el despacho que la parte actora, en las pretensiones de la demanda, 
indicó como fecha del estatus pensional el 27 de abril de 2017. Sin embargo, no se puede desconocer 
el tiempo de servicio del demandante como docente interino en los siguientes periodos: desde el 2 
de abril de 2002 hasta el 4 de junio de 2002 – 2 meses y 2 días, desde el 5 de junio de 2002 hasta 
el 21 de junio de 2002 – 17 días -, desde el 15 de julio de 2002 hasta el 22 de julio de 2002- 7 días-
, desde el 12 de agosto de 2003 hasta el 13 de octubre de 2003 – 2 meses y 1 día- (pág. 9, archivo 
029 expediente digital), los cuales pueden ser tenidos en cuenta para el reconocimiento pensional, 
pues la Ley 91 de 1989 no exigió una forma de vinculación especial para los docentes (en propiedad, 
provisionalidad o interinidad). Adicionalmente, el Consejo de Estado ha considerado que los 
tiempos de servicio en interinidad son computables para efectos pensionales9. En consecuencia, la 
fecha del estatus pensional del demandante es el 27 de noviembre de 201610. 
 
Ahora, para efectos de determinar el año de servicios anterior a la consolidación del estatus 
pensional, se deben tener en cuenta todos los tiempos de servicio del demandante. Por ello, éste 
resulta ser del 27 de noviembre de 2015 al 27 de noviembre de 2016, periodo que se debe tener en 
cuenta para calcular el IBL del demandante, y con efectividad a partir del 28 de noviembre de 
201611.  
 
En cuanto a los factores salariales a reconocer, se advierte que al proceso se allegó el certificado de 
factores salariales devengados por el demandante en la Secretaría de Educación de Bogotá, en el 
que consta que, del 1° de enero de 2016 al 30 de diciembre de 201612, devengó: sueldo, prima de 
servicio, bonificación decreto, prima de vacaciones y prima de navidad (pág. 8, archivo 029 
expediente digital). Sin embargo, aunque la prima de vacaciones no se encuentra enlistada dentro 
de los que se deben tener en cuenta para calcular la base de liquidación pensional, de conformidad 
con lo dispuesto en la Ley 62 de 198513, el despacho advierte que la prima de vacaciones si fue objeto 
de cotización al sistema por parte del demandante, pues así lo indica el certificado de factores 
salariales allegado al expediente14. Por ello, además de la asignación básica, se deberá incluir la 
prima de vacaciones para la liquidación de la pensión del demandante. 
 
Finalmente, en cuanto a la pretensión encaminada a que sobre la pensión de jubilación se 
reconozcan y paguen los reajustes por concepto de la Ley 71 de 1988, el despacho no hará 
consideraciones, teniendo en cuenta que dicho régimen no fue materia de estudio en el proceso. 
 
 
 

                                                           
8 24 de febrero de 2021, archivo 003 expediente digital. No hay constancia de retiro del demandante. 
9 Subsección “A” de la Sección Segunda del Consejo de Estado C.P. ALFONDO VARGAS RINCON. Sentencia del 13 de febrero de 
2014, Radicado No. 17001-23-31-000-2012-00008-01 (2022-13). 13 de febrero de 2014.  
10 8 años, 1 mes y 11 días al servicio de la Secretaría de Educación Departamental de Cundinamarca y 11 años, 10 
meses y 19 días al servicio de la Secretaría de Educación de Bogotá.  
11 Día siguiente a la fecha en que adquirió el estatus de pensionado. 
12 Se hace referencia a este periodo por corresponder al aportado al expediente (pág. 8, archivo 029 expediente digital). 
13 i) asignación básica mensual; ii) gastos de representación; iii) prima técnica; iv) primas de antigüedad, ascensional de 
capacitación; v) remuneración por trabajo dominical o festivo; vi) bonificación por servicios prestados; y vii) remuneración por 
trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada nocturna. 
14 Pág. 8, archivo 029 expediente digital. 
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4. De la prescripción 
 
En atención a que las pretensiones de la demanda están referidas a una prestación periódica, de 
tracto sucesivo y vitalicia, como es la liquidación pensional, el fenómeno jurídico de la prescripción 
opera en relación con las diferencias de las mesadas pensionales no reclamadas dentro de los tres 
años siguientes a su causación, el cual puede interrumpirse con la reclamación, pero únicamente 
por el mismo término, tal como lo prevén los Artículos 4115 del Decreto 3135 de 1968 y 102 del 
Decreto 1848 de 1969. 
 
Se observa que en este caso no operó el fenómeno prescriptivo trienal de las mesadas, en razón a 
que el demandante adquirió el estatus pensional del 27 de noviembre de 2016, la solicitud de 
reconocimiento de la pensión fue presentada el 21 de agosto de 2018 (pág. 20, archivo 029 
expediente digital), y la demanda fue presentada el 24 de febrero de 2021 (archivo 003 expediente 
digital), antes de que haya operado el fenómeno de la prescripción referido16. 
 
5. CONDENA EN COSTAS 
 
No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran 
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del Código 
General del Proceso.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y por 
autoridad de la Ley, 

 
RESUELVE 

 
PRIMERO.- DECLARAR la NULIDAD de las Resoluciones Nos. 10322 del 9 de octubre de 2018 
y 74 del 14 de enero de 2019, por medio de las cuales se negó la pensión de jubilación al demandante, 
conforme a los lineamientos de la parte motiva.  
 
SEGUNDO.-  Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de restablecimiento del 
derecho, CONDENAR a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO, a reconocer 
una pensión de jubilación al señor PEDRO ANTONIO DUARTE CÁRDENAS, identificado con 
la Cédula de Ciudadanía No. 3.241.247, con la inclusión de los factores: sueldo y prima de 
vacaciones sobre los cuales cotizó en el último año de servicios anterior a la adquisición del estatus 
jurídico de pensionado, esto es, del 27 de noviembre de 2015 al 27 de noviembre de 2016, aplicando 
una tasa de remplazo del 75%, efectiva a partir del 27 de noviembre de 2016 y demás ajustes de Ley.  
 
TERCERO.- CONDENAR a la NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- 
FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO a pagar al señor 
PEDRO ANTONIO DUARTE CÁRDENAS, identificado con la Cédula de Ciudadanía No. 
3.241.247, las mesadas pensionales causadas con ocasión del reconocimiento que aquí se ordena, 
desde el  28 de noviembre de 2016.   
 
CUARTO- NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO a actualizar las sumas debidas de la 
condena impuesta conforme al inciso 4º del Artículo 187 del CPACA, y de acuerdo con la siguiente 
fórmula: 
 
                  Índice Final 
           R =    Rh    ---------------- 
                  Índice Inicial 
 

                                                           
15 ARTÍCULO 41º.- Las acciones que emanen de los derechos consagrados en este Decreto prescribirán en tres años, contados 
desde que la respectiva obligación se haya hecho exigible. 
El simple reclamo escrito del empleado o trabajador ante la autoridad competente, sobre un derecho o prestación debidamente 
determinado, interrumpe la prescripción, pero sólo por un lapso igual.   
16 “Artículo 94. CGP. Interrupción de la prescripción, inoperancia de la caducidad y constitución en mora. La presentación de la 
demanda interrumpe el término para la prescripción”  
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En la que el valor presente (R) se determina multiplicando el valor histórico (Rh), que es lo dejado 
de pagar al demandante por el guarismo que resulta al dividir el índice final de precios al 
consumidor, certificado por el DANE, vigente a la fecha de ejecutoria de esta providencia, por el 
índice inicial vigente a la fecha en que debió hacerse cada pago. 
 
Por tratarse de pagos de tracto sucesivo, la fórmula se aplicará separadamente, mes por mes, 
teniendo en cuenta que el índice inicial es el vigente al momento de causación de cada una. 
 
QUINTO.- La NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO 
NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO dará cumplimiento a la 
presente sentencia dentro de los términos establecidos para ello por los Artículos 192 y 195 del 
CPACA. 
 
SEXTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda, conforme lo expuesto.  
 
SÉPTIMO.- No condenar en costas y agencias en derecho, por lo expuesto en la parte motiva. 
 
OCTAVO.- Ejecutoriada esta providencia, por secretaría, y a costa de la parte actora, 
EXPEDIR copia auténtica que preste mérito ejecutivo, con las constancias de notificación y 
ejecutoria. 
 
NOVENO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHIVAR el expediente. 
 
DÉCIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección de 
correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
Lkgd 
 
 
napoleon.0420@hotmail.com  
fapg69@yahoo.com  
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA

JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Sust. No. 559

Medio de control:  Ejecutivo laboral
Expediente:      11001-3342-051-2021-00260-00 
Demandante:  CARMEN LUZ ERAZO 
Demandado: UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL - UGPP
Decisión:                    Auto corre traslado de excepciones de mérito.

Verificado el expediente, se advierte que, mediante memorial de fecha 26 de enero de 2023
(archivo 16 expediente digital), la parte ejecutada allegó oportunamente1 escrito de excepciones
contra  el  mandamiento  de  pago  proferido  el  16  de  junio  de  2022  (archivo  10  expediente
digital).

En ese orden, se dispondrá correr traslado a la parte ejecutante de las excepciones propuestas
por el término de diez (10) días,  para que se pronuncie sobre ellas,  y adjunte o solicite las
pruebas  que  pretende  hacer  valer,  de  conformidad con lo  previsto  por  el  Artículo  443 del
C.G.P.2.

En consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE:

1.- CORRER  traslado a la parte ejecutante de las excepciones de mérito propuestas por la
parte ejecutada, por el término de diez (10) días.

2.- Surtido el término de traslado de las excepciones de mérito, por secretaría, INGRESAR
el proceso al despacho para continuar con el trámite establecido en el Artículo 443 del C.G.P.

3.- NOTIFICAR esta providencia por estado en los términos del Artículo 295 del C.G.P.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

Lkgd 

info@organizacionsanabria.com.co 
notificaciones@organizacionsanabria.com.co 
notificacionesjudicialesuggp@uggp.gov.co 
garellano@ugpp.gov.co 

1 La demanda ejecutiva se notificó el 19 de diciembre de 2022 – archivo 13 expediente digital.
2 “(…)  De  las  excepciones  de  mérito  propuestas  por  el  ejecutado  se  correrá  traslado  al  ejecutante  por  diez  (10)  días,
mediante auto, para que se pronuncie sobre ellas, y adjunte o pida las pruebas que pretende hacer valer. (…)
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).

Auto Sust. No. 555

Proceso: Ejecutivo laboral
Expediente:     11001-3342-051-2021-00261-00 
Ejecutante: NIDIA ESPERANZA MUÑOZ VILLAMIL
Ejecutado: UNIDAD  SUBRED  INTEGRADA  DE  SERVICIOS  DE  SALUD  SUR

OCCIDENTE E.S.E.
Decisión: Auto remite Oficina de Apoyo

Con el fin de decidir sobre la liquidación del crédito presentada por la parte ejecutante (archivo
25 expediente digital), resulta necesario que por secretaría se remita el expediente a la Oficina
de Apoyo de los juzgados administrativos del circuito judicial de Bogotá, para que el contador
asignado  efectúe  la  liquidación  del  crédito,  con  el  fin  de  contrastarla  con  la  liquidación
aportada, de conformidad con lo previsto por el numeral 3º del Artículo 446 del C.G.P. 

Para el efecto, vale señalar al contador de la Oficina de Apoyo de los juzgados administrativos
del circuito judicial de Bogotá los siguientes parámetros:

1. La  liquidación  ordenada  deberá  tener  en  cuenta  lo  dispuesto  en  la  sentencia  del  14  de
noviembre  de  2018,  proferida  por  este  despacho  (págs.  221-236  carpeta  ProcesoNyR2018-
00093, archivo 01Proces11001334220180009400 del expediente digital), por medio de la cual
se ordenó reconocer y pagar a favor de la señora Nidia Esperanza Muñoz Villamil, lo siguiente i)
la  diferencia  salarial  que  se  pueda  originar  a  su  favor  entre  los  honorarios  percibidos  con
ocasión de los contratos de prestación de servicios suscritos con el Hospital del Sur E.S.E. y lo
que devenga una enfermera de planta de la entidad demandada desde el 11 de abril de 2013 y
hasta el 15 de febrero de 2016 (descontando los días de interrupción de los contratos); ii) la
totalidad de prestaciones sociales y demás acreencias laborales devengadas desde el 11 de abril
de 2013 y hasta el 15 de febrero de 2016 (descontando los días de interrupción de los contratos),
tomando como base lo realmente devengado por una enfermera de planta de la entidad; iii)
tomar el ingreso base de cotización de la demandante (honorarios pactados) mes a mes, y si
existe diferencia entre los aportes realizados como contratista y los que se debieron efectuar al
sistema integral  de seguridad social en salud y pensiones cotizar la suma faltante solo en el
porcentaje que le correspondía como empleador, para lo cual la demandante deberá acreditar
las cotizaciones que realizó durante sus vínculos contractuales y, en caso de no haberlas hecho o
existir diferencias en su contra, tendrá la carga de cancelar o completar, el porcentaje que le
correspondía como trabajador, por el periodo trabajado entre el 11 de abril de 2013 hasta el 15
de febrero de 2016 (descontando los días de interrupción de los contratos),  y iv) pagar a la
demandante  los  dineros  que  debió  sufragar  como  cotizaciones  a  la  caja  de  compensación
familiar correspondiente entre el 11 de abril de 2013 hasta el 15 de febrero de 2016 (descontando
los días de interrupción de los contratos).  Así  mismo, señaló que el  tiempo laborado por la
actora bajo la modalidad de contratos de prestación de servicios desde el 11 de abril de 2013
hasta el 15 de febrero de 2016 (descontando los días de interrupción de los contratos), se debe
computar para efectos pensionales.

2. Deberá tenerse en cuenta también las precisiones contenidas en el Auto Interlocutorio No.
264  del  29  mayo  de  2022  (archivo  14  expediente  digital),  por  medio  del  cual  se  libró
mandamiento de pago por el valor del capital adeudado, indexación e intereses moratorios, así:

“1.  Por  el  valor  de  lo  adeudado  por  concepto  del  capital  que  se  cause  al  liquidar  las
diferencias que surjan de:

i) la diferencia salarial que se pueda originar a su favor entre los honorarios percibidos
con ocasión de los contratos de prestación de servicios suscritos con el Hospital del Sur
E.S.E. y lo que devenga una enfermera de planta de la entidad demandada desde el 11 de
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EJECUTIVO LABORAL

abril de 2013 y hasta el 15 de febrero de 2016 (descontando los días de interrupción de
los contratos); 

ii) la totalidad de prestaciones sociales y demás acreencias laborales devengadas desde
el  11  de  abril  de  2013  y  hasta  el  15  de  febrero  de  2016  (descontando  los  días  de
interrupción de los contratos),  tomando como base lo  realmente devengado por una
enfermera de planta de la entidad; 

iii) tomar el ingreso base de cotización de la demandante (honorarios pactados) mes a
mes,  y si  existe diferencia entre los  aportes realizados como contratista y los  que se
debieron efectuar al sistema integral de seguridad social en salud y pensiones cotizar la
suma faltante solo en el porcentaje que le correspondía como empleador, para lo cual la
demandante  deberá  acreditar  las  cotizaciones  que  realizó  durante  sus  vínculos
contractuales y, en caso de no haberlas hecho o existir diferencias en su contra, tendrá la
carga de cancelar o completar, el porcentaje que le correspondía como trabajador, por el
periodo  trabajado  entre  el  11  de  abril  de  2013  hasta  el  15  de  febrero  de  2016
(descontando los días de interrupción de los contratos), y 

iv) pagar a la demandante los dineros que debió sufragar como cotizaciones a la caja de
compensación familiar correspondiente entre el 11 de abril de 2013 hasta el 15 de febrero
de 2016 (descontando los días de interrupción de los contratos).

Así  mismo,  el  tiempo  laborado  por  la  actora  bajo  la  modalidad  de  contratos  de
prestación de servicios  desde  el  11  de  abril  de  2013 hasta  el  15  de  febrero  de  2016
(descontando los días de interrupción de los contratos), se debe computar para efectos
pensionales.

2. Por concepto de indexación de las diferencias causadas entre los valores ya reconocidos y
pagados y los que debieron pagarse al dar cumplimiento a lo ordenado en la sentencia que
se  constituye  como título de recaudo,  hasta  el  30 de noviembre de 2018 (fecha  de
ejecutoria de las sentencias).

3. Por concepto de intereses moratorios causados desde el 1 de diciembre de 2018 (día
siguiente  de  la  ejecutoria  de  la  sentencia)1 hasta  el  1  de  marzo  de  2018 (3  meses
siguientes) y desde el 13 de mayo de 2019 (fecha de petición a la entidad)2 hasta que se
verifique el pago efectivo del capital, conforme a lo dispuesto en los Artículos 192 y 195 del
CPACA.”

Para el efecto, el contador de la Oficina de Apoyo de los juzgados administrativos del circuito
judicial  de  Bogotá  deberá  tener  en  cuenta  que  la  liquidación  de  los  intereses  moratorios
corresponde a lo señalado en los Artículos 2 y 195 de la Ley 1437 de 2011, toda vez que la
sentencia condenatoria así lo dispuso, y se hará con la suspensión previamente señalada en el
auto que libró mandamiento de pago, esto es desde el 1 de diciembre de 2018 (día siguiente
de la ejecutoria de la sentencia)3 hasta el 1 de marzo de 2018 (3 meses siguientes) y desde el
13 de mayo de 2019 (fecha de petición a la entidad)4 hasta que se verifique el pago efectivo
del capital.

Por tanto, por secretaría, REMÍTASE el expediente a la Oficina de Apoyo de los juzgados
administrativos del circuito judicial de Bogotá, para que el contador asignado a dicha oficina
efectúe la liquidación del crédito de la referencia.

En mérito de lo expuesto, el  JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

R E S U E L V E 

PRIMERO.- Por secretaría, REMÍTASE el expediente al contador de la Oficina de Apoyo
de los juzgados administrativos del  Circuito Judicial de Bogotá, para que liquide las sumas

1 Se toma esta fecha teniendo en cuenta que la parte ejecutante solicitó el cumplimiento de la sentencia dentro de los 10
meses siguientes a la ejecutoria y cesó la causación de intereses moratorios, ya que la solicitud no se presentó durante los 3
meses siguientes a la ejecutoria del fallo conforme al Artículo 192 del CPACA, esto es, el 13 de mayo de 2019, como consta en
pág. 6 archivo 1 del expediente.
2 Págs. 6-7 archivo 1 expediente digital.
3 Se toma esta fecha teniendo en cuenta que la parte ejecutante solicitó el cumplimiento de la sentencia dentro de los 10
meses siguientes a la ejecutoria y cesó la causación de intereses moratorios, ya que la solicitud no se presentó durante los 3
meses siguientes a la ejecutoria del fallo conforme al Artículo 192 del CPACA, esto es, el 13 de mayo de 2019, como consta en
pág. 6 archivo 1 del expediente.
4 Págs. 6-7 archivo 1 expediente digital.
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ejecutadas en el asunto de la referencia, teniendo en cuenta las especificaciones señaladas en la
motiva  de la presente providencia.

SEGUNDO.- RECONOCER personería a la abogada ERIKA JOHANNA MORA BELTRÁN,
identificada con C.C. 53.052.774 y T.P. 251.455 del Consejo Superior de la Judicatura, como
apoderada judicial de la Subred Integrada de Servicios de Salud Sur Occidente E.S.E., en los
términos y para los fines del memorial poder allegado (archivo 28 expediente digital).

TERCERO.- Una vez se dé cumplimiento a la orden impartida, INGRÉSESE el expediente al
despacho para lo pertinente.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

LF

recepciongarzonbautista@gmail.com
defensajudicial@subredsuroccidente.gov.co
notificacionesjudiciales@subredsuroccidente.gov.co
erikajohannamorabeltran@gmail.com
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).

Auto Sust. No. 560

Proceso: Ejecutivo laboral
Expediente:     11001-3342-051-2021-00261-00 
Ejecutante: NIDIA ESPERANZA MUÑOZ VILLAMIL
Ejecutado: UNIDAD  SUBRED  INTEGRADA  DE  SERVICIOS  DE  SALUD  SUR

OCCIDENTE E.S.E.
Decisión: Auto concede recurso de apelación contra auto que niega medida cautelar

Procede el despacho a pronunciarse frente a la concesión del recurso de apelación interpuesto
por el apoderado de la parte ejecutante (M.Cautelar, archivo 16 expediente digital) contra el
Auto  Interlocutorio  No.  062 del  16 de febrero de 2023  (M.Cautelar,  archivo 14 expediente
digital), mediante el cual se negó el decreto de la medida cautelar de embargo y retención de los
dineros solicitada por la parte ejecutante.

Respecto  de  la  procedencia  del  medio  de  impugnación,  en  el  Artículo  321  del  C.G.P.  se
identifican las providencias que son susceptibles de apelación. 

Por  lo  anterior,  teniendo  en  cuenta  que  el  extremo  activo  tiene  interés  para  recurrir 1,  la
providencia atacada es apelable2 y que la alzada fue interpuesta dentro del término legal3, el
despacho concederá el recurso interpuesto en el efecto devolutivo4. 

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

R E S U E L V E:

PRIMERO.- CONCEDER en el efecto devolutivo el recurso de apelación promovido por la
parte  ejecutante  contra  el  Auto  Interlocutorio  No.  062 del  16  de  febrero  de  2023,  ante  el
Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

SEGUNDO.-  Ejecutoriada  la  presente  providencia,  remítase  a  la  mayor  brevedad  el
expediente  al  Tribunal  Administrativo  de  Cundinamarca  – Sección Segunda,  para lo  de su
competencia.   

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

LF

recepciongarzonbautista@gmail.com
defensajudicial@subredsuroccidente.gov.co
notificacionesjudiciales@subredsuroccidente.gov.co
erikajohannamorabeltran@gmail.com

1 Artículo 320 (inciso 2º) del Código General del Proceso. 
2 Artículo 321 (numeral 8º) ibidem.
3 Artículo 322 ibidem.
4 Artículo 323 ibidem. 



Expediente:      11001-3342-051-2021-00261-00
Ejecutante:       NIDIA ESPERANZA MUÑOZ VILLAMIL
Ejecutado:        SUBRED INTEGRADA DE SERVICIOS DE SALUD SUR OCCIDENTE E.S.E.

EJECUTIVO LABORAL

Página 2 de 2

Firmado Por:

Norberto Apolinar Mendivelso Pinzon

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

51

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: f9b946e795ff87044cfb0c8c6e3f9ce715f7eaab841c81ac48067b3718cf6a41

Documento generado en 23/08/2023 09:45:37 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



                                                   

REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).

SENTENCIA No. 184

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:     11001-3342-051-2022-00131-00 
Demandante: MYRIAM PARDO PARADA
Demandado: NACIÓN-  MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-  FONDO

NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL  MAGISTERIO  y
DISTRITO CAPITAL-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN

Decisión: Sentencia  anticipada  que  accede  parcialmente  las  pretensiones  de  la
demanda 

Tema: Indemnización moratoria por el no pago oportuno de cesantías Ley 50 de
1990

I. ASUNTO A RESOLVER

Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA
dentro del  medio de control  de  nulidad y restablecimiento del  derecho promovido por la
señora MYRIAM  PARDO  PARADA, identificada  con  la  Cédula  de  Ciudadanía  No.
51.601.057, contra la  NACIÓN- MINISTRIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL  MAGISTERIO  y  DISTRITO
CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN.

II. ANTECEDENTES

2.1. PRETENSIONES (págs. 6 a 53 archivo 2 expediente digital)

La demandante solicitó la nulidad del acto administrativo ficto frente a la petición presentada
ante la Secretaría de Educación de Bogotá el 10 de agosto de 2021 que negó el reconocimiento
y pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago
tardío de los intereses de las cesantías.

A título de restablecimiento del derecho, pretende que se condene a la demandada a: i) reconocer
y pagar la sanción por mora establecida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un
día de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que
debió consignarse el valor correspondiente a las cesantías del año 2020; ii) reconocer y pagar la
indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en
el Artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991; iii) reconocer y
pagar los ajustes de valor a que haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de
la sanción moratoria e indemnización por pago extemporáneo de los intereses, tomando como
base la variación del IPC, de conformidad con el Artículo 187 del CPACA; iv) reconocer y pagar los
intereses moratorios conforme al artículo 193 del CPACA; v) dar cumplimiento al fallo dentro del
término establecido en el Artículo 192 del CPACA; y vi) condenar en costas.

2.2. HECHOS

Como sustento fáctico de las pretensiones, la apoderada señaló lo siguiente:

Manifestó que la demandante, por laborar como docente en los servicios educativos estatales,
tiene derecho a que sus intereses a las cesantías sean consignados a más tardar el día 31 de
enero de 2021 y sus cesantías sean canceladas hasta el día 15 de febrero de 2021. Agregó que
dichos términos no fueron cumplidos por la entidad demandada.

El  10 de  agosto  de  2021,  la  demandante  solicitó  el  reconocimiento  y  pago  de  la  sanción
moratoria por la no consignación de la cesantía y sus intereses a la entidad nominadora, la
cual se resolvió de forma negativa.
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2.3. NORMAS VIOLADAS

En criterio de la parte actora, los actos administrativos acusados trasgreden las siguientes
normas:

- Constitución Política Artículos 13 y 53.
- Ley 91 de 1989, Artículo 5 y 15.
- Ley 50 de 1990, Artículo 99.
- Ley 1955 de 2019, Artículo 57.
- Ley 52 de 1975, Artículo 1.
- Ley 344 de 1996, Artículo 13.
- Ley 432 de 1998, Artículo 5.
- Decreto Nacional 1176 de 1991, Artículo 3.
- Decreto Nacional 1582 de 1998, Artículos 1 y 2.

2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

Como concepto de violación, la apoderada sostuvo que, conforme a lo señalado por el Consejo
de Estado en sentencia de unificación del 6 de agosto de 2020 -CE-SUJ-SII-022-2020-, “el
nacimiento de la sanción por mora no está condicionado al reconocimiento de la cesantía,
ocurriendo de pleno derecho por el incumplimiento del pago de parte del empleador dentro
de los términos de ley”.

Sostuvo que la finalidad de la Ley 50 del  28 de diciembre de 1990,  con posterioridad a la
expedición  a  la  Ley  91  del  29  de  diciembre  de  1989,  fue  regular  las  obligaciones  de  los
empleadores para con los servidores públicos, incluidos los docentes, como lo han determinado
las Sentencias de la Corte Constitucional C-486 de 2016, SU-098 de 2018, SU-332 de 2019 y
SU-041  de  2020,  a  quienes  a  partir  del  1  de  enero  de  1990  les  modificó  el  régimen  de
liquidación de cesantías de retroactiva a un régimen anualizado, pero también estableció una
obligación de la consignación de sus cesantías en un término perentorio que no podía superar
el 15 de febrero de cada anualidad.

Igualmente, hizo alusión a la sentencia del Consejo de Estado del 24 de enero de 2019, respecto
de  la  cual  resaltó  que:  “los  despachos  judiciales  accionados  desconocieron  que  aunque  la
norma que establece la sanción moratoria por la no consignación de las cesantías en los
términos que contempla el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, el artículo 13 de la
Ley 344 de 1996 y su Decreto Reglamentario 1582 de 1998, y el Decreto 1252 de 2000, no esté
expresamente consagrada a favor de los miembros del Magisterio, en virtud del principio de
interpretación  conforme  a  la  Constitución  y  favorabilidad  en  materia  laboral,  les
correspondía aplicar la interpretación más beneficiosa para el trabajador, esto es, que los
docentes sí son destinatarios de la norma que consagra la referida sanción, pues esta es la
interpretación que más se ajusta a la Constitución”.

Concluyó que tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional se han pronunciado de
manera unificada sobre la aplicabilidad del contenido del Artículo 99 de la ley 50 de 1990 a los
docentes oficiales, habiendo encontrado que no existe ninguna razón para que, una vez vencido
el 15 de febrero de cada anualidad, las cesantías de los maestros de régimen anualizado no sean
consignadas al Fomag, pues el régimen de cesantías de los docentes y los demás servidores
públicos del país es exacto; de hecho, el cambio de régimen retroactivo a régimen anualizado
fue efectuado desde el 29 de diciembre de 1989 a los maestros, cuando el resto de servidores
públicos del país fue realizado un año con posterioridad.

2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Admitida la demanda mediante Auto Interlocutorio No. 254 del 12 de mayo de 2022 (archivo
5  expediente  digital),  se  procedió  a  efectuar  la  notificación en  debida  forma conforme lo
dispuesto  en  la  referida  providencia  a  la  Nación-Ministerio  de  Educación-  Fondo  de
Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Capital-  Secretaría de Educación (archivo 7
expediente digital), quienes contestaron la demanda dentro de la oportunidad legal. 
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2.5.1.  Nación-  Ministerio  de  Educación  Nacional-  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio (archivo 8 expediente digital).

La apoderada de este ente ministerial se opuso a todas y cada una de las pretensiones. Expuso
que el régimen de cesantías del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio es el descrito
en la Ley 91 de 1989, cuyos intereses son más altos que los que se pagan al régimen general.

Sostuvo que en el Fomag no existe consignación anual antes del 15 de febrero, teniendo en
cuenta  que  durante  la  misma  vigencia  presupuestal  se  descuenta  del  presupuesto  de  las
entidades territoriales una doceava parte del situado fiscal para reservar el valor del pasivo
prestacional de los docentes, incluyendo las cesantías, por lo que se trata de un “prepago de
las cesantías” mas no de una consignación en la vigencia siguiente, lo que descarta la sanción
mora.

Por lo anterior, señaló que la actividad que se realiza previamente al 15 de febrero de cada
vigencia no es la consignación de cesantías, es la actividad operativa de liquidación, teniendo
en cuenta que los recursos ya están inmersos en el Fomag antes del 1° de febrero de cada
vigencia siguiente.

Sobre los intereses a las cesantías, indicó que el Fomag programa su pago de conformidad con
el reporte anual que remite cada Secretaría de Educación con la cuenta de nómina de cada
educador.

Respecto  a  la  indemnización  por  el  pago  tardío  de  los  intereses  a  las  cesantías  que  se
encuentra establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, señaló que i) esa norma es de
aplicación exclusiva para trabajadores particulares y no para los docentes afiliados al Fomag;
ii)  aplicar  a  los  docentes  afiliados  al  Fomag  la  Ley  52  de  1975,  se  desmejorarían  sus
condiciones respecto de la prestación “intereses a las cesantías” debido a que las condiciones
dadas por el régimen especial son más favorables que las otorgadas para el régimen general;
iii) lo pretendido por el  demandante es la transgresión del  principio de inescindibilidad o
conglobamiento,  esto  es,  la  aplicación  parcial  en  relación  con  la  totalidad  del  cuerpo
normativo al que pertenece; iv) los empleadores de los docentes afiliados al Fomag son las
entidades territoriales, en ese sentido, el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es
un patrimonio autónomo cuya finalidad es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo
improcedente que se demande al fondo quien no ostenta la calidad de empleador; y v) las
entidades territoriales no hacen depósito de recursos entendida como la “consignación de
cesantías”, únicamente desarrollan antes del 5 de febrero de la vigencia siguiente la actividad
operativa  de  “liquidación  del  valor  de  las  cesantías”  debido  a  que  los  recursos  ya  se
encuentran en el fondo.

Indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 proferida por la Corte Constitucional no aplica a la
parte actora, pues en ese caso la docente no había sido afiliada al  Fomag,  lo que lo hace
distinto a la presente demanda. 

2.5.2. Distrital Capital-Secretaría de Educación (archivo 9 expediente digital)

El apoderado de la entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda. Como
fundamentos de su defensa, señaló que, a diferencia de lo dispuesto para los fondos privados
de cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías de los
docentes del Fomag tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas individuales para cada
uno de sus afiliados.

Sostuvo que, ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales para
cada docente afiliado al Fomag, esto se extiende a la figura de la “consignación de cesantías”,
por lo que, en lugar de una consignación, los docentes tienen la posibilidad de retirar sus
cesantías siempre que su solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de Ley. 

Señaló que no podría configurarse la sanción moratoria contemplada en el Artículo 99 de la
Ley 50 de 1990 para el escenario del Fomag, ya que lo que sanciona la ley en mención es la
consignación inoportuna de las cesantías, y al estar vedada la posibilidad de la consignación
de las cesantías de los docentes del Fomag, de contera se descarta algún tipo de sanción.
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Por  otro  lado,  adujo  que  de  conformidad  con  lo  establecido  por  la  Ley  91  de  1989,
reglamentada por el Decreto 3752 de 2003, los docentes del servicio público educativo que
estén vinculados a las plantas de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG. Lo anterior significa que,
por un lado, los docentes forzosamente deben ser afiliados al FOMAG y a través de ese Fondo
obtener  el  pago  de  sus  prestaciones  sociales  y,  por  otra  parte,  sus  cesantías  deben  ser
reconocidas y pagadas de acuerdo a los procedimiento y reglamentación establecida para tales
efectos. Es decir, el ordenamiento jurídico no prevé que los docentes tengan la posibilidad de
elegir  otro  esquema  o  figura  de  administración  de  sus  cesantías,  sino  que  por  voluntad
expresa del legislador deben someterse al régimen especial previsto para el Magisterio, el cual
no ha sido retirado del mundo jurídico por parte de algún alto tribunal.

Finalmente, solicitó al despacho negar las pretensiones de la demanda.   

2.6. PRUEBAS, FIJACIÓN DEL LITIGIO Y ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Por medio del  Auto Interlocutorio No. 318 del  21 de julio de 2023 (archivo 29 expediente
digital),  el  despacho tuvo como pruebas las  aportadas al  proceso,  fijó  el  litigio  y,  en firme
dichas decisiones, dispuso correr traslado a las partes por el término de diez (10) días para
presentar escrito de alegaciones finales.

Parte demandante (archivo 31 expediente digital): reiteró los argumentos expuestos en
la  demanda.  Así  mismo,  aportó  providencias  judiciales  que  resuelven  sobre  la  sanción
moratoria que aquí se debate.

III. CONSIDERACIONES

3.1. Problema jurídico 

El  problema  jurídico  se  circunscribe  a  determinar  si  la  demandante,  MYRIAM  PARDO
PARADA, tiene derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria contemplada en
Ley 50 de 1990 y la indemnización por el no pago de los intereses de las cesantías prevista en
la Ley 52 de 1975, por el presunto retardo en la consignación de las cesantías anualizadas y los
intereses de las mismas, comprendidas entre el 1º de enero al 31 de diciembre de 2020 así
como los ajustes legales a los valores adeudados e intereses correspondientes.

3.2. Del marco normativo

3.2.1. Del régimen de cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio.

El Artículo 17 de la Ley 6ª de 1945 dispuso que los empleados y obreros nacionales de carácter
permanente gozarían de un auxilio de cesantía, a razón de un mes de sueldo o jornal por cada
año de servicio, pero únicamente respecto del tiempo de servicio prestado con posterioridad al
1º de enero de 1942. El Decreto 2767 de 1945 hizo extensivas las cesantías a los empleados y
obreros al servicio de los departamentos y municipios.

A  su  vez,  el  Artículo  1º  de  la  Ley  65  de  1946  dispuso  que  «Los  asalariados  de  carácter
permanente, al servicio de la Nación en cualquiera de las ramas del Poder Público, hállense o
no escalafonados en la Carrera Administrativa,  tendrán derecho al auxilio de cesantía por
todo el tiempo trabajado continua o discontinuamente, a partir del 1º de enero de 1942 en
adelante, cualquiera que sea la causa del retiro.» En el parágrafo de esta norma, se extendió
este beneficio a los trabajadores de los departamentos, intendencias, comisarías y municipios.

Al amparo de dichas disposiciones, el auxilio de cesantía de los servidores públicos a nivel
territorial debía liquidarse con retroactividad, pagando un mes de salario por cada año de
servicio,  computando  todo  el  tiempo  laborado  y  teniendo  en  cuenta  el  último  salario
devengado, a menos que haya tenido modificaciones en los últimos tres meses.

De otra parte, la liquidación del auxilio de cesantías fue reglamentada a través del Artículo 6º
del Decreto 1160 de 1947 que indicó que “para liquidar el auxilio de cesantía a que tengan
derecho  los  asalariados  nacionales,  departamentales,  intendenciales,  comisariales,
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municipales y particulares,  se tomará como base el  último sueldo o jornal devengado,  a
menos que el sueldo o jornal haya tenido modificaciones en los tres últimos meses, en cuyo
caso la liquidación se hará por el promedio de lo devengado en los últimos doce (12) meses o
en todo el tiempo de servicio, si éste fuere menor de doce (12) meses.”

Hasta este momento, el ordenamiento jurídico no consagraba de manera específica para los
docentes un régimen de liquidación de cesantías,  razón por la cual  dicho personal estaba
sujeto a las normas prestacionales de los empleados públicos.

Con la expedición de la Ley 91 de 1989, por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones
Sociales  del  Magisterio,  se  determinó  que  dicha  entidad  se  encargaría  del  pago  de
prestaciones sociales reconocidas a favor de los docentes.  

En el Parágrafo del Artículo 2º de la Ley 91 advirtió cómo se reconocerían y pagarían las
prestaciones sociales causadas hasta la fecha de promulgación de la misma:

“Parágrafo - Las prestaciones sociales del personal nacional, causadas hasta la fecha de
promulgación  de  la  presente  Ley,  se  reconocerán  y  pagarán  de  conformidad  con  las
normas prestacionales del orden nacional, aplicables a dicho personal. 

Las  prestaciones  sociales  del  personal  nacionalizado,  causadas  hasta  la  fecha  de
promulgación de la presente Ley, se seguirán reconociendo y pagando de conformidad con
las normas que regían en cada entidad territorial en el momento de entrar en vigencia la
Ley 43 de 1975.”

En  similar  sentido,  respecto  del  régimen  prestacional  de  los  docentes  nacionalizados,
nacionales y aquellos que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, el Artículo 15 dispuso:

“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por
las siguientes disposiciones: 

 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989,
para  efectos  de  las  prestaciones  económicas  y  sociales,  mantendrán  el  régimen
prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las
normas vigentes. 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos
de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a
los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.”

De manera particular, en lo que a las cesantías hace referencia, el numeral 3 de este mismo
Artículo consagró:

“3.- Cesantías:

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes
de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado,
sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en
caso contrario sobre el salario promedio del último año.

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes
nacionales  vinculados  con  anterioridad  a  dicha  fecha,  pero  sólo  con  respecto  a  las
cesantías generadas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías
existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad,
equivalente  a  la  suma  que  resulte  aplicar  la  tasa  de  interés,  que  de  acuerdo  con
certificación  de  la  Superintendencia  Bancaria,  haya  sido  la  comercial  promedio  de
captación del sistema financiero durante el  mismo período.  Las cesantías del personal
nacional  docente,  acumuladas  hasta  el  31  de  diciembre  de  1989,  que  pasan al  Fondo
Nacional  de Prestaciones Sociales  del  Magisterio,  continuarán sometidas a  las normas
generales vigentes para los empleados públicos del orden nacional.”

De lo anterior se deduce que a los docentes vinculados a partir del 1º de enero de 1990 se les

Página 5 de 16



Expediente: 11001-3342-051-2022-00131-00
Demandante: MYRIAM PARDO PARADA
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-FONDO  NACIONAL  DE  PRESTACIONES

SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

aplicaría un sistema anualizado de cesantías, sin retroactividad y sujeto al reconocimiento de
intereses, y los docentes territoriales vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 1989
se les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial.

En punto al tema, en reiteradas decisiones, la Sección Segunda del Consejo de Estado ha
precisado que los docentes oficiales vinculados con posterioridad al 1º de enero de 1990, sin
importar  si  fueron  vinculados  a  través  de  un  ente  territorial,  o  si  fueron  financiados  o
cofinanciados, se deben acoger al régimen prestacional establecido en la Ley 91 de 1989.

Ahora bien, la Ley 812 de 2003, por la cual se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, en su Artículo 81 estableció que el régimen prestacional de  “los docentes nacionales,
nacionalizados y territoriales,  que se encuentren vinculados al servicio público educativo
oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a
la entrada en vigencia de la presente ley”.

Con  fundamento  en  lo  anterior  y  con  el  objeto  de  lograr  la  afiliación  de  los  docentes
territoriales al aludido Fondo, el Decreto Nacional 3752 de 2003 estableció: 

“Artículo 1°.- Personal que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio. Los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas
de  personal  de  los  entes  territoriales  deberán  ser  afiliados  al  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites
establecidos en los artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de
2004. 

Parágrafo  1°.-  La  falta  de  afiliación  del  personal  docente  al  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio implicará la responsabilidad de la entidad territorial
nominadora por la totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin perjuicio
de las sanciones administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar. (Negrilla fuera
de texto). 

Parágrafo  2°.-  Los  docentes  vinculados  a  las  plantas  de  personal  de  las  entidades
territoriales  de  manera  provisional  deberán  ser  afiliados  provisionalmente  al  Fondo
Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio  mientras  conserve  su  nombramiento
provisional.

Artículo 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. Presentada
la solicitud de afiliación por parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) días
siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento: 

1.  Elaboración  del  cálculo  actuarial  que  determine  el  total  del  pasivo  prestacional,
presentando  de  manera  separada  cesantías  y  pensiones,  del  personal  docente  que  se
pretende afiliar y, por tanto, el valor de la deuda de la entidad territorial con el Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad
fiduciaria  encargada  del  manejo  de  sus  recursos  y  la  respectiva  entidad  territorial  de
conformidad con los parámetros que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito Público
para el efecto. 

2.  Definido  el  monto  total  de  la  deuda,  previa  revisión  del  Ministerio  de  Hacienda  y
Crédito Público,  este será comunicado a la entidad territorial  por parte de la sociedad
fiduciaria  encargada  del  manejo  de  los  recursos  del  Fondo.  Tal  comunicado  deberá
indicar, adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a
lo establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se
cubrirá con los recursos que traslade el fonpet al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de
sus recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan. 

3.  El  Ministerio  de Educación Nacional,  en  su  calidad de fideicomitente  de la  fiducia
mercantil  por  medio  de  la  cual  se  administran  los  recursos  del  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del mismo.”
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Ahora bien, en sentencia del 18 de enero de 20181, el Consejo de Estado consideró que quienes
se  vincularon  como  docentes  con  posterioridad  al  1º  de  enero  de  1990  cuentan  con  un
régimen prestacional especial señalado en la Ley 91 de 1989 por lo que las cesantías a que
tengan derecho se liquidan de forma anualmente sin retroactividad.

3.2.2. Del régimen anualizado de cesantías dispuesto en la Ley 50 de 1990.

La Ley 344 de 1996, «por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto
público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras disposiciones», dio un
paso adicional encaminado a ampliar la cobertura del sistema de liquidación anual del auxilio
de cesantías para la generalidad de los servidores públicos, al consagrar, en su Artículo 13, lo
siguiente: 

“Artículo 13.- Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de
1989, a partir de la publicación de la presente Ley,  las personas que se vinculen a los
Órganos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías:  

a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en
fecha diferente por la terminación de la relación laboral;

b)  Les  serán  aplicables  las  demás  normas  legales  vigentes  sobre  cesantías,
correspondientes  al  órgano  o  entidad  al  cual  se  vinculen que  no  sean contrarias  a  lo
dispuesto en el literal a) del presente artículo”. 

La norma vigente a la fecha de expedición de la previamente citada, que estableció el régimen
anual de cesantías, era la Ley 50 de 1990, en cuyo Artículo 99 consagró:

“Artículo 99.- El  nuevo  régimen  especial  de  auxilio  de  cesantía,  tendrá  las  siguientes
características: 

1.  El 31  de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía,  por la
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en
fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo.
2.  El  empleador  cancelará  al  trabajador  los  intereses  legales  del  12%  anual  o
proporcionales  por  fracción,  en los  términos  de las  normas vigentes  sobre el  régimen
tradicional de cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se
liquide definitivamente.
3. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el
mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario
por cada retardo. 
4. Si al término de la relación laboral existieren saldos de cesantía a favor del trabajador
que no hayan sido entregados al Fondo, el empleador se los pagará directamente con los
intereses legales respectivos”.

De igual manera, es necesario indicar que el Decreto 1582 de 1998 reglamentó los Artículos 13
de la Ley 344 de 1996 y 5 de la Ley 432 de 1998, y precisó que la norma a la que se debía
remitir a efecto de la liquidación anual del auxilio de cesantías de quienes se afilien a fondos
privados es la Ley 50 de 1990, en sus Artículos 99, 102 y 104, y para liquidar las cesantías de
los afiliados al Fondo Nacional de Ahorro, la Ley 432 de 1998, en sus Artículos 5 y siguientes.
Así lo determinó: 

“Artículo 1º.- El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos
del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los
fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas
concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se
afilien al Fondo Nacional de Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas
pertinentes de la Ley 432 de 1998”. 

No obstante,  para  aquellos  empleados  que  venían  con  una  vinculación  anterior  al  31  de
diciembre  de  1996,  cuando  entró  a  regir  la  citada  Ley  344  de  1996,  se  les  continuaría

1
 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia del  18 de enero de dos mil dieciocho (2018). Rad. No.:

19001-33-31-000-2011-00305-01  (1733-2016).  Demandante:  Juvencio  Chilito  Chilito. Demandado:  Departamento  del
Cauca.
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respetando  el  régimen  de  liquidación  del  auxilio  de  cesantías  consagrado  en  normas
anteriores2. 

Asimismo,  es  necesario  indicar  que  el  Decreto  1252  de  2000,  «Por  el  cual  se  establecen
normas sobre el régimen prestacional de los empleados públicos, los trabajadores oficiales y
los miembros de la fuerza pública», estableció lo siguiente: 

“Artículo  1º.-  Los  empleados públicos,  los  trabajadores oficiales  y los  miembros de la
fuerza pública, que se vinculen al servicio del Estado a partir de la vigencia del presente
decreto, tendrán derecho al pago de cesantías en los términos establecidos en las Leyes 50
de 1990, 344 de 1996 o 432 de 1998, según el caso. Lo dispuesto en el inciso anterior se
aplicará aun en el evento en que en la entidad u organismo a los cuales ingrese el servidor
público,  exista  un  régimen  especial  que  regule  las  cesantías.  Parágrafo.  Los  fondos  o
entidades  públicas,  incluida  la  Caja  Promotora  de Vivienda  Militar  que  administran y
pagan las cesantías de los servidores a que se refiere este artículo, seguirán haciéndolo”. 

Del caso concreto

En el caso concreto, están probados los siguientes hechos:

- La demandante es docente y según se desprende de las pruebas obrantes en el proceso su
vinculación es de carácter nacional (archivo 23 expediente digital).

- Obra extracto de los intereses de las cesantías consignados a la demandante, expedido por el
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (archivo 2, págs. 65 y 66 expediente
digital):

2 Es decir, el sistema de liquidación retroactiva, consagrado en Ley 6 de 1945, el Decreto 2767 de 1945, la Ley 65 de 1946 y
el Decreto 1160 de 1947.

Página 8 de 16



Expediente: 11001-3342-051-2022-00131-00
Demandante: MYRIAM PARDO PARADA
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-FONDO  NACIONAL  DE  PRESTACIONES

SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

Ahora, en este punto es del caso traer a colación lo señalado por la Subsección B del Consejo
de Estado3 frente a la aplicación de la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para
los docentes oficiales, así:

“Según  lo  previsto  en  el  artículo  115  de  la  Ley  155  de  1994,  los  docentes  oficiales  se
benefician del  reconocimiento  del  auxilio  de cesantías  de acuerdo con los  parámetros
establecidos por  el  artículo 15 (numeral 3)  de la Ley 91  de 1989,  norma en la  que se
distinguen,  por  un  lado,  los  docentes  que  son  beneficiarios  del  régimen  de  cesantías
retroactivas y, por otro, a quienes se les aplica el régimen de cesantías anualizadas con
pago de intereses y sin retroactividad.

Quiere decir lo anterior, que los docentes vinculados a partir del 1° de enero de 1990 gozan
del régimen de cesantías anualizadas, prestación que desde la entrada en vigencia de la
Ley 344 de 19964, debe liquidarse de acuerdo con lo previsto por el artículo 99 de la Ley 50
de 1990, es decir, anualmente y consignarse en el respectivo fondo de cesantías antes del
15 de febrero del año siguiente, so pena de que el empleador sea sancionado con el pago de
un día de salario por cada día de mora (…)”.

Así mismo,  la Subsección “A” de la Sección Segunda del Consejo de Estado5 ha sostenido lo
siguiente:

“En efecto,  sobre ese particular,  la Corte Constitucional en Sentencia SU-098 de 2018
sostuvo que el  «hecho de que los  docentes  se  encuentren amparados por  un régimen
especial, no implica el desconocimiento de su calidad de trabajadores del Estado, y menos
aún  si  se  trata  de  la  aplicación  de  una  norma  de  carácter  laboral  que  comporta  un
beneficio, caso en el cual prevalece la interpretación que reporte el mayor beneficio para el
empleado,  pues ésta  será  la que se ajuste a  los  postulados del  artículo 53 de la Carta

3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 13 de noviembre de 2020, expediente  08001-23-33-
000-2013-00394-01 , número interno 5156-16, M.P. Cesar Palomino Cortés.
4
 “ARTÍCULO 13. Sin  perjuicio  de los  derechos convencionales,  y  lo estipulado en la Ley 91  de 1989,  a partir  de la

publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Organos y Entidades del Estado tendrán el siguiente
régimen de cesantías:
a)  El  31  de  diciembre  de  cada  año  se  hará  la  liquidación  definitiva  de  cesantías  por  la  anualidad  o  por  la  fracción
correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral;
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se
vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo.
<Inciso 3o.  INEXEQUIBLE>
PARÁGRAFO. El régimen de cesantías  contenido en el  presente artículo  no se  aplica  al  personal  uniformado  de las
Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”.
5
 Consejo de Estado, sección segunda, subsección A, sentencia del 9 de mayo de 2022, expediente 08001-23-33-000-2017-

00795-01 , número interno 2659-2020, M.P. Rafael Francisco Suárez Vargas.
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Política». 

De  igual  manera,  en  la  sentencia  en  cita,  la  Corte  señaló  que  aunque  los  jueces  han
adoptado  una  postura  jurídicamente  razonable  y  justificada  al  negar  el  derecho  a  la
sanción moratoria,  esta excluye otra posible  interpretación,  en virtud de la  cual  sí  los
ampara la sanción moratoria por la no consignación de cesantías de conformidad con lo
dispuesto en el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, la cual es «más favorable
respecto de los derechos laborales de los docentes oficiales», máxime cuando el «ámbito
de  aplicación  de  la  sanción  moratoria  de  la  Ley  50  de  1990  se  extiende  a  todos  los
empleados públicos. Así lo establece el Decreto 1252 de 2000». Y finalmente, concluyó:  

Realizada la  anterior  aclaración,  esta  Corporación considera que,  en  el  régimen
anualizado, aplicable al caso de los docentes vinculados después de 1990 y 1996, es
lógico que se exija la afiliación y el pago oportuno del auxilio de cesantías, ya que la
consignación es la manera de garantizar el acceso a la prestación. Sin
duda,  este  sistema  solo  puede  ser  equitativo  si  las  personas  pueden
contar  con  su  pago  de  forma  oportuna  para  poder  disponer  de  la
prestación en cualquiera de los eventos en que se permite, esto es, ante
el  desempleo,  para  financiar  la  educación  propia,  de  compañeros
permanentes,  de  los  hijos  o  dependientes  y  para  la  adquisición,
construcción,  mejora  o  liberación  de  bienes  raíces  destinados  a  su
vivienda”. 

Adicionalmente,  cabe  anotar  que,  como  quedó  visto,  una  interpretación
restrictiva  de  la  aplicación  de la  sanción moratoria  incurriría  en un
trato desigual de los docentes frente a otros trabajadores del  Estado
que gozan de la sanción como garantía de la prestación. Esta distinción
viola el  derecho a la igualdad toda vez que los docentes  tendrían un
derecho  limitado  por  tener  una  categoría  específica  dentro  de  los
trabajadores  estatales,  lo  cual  no  constituye  un  motivo  valido  en  sí
mismo para negar su acceso. 
[…] 
Como  se  advirtió,  los  docentes  se  encuentran  en  la  categoría  de  los
empleados públicos y no existe razón que justifique que en su calidad
de trabajadores no tengan derecho, de la misma forma que los demás
servidores públicos, a que sus prestaciones sociales sean canceladas en
tiempo. Una interpretación contraria no protegería a estas personas en la misma
forma  que  a  otros  servidores  públicos,  lo  cual  tendría  como  consecuencia  la
restricción de su posibilidad de gozar de la garantía del pago oportuno del auxilio
de cesantías y, a su vez, de las protecciones ya mencionadas que se derivan de esa
prestación. […] 
Sumado a lo anterior, el régimen especial al que está sometido el actor no
contempla  la  sanción  que  solicita,  situación  distinta  sería  que  su
régimen lo contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de
beneficios o sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia. Al respecto,
la  jurisprudencia  constitucional  ha sostenido que hipótesis  como  las
que ahora se encuentran bajo estudio pueden desconocer el derecho a
la igualdad. 
[…] 
De conformidad con todo lo  expuesto,  en consonancia con el  principio de
favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del artículo
99 de la  Ley  50 de  1990 ya que la  Ley  91  de 1989 no contempla  de
manera expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el
FOMAG.

Asimismo, en Sentencia SU-332 de 2019 esa corporación también concluyó que:

52. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional, es posible concluir que
(i)  el  pago oportuno de las  cesantías es una garantía de todos los  trabajadores,
protegida  por  la  Constitución;  (ii)  los  miembros  del  Magisterio  gozan  de  un
régimen prestacional especial, en razón de la labor que desarrollan y su vinculación
con  el  Estado;  (iii)  los  docentes  oficiales  se  pueden  catalogar  como  empleados
públicos, en razón de las funciones que desarrollan, el régimen de carrera al que se
encuentran sometidos y la vinculación mediante nombramiento, que da lugar a una
relación  legal  y  reglamentaria;  (iv)  los  docentes  oficiales,  en  tanto  empleados
públicos, tienen derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago
tardío de las cesantías.

Bajo el anterior derrotero, la Subsección ha considerado viable acoger el criterio de
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favorabilidad  aplicado  en  sede  constitucional,  para  resolver  las  controversias
relacionadas con el reconocimiento de sanción moratoria por la consignación tardía
de las cesantías anuales a los docentes, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99
de la Ley 50 de 1990”6.

Nuevamente, en el año 2023, la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado7,
frente  a  la  aplicación de  la  sanción moratoria  consagrada  en  la  Ley 50  de  1990 para  los
docentes oficiales, indicó:

“(…) Conforme a la normativa transcrita se tiene entonces que los docentes oficiales que se
vincularon  a  partir  del  1°.  de  enero  de  1990  les  es  aplicable  el  régimen  de  cesantías
anualizadas regulado por la Ley 50 de 1990, que dispone la realización de la liquidación
anual de dicha prestación social con pago de intereses, suma que deberá ser consignada en
el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de febrero del año siguiente, so pena de que el
empleador sea sancionado con el pago de un día de salario por cada día de retardo”.

Del mismo modo, recientemente, el Consejo de Estado8, al resolver una solicitud de tutela
contra providencia  judicial,  acogió  el  principio  de favorabilidad y  consideró que es viable
aplicar a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción moratoria
por el pago extemporáneo de las cesantías anuales; así lo indicó:

“(…) Sin embargo, se resalta que la referida línea jurisprudencial fue modificada por vía de
solicitud de tutela, al considerarse que, en virtud del principio de favorabilidad, es viable
aplicar  a  los  docentes  las  disposiciones  de  la  Ley  50 de  1990,  en  materia  de  sanción
moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías anuales, de manera que para estos, el
valor reconocido con corte a 31 de diciembre de cada año por concepto de la prestación
mencionada,  también  les  debe  ser  consignado  en  el  Fondo  Nacional  de  Prestaciones
Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de febrero del año siguiente a su causación,
para evitar incurrir en mora equivalente a un día de salario por cada día de retraso. (…)

En este orden de ideas, se evidencia que en materia de la sanción moratoria por pago
extemporáneo de las cesantías anualizadas en favor de los docentes, si bien no existe una
sentencia de unificación proferida por el alto tribunal de lo contencioso administrativo, la
corporación  ha  sentado una  línea  pacífica  al  respecto  que  permite  acceder  al  amparo
solicitado, en tanto se desconoció la actual postura decisional en virtud de la cual a los
docentes sí les aplican las disposiciones del numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990,
la cual  resulta «más favorable  respecto de los  derechos laborales»,  máxime cuando el
ámbito de aplicación de la referida sanción moratoria se extiende a todos los empleados
públicos.

Ello teniendo en cuenta que, pese a que el Tribunal accionado explicó las razones por las
cuales  acogió  la  tesis  que en  principio  tenían la  Corte  Constitucional  y  el  Consejo  de
Estado sobre la materia, esto es, negar el reconocimiento de la sanción moratoria en favor
de los docentes en los términos de la Ley 50 de 1990 por pertenecer a un régimen especial,
esta Sala de Decisión extraña una motivación suficiente que permita entender por qué se
apartó de la tesis vigente, máxime, cuando les resulta beneficiosa frente a la protección
integral que merecen sus derechos labores.”

También,  la  Corte  Constitucional  ha  considerado  que  los  docentes  tienen  derecho  al
reconocimiento y pago de la sanción moratoria contenida en la Ley 50 de 1990; así lo señaló
en la Sentencia SU-041 de 2020:

“5.1.6. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional antes reseñada, es posible
concluir que:  (i) los docentes oficiales,  en tanto empleados públicos, tienen derecho al
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías; (ii)  el
reconocimiento de esta  prestación económica frente  a los  miembros del  magisterio ha
operado tanto en virtud de la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, como
por extensión del numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, a través de la Ley 344
de 1996, reglamentada por los Decretos 1582 de 1998 y 1252 de 2000; (iii) en todas las
acciones de tutela reseñadas, los docentes habían interpuesto demandas -hoy medio de

6 Este mismo criterio se mantiene en la Subsección A del Consejo de Estado. Ver sentencia  del 19 de enero de 2023,
expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. William Hernández Gómez.
7
 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 19 de enero de 2023, expediente 08001-23-33-000-

2015-80070-01 (1549-2021), M.P. Carmelo Perdomo Cueter.
8 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 23 de marzo de 2023, expediente 11001-03-15-000-
2023-01063-00, MP Juan Enrique Bedoya Escobar.
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control- de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de actos administrativos que
les  negaban  el  reconocimiento  y  pago  de  la  sanción  moratoria,  razón  por  la  cual  las
decisiones  en  sede  constitucional  ordenaron su  revocatoria  y  la  expedición de  nuevos
fallos,  en  términos  perentorios,  que  sí  reconocieran  la  indemnización(…)”  (Subraya  el
despacho).

Así las cosas, este despacho acoge el anterior criterio jurisprudencial expuesto por la Corte
Constitucional  y  el  Consejo de  Estado,  en  el  sentido  de  que,  conforme  al  principio  de
favorabilidad, le es aplicable a los docentes  el  reconocimiento de sanción moratoria por la
consignación tardía de las cesantías anuales, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de la
Ley 50 de 1990.

Ahora bien, no pasa por alto el despacho que mediante Sentencia SU-573 de 2019, la Corte
Constitucional indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 no constituye un precedente al caso
allí estudiado, por considerar que no se evidenciaba prima facie una amenaza de vulneración
de los derechos fundamentales y por ausencia de identidad fáctica que pudiera aplicarse al
caso concreto. Sin embargo, al declarar la improcedencia de la acción de tutela, no definió de
manera  concreta  los  criterios  a  tener  en  cuenta  para  que  se  configure  el  derecho  al
reconocimiento de la sanción moratoria a favor de los docentes afiliados al Fomag y estimó
que la interpretación y unificación de la jurisprudencia le corresponde al máximo órgano de la
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Es decir, dejó en manos de esta jurisdicción la
decisión de la aplicación del Artículo 99 de la Ley 50 de 1990 a los docentes afiliados al Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo cual hasta la fecha no se ha dado. En tal
sentido,  no se  puede  concluir  que la  Sentencia  SU-573 de 2019 constituya  un precedente
aplicable al sub examine. 

Antes de entrar analizar como incurrió la mora en el caso en concreto, es pertinente traer a
colación las reglas dispuestas por la Sección Segunda del Consejo de Estado, en relación con el
reconocimiento de cesantías y sanción moratoria prevista en el Artículo 99 de la Ley 50 de
1990, en Sentencia de Unificación del 25 de agosto de 20169, en la que estableció lo siguiente:

“1.-  Las  cesantías  anualizadas,  son  una  prestación  imprescriptible.  Las  cesantías
definitivas sí están sometidas al fenómeno de la prescripción.

2.- La sanción o indemnización moratoria sí está sometida al fenómeno de prescripción
trienal y la norma aplicable para ese efecto, es el artículo 151 del Código de Procedimiento
Laboral. 

3.- La fecha a partir de la cual procede la reclamación de la indemnización por la mora en
la consignación de las cesantías anualizadas, es el momento mismo en que se produce la
mora, es decir, desde el 15 de febrero del año en que se debió realizar el pago. 

4.- La fecha hasta la cual corre la mora, producto del incumplimiento en la consignación
de las cesantías anualizadas, es aquella en que se produce la desvinculación del servicio.   

5.- El salario a tener en cuenta para liquidar la indemnización moratoria es el que devenga
el empleado en el momento en que se produce la mora, y cuando concurren dos o más
periodos de cesantías y una mora sucesiva, el salario a tener en cuenta para la liquidación
cambia en el  momento en que se  genera  un nuevo periodo de mora,  en los  términos
previamente descritos.”

La citada decisión fue objeto de aclaración en providencia del 06 de agosto del 202010,  en
relación con el  momento  a  partir  del  cual  se  contabiliza  el  término  de  prescripción para
reclamar la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990,  por la no consignación de cesantías
anualizadas, en el siguiente sentido:

“i) El momento a partir del cual se contabiliza el término de la prescripción de la sanción
moratoria  de  las  cesantías  anualizadas  prevista  en  la  Ley  50  de  1990,  es  desde  su

9 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Consejero ponente: Luis Rafael Vergara
Quintero – Providencia del 25 de agosto de 2016 - Radicación número: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14) CE-
SUJ2-004-16 - Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo - Demandado: Municipio De Soledad.
10 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Sentencia de Unificación por Importancia
Jurídica - Sentencia CE-SUJ-SII-022-2020 – Providencia del 06 de agosto de 2020 – Expediente No. 08001-23-33-000-
2013-00666-01 – No. Interno 0833-2016 – Demandante: María Lucely Taborda Cervantes – Demandado: Municipio de
Sabanagrande (Atlántico) 
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causación y exigibilidad, es decir, el 15 de febrero de la anualidad siguiente, por ende, la
reclamación administrativa deberá presentarse dentro de los tres años siguientes, so pena
de configurarse la prescripción extintiva.

ii) En el evento en que se acumulen anualidades sucesivas de mora en la consignación de
cesantías anualizadas, el término prescriptivo de la sanción prevista en la Ley 50 de 1990
deberá  contabilizarse  de  manera  independiente  por  cada  año,  de  tal  modo  que  el
empleado dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su
causación para reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente, so pena
de su extinción.”

Ahora bien, revisado el expediente se advierte que no existe prueba del reconocimiento de las
cesantías,  ya  que únicamente  fue  allegada  la  certificación de  pago de los intereses  de las
cesantías a la demandante, respecto de los cuales vale la pena aclarar que dichos intereses son
pagados directamente al trabajador. 

En consecuencia,  no es posible establecer si  la entidad demandada ha cancelado o no las
cesantías  a  la  demandante,  por  lo  que  se  establecerá  como  fecha  límite  de  la  sanción
moratoria por el no pago de cesantías hasta la fecha en que se haga efectiva la consignación de
las mismas en el Fomag. 

De acuerdo con lo expuesto, en el caso concreto se causó una sanción moratoria a favor de la
demandante desde el 15 de febrero de 2021, cuando la entidad empleadora incurrió en retardo
por las cesantías del 202011, así:

Anualidad
Cesantías

Fecha que la Ley 50/90 dispone para
la consignación

Exigibilidad de la
sanción

Fecha límite de la sanción
por pago

2020 14/02/2021 15/02/2021 Hasta cuando se hubiere
realizado el traslado de

los recursos por concepto
de cesantías al Fomag12,
condicionado a que se

haya realizado por fuera
del término que

contempla la norma

Por  otro  lado,  la  demandante  presentó  la  reclamación  de  la  sanción  moratoria  en  sede
administrativa el 10 de agosto de 2021 (archivo 2, págs. 54 a 58 expediente digital), de modo
que no se configuró la prescripción extintiva, según se expone a continuación: 

Cesantías anualizadas Exigibilidad de la sanción Prescripción Fecha de la

reclamación

2020 15/02/2021 15/02/2024 10/08/2021

En consecuencia,  como la demandante reclamó ante la administración el  10 de agosto  de
2021, no se configuró la prescripción de la sanción moratoria por las cesantías de la anualidad
de 2020,  de modo que se condenará a la Nación-Ministerio de Educación Nacional13 a  la
penalidad solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el Artículo 99 de la
Ley 50 de 1990,  por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por cada día de
retardo, desde el 15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el traslado de los
recursos por concepto de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya realizado por fuera
del término que contempla la norma, liquidable con base en la asignación básica devengada
por la actora en el momento en que se produjo la mora.

11 En la demanda únicamente se solicitó la mora por la no consignación de las cesantías del año 2020.
12 Ello, siguiendo la forma en que el Consejo de Estado determinó el periodo de mora -sentencia del 19 de enero de 2023,
Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P.
William Hernández Gómez-.
13 La condena se efectúa sobre la Nación-Ministerio de Educación Nacional, teniendo en cuenta que, según la certificación
de historia laboral allegada por la Secretaría de Educación de Bogotá, la vinculación de la docente es de carácter nacional y,
conforme lo dispuesto por el Artículo 1° de la Ley 91 de 1989, se entiende por persona nacional a los docentes vinculados
por nombramiento del Gobierno nacional.
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Por otro lado, si bien en providencias anteriores se ordenó el ajuste del valor total generado
por concepto de sanción moratoria según lo dispuesto en el  Artículo 187 del CPACA, este
despacho ajusta su posición y acoge el criterio adoptado por el Consejo de Estado 14,  en el
sentido  de  determinar  que  no  es  procedente  la  indexación del  valor  a  pagar  por sanción
moratoria durante el día a día de su causación, dada la naturaleza de dicha indemnización.

Respecto de los intereses a las cesantías, la Ley 91 de 1989 dispone que el mismo equivale a un
interés anual sobre saldo de las cesantías a 31 de diciembre de cada año equivalente a la suma
que  resulte  aplicar  la  tasa  de  interés  que  de  acuerdo  con  la  certificación  de  la
Superintendencia  Financiera,  haya  sido  la  comercial  promedio  de  captación  del  sistema
financiero durante el mismo período.  

Por su  parte,  el  Acuerdo  39 de  1998,  “Por el  cual  se  establece  el  procedimiento  para el
reconocimiento y pago de intereses a las cesantías de los  docentes afiliados al  FOMAG”,
dispone en su Artículo 4, lo siguiente:

“El  Fondo  Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio  realizará  el  pago  de  los
intereses en el mes de marzo,  a los docentes cuya información haya sido remitida a la
Entidad Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más tardar el cinco (5) de
febrero de cada año,  y en el  mes de mayo a  los  docentes  cuya información haya sido
remitida a la Entidad Fiduciaria en el período comprendido entre el seis (6) de febrero y
hasta  el  quince  (15)  de marzo de cada año.  En los  casos en que la  entidad territorial
reporte la información con posterioridad a esta fecha, la entidad fiduciaria, programará
pagos  posteriores,  de  lo  cual  informará  al  Consejo  Directivo  del  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio.” (Subrayado fuera de texto).

En el proceso obra prueba que el pago de los intereses de la demandante se efectuó el 27 de
marzo de 2021 (pág.  65 “intereses pagados” archivo 2 expediente digital),  es decir, en los
términos de la Ley 91 de 1989 y del Acuerdo 39 de 1998.

Adicional a lo anterior, se advierte que la Ley 52 de 197515 es una norma que está dirigida al
sector  privado16 y  que  la  liquidación  de  los  intereses  dispuesta  en  ella17 es  diferente  a  la
manera que prescribe la Ley 91 de 198918, es decir que no se podría usar la forma de establecer
los intereses de esta e imponer la sanción que prevé aquella sin crear una tercera norma no
emitida por el legislador.

Así las cosas, no es procedente acceder a la sanción que contempla la Ley 52 de 1975 por el
pago tardío de los intereses que reclama la parte actora.

Finalmente,  se  advierte  que  no  es  procedente  condenar  al  Distrito  Capital-Secretaría  de
Educación,  ya  que el  Artículo  99 de la  Ley 50 de 1990 establece  que  “El  empleador que
incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo”, lo cual quiere
decir que dicha sanción es impuesta al empleador que incumpla los términos señalados en la
norma por la no consignación de las cesantías anuales, y no respecto del fondo de cesantías u
otra  entidad  que  intervenga  en  el  trámite  administrativo,  por  lo  que  se  absolverá  de
responsabilidad al Distrito Capital-Secretaría de Educación, ya que, conforme a lo dispuesto
en la Ley es la Nación-Ministerio de Educación Nacional como empleadora, al encontrarse
probado que la actora es una docente con vinculación nacional, la llamada a responder por la
sanción mora.

4. COSTAS

14 Sentencia de Unificación del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda CE- SUJ-SII-
012-2018, del 18 de julio de 2018.
15 Por la cual se reconocen intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares
16 Consejo de Estado,  Providencia  del  24 de mayo  de 2005,  Rad.  No.  44001-23-31-000-2002-00669-01(1827-04),  CP
ALBERTO ARANGO MANTILLA. – Consejo de Estado, providencia del 19 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-2331-000-
2002-00713-01(1945-04), CP ANA MARGARITA OLAYA FORERO. 
17 El artículo 1 de la Ley 75 de 1975 dispone respecto de los intereses que serán del 12% anual.
18 El artículo 15 de la Ley 91 de 1989, en relación con los intereses prescribe que será “…equivalente a la suma que resulte
aplicar  la  tasa  de  interés,  que  de  acuerdo  con  certificación  de  la  Superintendencia  Bancaria,  haya  sido  la  comercial
promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período.”
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No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del
Código General del Proceso. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y
por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- DECLARAR la ocurrencia del acto ficto presunto negativo derivado de la no
respuesta a la petición elevada el 10 de agosto de 2021.

SEGUNDO.- DECLARAR la NULIDAD del acto ficto o presunto negativo originado por el
silencio Distrito Capital- Secretaría de Educación, frente a la petición radicada el 10 de agosto
de 2021, conforme a las consideraciones expuestas.  

TERCERO.- Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de restablecimiento
del derecho, CONDENAR a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, a
pagar la señora MYRIAM PARDO PARADA, identificada con la Cédula de Ciudadanía No.
51.601.057,  a la penalidad solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el
Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por
cada día  de retardo,  desde el  15 de febrero de 2021 hasta  cuando se  hubiere  realizado el
traslado de los recursos por concepto de cesantías al  Fomag, condicionado a que se  haya
realizado por fuera del término que contempla la norma, liquidable con base en la asignación
básica devengada por la demandante en el momento en que se produjo la mora, conforme lo
expuesto en la parte motiva de esta providencia.

CUARTO.-  La  NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL dará
cumplimiento a la presente sentencia dentro de los términos establecidos para ello por los
Artículos 192 y 195 del CPACA.

QUINTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

SEXTO.-  Absolver  de  responsabilidad  al  DISTRITO  CAPITAL-SECRETARIA  DE
EDUCACIÓN.

SÉPTIMO.-  No se condena en costas y agencias en derecho, por lo expuesto en la parte
motiva.

OCTAVO.- Ejecutoriada esta  providencia,  por secretaría, y  a  costa  de  la  parte  actora,
EXPÍDASE copia auténtica que preste mérito ejecutivo, con las constancias de notificación y
ejecutoria.

NOVENO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente.

DÉCIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

LF

myrypardo@gmail.com
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
 

 
SENTENCIA No. 182 

 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:       11001-3342-051-2022-00132-00  
Demandante:   EMILCE VARGAS ROJAS 
Demandado:  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

Decisión:   Sentencia anticipada que accede parcialmente las pretensiones de la 
demanda  

Tema:  Indemnización moratoria por el no pago oportuno de cesantías Ley 50 de 
1990 

 
 
 

I. ASUNTO A RESOLVER 
 
Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA 
dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la señora 

EMILCE VARGAS ROJAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 37.625.163, contra 
la NACIÓN- MINISTRIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL DE 
PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL- 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN. 
 

II. ANTECEDENTES 
 
2.1. PRETENSIONES (págs. 6 a 53 archivo 2 expediente digital) 
 
La demandante solicitó la nulidad del acto administrativo ficto frente a la petición presentada 
ante la Secretaría de Educación de Bogotá el 29 de julio de 2021 que negó el reconocimiento y 
pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío 
de los intereses de las cesantías. 
 
A título de restablecimiento del derecho, pretende que se condene a la demandada a: i) reconocer y 
pagar la sanción por mora establecida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un día 
de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que debió 
consignarse el valor correspondiente a las cesantías del año 2020; ii) reconocer y pagar la 
indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 
Artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991; iii) reconocer y pagar 
los ajustes de valor a que haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de la 
sanción moratoria e indemnización por pago extemporáneo de los intereses, tomando como base la 
variación del IPC, de conformidad con el Artículo 187 del CPACA; iv) reconocer y pagar los intereses 
moratorios conforme al Artículo 193 del CPACA; v) dar cumplimiento al fallo dentro del término 
establecido en el Artículo 192 del CPACA; y vi) condenar en costas. 
 
2.2. HECHOS 
 
Como sustento fáctico de las pretensiones, la apoderada señaló lo siguiente: 
 
Manifestó que la demandante, por laborar como docente en los servicios educativos estatales, 
tiene derecho a que sus intereses a las cesantías sean consignados a más tardar el día 31 de 
enero de 2021 y sus cesantías sean canceladas hasta el día 15 de febrero de 2021. Agregó que 
dichos términos no fueron cumplidos por la entidad demandada. 
 
El 29 de julio de 2021, la demandante solicitó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por la no consignación de la cesantía y sus intereses a la entidad nominadora, la cual se resolvió 
de forma negativa. 



Expediente:        11001-3342-051-2022-00132-00 
Demandante:     EMILCE VARGAS ROJAS 
Demandado:    NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Página 2 de 15 

 

 

 
2.3. NORMAS VIOLADAS 
 
En criterio de la parte actora, los actos administrativos acusados trasgreden las siguientes 
normas: 
 

- Constitución Política Artículos 13 y 53. 
- Ley 91 de 1989, Artículo 5 y 15. 
- Ley 50 de 1990, Artículo 99. 
- Ley 1955 de 2019, Artículo 57. 
- Ley 52 de 1975, Artículo 1. 
- Ley 344 de 1996, Artículo 13. 
- Ley 432 de 1998, Artículo 5. 
- Decreto Nacional 1176 de 1991, Artículo 3. 
- Decreto Nacional 1582 de 1998, Artículos 1 y 2. 

 
2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
Como concepto de violación, la apoderada sostuvo que, conforme a lo señalado por el Consejo 
de Estado en sentencia de unificación del 6 de agosto de 2020 -CE-SUJ-SII-022-2020-, “el 
nacimiento de la sanción por mora no está condicionado al reconocimiento de la cesantía, 
ocurriendo de pleno derecho por el incumplimiento del pago de parte del empleador dentro de 
los términos de ley”. 
 
Sostuvo que la finalidad de la Ley 50 del 28 de diciembre de 1990, con posterioridad a la 
expedición a la Ley 91 del 29 de diciembre de 1989, fue regular las obligaciones de los 
empleadores para con los servidores públicos, incluidos los docentes, como lo han determinado 
las Sentencias de la Corte Constitucional C-486 de 2016, SU-098 de 2018, SU-332 de 2019 y SU-
041 de 2020, a quienes a partir del 1 de enero de 1990 les modificó el régimen de liquidación de 
cesantías de retroactiva a un régimen anualizado, pero también estableció una obligación de la 
consignación de sus cesantías en un término perentorio que no podía superar el 15 de febrero de 
cada anualidad. 
 
Igualmente, hizo alusión a la sentencia del Consejo de Estado del 24 de enero de 2019, respecto 
de la cual resaltó que: “los despachos judiciales accionados desconocieron que aunque la norma 
que establece la sanción moratoria por la no consignación de las cesantías en los términos que 
contempla el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, el artículo 13 de la Ley 344 de 
1996 y su Decreto Reglamentario 1582 de 1998, y el Decreto 1252 de 2000, no esté 
expresamente consagrada a favor de los miembros del Magisterio, en virtud del principio de 
interpretación conforme a la Constitución y favorabilidad en materia laboral, les correspondía 
aplicar la interpretación más beneficiosa para el trabajador, esto es, que los docentes sí son 
destinatarios de la norma que consagra la referida sanción, pues esta es la interpretación que 
más se ajusta a la Constitución”. 
 
Concluyó que tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional se han pronunciado de 
manera unificada sobre la aplicabilidad del contenido del Artículo 99 de la ley 50 de 1990 a los 
docentes oficiales, habiendo encontrado que no existe ninguna razón para que, una vez vencido 
el 15 de febrero de cada anualidad, las cesantías de los maestros de régimen anualizado no sean 
consignadas al Fomag, pues el régimen de cesantías de los docentes y los demás servidores 
públicos del país es exacto; de hecho, el cambio de régimen retroactivo a régimen anualizado fue 
efectuado desde el 29 de diciembre de 1989 a los maestros, cuando el resto de servidores públicos 
del país fue realizado un año con posterioridad. 
 
2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Admitida la demanda mediante Auto Interlocutorio No. 271 del 19 de mayo de 2022 (archivo 5 
expediente digital), se procedió a efectuar la notificación en debida forma conforme lo dispuesto 
en la referida providencia a la Nación-Ministerio de Educación- Fondo de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y Distrito Capital- Secretaría de Educación (archivo 7 expediente digital), 
quienes contestaron la demanda dentro de la oportunidad legal.  
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2.5.1. Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio (archivo 8 expediente digital). 
 
La apoderada de este ente ministerial se opuso a todas y cada una de las pretensiones. Expuso 
que el régimen de cesantías del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio es el descrito en 
la Ley 91 de 1989, cuyos intereses son más altos que los que se pagan al régimen general. 
 
Sostuvo que en el Fomag no existe consignación anual antes del 15 de febrero, teniendo en 
cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se descuenta del presupuesto de las 
entidades territoriales una doceava parte del situado fiscal para reservar el valor del pasivo 
prestacional de los docentes, incluyendo las cesantías, por lo que se trata de un “prepago de las 
cesantías” mas no de una consignación en la vigencia siguiente, lo que descarta la sanción mora. 
 
Por lo anterior, señaló que la actividad que se realiza previamente al 15 de febrero de cada 
vigencia no es la consignación de cesantías, es la actividad operativa de liquidación, teniendo 
en cuenta que los recursos ya están inmersos en el Fomag antes del 1° de febrero de cada 
vigencia siguiente. 
 
Sobre los intereses a las cesantías, indicó que el Fomag programa su pago de conformidad con 
el reporte anual que remite cada Secretaría de Educación con la cuenta de nómina de cada 
educador. 
 
Respecto a la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías que se encuentra 
establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, señaló que i) esa norma es de aplicación 
exclusiva para trabajadores particulares y no para los docentes afiliados al Fomag; ii) aplicar a 
los docentes afiliados al Fomag la Ley 52 de 1975, se desmejorarían sus condiciones respecto de 
la prestación “intereses a las cesantías” debido a que las condiciones dadas por el régimen 
especial son más favorables que las otorgadas para el régimen general; iii) lo pretendido por el 
demandante es la transgresión del principio de inescindibilidad o conglobamiento, esto es, la 
aplicación parcial en relación con la totalidad del cuerpo normativo al que pertenece; iv) los 
empleadores de los docentes afiliados al Fomag son las entidades territoriales, en ese sentido, 
el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es un patrimonio autónomo cuya finalidad 
es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo improcedente que se demande al fondo 
quien no ostenta la calidad de empleador; y v) las entidades territoriales no hacen depósito de 
recursos entendida como la “consignación de cesantías”, únicamente desarrollan antes del 5 de 
febrero de la vigencia siguiente la actividad operativa de “liquidación del valor de las cesantías” 
debido a que los recursos ya se encuentran en el fondo. 
 
Indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 proferida por la Corte Constitucional no aplica a la 
parte actora, pues en ese caso la docente no había sido afiliada al Fomag, lo que lo hace distinto 
a la presente demanda.  
 

2.5.2. Distrital Capital-Secretaría de Educación (archivo 9 expediente digital) 
 
El apoderado de la entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda. Como 
fundamentos de su defensa, señaló que, a diferencia de lo dispuesto para los fondos privados 
de cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías de los 
docentes del Fomag tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas individuales para cada uno 
de sus afiliados. 
 
Sostuvo que, ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales para 
cada docente afiliado al Fomag, esto se extiende a la figura de la “consignación de cesantías”, 
por lo que, en lugar de una consignación, los docentes tienen la posibilidad de retirar sus 
cesantías siempre que su solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de Ley.  
 
Señaló que no podría configurarse la sanción moratoria contemplada en el Artículo 99 de la Ley 
50 de 1990 para el escenario del Fomag, ya que lo que sanciona la ley en mención es la 
consignación inoportuna de las cesantías, y al estar vedada la posibilidad de la consignación de 
las cesantías de los docentes del Fomag, de contera se descarta algún tipo de sanción. 
 
Por otro lado, adujo que de conformidad con lo establecido por la Ley 91 de 1989, reglamentada 
por el Decreto 3752 de 2003, los docentes del servicio público educativo que estén vinculados 
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a las plantas de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG. Lo anterior significa que, por un lado, los 
docentes forzosamente deben ser afiliados al FOMAG y a través de ese Fondo obtener el pago 
de sus prestaciones sociales y, por otra parte, sus cesantías deben ser reconocidas y pagadas de 
acuerdo a los procedimiento y reglamentación establecida para tales efectos. Es decir, el 
ordenamiento jurídico no prevé que los docentes tengan la posibilidad de elegir otro esquema 
o figura de administración de sus cesantías, sino que por voluntad expresa del legislador deben 
someterse al régimen especial previsto para el Magisterio, el cual no ha sido retirado del mundo 
jurídico por parte de algún alto tribunal. 
 
Finalmente, solicitó al despacho negar las pretensiones de la demanda.    
 
2.6. PRUEBAS, FIJACIÓN DEL LITIGIO Y ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
Por medio del Auto Interlocutorio No. 319 del 21 de julio de 2023 (archivo 30 expediente digital), 
el despacho tuvo como pruebas las aportadas al proceso, fijó el litigio y, en firme dichas 
decisiones, dispuso correr traslado a las partes por el término de diez (10) días para presentar 
escrito de alegaciones finales. 
 
Parte demandante (archivo 32 expediente digital): reiteró los argumentos expuestos en 
la demanda. Así mismo, aportó providencias judiciales que resuelven sobre la sanción moratoria 
que aquí se debate. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 
3.1. Problema jurídico  
 
El problema jurídico se circunscribe a determinar si la demandante, EMILCE VARGAS ROJAS, 
tiene derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria contemplada en Ley 50 de 1990 
y la indemnización por el no pago de los intereses de las cesantías prevista en la Ley 52 de 1975, 
por el presunto retardo en la consignación de las cesantías anualizadas y los intereses de las 
mismas, comprendidas entre el 1º de enero al 31 de diciembre de 2020 así como los ajustes 
legales a los valores adeudados e intereses correspondientes. 
 
3.2. Del marco normativo 
 
3.2.1. Del régimen de cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 
El Artículo 17 de la Ley 6ª de 1945 dispuso que los empleados y obreros nacionales de carácter 
permanente gozarían de un auxilio de cesantía, a razón de un mes de sueldo o jornal por cada 
año de servicio, pero únicamente respecto del tiempo de servicio prestado con posterioridad al 
1º de enero de 1942. El Decreto 2767 de 1945 hizo extensivas las cesantías a los empleados y 
obreros al servicio de los departamentos y municipios. 
 
A su vez, el Artículo 1º de la Ley 65 de 1946 dispuso que «Los asalariados de carácter 
permanente, al servicio de la Nación en cualquiera de las ramas del Poder Público, hállense o 
no escalafonados en la Carrera Administrativa, tendrán derecho al auxilio de cesantía por todo 
el tiempo trabajado continua o discontinuamente, a partir del 1º de enero de 1942 en adelante, 
cualquiera que sea la causa del retiro.» En el parágrafo de esta norma, se extendió este beneficio 
a los trabajadores de los departamentos, intendencias, comisarías y municipios. 
 
Al amparo de dichas disposiciones, el auxilio de cesantía de los servidores públicos a nivel 
territorial debía liquidarse con retroactividad, pagando un mes de salario por cada año de 
servicio, computando todo el tiempo laborado y teniendo en cuenta el último salario devengado, 
a menos que haya tenido modificaciones en los últimos tres meses. 
 
De otra parte, la liquidación del auxilio de cesantías fue reglamentada a través del Artículo 6º 
del Decreto 1160 de 1947 que indicó que “para liquidar el auxilio de cesantía a que tengan 
derecho los asalariados nacionales, departamentales, intendenciales, comisariales, 
municipales y particulares, se tomará como base el último sueldo o jornal devengado, a menos 
que el sueldo o jornal haya tenido modificaciones en los tres últimos meses, en cuyo caso la 
liquidación se hará por el promedio de lo devengado en los últimos doce (12) meses o en todo 
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el tiempo de servicio, si éste fuere menor de doce (12) meses.” 
 
Hasta este momento, el ordenamiento jurídico no consagraba de manera específica para los 
docentes un régimen de liquidación de cesantías, razón por la cual dicho personal estaba sujeto 
a las normas prestacionales de los empleados públicos. 
 
Con la expedición de la Ley 91 de 1989, por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, se determinó que dicha entidad se encargaría del pago de prestaciones 
sociales reconocidas a favor de los docentes.   
 
En el Parágrafo del Artículo 2º de la Ley 91 advirtió cómo se reconocerían y pagarían las 
prestaciones sociales causadas hasta la fecha de promulgación de la misma: 

 
“Parágrafo - Las prestaciones sociales del personal nacional, causadas hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley, se reconocerán y pagarán de conformidad con las normas 
prestacionales del orden nacional, aplicables a dicho personal.  
 
Las prestaciones sociales del personal nacionalizado, causadas hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley, se seguirán reconociendo y pagando de conformidad con 
las normas que regían en cada entidad territorial en el momento de entrar en vigencia la 
Ley 43 de 1975.” 

 
En similar sentido, respecto del régimen prestacional de los docentes nacionalizados, 
nacionales y aquellos que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, el Artículo 15 dispuso: 
 

“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las 
siguientes disposiciones:  
 
 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 
para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional 
que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes.  
 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos 
de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los 
empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 

 
De manera particular, en lo que a las cesantías hace referencia, el numeral 3 de este mismo 
Artículo consagró: 
 

“3.- Cesantías: 
 
A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de 
salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el 
último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 
contrario sobre el salario promedio del último año. 
 
B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes 
nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías 
generadas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 
31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la 
suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la 
Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema 
financiero durante el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, 
acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales vigentes para los 
empleados públicos del orden nacional.” 

 
De lo anterior se deduce que a los docentes vinculados a partir del 1º de enero de 1990 se les 
aplicaría un sistema anualizado de cesantías, sin retroactividad y sujeto al reconocimiento de 
intereses, y los docentes territoriales vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 1989 se 
les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial. 
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En punto al tema, en reiteradas decisiones, la Sección Segunda del Consejo de Estado ha 
precisado que los docentes oficiales vinculados con posterioridad al 1º de enero de 1990, sin 
importar si fueron vinculados a través de un ente territorial, o si fueron financiados o 
cofinanciados, se deben acoger al régimen prestacional establecido en la Ley 91 de 1989. 
 
Ahora bien, la Ley 812 de 2003, por la cual se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, en su Artículo 81 estableció que el régimen prestacional de “los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 
oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley”. 
  
Con fundamento en lo anterior y con el objeto de lograr la afiliación de los docentes territoriales 
al aludido Fondo, el Decreto Nacional 3752 de 2003 estableció:  

 
“Artículo 1°.- Personal que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas 
de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites 
establecidos en los artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de 
2004.  
 
Parágrafo 1°.- La falta de afiliación del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio implicará la responsabilidad de la entidad territorial nominadora 
por la totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar. (Negrilla fuera de texto).  
 
Parágrafo 2°.- Los docentes vinculados a las plantas de personal de las entidades 
territoriales de manera provisional deberán ser afiliados provisionalmente al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio mientras conserve su nombramiento 
provisional. 
 
Artículo 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. Presentada 
la solicitud de afiliación por parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) días 
siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento:  
 
1. Elaboración del cálculo actuarial que determine el total del pasivo prestacional, 
presentando de manera separada cesantías y pensiones, del personal docente que se 
pretende afiliar y, por tanto, el valor de la deuda de la entidad territorial con el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos y la respectiva entidad territorial de 
conformidad con los parámetros que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
para el efecto.  
 
2. Definido el monto total de la deuda, previa revisión del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, este será comunicado a la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos del Fondo. Tal comunicado deberá indicar, 
adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a lo 
establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se cubrirá 
con los recursos que traslade el fonpet al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de sus 
recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan.  
 
3. El Ministerio de Educación Nacional, en su calidad de fideicomitente de la fiducia 
mercantil por medio de la cual se administran los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del mismo.” 

 
Ahora bien, en sentencia del 18 de enero de 20181, el Consejo de Estado consideró que quienes 
se vincularon como docentes con posterioridad al 1º de enero de 1990 cuentan con un régimen 
prestacional especial señalado en la Ley 91 de 1989 por lo que las cesantías a que tengan derecho 
se liquidan de forma anualmente sin retroactividad. 
 

                                                           
1 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia del 18 de enero de dos mil dieciocho (2018). Rad. No.: 
19001-33-31-000-2011-00305-01 (1733-2016). Demandante: Juvencio Chilito Chilito. Demandado: Departamento del 
Cauca. 
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3.2.2. Del régimen anualizado de cesantías dispuesto en la Ley 50 de 1990. 
 
La Ley 344 de 1996, «por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto 
público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras disposiciones», dio un 
paso adicional encaminado a ampliar la cobertura del sistema de liquidación anual del auxilio 
de cesantías para la generalidad de los servidores públicos, al consagrar, en su Artículo 13, lo 
siguiente:  

 
“Artículo 13.- Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 
1989, a partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los 
Órganos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías:   
 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación de la relación laboral; 
 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes 
al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) 
del presente artículo”.  

 
La norma vigente a la fecha de expedición de la previamente citada, que estableció el régimen 
anual de cesantías, era la Ley 50 de 1990, en cuyo Artículo 99 consagró: 

 
“Artículo 99.- El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes 
características:  
 
1. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación del contrato de trabajo. 
2. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales 
por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de 
cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se liquide 
definitivamente. 
3. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo 
elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada 
retardo.  
4. Si al término de la relación laboral existieren saldos de cesantía a favor del trabajador que 
no hayan sido entregados al Fondo, el empleador se los pagará directamente con los 
intereses legales respectivos”. 

 
De igual manera, es necesario indicar que el Decreto 1582 de 1998 reglamentó los Artículos 13 
de la Ley 344 de 1996 y 5 de la Ley 432 de 1998, y precisó que la norma a la que se debía remitir 
a efecto de la liquidación anual del auxilio de cesantías de quienes se afilien a fondos privados 
es la Ley 50 de 1990, en sus Artículos 99, 102 y 104, y para liquidar las cesantías de los afiliados 
al Fondo Nacional de Ahorro, la Ley 432 de 1998, en sus Artículos 5 y siguientes. Así lo 
determinó:  
 

“Artículo 1º.- El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos 
del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los 
fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas 
concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se 
afilien al Fondo Nacional de Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas 
pertinentes de la Ley 432 de 1998”.  
 

No obstante, para aquellos empleados que venían con una vinculación anterior al 31 de 
diciembre de 1996, cuando entró a regir la citada Ley 344 de 1996, se les continuaría respetando 
el régimen de liquidación del auxilio de cesantías consagrado en normas anteriores2.  
 
Asimismo, es necesario indicar que el Decreto 1252 de 2000, «Por el cual se establecen normas 
sobre el régimen prestacional de los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los 
miembros de la fuerza pública», estableció lo siguiente:  
 

                                                           
2 Es decir, el sistema de liquidación retroactiva, consagrado en Ley 6 de 1945, el Decreto 2767 de 1945, la Ley 65 de 1946 y el 
Decreto 1160 de 1947. 
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“Artículo 1º.- Los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los miembros de la fuerza 
pública, que se vinculen al servicio del Estado a partir de la vigencia del presente decreto, 
tendrán derecho al pago de cesantías en los términos establecidos en las Leyes 50 de 1990, 
344 de 1996 o 432 de 1998, según el caso. Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará aun 
en el evento en que en la entidad u organismo a los cuales ingrese el servidor público, exista 
un régimen especial que regule las cesantías. Parágrafo. Los fondos o entidades públicas, 
incluida la Caja Promotora de Vivienda Militar que administran y pagan las cesantías de los 
servidores a que se refiere este artículo, seguirán haciéndolo”.  

 
Del caso concreto 
 
En el caso concreto, están probados los siguientes hechos: 
 
- La demandante es docente y según se desprende de las pruebas obrantes en el proceso su 
vinculación es de carácter territorial (archivo 22 expediente digital). 
 
- Obra extracto de los intereses de las cesantías consignados a la demandante, expedido por el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (archivo 2, págs. 65 a 67 expediente 
digital): 
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Ahora, en este punto es del caso traer a colación lo señalado por la Subsección B del Consejo de 
Estado3 frente a la aplicación de la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para los 
docentes oficiales, así: 
 

“Según lo previsto en el artículo 115 de la Ley 155 de 1994, los docentes oficiales se benefician 
del reconocimiento del auxilio de cesantías de acuerdo con los parámetros establecidos por 
el artículo 15 (numeral 3) de la Ley 91 de 1989, norma en la que se distinguen, por un lado, 
los docentes que son beneficiarios del régimen de cesantías retroactivas y, por otro, a 
quienes se les aplica el régimen de cesantías anualizadas con pago de intereses y sin 
retroactividad. 

 
Quiere decir lo anterior, que los docentes vinculados a partir del 1° de enero de 1990 gozan 
del régimen de cesantías anualizadas, prestación que desde la entrada en vigencia de la Ley 
344 de 19964, debe liquidarse de acuerdo con lo previsto por el artículo 99 de la Ley 50 de 
1990, es decir, anualmente y consignarse en el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de 
febrero del año siguiente, so pena de que el empleador sea sancionado con el pago de un día 
de salario por cada día de mora (…)”. 
 

Así mismo, la Subsección “A” de la Sección Segunda del Consejo de Estado5 ha sostenido lo 
siguiente: 

 
“En efecto, sobre ese particular, la Corte Constitucional en Sentencia SU-098 de 2018 
sostuvo que el «hecho de que los docentes se encuentren amparados por un régimen 
especial, no implica el desconocimiento de su calidad de trabajadores del Estado, y menos 
aún si se trata de la aplicación de una norma de carácter laboral que comporta un beneficio, 
caso en el cual prevalece la interpretación que reporte el mayor beneficio para el empleado, 
pues ésta será la que se ajuste a los postulados del artículo 53 de la Carta Política».  
 
De igual manera, en la sentencia en cita, la Corte señaló que aunque los jueces han adoptado 
una postura jurídicamente razonable y justificada al negar el derecho a la sanción moratoria, 
esta excluye otra posible interpretación, en virtud de la cual sí los ampara la sanción 
moratoria por la no consignación de cesantías de conformidad con lo dispuesto en el 
numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, la cual es «más favorable respecto de los 
derechos laborales de los docentes oficiales», máxime cuando el «ámbito de aplicación de 
la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990 se extiende a todos los empleados públicos. Así 
lo establece el Decreto 1252 de 2000». Y finalmente, concluyó:   

 
Realizada la anterior aclaración, esta Corporación considera que, en el régimen 
anualizado, aplicable al caso de los docentes vinculados después de 1990 y 1996, es 
lógico que se exija la afiliación y el pago oportuno del auxilio de cesantías, ya que la 
consignación es la manera de garantizar el acceso a la prestación. Sin 
duda, este sistema solo puede ser equitativo si las personas pueden 
contar con su pago de forma oportuna para poder disponer de la 
prestación en cualquiera de los eventos en que se permite, esto es, ante 
el desempleo, para financiar la educación propia, de compañeros 
permanentes, de los hijos o dependientes y para la adquisición, 
construcción, mejora o liberación de bienes raíces destinados a su 
vivienda”.  
 

Adicionalmente, cabe anotar que, como quedó visto, una interpretación 
restrictiva de la aplicación de la sanción moratoria incurriría en un trato 
desigual de los docentes frente a otros trabajadores del Estado que gozan 
de la sanción como garantía de la prestación. Esta distinción viola el 
derecho a la igualdad toda vez que los docentes tendrían un derecho 
limitado por tener una categoría específica dentro de los trabajadores 

                                                           

3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 13 de noviembre de 2020, expediente 08001-23-33-000-
2013-00394-01 , número interno 5156-16, M.P. Cesar Palomino Cortés. 
4 “ARTÍCULO 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, a partir de la 
publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Organos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen 
de cesantías: 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la anualidad o por la fracción 
correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral; 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se 
vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo. 
<Inciso 3o.  INEXEQUIBLE> 
PARÁGRAFO. El régimen de cesantías contenido en el presente artículo no se aplica al personal uniformado de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional”. 
5 Consejo de Estado, sección segunda, subsección A, sentencia del 9 de mayo de 2022, expediente 08001-23-33-000-2017-
00795-01 , número interno 2659-2020, M.P. Rafael Francisco Suárez Vargas. 
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estatales, lo cual no constituye un motivo valido en sí mismo para negar 
su acceso.  
[…]  
Como se advirtió, los docentes se encuentran en la categoría de los 
empleados públicos y no existe razón que justifique que en su calidad de 
trabajadores no tengan derecho, de la misma forma que los demás 
servidores públicos, a que sus prestaciones sociales sean canceladas en 
tiempo. Una interpretación contraria no protegería a estas personas en la misma 
forma que a otros servidores públicos, lo cual tendría como consecuencia la 
restricción de su posibilidad de gozar de la garantía del pago oportuno del auxilio de 
cesantías y, a su vez, de las protecciones ya mencionadas que se derivan de esa 
prestación. […]  
Sumado a lo anterior, el régimen especial al que está sometido el actor no 
contempla la sanción que solicita, situación distinta sería que su régimen 
lo contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de beneficios 
o sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia. Al respecto, la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido que hipótesis como las que 
ahora se encuentran bajo estudio pueden desconocer el derecho a la 
igualdad.  
[…]  
De conformidad con todo lo expuesto, en consonancia con el principio de 
favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 
99 de la Ley 50 de 1990 ya que la Ley 91 de 1989 no contempla de manera 
expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el FOMAG. 

 
Asimismo, en Sentencia SU-332 de 2019 esa corporación también concluyó que: 

 
52. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional, es posible concluir que 
(i) el pago oportuno de las cesantías es una garantía de todos los trabajadores, 
protegida por la Constitución; (ii) los miembros del Magisterio gozan de un régimen 
prestacional especial, en razón de la labor que desarrollan y su vinculación con el 
Estado; (iii) los docentes oficiales se pueden catalogar como empleados públicos, en 
razón de las funciones que desarrollan, el régimen de carrera al que se encuentran 
sometidos y la vinculación mediante nombramiento, que da lugar a una relación legal 
y reglamentaria; (iv) los docentes oficiales, en tanto empleados públicos, tienen 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las 
cesantías. 
 
Bajo el anterior derrotero, la Subsección ha considerado viable acoger el criterio de 
favorabilidad aplicado en sede constitucional, para resolver las controversias 
relacionadas con el reconocimiento de sanción moratoria por la consignación tardía 
de las cesantías anuales a los docentes, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de 
la Ley 50 de 1990”6. 

 
Nuevamente, en el año 2023, la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado7, 
frente a la aplicación de la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para los docentes 
oficiales, indicó: 
 

“(…) Conforme a la normativa transcrita se tiene entonces que los docentes oficiales que se 
vincularon a partir del 1°. de enero de 1990 les es aplicable el régimen de cesantías 
anualizadas regulado por la Ley 50 de 1990, que dispone la realización de la liquidación 
anual de dicha prestación social con pago de intereses, suma que deberá ser consignada en 
el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de febrero del año siguiente, so pena de que el 
empleador sea sancionado con el pago de un día de salario por cada día de retardo”. 

 
Del mismo modo, recientemente, el Consejo de Estado8, al resolver una solicitud de tutela 
contra providencia judicial, acogió el principio de favorabilidad y consideró que es viable aplicar 
a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción moratoria por el 
pago extemporáneo de las cesantías anuales; así lo indicó: 
 

                                                           
6 Este mismo criterio se mantiene en la Subsección A del Consejo de Estado. Ver sentencia del 19 de enero de 2023, expediente 
76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. William Hernández Gómez. 
7 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 19 de enero de 2023, expediente 08001-23-33-000-2015-
80070-01 (1549-2021), M.P. Carmelo Perdomo Cueter. 
8 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 23 de marzo de 2023, expediente 11001-03-15-000-
2023-01063-00, MP Juan Enrique Bedoya Escobar. 



Expediente:        11001-3342-051-2022-00132-00 
Demandante:     EMILCE VARGAS ROJAS 
Demandado:    NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Página 11 de 15 

 

 

“(…) Sin embargo, se resalta que la referida línea jurisprudencial fue modificada por vía de 
solicitud de tutela, al considerarse que, en virtud del principio de favorabilidad, es viable 
aplicar a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción 
moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías anuales, de manera que para estos, el 
valor reconocido con corte a 31 de diciembre de cada año por concepto de la prestación 
mencionada, también les debe ser consignado en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de febrero del año siguiente a su causación, para 
evitar incurrir en mora equivalente a un día de salario por cada día de retraso. (…) 
 
En este orden de ideas, se evidencia que en materia de la sanción moratoria por pago 
extemporáneo de las cesantías anualizadas en favor de los docentes, si bien no existe una 
sentencia de unificación proferida por el alto tribunal de lo contencioso administrativo, la 
corporación ha sentado una línea pacífica al respecto que permite acceder al amparo 
solicitado, en tanto se desconoció la actual postura decisional en virtud de la cual a los 
docentes sí les aplican las disposiciones del numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, 
la cual resulta «más favorable respecto de los derechos laborales», máxime cuando el 
ámbito de aplicación de la referida sanción moratoria se extiende a todos los empleados 
públicos. 
 
Ello teniendo en cuenta que, pese a que el Tribunal accionado explicó las razones por las 
cuales acogió la tesis que en principio tenían la Corte Constitucional y el Consejo de Estado 
sobre la materia, esto es, negar el reconocimiento de la sanción moratoria en favor de los 
docentes en los términos de la Ley 50 de 1990 por pertenecer a un régimen especial, esta 
Sala de Decisión extraña una motivación suficiente que permita entender por qué se apartó 
de la tesis vigente, máxime, cuando les resulta beneficiosa frente a la protección integral que 
merecen sus derechos labores.” 

 
También, la Corte Constitucional ha considerado que los docentes tienen derecho al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria contenida en la Ley 50 de 1990; así lo señaló en 
la Sentencia SU-041 de 2020: 
 

“5.1.6. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional antes reseñada, es posible 
concluir que: (i) los docentes oficiales, en tanto empleados públicos, tienen derecho al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías; (ii) el 
reconocimiento de esta prestación económica frente a los miembros del magisterio ha 
operado tanto en virtud de la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, como 
por extensión del numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, a través de la Ley 344 de 
1996, reglamentada por los Decretos 1582 de 1998 y 1252 de 2000; (iii) en todas las acciones 
de tutela reseñadas, los docentes habían interpuesto demandas -hoy medio de control- de 
nulidad y restablecimiento del derecho en contra de actos administrativos que les negaban 
el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, razón por la cual las decisiones en sede 
constitucional ordenaron su revocatoria y la expedición de nuevos fallos, en términos 
perentorios, que sí reconocieran la indemnización(…)” (Subraya el despacho). 

 
Así las cosas, este despacho acoge el anterior criterio jurisprudencial expuesto por la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, en el sentido de que, conforme al principio de 
favorabilidad, le es aplicable a los docentes el reconocimiento de sanción moratoria por la 
consignación tardía de las cesantías anuales, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de la 
Ley 50 de 1990. 
 
Ahora bien, no pasa por alto el despacho que mediante Sentencia SU-573 de 2019, la Corte 
Constitucional indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 no constituye un precedente al caso allí 
estudiado, por considerar que no se evidenciaba prima facie una amenaza de vulneración de 
los derechos fundamentales y por ausencia de identidad fáctica que pudiera aplicarse al caso 
concreto. Sin embargo, al declarar la improcedencia de la acción de tutela, no definió de manera 
concreta los criterios a tener en cuenta para que se configure el derecho al reconocimiento de 
la sanción moratoria a favor de los docentes afiliados al Fomag y estimó que la interpretación y 
unificación de la jurisprudencia le corresponde al máximo órgano de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. Es decir, dejó en manos de esta jurisdicción la decisión de la 
aplicación del Artículo 99 de la Ley 50 de 1990 a los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, lo cual hasta la fecha no se ha dado. En tal sentido, no se 
puede concluir que la Sentencia SU-573 de 2019 constituya un precedente aplicable al sub 
examine.  
 
Antes de entrar analizar como incurrió la mora en el caso en concreto, es pertinente traer a 
colación las reglas dispuestas por la Sección Segunda del Consejo de Estado, en relación con el 
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reconocimiento de cesantías y sanción moratoria prevista en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, 
en Sentencia de Unificación del 25 de agosto de 20169, en la que estableció lo siguiente: 
 

“1.- Las cesantías anualizadas, son una prestación imprescriptible. Las cesantías definitivas 
sí están sometidas al fenómeno de la prescripción. 
 
2.- La sanción o indemnización moratoria sí está sometida al fenómeno de prescripción 
trienal y la norma aplicable para ese efecto, es el artículo 151 del Código de Procedimiento 
Laboral.  
 
3.- La fecha a partir de la cual procede la reclamación de la indemnización por la mora en la 
consignación de las cesantías anualizadas, es el momento mismo en que se produce la mora, 
es decir, desde el 15 de febrero del año en que se debió realizar el pago.  
 
4.- La fecha hasta la cual corre la mora, producto del incumplimiento en la consignación de 
las cesantías anualizadas, es aquella en que se produce la desvinculación del servicio.    
 
5.- El salario a tener en cuenta para liquidar la indemnización moratoria es el que devenga 
el empleado en el momento en que se produce la mora, y cuando concurren dos o más 
periodos de cesantías y una mora sucesiva, el salario a tener en cuenta para la liquidación 
cambia en el momento en que se genera un nuevo periodo de mora, en los términos 
previamente descritos.” 

 
La citada decisión fue objeto de aclaración en providencia del 06 de agosto del 202010, en 
relación con el momento a partir del cual se contabiliza el término de prescripción para 
reclamar la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990, por la no consignación de cesantías 
anualizadas, en el siguiente sentido: 
 

“i) El momento a partir del cual se contabiliza el término de la prescripción de la sanción 
moratoria de las cesantías anualizadas prevista en la Ley 50 de 1990, es desde su causación 
y exigibilidad, es decir, el 15 de febrero de la anualidad siguiente, por ende, la reclamación 
administrativa deberá presentarse dentro de los tres años siguientes, so pena de 
configurarse la prescripción extintiva. 
 
ii) En el evento en que se acumulen anualidades sucesivas de mora en la consignación de 
cesantías anualizadas, el término prescriptivo de la sanción prevista en la Ley 50 de 1990 
deberá contabilizarse de manera independiente por cada año, de tal modo que el empleado 
dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su causación para 
reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente, so pena de su extinción.” 

 
Ahora bien, revisado el expediente se advierte que no existe prueba del reconocimiento de las 
cesantías, ya que únicamente fue allegada la certificación de pago de los intereses de las 
cesantías a la demandante, respecto de los cuales vale la pena aclarar que dichos intereses son 
pagados directamente al trabajador.  
 
En consecuencia, no es posible establecer si la entidad demandada ha cancelado o no las 
cesantías a la demandante, por lo que se establecerá como fecha límite de la sanción moratoria 
por el no pago de cesantías hasta la fecha en que se haga efectiva la consignación de las mismas 
en el Fomag.  
 
De acuerdo con lo expuesto, en el caso concreto se causó una sanción moratoria a favor de la 
demandante desde el 15 de febrero de 2021, cuando la entidad empleadora incurrió en retardo 
por las cesantías del 202011, así: 
 

Anualidad 
Cesantías 

Fecha que la Ley 50/90 dispone para 
la consignación 

Exigibilidad de la 
sanción 

Fecha límite de la sanción 
por pago 

2020 14/02/2021 15/02/2021 Hasta cuando se hubiere 
realizado el traslado de 

                                                           
9 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Consejero ponente: Luis Rafael Vergara 
Quintero – Providencia del 25 de agosto de 2016 - Radicación número: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14) CE-
SUJ2-004-16 - Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo - Demandado: Municipio De Soledad. 
10 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Sentencia de Unificación por Importancia 
Jurídica - Sentencia CE-SUJ-SII-022-2020 – Providencia del 06 de agosto de 2020 – Expediente No. 08001-23-33-000-
2013-00666-01 – No. Interno 0833-2016 – Demandante: María Lucely Taborda Cervantes – Demandado: Municipio de 
Sabanagrande (Atlántico)  
11 En la demanda únicamente se solicitó la mora por la no consignación de las cesantías del año 2020. 
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los recursos por concepto 
de cesantías al Fomag12, 
condicionado a que se 

haya realizado por fuera 
del término que 

contempla la norma 

 
Por otro lado, la demandante presentó la reclamación de la sanción moratoria en sede 
administrativa el 29 de julio de 2021 (archivo 2, págs. 54 a 58 expediente digital), de modo que 
no se configuró la prescripción extintiva, según se expone a continuación:  
 

Cesantías anualizadas Exigibilidad de la sanción Prescripción Fecha de la 

reclamación 

2020 15/02/2021 15/02/2024 29/07/2021 

 
En consecuencia, como la demandante reclamó ante la administración el 29 de julio de 2021, 
no se configuró la prescripción de la sanción moratoria por las cesantías de la anualidad de 
2020, de modo que se condenará al Distrito Capital- Secretaría de Educación a la penalidad 
solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 
1990, por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por cada día de retardo, desde el 
15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el traslado de los recursos por concepto 
de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya realizado por fuera del término que 
contempla la norma, liquidable con base en la asignación básica devengada por la actora en el 
momento en que se produjo la mora. 
 
Por otro lado, si bien en providencias anteriores se ordenó el ajuste del valor total generado por 
concepto de sanción moratoria según lo dispuesto en el Artículo 187 del CPACA, este despacho 
ajusta su posición y acoge el criterio adoptado por el Consejo de Estado13, en el sentido de 
determinar que no es procedente la indexación del valor a pagar por sanción moratoria durante 
el día a día de su causación, dada la naturaleza de dicha indemnización. 
 
Respecto de los intereses a las cesantías, la Ley 91 de 1989 dispone que el mismo equivale a un 
interés anual sobre saldo de las cesantías a 31 de diciembre de cada año equivalente a la suma 
que resulte aplicar la tasa de interés que de acuerdo con la certificación de la Superintendencia 
Financiera, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el 
mismo período.   
 
Por su parte, el Acuerdo 39 de 1998, “Por el cual se establece el procedimiento para el 
reconocimiento y pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG”, 
dispone en su Artículo 4, lo siguiente: 
 

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio realizará el pago de los intereses 
en el mes de marzo, a los docentes cuya información haya sido remitida a la Entidad 
Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más tardar el cinco (5) de febrero de 
cada año, y en el mes de mayo a los docentes cuya información haya sido remitida a la 
Entidad Fiduciaria en el período comprendido entre el seis (6) de febrero y hasta el quince 
(15) de marzo de cada año. En los casos en que la entidad territorial reporte la información 
con posterioridad a esta fecha, la entidad fiduciaria, programará pagos posteriores, de lo 
cual informará al Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio.” (Subrayado fuera de texto). 

 
En el proceso obra prueba que el pago de los intereses de la demandante se efectuó el 27 de 
marzo de 2021 (pág. 65 “intereses pagados” archivo 2 expediente digital), es decir, en los 
términos de la Ley 91 de 1989 y del Acuerdo 39 de 1998. 
 

                                                           
12 Ello, siguiendo la forma en que el Consejo de Estado determinó el periodo de mora -sentencia del 19 de enero de 2023, 
Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. 
William Hernández Gómez-. 
13 Sentencia de Unificación del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda CE- SUJ-SII-012-
2018, del 18 de julio de 2018. 
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Adicional a lo anterior, se advierte que la Ley 52 de 197514 es una norma que está dirigida al 
sector privado15 y que la liquidación de los intereses dispuesta en ella16 es diferente a la manera 
que prescribe la Ley 91 de 198917, es decir que no se podría usar la forma de establecer los 
intereses de esta e imponer la sanción que prevé aquella sin crear una tercera norma no emitida 
por el legislador. 
 
Así las cosas, no es procedente acceder a la sanción que contempla la Ley 52 de 1975 por el pago 
tardío de los intereses que reclama la parte actora. 
 
Finalmente, se advierte que no es procedente condenar a la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que el Artículo 99 de la Ley 50 de 
1990 establece que “El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de 
salario por cada retardo”, lo cual quiere decir que dicha sanción es impuesta al empleador que 
incumpla los términos señalados en la norma por la no consignación de las cesantías anuales, 
y no respecto del fondo de cesantías u otra entidad que intervenga en el trámite administrativo, 
por lo que se absolverá de responsabilidad a la Nación- Ministerio de Educación Nacional- 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que, conforme a lo dispuesto en la Ley, es el 
Distrito Capital- Secretaría de Educación como empleador, al encontrarse probado que la actora 
es una docente con vinculación territorial, el llamado a responder por la sanción mora. 
 
Por último, se advierte que en la contestación de la demanda de la Nación- Ministerio de 
Educación Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio se propuso la excepción de 
falta de legitimación en la causa por pasiva de la Fiduprevisora S.A. (archivo 8, págs. 4 a 6 
expediente digital), en la que se solicita que se desvincule a dicha fiducia; no obstante, 
comoquiera que esa entidad no se encuentra vinculada dentro del presente proceso, no se hará 
manifestación sobre dicha excepción. 
 
4. COSTAS 
 
No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran 
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del Código 
General del Proceso.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- DECLARAR la ocurrencia del acto ficto presunto negativo derivado de la no 
respuesta a la petición elevada el 29 de julio de 2021. 
 
SEGUNDO.- DECLARAR la NULIDAD del acto ficto o presunto negativo originado por el 
silencio Distrito Capital- Secretaría de Educación, frente a la petición radicada el 29 de julio de 
2021, conforme a las consideraciones expuestas.   
 
TERCERO.- Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de restablecimiento 
del derecho, CONDENAR al DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, a 
pagar la señora EMILCE VARGAS ROJAS, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 
37.625.163, a la penalidad solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el 
Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por 
cada día de retardo, desde el 15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el traslado 
de los recursos por concepto de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya realizado por 
fuera del término que contempla la norma, liquidable con base en la asignación básica 

                                                           
14 Por la cual se reconocen intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares 
15 Consejo de Estado, Providencia del 24 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-23-31-000-2002-00669-01(1827-04), CP 
ALBERTO ARANGO MANTILLA. – Consejo de Estado, providencia del 19 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-2331-000-
2002-00713-01(1945-04), CP ANA MARGARITA OLAYA FORERO.  
16 El artículo 1 de la Ley 75 de 1975 dispone respecto de los intereses que serán del 12% anual. 
17 El artículo 15 de la Ley 91 de 1989, en relación con los intereses prescribe que será “…equivalente a la suma que resulte 
aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio 
de captación del sistema financiero durante el mismo período.” 
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devengada por la demandante en el momento en que se produjo la mora, conforme lo expuesto 
en la parte motiva de esta providencia. 
 
CUARTO.- El DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN dará 
cumplimiento a la presente sentencia dentro de los términos establecidos para ello por los 
Artículos 192 y 195 del CPACA. 
 
QUINTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 
 
SEXTO.- Absolver de responsabilidad a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
SÉPTIMO.- No se condena en costas y agencias en derecho, por lo expuesto en la parte motiva. 
 
OCTAVO.- Ejecutoriada esta providencia, por secretaría, y a costa de la parte actora, 
EXPÍDASE copia auténtica que preste mérito ejecutivo, con las constancias de notificación y 
ejecutoria. 
 
NOVENO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente. 
 
DÉCIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

  
NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 

Juez 
 
 
LF 
 
 
 
emivaro@yahoo.com 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
notjudicial@fiduprevisora.com.co 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co 
chepelin@hotmail.fr 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
 

 
SENTENCIA No. 183 

 
Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:       11001-3342-051-2022-00134-00  
Demandante:   ALIX MANRIQUE MANRIQUE 
Demandado:  NACIÓN- MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO 

NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y 
DISTRITO CAPITAL-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN 

Decisión:   Sentencia anticipada que accede parcialmente las pretensiones de la 
demanda  

Tema:  Indemnización moratoria por el no pago oportuno de cesantías Ley 50 de 
1990 

 
 
 

I. ASUNTO A RESOLVER 
 
Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA 
dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la señora 

ALIX MANRIQUE MANRIQUE, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 39.531.437, 
contra la NACIÓN- MINISTRIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL- 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN. 
 

II. ANTECEDENTES 
 
2.1. PRETENSIONES (págs. 6 a 53 archivo 2 expediente digital) 
 
La demandante solicitó la nulidad del acto administrativo ficto frente a la petición presentada 
ante la Secretaría de Educación de Bogotá el 30 de julio de 2021 que negó el reconocimiento y 
pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago tardío 
de los intereses de las cesantías. 
 
A título de restablecimiento del derecho, pretende que se condene a la demandada a: i) reconocer y 
pagar la sanción por mora establecida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un día 
de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que debió 
consignarse el valor correspondiente a las cesantías del año 2020; ii) reconocer y pagar la 
indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 
Artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991; iii) reconocer y pagar 
los ajustes de valor a que haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de la 
sanción moratoria e indemnización por pago extemporáneo de los intereses, tomando como base la 
variación del IPC, de conformidad con el Artículo 187 del CPACA; iv) reconocer y pagar los intereses 
moratorios conforme al artículo 193 del CPACA; v) dar cumplimiento al fallo dentro del término 
establecido en el Artículo 192 del CPACA; y vi) condenar en costas. 
 
2.2. HECHOS 
 
Como sustento fáctico de las pretensiones, la apoderada señaló lo siguiente: 
 
Manifestó que la demandante, por laborar como docente en los servicios educativos estatales, 
tiene derecho a que sus intereses a las cesantías sean consignados a más tardar el día 31 de 
enero de 2021 y sus cesantías sean canceladas hasta el día 15 de febrero de 2021. Agregó que 
dichos términos no fueron cumplidos por la entidad demandada. 
 
El 30 de julio de 2021, la demandante solicitó el reconocimiento y pago de la sanción moratoria 
por la no consignación de la cesantía y sus intereses a la entidad nominadora, la cual se resolvió 
de forma negativa. 
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2.3. NORMAS VIOLADAS 
 
En criterio de la parte actora, los actos administrativos acusados trasgreden las siguientes 
normas: 
 

- Constitución Política Artículos 13 y 53. 
- Ley 91 de 1989, Artículo 5 y 15. 
- Ley 50 de 1990, Artículo 99. 
- Ley 1955 de 2019, Artículo 57. 
- Ley 52 de 1975, Artículo 1. 
- Ley 344 de 1996, Artículo 13. 
- Ley 432 de 1998, Artículo 5. 
- Decreto Nacional 1176 de 1991, Artículo 3. 
- Decreto Nacional 1582 de 1998, Artículos 1 y 2. 

 
2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
Como concepto de violación, la apoderada sostuvo que, conforme a lo señalado por el Consejo 
de Estado en sentencia de unificación del 6 de agosto de 2020 -CE-SUJ-SII-022-2020-, “el 
nacimiento de la sanción por mora no está condicionado al reconocimiento de la cesantía, 
ocurriendo de pleno derecho por el incumplimiento del pago de parte del empleador dentro de 
los términos de ley”. 
 
Sostuvo que la finalidad de la Ley 50 del 28 de diciembre de 1990, con posterioridad a la 
expedición a la Ley 91 del 29 de diciembre de 1989, fue regular las obligaciones de los 
empleadores para con los servidores públicos, incluidos los docentes, como lo han determinado 
las Sentencias de la Corte Constitucional C-486 de 2016, SU-098 de 2018, SU-332 de 2019 y SU-
041 de 2020, a quienes a partir del 1 de enero de 1990 les modificó el régimen de liquidación de 
cesantías de retroactiva a un régimen anualizado, pero también estableció una obligación de la 
consignación de sus cesantías en un término perentorio que no podía superar el 15 de febrero de 
cada anualidad. 
 
Igualmente, hizo alusión a la sentencia del Consejo de Estado del 24 de enero de 2019, respecto 
de la cual resaltó que: “los despachos judiciales accionados desconocieron que aunque la norma 
que establece la sanción moratoria por la no consignación de las cesantías en los términos que 
contempla el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, el artículo 13 de la Ley 344 de 
1996 y su Decreto Reglamentario 1582 de 1998, y el Decreto 1252 de 2000, no esté 
expresamente consagrada a favor de los miembros del Magisterio, en virtud del principio de 
interpretación conforme a la Constitución y favorabilidad en materia laboral, les correspondía 
aplicar la interpretación más beneficiosa para el trabajador, esto es, que los docentes sí son 
destinatarios de la norma que consagra la referida sanción, pues esta es la interpretación que 
más se ajusta a la Constitución”. 
 
Concluyó que tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional se han pronunciado de 
manera unificada sobre la aplicabilidad del contenido del Artículo 99 de la ley 50 de 1990 a los 
docentes oficiales, habiendo encontrado que no existe ninguna razón para que, una vez vencido 
el 15 de febrero de cada anualidad, las cesantías de los maestros de régimen anualizado no sean 
consignadas al Fomag, pues el régimen de cesantías de los docentes y los demás servidores 
públicos del país es exacto; de hecho, el cambio de régimen retroactivo a régimen anualizado fue 
efectuado desde el 29 de diciembre de 1989 a los maestros, cuando el resto de servidores públicos 
del país fue realizado un año con posterioridad. 
 
2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Admitida la demanda mediante Auto Interlocutorio No. 255 del 12 de mayo de 2022 (archivo 5 
expediente digital), se procedió a efectuar la notificación en debida forma conforme lo dispuesto 
en la referida providencia a la Nación-Ministerio de Educación- Fondo de Prestaciones Sociales 
del Magisterio y Distrito Capital- Secretaría de Educación (archivo 7 expediente digital), 
quienes contestaron la demanda dentro de la oportunidad legal.  
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2.5.1. Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio (archivo 8 expediente digital). 
 
La apoderada de este ente ministerial se opuso a todas y cada una de las pretensiones. Expuso 
que el régimen de cesantías del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio es el descrito en 
la Ley 91 de 1989, cuyos intereses son más altos que los que se pagan al régimen general. 
 
Sostuvo que en el Fomag no existe consignación anual antes del 15 de febrero, teniendo en 
cuenta que durante la misma vigencia presupuestal se descuenta del presupuesto de las 
entidades territoriales una doceava parte del situado fiscal para reservar el valor del pasivo 
prestacional de los docentes, incluyendo las cesantías, por lo que se trata de un “prepago de las 
cesantías” mas no de una consignación en la vigencia siguiente, lo que descarta la sanción mora. 
 
Por lo anterior, señaló que la actividad que se realiza previamente al 15 de febrero de cada 
vigencia no es la consignación de cesantías, es la actividad operativa de liquidación, teniendo 
en cuenta que los recursos ya están inmersos en el Fomag antes del 1° de febrero de cada 
vigencia siguiente. 
 
Sobre los intereses a las cesantías, indicó que el Fomag programa su pago de conformidad con 
el reporte anual que remite cada Secretaría de Educación con la cuenta de nómina de cada 
educador. 
 
Respecto a la indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías que se encuentra 
establecida en el artículo 1 de la Ley 52 de 1975, señaló que i) esa norma es de aplicación 
exclusiva para trabajadores particulares y no para los docentes afiliados al Fomag; ii) aplicar a 
los docentes afiliados al Fomag la Ley 52 de 1975, se desmejorarían sus condiciones respecto de 
la prestación “intereses a las cesantías” debido a que las condiciones dadas por el régimen 
especial son más favorables que las otorgadas para el régimen general; iii) lo pretendido por el 
demandante es la transgresión del principio de inescindibilidad o conglobamiento, esto es, la 
aplicación parcial en relación con la totalidad del cuerpo normativo al que pertenece; iv) los 
empleadores de los docentes afiliados al Fomag son las entidades territoriales, en ese sentido, 
el fondo no comparte dicha calidad debido a que solo es un patrimonio autónomo cuya finalidad 
es el pago de las prestaciones de los docentes, siendo improcedente que se demande al fondo 
quien no ostenta la calidad de empleador; y v) las entidades territoriales no hacen depósito de 
recursos entendida como la “consignación de cesantías”, únicamente desarrollan antes del 5 de 
febrero de la vigencia siguiente la actividad operativa de “liquidación del valor de las cesantías” 
debido a que los recursos ya se encuentran en el fondo. 
 
Indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 proferida por la Corte Constitucional no aplica a la 
parte actora, pues en ese caso la docente no había sido afiliada al Fomag, lo que lo hace distinto 
a la presente demanda.  
 

2.5.2. Distrital Capital-Secretaría de Educación (archivo 9 expediente digital) 
 
El apoderado de la entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda. Como 
fundamentos de su defensa, señaló que, a diferencia de lo dispuesto para los fondos privados 
de cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías de los 
docentes del Fomag tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas individuales para cada uno 
de sus afiliados. 
 
Sostuvo que, ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales para 
cada docente afiliado al Fomag, esto se extiende a la figura de la “consignación de cesantías”, 
por lo que, en lugar de una consignación, los docentes tienen la posibilidad de retirar sus 
cesantías siempre que su solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de Ley.  
 
Señaló que no podría configurarse la sanción moratoria contemplada en el Artículo 99 de la Ley 
50 de 1990 para el escenario del Fomag, ya que lo que sanciona la ley en mención es la 
consignación inoportuna de las cesantías, y al estar vedada la posibilidad de la consignación de 
las cesantías de los docentes del Fomag, de contera se descarta algún tipo de sanción. 
 
Por otro lado, adujo que de conformidad con lo establecido por la Ley 91 de 1989, reglamentada 
por el Decreto 3752 de 2003, los docentes del servicio público educativo que estén vinculados 
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a las plantas de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG. Lo anterior significa que, por un lado, los 
docentes forzosamente deben ser afiliados al FOMAG y a través de ese Fondo obtener el pago 
de sus prestaciones sociales y, por otra parte, sus cesantías deben ser reconocidas y pagadas de 
acuerdo a los procedimiento y reglamentación establecida para tales efectos. Es decir, el 
ordenamiento jurídico no prevé que los docentes tengan la posibilidad de elegir otro esquema 
o figura de administración de sus cesantías, sino que por voluntad expresa del legislador deben 
someterse al régimen especial previsto para el Magisterio, el cual no ha sido retirado del mundo 
jurídico por parte de algún alto tribunal. 
 
Finalmente, solicitó al despacho negar las pretensiones de la demanda.    
 
2.6. PRUEBAS, FIJACIÓN DEL LITIGIO Y ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
Por medio del Auto Interlocutorio No. 320 del 21 de julio de 2023 (archivo 26 expediente digital), 
el despacho tuvo como pruebas las aportadas al proceso, fijó el litigio y, en firme dichas 
decisiones, dispuso correr traslado a las partes por el término de diez (10) días para presentar 
escrito de alegaciones finales. 
 
Parte demandante (archivo 32 expediente digital): reiteró los argumentos expuestos en 
la demanda. Así mismo, aportó providencias judiciales que resuelven sobre la sanción moratoria 
que aquí se debate. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 
3.1. Problema jurídico  
 
El problema jurídico se circunscribe a determinar si la demandante, ALIX MANRIQUE 
MANRIQUE, tiene derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria contemplada en 
Ley 50 de 1990 y la indemnización por el no pago de los intereses de las cesantías prevista en la 
Ley 52 de 1975, por el presunto retardo en la consignación de las cesantías anualizadas y los 
intereses de las mismas, comprendidas entre el 1º de enero al 31 de diciembre de 2020 así como 
los ajustes legales a los valores adeudados e intereses correspondientes. 
 
3.2. Del marco normativo 
 
3.2.1. Del régimen de cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 

 
El Artículo 17 de la Ley 6ª de 1945 dispuso que los empleados y obreros nacionales de carácter 
permanente gozarían de un auxilio de cesantía, a razón de un mes de sueldo o jornal por cada 
año de servicio, pero únicamente respecto del tiempo de servicio prestado con posterioridad al 
1º de enero de 1942. El Decreto 2767 de 1945 hizo extensivas las cesantías a los empleados y 
obreros al servicio de los departamentos y municipios. 
 
A su vez, el Artículo 1º de la Ley 65 de 1946 dispuso que «Los asalariados de carácter 
permanente, al servicio de la Nación en cualquiera de las ramas del Poder Público, hállense o 
no escalafonados en la Carrera Administrativa, tendrán derecho al auxilio de cesantía por todo 
el tiempo trabajado continua o discontinuamente, a partir del 1º de enero de 1942 en adelante, 
cualquiera que sea la causa del retiro.» En el parágrafo de esta norma, se extendió este beneficio 
a los trabajadores de los departamentos, intendencias, comisarías y municipios. 
 
Al amparo de dichas disposiciones, el auxilio de cesantía de los servidores públicos a nivel 
territorial debía liquidarse con retroactividad, pagando un mes de salario por cada año de 
servicio, computando todo el tiempo laborado y teniendo en cuenta el último salario devengado, 
a menos que haya tenido modificaciones en los últimos tres meses. 
 
De otra parte, la liquidación del auxilio de cesantías fue reglamentada a través del Artículo 6º 
del Decreto 1160 de 1947 que indicó que “para liquidar el auxilio de cesantía a que tengan 
derecho los asalariados nacionales, departamentales, intendenciales, comisariales, 
municipales y particulares, se tomará como base el último sueldo o jornal devengado, a menos 
que el sueldo o jornal haya tenido modificaciones en los tres últimos meses, en cuyo caso la 
liquidación se hará por el promedio de lo devengado en los últimos doce (12) meses o en todo 
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el tiempo de servicio, si éste fuere menor de doce (12) meses.” 
 
Hasta este momento, el ordenamiento jurídico no consagraba de manera específica para los 
docentes un régimen de liquidación de cesantías, razón por la cual dicho personal estaba sujeto 
a las normas prestacionales de los empleados públicos. 
 
Con la expedición de la Ley 91 de 1989, por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, se determinó que dicha entidad se encargaría del pago de prestaciones 
sociales reconocidas a favor de los docentes.   
 
En el Parágrafo del Artículo 2º de la Ley 91 advirtió cómo se reconocerían y pagarían las 
prestaciones sociales causadas hasta la fecha de promulgación de la misma: 

 
“Parágrafo - Las prestaciones sociales del personal nacional, causadas hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley, se reconocerán y pagarán de conformidad con las normas 
prestacionales del orden nacional, aplicables a dicho personal.  
 
Las prestaciones sociales del personal nacionalizado, causadas hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley, se seguirán reconociendo y pagando de conformidad con 
las normas que regían en cada entidad territorial en el momento de entrar en vigencia la 
Ley 43 de 1975.” 

 
En similar sentido, respecto del régimen prestacional de los docentes nacionalizados, 
nacionales y aquellos que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, el Artículo 15 dispuso: 
 

“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las 
siguientes disposiciones:  
 
 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 
para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional 
que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas vigentes.  
 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos 
de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los 
empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 

 
De manera particular, en lo que a las cesantías hace referencia, el numeral 3 de este mismo 
Artículo consagró: 
 

“3.- Cesantías: 
 
A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de 
salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el 
último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 
contrario sobre el salario promedio del último año. 
 
B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes 
nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías 
generadas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 
31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la 
suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la 
Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema 
financiero durante el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, 
acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales vigentes para los 
empleados públicos del orden nacional.” 

 
De lo anterior se deduce que a los docentes vinculados a partir del 1º de enero de 1990 se les 
aplicaría un sistema anualizado de cesantías, sin retroactividad y sujeto al reconocimiento de 
intereses, y los docentes territoriales vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 1989 se 
les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial. 
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En punto al tema, en reiteradas decisiones, la Sección Segunda del Consejo de Estado ha 
precisado que los docentes oficiales vinculados con posterioridad al 1º de enero de 1990, sin 
importar si fueron vinculados a través de un ente territorial, o si fueron financiados o 
cofinanciados, se deben acoger al régimen prestacional establecido en la Ley 91 de 1989. 
 
Ahora bien, la Ley 812 de 2003, por la cual se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, en su Artículo 81 estableció que el régimen prestacional de “los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 
oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley”. 
  
Con fundamento en lo anterior y con el objeto de lograr la afiliación de los docentes territoriales 
al aludido Fondo, el Decreto Nacional 3752 de 2003 estableció:  

 
“Artículo 1°.- Personal que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas 
de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites 
establecidos en los artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de 
2004.  
 
Parágrafo 1°.- La falta de afiliación del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio implicará la responsabilidad de la entidad territorial nominadora 
por la totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar. (Negrilla fuera de texto).  
 
Parágrafo 2°.- Los docentes vinculados a las plantas de personal de las entidades 
territoriales de manera provisional deberán ser afiliados provisionalmente al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio mientras conserve su nombramiento 
provisional. 
 
Artículo 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. Presentada 
la solicitud de afiliación por parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) días 
siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento:  
 
1. Elaboración del cálculo actuarial que determine el total del pasivo prestacional, 
presentando de manera separada cesantías y pensiones, del personal docente que se 
pretende afiliar y, por tanto, el valor de la deuda de la entidad territorial con el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos y la respectiva entidad territorial de 
conformidad con los parámetros que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
para el efecto.  
 
2. Definido el monto total de la deuda, previa revisión del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, este será comunicado a la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos del Fondo. Tal comunicado deberá indicar, 
adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a lo 
establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se cubrirá 
con los recursos que traslade el fonpet al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de sus 
recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan.  
 
3. El Ministerio de Educación Nacional, en su calidad de fideicomitente de la fiducia 
mercantil por medio de la cual se administran los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del mismo.” 

 
Ahora bien, en sentencia del 18 de enero de 20181, el Consejo de Estado consideró que quienes 
se vincularon como docentes con posterioridad al 1º de enero de 1990 cuentan con un régimen 
prestacional especial señalado en la Ley 91 de 1989 por lo que las cesantías a que tengan derecho 
se liquidan de forma anualmente sin retroactividad. 
 

                                                           
1 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia del 18 de enero de dos mil dieciocho (2018). Rad. No.: 
19001-33-31-000-2011-00305-01 (1733-2016). Demandante: Juvencio Chilito Chilito. Demandado: Departamento del 
Cauca. 
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3.2.2. Del régimen anualizado de cesantías dispuesto en la Ley 50 de 1990. 
 
La Ley 344 de 1996, «por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto 
público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras disposiciones», dio un 
paso adicional encaminado a ampliar la cobertura del sistema de liquidación anual del auxilio 
de cesantías para la generalidad de los servidores públicos, al consagrar, en su Artículo 13, lo 
siguiente:  

 
“Artículo 13.- Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 
1989, a partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los 
Órganos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías:   
 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación de la relación laboral; 
 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes 
al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) 
del presente artículo”.  

 
La norma vigente a la fecha de expedición de la previamente citada, que estableció el régimen 
anual de cesantías, era la Ley 50 de 1990, en cuyo Artículo 99 consagró: 

 
“Artículo 99.- El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes 
características:  
 
1. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación del contrato de trabajo. 
2. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales 
por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de 
cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se liquide 
definitivamente. 
3. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el mismo 
elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada 
retardo.  
4. Si al término de la relación laboral existieren saldos de cesantía a favor del trabajador que 
no hayan sido entregados al Fondo, el empleador se los pagará directamente con los 
intereses legales respectivos”. 

 
De igual manera, es necesario indicar que el Decreto 1582 de 1998 reglamentó los Artículos 13 
de la Ley 344 de 1996 y 5 de la Ley 432 de 1998, y precisó que la norma a la que se debía remitir 
a efecto de la liquidación anual del auxilio de cesantías de quienes se afilien a fondos privados 
es la Ley 50 de 1990, en sus Artículos 99, 102 y 104, y para liquidar las cesantías de los afiliados 
al Fondo Nacional de Ahorro, la Ley 432 de 1998, en sus Artículos 5 y siguientes. Así lo 
determinó:  
 

“Artículo 1º.- El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos 
del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los 
fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas 
concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se 
afilien al Fondo Nacional de Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas 
pertinentes de la Ley 432 de 1998”.  
 

No obstante, para aquellos empleados que venían con una vinculación anterior al 31 de 
diciembre de 1996, cuando entró a regir la citada Ley 344 de 1996, se les continuaría respetando 
el régimen de liquidación del auxilio de cesantías consagrado en normas anteriores2.  
 
Asimismo, es necesario indicar que el Decreto 1252 de 2000, «Por el cual se establecen normas 
sobre el régimen prestacional de los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los 
miembros de la fuerza pública», estableció lo siguiente:  
 

                                                           
2 Es decir, el sistema de liquidación retroactiva, consagrado en Ley 6 de 1945, el Decreto 2767 de 1945, la Ley 65 de 1946 y el 
Decreto 1160 de 1947. 
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“Artículo 1º.- Los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los miembros de la fuerza 
pública, que se vinculen al servicio del Estado a partir de la vigencia del presente decreto, 
tendrán derecho al pago de cesantías en los términos establecidos en las Leyes 50 de 1990, 
344 de 1996 o 432 de 1998, según el caso. Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará aun 
en el evento en que en la entidad u organismo a los cuales ingrese el servidor público, exista 
un régimen especial que regule las cesantías. Parágrafo. Los fondos o entidades públicas, 
incluida la Caja Promotora de Vivienda Militar que administran y pagan las cesantías de los 
servidores a que se refiere este artículo, seguirán haciéndolo”.  

 
Del caso concreto 
 
En el caso concreto, están probados los siguientes hechos: 
 
- La demandante es docente y según se desprende de las pruebas obrantes en el proceso su 
vinculación es de carácter territorial (archivo 23 expediente digital). 
 
- Obra extracto de los intereses de las cesantías consignados a la demandante, expedido por el 
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (archivo 2, págs. 65 a 67 expediente 
digital): 
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Ahora, en este punto es del caso traer a colación lo señalado por la Subsección B del Consejo de 
Estado3 frente a la aplicación de la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para los 
docentes oficiales, así: 
 

“Según lo previsto en el artículo 115 de la Ley 155 de 1994, los docentes oficiales se benefician 
del reconocimiento del auxilio de cesantías de acuerdo con los parámetros establecidos por 
el artículo 15 (numeral 3) de la Ley 91 de 1989, norma en la que se distinguen, por un lado, 
los docentes que son beneficiarios del régimen de cesantías retroactivas y, por otro, a 
quienes se les aplica el régimen de cesantías anualizadas con pago de intereses y sin 
retroactividad. 

 
Quiere decir lo anterior, que los docentes vinculados a partir del 1° de enero de 1990 gozan 
del régimen de cesantías anualizadas, prestación que desde la entrada en vigencia de la Ley 
344 de 19964, debe liquidarse de acuerdo con lo previsto por el artículo 99 de la Ley 50 de 
1990, es decir, anualmente y consignarse en el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de 
febrero del año siguiente, so pena de que el empleador sea sancionado con el pago de un día 
de salario por cada día de mora (…)”. 
 

Así mismo, la Subsección “A” de la Sección Segunda del Consejo de Estado5 ha sostenido lo 
siguiente: 

 
“En efecto, sobre ese particular, la Corte Constitucional en Sentencia SU-098 de 2018 
sostuvo que el «hecho de que los docentes se encuentren amparados por un régimen 
especial, no implica el desconocimiento de su calidad de trabajadores del Estado, y menos 
aún si se trata de la aplicación de una norma de carácter laboral que comporta un beneficio, 
caso en el cual prevalece la interpretación que reporte el mayor beneficio para el empleado, 
pues ésta será la que se ajuste a los postulados del artículo 53 de la Carta Política».  
 
De igual manera, en la sentencia en cita, la Corte señaló que aunque los jueces han adoptado 
una postura jurídicamente razonable y justificada al negar el derecho a la sanción moratoria, 
esta excluye otra posible interpretación, en virtud de la cual sí los ampara la sanción 
moratoria por la no consignación de cesantías de conformidad con lo dispuesto en el 
numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, la cual es «más favorable respecto de los 
derechos laborales de los docentes oficiales», máxime cuando el «ámbito de aplicación de 
la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990 se extiende a todos los empleados públicos. Así 
lo establece el Decreto 1252 de 2000». Y finalmente, concluyó:   

 
Realizada la anterior aclaración, esta Corporación considera que, en el régimen 
anualizado, aplicable al caso de los docentes vinculados después de 1990 y 1996, es 
lógico que se exija la afiliación y el pago oportuno del auxilio de cesantías, ya que la 
consignación es la manera de garantizar el acceso a la prestación. Sin 
duda, este sistema solo puede ser equitativo si las personas pueden 
contar con su pago de forma oportuna para poder disponer de la 
prestación en cualquiera de los eventos en que se permite, esto es, ante 
el desempleo, para financiar la educación propia, de compañeros 
permanentes, de los hijos o dependientes y para la adquisición, 
construcción, mejora o liberación de bienes raíces destinados a su 
vivienda”.  
 

Adicionalmente, cabe anotar que, como quedó visto, una interpretación 
restrictiva de la aplicación de la sanción moratoria incurriría en un trato 
desigual de los docentes frente a otros trabajadores del Estado que gozan 
de la sanción como garantía de la prestación. Esta distinción viola el 
derecho a la igualdad toda vez que los docentes tendrían un derecho 
limitado por tener una categoría específica dentro de los trabajadores 

                                                           

3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 13 de noviembre de 2020, expediente 08001-23-33-000-
2013-00394-01 , número interno 5156-16, M.P. Cesar Palomino Cortés. 
4 “ARTÍCULO 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, a partir de la 
publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Organos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen 
de cesantías: 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la anualidad o por la fracción 
correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral; 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se 
vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo. 
<Inciso 3o.  INEXEQUIBLE> 
PARÁGRAFO. El régimen de cesantías contenido en el presente artículo no se aplica al personal uniformado de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional”. 
5 Consejo de Estado, sección segunda, subsección A, sentencia del 9 de mayo de 2022, expediente 08001-23-33-000-2017-
00795-01 , número interno 2659-2020, M.P. Rafael Francisco Suárez Vargas. 
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estatales, lo cual no constituye un motivo valido en sí mismo para negar 
su acceso.  
[…]  
Como se advirtió, los docentes se encuentran en la categoría de los 
empleados públicos y no existe razón que justifique que en su calidad de 
trabajadores no tengan derecho, de la misma forma que los demás 
servidores públicos, a que sus prestaciones sociales sean canceladas en 
tiempo. Una interpretación contraria no protegería a estas personas en la misma 
forma que a otros servidores públicos, lo cual tendría como consecuencia la 
restricción de su posibilidad de gozar de la garantía del pago oportuno del auxilio de 
cesantías y, a su vez, de las protecciones ya mencionadas que se derivan de esa 
prestación. […]  
Sumado a lo anterior, el régimen especial al que está sometido el actor no 
contempla la sanción que solicita, situación distinta sería que su régimen 
lo contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de beneficios 
o sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia. Al respecto, la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido que hipótesis como las que 
ahora se encuentran bajo estudio pueden desconocer el derecho a la 
igualdad.  
[…]  
De conformidad con todo lo expuesto, en consonancia con el principio de 
favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 
99 de la Ley 50 de 1990 ya que la Ley 91 de 1989 no contempla de manera 
expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el FOMAG. 

 
Asimismo, en Sentencia SU-332 de 2019 esa corporación también concluyó que: 

 
52. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional, es posible concluir que 
(i) el pago oportuno de las cesantías es una garantía de todos los trabajadores, 
protegida por la Constitución; (ii) los miembros del Magisterio gozan de un régimen 
prestacional especial, en razón de la labor que desarrollan y su vinculación con el 
Estado; (iii) los docentes oficiales se pueden catalogar como empleados públicos, en 
razón de las funciones que desarrollan, el régimen de carrera al que se encuentran 
sometidos y la vinculación mediante nombramiento, que da lugar a una relación legal 
y reglamentaria; (iv) los docentes oficiales, en tanto empleados públicos, tienen 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las 
cesantías. 
 
Bajo el anterior derrotero, la Subsección ha considerado viable acoger el criterio de 
favorabilidad aplicado en sede constitucional, para resolver las controversias 
relacionadas con el reconocimiento de sanción moratoria por la consignación tardía 
de las cesantías anuales a los docentes, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de 
la Ley 50 de 1990”6. 

 
Nuevamente, en el año 2023, la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado7, 
frente a la aplicación de la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para los docentes 
oficiales, indicó: 
 

“(…) Conforme a la normativa transcrita se tiene entonces que los docentes oficiales que se 
vincularon a partir del 1°. de enero de 1990 les es aplicable el régimen de cesantías 
anualizadas regulado por la Ley 50 de 1990, que dispone la realización de la liquidación 
anual de dicha prestación social con pago de intereses, suma que deberá ser consignada en 
el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de febrero del año siguiente, so pena de que el 
empleador sea sancionado con el pago de un día de salario por cada día de retardo”. 

 
Del mismo modo, recientemente, el Consejo de Estado8, al resolver una solicitud de tutela 
contra providencia judicial, acogió el principio de favorabilidad y consideró que es viable aplicar 
a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción moratoria por el 
pago extemporáneo de las cesantías anuales; así lo indicó: 
 

                                                           
6 Este mismo criterio se mantiene en la Subsección A del Consejo de Estado. Ver sentencia del 19 de enero de 2023, expediente 
76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. William Hernández Gómez. 
7 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 19 de enero de 2023, expediente 08001-23-33-000-2015-
80070-01 (1549-2021), M.P. Carmelo Perdomo Cueter. 
8 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 23 de marzo de 2023, expediente 11001-03-15-000-
2023-01063-00, MP Juan Enrique Bedoya Escobar. 
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“(…) Sin embargo, se resalta que la referida línea jurisprudencial fue modificada por vía de 
solicitud de tutela, al considerarse que, en virtud del principio de favorabilidad, es viable 
aplicar a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción 
moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías anuales, de manera que para estos, el 
valor reconocido con corte a 31 de diciembre de cada año por concepto de la prestación 
mencionada, también les debe ser consignado en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de febrero del año siguiente a su causación, para 
evitar incurrir en mora equivalente a un día de salario por cada día de retraso. (…) 
 
En este orden de ideas, se evidencia que en materia de la sanción moratoria por pago 
extemporáneo de las cesantías anualizadas en favor de los docentes, si bien no existe una 
sentencia de unificación proferida por el alto tribunal de lo contencioso administrativo, la 
corporación ha sentado una línea pacífica al respecto que permite acceder al amparo 
solicitado, en tanto se desconoció la actual postura decisional en virtud de la cual a los 
docentes sí les aplican las disposiciones del numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, 
la cual resulta «más favorable respecto de los derechos laborales», máxime cuando el 
ámbito de aplicación de la referida sanción moratoria se extiende a todos los empleados 
públicos. 
 
Ello teniendo en cuenta que, pese a que el Tribunal accionado explicó las razones por las 
cuales acogió la tesis que en principio tenían la Corte Constitucional y el Consejo de Estado 
sobre la materia, esto es, negar el reconocimiento de la sanción moratoria en favor de los 
docentes en los términos de la Ley 50 de 1990 por pertenecer a un régimen especial, esta 
Sala de Decisión extraña una motivación suficiente que permita entender por qué se apartó 
de la tesis vigente, máxime, cuando les resulta beneficiosa frente a la protección integral que 
merecen sus derechos labores.” 

 
También, la Corte Constitucional ha considerado que los docentes tienen derecho al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria contenida en la Ley 50 de 1990; así lo señaló en 
la Sentencia SU-041 de 2020: 
 

“5.1.6. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional antes reseñada, es posible 
concluir que: (i) los docentes oficiales, en tanto empleados públicos, tienen derecho al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías; (ii) el 
reconocimiento de esta prestación económica frente a los miembros del magisterio ha 
operado tanto en virtud de la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, como 
por extensión del numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, a través de la Ley 344 de 
1996, reglamentada por los Decretos 1582 de 1998 y 1252 de 2000; (iii) en todas las acciones 
de tutela reseñadas, los docentes habían interpuesto demandas -hoy medio de control- de 
nulidad y restablecimiento del derecho en contra de actos administrativos que les negaban 
el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, razón por la cual las decisiones en sede 
constitucional ordenaron su revocatoria y la expedición de nuevos fallos, en términos 
perentorios, que sí reconocieran la indemnización(…)” (Subraya el despacho). 

 
Así las cosas, este despacho acoge el anterior criterio jurisprudencial expuesto por la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, en el sentido de que, conforme al principio de 
favorabilidad, le es aplicable a los docentes el reconocimiento de sanción moratoria por la 
consignación tardía de las cesantías anuales, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de la 
Ley 50 de 1990. 
 
Ahora bien, no pasa por alto el despacho que mediante Sentencia SU-573 de 2019, la Corte 
Constitucional indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 no constituye un precedente al caso allí 
estudiado, por considerar que no se evidenciaba prima facie una amenaza de vulneración de 
los derechos fundamentales y por ausencia de identidad fáctica que pudiera aplicarse al caso 
concreto. Sin embargo, al declarar la improcedencia de la acción de tutela, no definió de manera 
concreta los criterios a tener en cuenta para que se configure el derecho al reconocimiento de 
la sanción moratoria a favor de los docentes afiliados al Fomag y estimó que la interpretación y 
unificación de la jurisprudencia le corresponde al máximo órgano de la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo. Es decir, dejó en manos de esta jurisdicción la decisión de la 
aplicación del Artículo 99 de la Ley 50 de 1990 a los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, lo cual hasta la fecha no se ha dado. En tal sentido, no se 
puede concluir que la Sentencia SU-573 de 2019 constituya un precedente aplicable al sub 
examine.  
 
Antes de entrar analizar como incurrió la mora en el caso en concreto, es pertinente traer a 
colación las reglas dispuestas por la Sección Segunda del Consejo de Estado, en relación con el 
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reconocimiento de cesantías y sanción moratoria prevista en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, 
en Sentencia de Unificación del 25 de agosto de 20169, en la que estableció lo siguiente: 
 

“1.- Las cesantías anualizadas, son una prestación imprescriptible. Las cesantías definitivas 
sí están sometidas al fenómeno de la prescripción. 
 
2.- La sanción o indemnización moratoria sí está sometida al fenómeno de prescripción 
trienal y la norma aplicable para ese efecto, es el artículo 151 del Código de Procedimiento 
Laboral.  
 
3.- La fecha a partir de la cual procede la reclamación de la indemnización por la mora en la 
consignación de las cesantías anualizadas, es el momento mismo en que se produce la mora, 
es decir, desde el 15 de febrero del año en que se debió realizar el pago.  
 
4.- La fecha hasta la cual corre la mora, producto del incumplimiento en la consignación de 
las cesantías anualizadas, es aquella en que se produce la desvinculación del servicio.    
 
5.- El salario a tener en cuenta para liquidar la indemnización moratoria es el que devenga 
el empleado en el momento en que se produce la mora, y cuando concurren dos o más 
periodos de cesantías y una mora sucesiva, el salario a tener en cuenta para la liquidación 
cambia en el momento en que se genera un nuevo periodo de mora, en los términos 
previamente descritos.” 

 
La citada decisión fue objeto de aclaración en providencia del 06 de agosto del 202010, en 
relación con el momento a partir del cual se contabiliza el término de prescripción para 
reclamar la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990, por la no consignación de cesantías 
anualizadas, en el siguiente sentido: 
 

“i) El momento a partir del cual se contabiliza el término de la prescripción de la sanción 
moratoria de las cesantías anualizadas prevista en la Ley 50 de 1990, es desde su causación 
y exigibilidad, es decir, el 15 de febrero de la anualidad siguiente, por ende, la reclamación 
administrativa deberá presentarse dentro de los tres años siguientes, so pena de 
configurarse la prescripción extintiva. 
 
ii) En el evento en que se acumulen anualidades sucesivas de mora en la consignación de 
cesantías anualizadas, el término prescriptivo de la sanción prevista en la Ley 50 de 1990 
deberá contabilizarse de manera independiente por cada año, de tal modo que el empleado 
dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su causación para 
reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente, so pena de su extinción.” 

 
Ahora bien, revisado el expediente se advierte que no existe prueba del reconocimiento de las 
cesantías, ya que únicamente fue allegada la certificación de pago de los intereses de las 
cesantías a la demandante, respecto de los cuales vale la pena aclarar que dichos intereses son 
pagados directamente al trabajador.  
 
En consecuencia, no es posible establecer si la entidad demandada ha cancelado o no las 
cesantías a la demandante, por lo que se establecerá como fecha límite de la sanción moratoria 
por el no pago de cesantías hasta la fecha en que se haga efectiva la consignación de las mismas 
en el Fomag.  
 
De acuerdo con lo expuesto, en el caso concreto se causó una sanción moratoria a favor de la 
demandante desde el 15 de febrero de 2021, cuando la entidad empleadora incurrió en retardo 
por las cesantías del 202011, así: 
 

Anualidad 
Cesantías 

Fecha que la Ley 50/90 dispone para 
la consignación 

Exigibilidad de la 
sanción 

Fecha límite de la sanción 
por pago 

2020 14/02/2021 15/02/2021 Hasta cuando se hubiere 
realizado el traslado de 

                                                           
9 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Consejero ponente: Luis Rafael Vergara 
Quintero – Providencia del 25 de agosto de 2016 - Radicación número: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14) CE-
SUJ2-004-16 - Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo - Demandado: Municipio De Soledad. 
10 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Sentencia de Unificación por Importancia 
Jurídica - Sentencia CE-SUJ-SII-022-2020 – Providencia del 06 de agosto de 2020 – Expediente No. 08001-23-33-000-
2013-00666-01 – No. Interno 0833-2016 – Demandante: María Lucely Taborda Cervantes – Demandado: Municipio de 
Sabanagrande (Atlántico)  
11 En la demanda únicamente se solicitó la mora por la no consignación de las cesantías del año 2020. 
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los recursos por concepto 
de cesantías al Fomag12, 
condicionado a que se 

haya realizado por fuera 
del término que 

contempla la norma 

 
Por otro lado, la demandante presentó la reclamación de la sanción moratoria en sede 
administrativa el 30 de julio de 2021 (archivo 2, págs. 54 a 58 expediente digital), de modo que 
no se configuró la prescripción extintiva, según se expone a continuación:  
 

Cesantías anualizadas Exigibilidad de la sanción Prescripción Fecha de la 

reclamación 

2020 15/02/2021 15/02/2024 30/07/2021 

 
En consecuencia, como la demandante reclamó ante la administración el 30 de julio de 2021, 
no se configuró la prescripción de la sanción moratoria por las cesantías de la anualidad de 
2020, de modo que se condenará al Distrito Capital- Secretaría de Educación a la penalidad 
solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 
1990, por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por cada día de retardo, desde el 
15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el traslado de los recursos por concepto 
de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya realizado por fuera del término que 
contempla la norma, liquidable con base en la asignación básica devengada por la actora en el 
momento en que se produjo la mora. 
 
Por otro lado, si bien en providencias anteriores se ordenó el ajuste del valor total generado por 
concepto de sanción moratoria según lo dispuesto en el Artículo 187 del CPACA, este despacho 
ajusta su posición y acoge el criterio adoptado por el Consejo de Estado13, en el sentido de 
determinar que no es procedente la indexación del valor a pagar por sanción moratoria durante 
el día a día de su causación, dada la naturaleza de dicha indemnización. 
 
Respecto de los intereses a las cesantías, la Ley 91 de 1989 dispone que el mismo equivale a un 
interés anual sobre saldo de las cesantías a 31 de diciembre de cada año equivalente a la suma 
que resulte aplicar la tasa de interés que de acuerdo con la certificación de la Superintendencia 
Financiera, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el 
mismo período.   
 
Por su parte, el Acuerdo 39 de 1998, “Por el cual se establece el procedimiento para el 
reconocimiento y pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG”, 
dispone en su Artículo 4, lo siguiente: 
 

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio realizará el pago de los intereses 
en el mes de marzo, a los docentes cuya información haya sido remitida a la Entidad 
Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más tardar el cinco (5) de febrero de 
cada año, y en el mes de mayo a los docentes cuya información haya sido remitida a la 
Entidad Fiduciaria en el período comprendido entre el seis (6) de febrero y hasta el quince 
(15) de marzo de cada año. En los casos en que la entidad territorial reporte la información 
con posterioridad a esta fecha, la entidad fiduciaria, programará pagos posteriores, de lo 
cual informará al Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio.” (Subrayado fuera de texto). 

 
En el proceso obra prueba que el pago de los intereses de la demandante se efectuó el 27 de 
marzo de 2021 (pág. 65 “intereses pagados” archivo 2 expediente digital), es decir, en los 
términos de la Ley 91 de 1989 y del Acuerdo 39 de 1998. 
 

                                                           
12 Ello, siguiendo la forma en que el Consejo de Estado determinó el periodo de mora -sentencia del 19 de enero de 2023, 
Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. 
William Hernández Gómez-. 
13 Sentencia de Unificación del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda CE- SUJ-SII-012-
2018, del 18 de julio de 2018. 



Expediente:        11001-3342-051-2022-00134-00 
Demandante:     ALIX MANRIQUE MANRIQUE 
Demandado:    NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Página 14 de 15 

 

 

Adicional a lo anterior, se advierte que la Ley 52 de 197514 es una norma que está dirigida al 
sector privado15 y que la liquidación de los intereses dispuesta en ella16 es diferente a la manera 
que prescribe la Ley 91 de 198917, es decir que no se podría usar la forma de establecer los 
intereses de esta e imponer la sanción que prevé aquella sin crear una tercera norma no emitida 
por el legislador. 
 
Así las cosas, no es procedente acceder a la sanción que contempla la Ley 52 de 1975 por el pago 
tardío de los intereses que reclama la parte actora. 
 
Finalmente, se advierte que no es procedente condenar a la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que el Artículo 99 de la Ley 50 de 
1990 establece que “El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de 
salario por cada retardo”, lo cual quiere decir que dicha sanción es impuesta al empleador que 
incumpla los términos señalados en la norma por la no consignación de las cesantías anuales, 
y no respecto del fondo de cesantías u otra entidad que intervenga en el trámite administrativo, 
por lo que se absolverá de responsabilidad a la Nación- Ministerio de Educación Nacional- 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que, conforme a lo dispuesto en la Ley, es el 
Distrito Capital- Secretaría de Educación como empleador, al encontrarse probado que la actora 
es una docente con vinculación territorial, el llamado a responder por la sanción mora. 
 
4. COSTAS 
 
No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran 
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del Código 
General del Proceso.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- DECLARAR la ocurrencia del acto ficto presunto negativo derivado de la no 
respuesta a la petición elevada el 30 de julio de 2021. 
 
SEGUNDO.- DECLARAR la NULIDAD del acto ficto o presunto negativo originado por el 
silencio del Distrito Capital- Secretaría de Educación, frente a la petición radicada el 30 de julio 
de 2021, conforme a las consideraciones expuestas.   
 
TERCERO.- Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de restablecimiento 
del derecho, CONDENAR al DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, a 
pagar la señora ALIX MANRIQUE MANRIQUE, identificada con la Cédula de Ciudadanía 
No. 39.531.437, a la penalidad solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en 
el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por 
cada día de retardo, desde el 15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el traslado 
de los recursos por concepto de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya realizado por 
fuera del término que contempla la norma, liquidable con base en la asignación básica 
devengada por la demandante en el momento en que se produjo la mora, conforme lo expuesto 
en la parte motiva de esta providencia. 
 
CUARTO.- El DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN dará 
cumplimiento a la presente sentencia dentro de los términos establecidos para ello por los 
Artículos 192 y 195 del CPACA. 
 
QUINTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 

                                                           
14 Por la cual se reconocen intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares 
15 Consejo de Estado, Providencia del 24 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-23-31-000-2002-00669-01(1827-04), CP 
ALBERTO ARANGO MANTILLA. – Consejo de Estado, providencia del 19 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-2331-000-
2002-00713-01(1945-04), CP ANA MARGARITA OLAYA FORERO.  
16 El artículo 1 de la Ley 75 de 1975 dispone respecto de los intereses que serán del 12% anual. 
17 El artículo 15 de la Ley 91 de 1989, en relación con los intereses prescribe que será “…equivalente a la suma que resulte 
aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio 
de captación del sistema financiero durante el mismo período.” 



Expediente:        11001-3342-051-2022-00134-00 
Demandante:     ALIX MANRIQUE MANRIQUE 
Demandado:    NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES 

SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-SECRETARIA DE EDUCACIÓN 
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Página 15 de 15 

 

 

 
SEXTO.- Absolver de responsabilidad a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
SÉPTIMO.- No se condena en costas y agencias en derecho, por lo expuesto en la parte motiva. 
 
OCTAVO.- Ejecutoriada esta providencia, por secretaría, y a costa de la parte actora, 
EXPÍDASE copia auténtica que preste mérito ejecutivo, con las constancias de notificación y 
ejecutoria. 
 
NOVENO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente. 
 
DÉCIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 

 

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 

  
NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 

Juez 
 
 
LF 
 
 
alixmanrique@gmail.com 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
notjudicial@fiduprevisora.com.co 
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co 
chepelin@hotmail.fr 
 
 

Firmado Por:

Norberto Apolinar Mendivelso Pinzon

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

51

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: 76c7aa9cdb46aa79a5d6428c05f3342b062efcaae35077bb8acf3bbbfd35ee8e

Documento generado en 23/08/2023 09:45:14 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica

mailto:jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co
mailto:alixmanrique@gmail.com
mailto:notificacionescundinamarcalqab@gmail.com
mailto:notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
mailto:notjudicial@fiduprevisora.com.co
mailto:notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
mailto:chepelin@hotmail.fr


                                           

 

 
 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  
 
 

 
SENTENCIA No. 185 

 
Medio de control:      Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:               11001-3342-051-2022-00223-00  
Demandante:               AIDA LUZ ALDANA CEDEÑO   
Demandado:                NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE 

PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL-
SECRETARIA DE EDUCACIÓN 

Decisión:           Sentencia anticipada que accede parcialmente las pretensiones de la demanda  
Tema:                               Indemnización moratoria por el no pago oportuno de cesantías-Ley 50 de 1990 
 

 
 

I. ASUNTO A RESOLVER 
 
Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA 
dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por la señora 

AIDA LUZ ALDANA CEDEÑO, identificada con la Cédula de Ciudadanía No. 52.116.062, 
contra la NACIÓN- MINISTRIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO NACIONAL 
DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO y DISTRITO CAPITAL- 
SECRETARÍA DE EDUCACIÓN. 
 

II. ANTECEDENTES 
 
2.1. PRETENSIONES (págs. 6 a 59, archivo 2 expediente digital) 
 
La demandante solicitó la nulidad del acto administrativo ficto frente a la petición presentada 
ante la Secretaría de Educación de Bogotá el 27 de septiembre de 2021 que negó el 
reconocimiento y pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 1990 y la indemnización 
por el pago tardío de los intereses de las cesantías. 
 
A título de restablecimiento del derecho, pretende que se condene a la demandada a: i) reconocer y 
pagar la sanción por mora establecida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un día 
de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que debió 
consignarse el valor correspondiente a las cesantías del año 2020; ii) reconocer y pagar la 
indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en el 
Artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991; iii) reconocer y pagar los 
ajustes de valor a que haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de la sanción 
moratoria e indemnización por pago extemporáneo de los intereses, tomando como base la 
variación del IPC, de conformidad con el Artículo 187 del CPACA; iv) reconocer y pagar los 
intereses moratorios conforme al artículo 193 del CPACA; v) dar cumplimiento al fallo dentro del 
término establecido en el Artículo 192 del CPACA; y vi) condenar en costas. 
 
2.2. HECHOS 
 
Como sustento fáctico de las pretensiones, la apoderada señaló lo siguiente: 
 
Manifestó que la demandante, por laborar como docente en los servicios educativos estatales, 
tiene derecho a que sus intereses a las cesantías sean consignados a más tardar el día 31 de 
enero de 2021 y sus cesantías sean canceladas hasta el día 15 de febrero de 2021. Agregó que 
dichos términos no fueron cumplidos por la entidad demandada. 
 
El 27 de septiembre de 2021, la demandante solicitó el reconocimiento y pago de la sanción 
moratoria por la no consignación de la cesantía y sus intereses a la entidad nominadora, la cual 
se resolvió de forma negativa. 
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2.3. NORMAS VIOLADAS 
 
En criterio de la parte actora, los actos administrativos acusados trasgreden las siguientes 
normas: 
 

- Constitución Política Artículos 13 y 53. 
- Ley 91 de 1989, Artículo 5 y 15. 
- Ley 50 de 1990, Artículo 99. 
- Ley 1955 de 2019, Artículo 57. 
- Ley 52 de 1975, Artículo 1. 
- Ley 344 de 1996, Artículo 13. 
- Ley 432 de 1998, Artículo 5. 
- Decreto Nacional 1176 de 1991, Artículo 3. 
- Decreto Nacional 1582 de 1998, Artículos 1 y 2. 

 
2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN 
 
Como concepto de violación, la apoderada sostuvo que, conforme a lo señalado por el Consejo 
de Estado en sentencia de unificación del 6 de agosto de 2020 -CE-SUJ-SII-022-2020-, “el 
nacimiento de la sanción por mora no está condicionado al reconocimiento de la cesantía, 
ocurriendo de pleno derecho por el incumplimiento del pago de parte del empleador dentro de 
los términos de ley”. 
 
Sostuvo que la finalidad de la Ley 50 del 28 de diciembre de 1990, con posterioridad a la 
expedición a la Ley 91 del 29 de diciembre de 1989, fue regular las obligaciones de los 
empleadores para con los servidores públicos, incluidos los docentes, como lo han determinado 
las Sentencias de la Corte Constitucional C-486 de 2016, SU-098 de 2018, SU-332 de 2019 y SU-
041 de 2020, a quienes a partir del 1 de enero de 1990 les modificó el régimen de liquidación de 
cesantías de retroactiva a un régimen anualizado, pero también estableció una obligación de la 
consignación de sus cesantías en un término perentorio que no podía superar el 15 de febrero de 
cada anualidad. 
 
Igualmente, hizo alusión a la sentencia del Consejo de Estado del 24 de enero de 2019, respecto 
de la cual resaltó que: “los despachos judiciales accionados desconocieron que aunque la norma 
que establece la sanción moratoria por la no consignación de las cesantías en los términos que 
contempla el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, el artículo 13 de la Ley 344 de 
1996 y su Decreto Reglamentario 1582 de 1998, y el Decreto 1252 de 2000, no esté 
expresamente consagrada a favor de los miembros del Magisterio, en virtud del principio de 
interpretación conforme a la Constitución y favorabilidad en materia laboral, les 
correspondía aplicar la interpretación más beneficiosa para el trabajador, esto es, que los 
docentes sí son destinatarios de la norma que consagra la referida sanción, pues esta es la 
interpretación que más se ajusta a la Constitución”. 
 
Concluyó que tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional se han pronunciado de 
manera unificada sobre la aplicabilidad del contenido del Artículo 99 de la ley 50 de 1990 a los 
docentes oficiales, habiendo encontrado que no existe ninguna razón para que, una vez vencido 
el 15 de febrero de cada anualidad, las cesantías de los maestros de régimen anualizado no sean 
consignadas al Fomag, pues el régimen de cesantías de los docentes y los demás servidores 
públicos del país es exacto; de hecho, el cambio de régimen retroactivo a régimen anualizado fue 
efectuado desde el 29 de diciembre de 1989 a los maestros, cuando el resto de servidores 
públicos del país fue realizado un año con posterioridad. 
 
2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA 
 
Admitida la demanda mediante Auto Interlocutorio No. 359 del 14 de julio de 2022 (archivo 05 
expediente digital), se procedió a efectuar la notificación en debida forma conforme lo 
dispuesto en la referida providencia a la Nación-Ministerio de Educación- Fondo de 
Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Capital- Secretaría de Educación (archivo 7 
expediente digital), quienes contestaron la demanda dentro de la oportunidad legal.  
 
2.5.1. Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio (archivo 8 expediente digital). 
 
La apoderada de la entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda.  
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Como fundamentos de la defensa, señaló que a los docentes no les es aplicable al Ley 50 de 
1990, ya que no ostentan la calidad de trabajadores privados. Son considerados, como lo ha 
señalado el máximo órgano de lo Contencioso Administrativo, como empleados públicos del 
orden nacional, lo que desvirtúa la calidad de trabajadores del orden territorial previsto en el 
Decreto 1582 de 1998 que reglamentó la Ley 344 de 1996. 
 
Adujo que, conforme a las normas que regulan al personal docente, la Ley 50 de 1990 
contempla un régimen diferente y prevé su aplicación a los servidores públicos del nivel 
territorial afiliados a un fondo privado de cesantías, mientras que los docentes son empleados 
públicos del orden nacional afiliados por disposición legal única y exclusivamente a la cuenta 
especial de la Nación. Es así como los trabajadores particulares tienen derecho a escoger 
libremente el fondo de cesantías que mayor rentabilidad pueda generar a la administración de 
las mismas y los docentes no. Para lo cual, trajo a colación sentencias del Consejo de Estado 
que hacen referencia a la forma de liquidación y manejo de las cesantías en uno y otro régimen. 
 
Señaló que en el régimen especial docente no existe una consignación de las cesantías antes del 
15 de febrero de cada año ya que durante la misma vigencia presupuestal se descuenta del 
presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte del situado fiscal para reservar el 
valor del pasivo prestacional de los docentes, incluyendo las cesantías, lo que descarta 
inmediatamente la sanción mora por consignación extemporánea. 
 
Indicó que la actividad que se realiza de manera previa al 15 de febrero de cada vigencia no es la 
consignación de las cesantías, sino la actividad operativa para la liquidación de éstas, ya que los 
recursos ya están inmersos en el Fomag antes del 1° de febrero de cada vigencia siguiente. Lo 
anterior se demuestra con los comunicados que emite Fiduprevisora como vocera y 
administradora del Fomag dirigida a los secretarios de Educación, sobre la entrega del reporte 
de las cesantías para el pago de los intereses en la primera nómina de cada vigencia. 
 
Consideró que, respecto la indemnización por el pago tardío de los intereses de las cesantías 
establecida en el Artículo 1° de la Ley 52 de 1975, mediante la cual se reconocen intereses 
anuales a las cesantías de los trabajadores particulares, tampoco le es aplicable a los docentes a 
quienes se les aplica el Artículo 15 de la Ley 91 de 1989. 
 
Señaló que la Sentencia SU 098 de 2018 de la Corte Constitucional a las que hace referencia la 
parte demandante no resulta aplicable al presente asunto, por cuanto en el caso allí estudiado 
se trataba de un docente no afiliado al Fomag y así se indicó en la Sentencia SU 573 de 2019 de 
la misma Corporación. Así mismo, citó varias sentencias del Consejo de Estado que indican que 
la Ley 50 de 1990 no les aplica a los docentes afiliados al Fomag. Solicitó negar las pretensiones 
de la demanda. 
 

2.5.2. Distrito Capital-Secretaría de Educación (archivo 9 expediente digital) 
 
El apoderado de la entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda. Como 
fundamentos de su defensa, señaló que, a diferencia de lo dispuesto para los fondos privados de 
cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías de los 
docentes del Fomag tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas individuales para cada 
uno de sus afiliados. 
 
Sostuvo que, ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales para 
cada docente afiliado al Fomag, esto se extiende a la figura de la “consignación de cesantías”, 
por lo que, en lugar de una consignación, los docentes tienen la posibilidad de retirar sus 
cesantías siempre que su solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de Ley.  
 
Señaló que no podría configurarse la sanción moratoria contemplada en el Artículo 99 de la Ley 
50 de 1990 para el escenario del Fomag, ya que lo que sanciona la ley en mención es la 
consignación inoportuna de las cesantías, y al estar vedada la posibilidad de la consignación de 
las cesantías de los docentes del Fomag, de contera se descarta algún tipo de sanción. 
 
Por otro lado, adujo que de conformidad con lo establecido por la Ley 91 de 1989, reglamentada 
por el Decreto 3752 de 2003, los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a 
las plantas de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG. Lo anterior significa que, por un lado, los 
docentes forzosamente deben ser afiliados al FOMAG y a través de ese Fondo obtener el pago 
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de sus prestaciones sociales y, por otra parte, sus cesantías deben ser reconocidas y pagadas de 
acuerdo a los procedimiento y reglamentación establecida para tales efectos. Es decir, el 
ordenamiento jurídico no prevé que los docentes tengan la posibilidad de elegir otro esquema o 
figura de administración de sus cesantías, sino que por voluntad expresa del legislador deben 
someterse al régimen especial previsto para el Magisterio, el cual no ha sido retirado del mundo 
jurídico por parte de algún alto tribunal. 
 
Finalmente, solicitó al despacho negar las pretensiones de la demanda.    
 
2.6. PRUEBAS, FIJACIÓN DEL LITIGIO Y ALEGATOS DE CONCLUSIÓN 
 
Por medio del Auto Interlocutorio No. 328 del 21 de julio de 2023 (archivo 21 expediente 
digital), el despacho tuvo como pruebas las aportadas al proceso, fijó el litigio y, en firme dichas 
decisiones, dispuso correr traslado a las partes por el término de diez (10) días para presentar 
escrito de alegaciones finales. 
 
Parte demandante (archivo 23 expediente digital): reiteró los argumentos expuestos en 
la demanda. Así mismo, aportó providencias judiciales que resuelven sobre la sanción moratoria 
que aquí se debate. 
 

III. CONSIDERACIONES 
 
3.1. Problema jurídico  
 
El problema jurídico se circunscribe a determinar si la demandante, AIDA LUZ ALDANA 
CEDEÑO, tiene derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria contemplada en Ley 
50 de 1990 y la indemnización por el no pago de los intereses de las cesantías prevista en la Ley 
52 de 1975, por el presunto retardo en la consignación de las cesantías anualizadas y los 
intereses de las mismas, comprendidas entre el 1º de enero al 31 de diciembre de 2020 así 
como los ajustes legales a los valores adeudados e intereses correspondientes. 
 
3.2. Del marco normativo 
 
3.2.1. Del régimen de cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio. 
 
El Artículo 17 de la Ley 6ª de 1945 dispuso que los empleados y obreros nacionales de carácter 
permanente gozarían de un auxilio de cesantía, a razón de un mes de sueldo o jornal por cada 
año de servicio, pero únicamente respecto del tiempo de servicio prestado con posterioridad al 
1º de enero de 1942. El Decreto 2767 de 1945 hizo extensivas las cesantías a los empleados y 
obreros al servicio de los departamentos y municipios. 
 
A su vez, el Artículo 1º de la Ley 65 de 1946 dispuso que «Los asalariados de carácter 
permanente, al servicio de la Nación en cualquiera de las ramas del Poder Público, hállense o 
no escalafonados en la Carrera Administrativa, tendrán derecho al auxilio de cesantía por todo 
el tiempo trabajado continua o discontinuamente, a partir del 1º de enero de 1942 en adelante, 
cualquiera que sea la causa del retiro.» En el parágrafo de esta norma, se extendió este 
beneficio a los trabajadores de los departamentos, intendencias, comisarías y municipios. 
 
Al amparo de dichas disposiciones, el auxilio de cesantía de los servidores públicos a nivel 
territorial debía liquidarse con retroactividad, pagando un mes de salario por cada año de 
servicio, computando todo el tiempo laborado y teniendo en cuenta el último salario 
devengado, a menos que haya tenido modificaciones en los últimos tres meses. 
 
De otra parte, la liquidación del auxilio de cesantías fue reglamentada a través del Artículo 6º 
del Decreto 1160 de 1947 que indicó que “para liquidar el auxilio de cesantía a que tengan 
derecho los asalariados nacionales, departamentales, intendenciales, comisariales, 
municipales y particulares, se tomará como base el último sueldo o jornal devengado, a 
menos que el sueldo o jornal haya tenido modificaciones en los tres últimos meses, en cuyo 
caso la liquidación se hará por el promedio de lo devengado en los últimos doce (12) meses o 
en todo el tiempo de servicio, si éste fuere menor de doce (12) meses.” 
 
Hasta este momento, el ordenamiento jurídico no consagraba de manera específica para los 
docentes un régimen de liquidación de cesantías, razón por la cual dicho personal estaba sujeto 
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a las normas prestacionales de los empleados públicos. 
 
Con la expedición de la Ley 91 de 1989, por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, se determinó que dicha entidad se encargaría del pago de prestaciones 
sociales reconocidas a favor de los docentes.   
 
En el Parágrafo del Artículo 2º de la Ley 91 advirtió cómo se reconocerían y pagarían las 
prestaciones sociales causadas hasta la fecha de promulgación de la misma: 

 
“Parágrafo - Las prestaciones sociales del personal nacional, causadas hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley, se reconocerán y pagarán de conformidad con las normas 
prestacionales del orden nacional, aplicables a dicho personal.  
 
Las prestaciones sociales del personal nacionalizado, causadas hasta la fecha de 
promulgación de la presente Ley, se seguirán reconociendo y pagando de conformidad con 
las normas que regían en cada entidad territorial en el momento de entrar en vigencia la 
Ley 43 de 1975.” 

 
En similar sentido, respecto del régimen prestacional de los docentes nacionalizados, 
nacionales y aquellos que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, el Artículo 15 dispuso: 
 

“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y 
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por las 
siguientes disposiciones:  
 
 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, 
para efectos de las prestaciones económicas y sociales, mantendrán el régimen prestacional 
que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las normas 
vigentes.  
 
Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos de 
las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a los 
empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de 
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.” 

 
De manera particular, en lo que a las cesantías hace referencia, el numeral 3 de este mismo 
Artículo consagró: 
 

“3.- Cesantías: 
 
A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes de 
salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado, sobre el 
último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en caso 
contrario sobre el salario promedio del último año. 
 
B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes 
nacionales vinculados con anterioridad a dicha fecha, pero sólo con respecto a las cesantías 
generadas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías existentes al 
31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad, equivalente a la 
suma que resulte aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la 
Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio de captación del sistema 
financiero durante el mismo período. Las cesantías del personal nacional docente, 
acumuladas hasta el 31 de diciembre de 1989, que pasan al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, continuarán sometidas a las normas generales vigentes para los 
empleados públicos del orden nacional.” 

 
De lo anterior se deduce que a los docentes vinculados a partir del 1º de enero de 1990 se les 
aplicaría un sistema anualizado de cesantías, sin retroactividad y sujeto al reconocimiento de 
intereses, y los docentes territoriales vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 1989 se 
les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial. 
 
En punto al tema, en reiteradas decisiones, la Sección Segunda del Consejo de Estado ha 
precisado que los docentes oficiales vinculados con posterioridad al 1º de enero de 1990, sin 
importar si fueron vinculados a través de un ente territorial, o si fueron financiados o 
cofinanciados, se deben acoger al régimen prestacional establecido en la Ley 91 de 1989. 
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Ahora bien, la Ley 812 de 2003, por la cual se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, en su Artículo 81 estableció que el régimen prestacional de “los docentes nacionales, 
nacionalizados y territoriales, que se encuentren vinculados al servicio público educativo 
oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a la 
entrada en vigencia de la presente ley”. 
  
Con fundamento en lo anterior y con el objeto de lograr la afiliación de los docentes 
territoriales al aludido Fondo, el Decreto Nacional 3752 de 2003 estableció:  

 
“Artículo 1°.- Personal que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas 
de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites 
establecidos en los artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de 
2004.  
 
Parágrafo 1°.- La falta de afiliación del personal docente al Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio implicará la responsabilidad de la entidad territorial nominadora 
por la totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin perjuicio de las sanciones 
administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar. (Negrilla fuera de texto).  
 
Parágrafo 2°.- Los docentes vinculados a las plantas de personal de las entidades 
territoriales de manera provisional deberán ser afiliados provisionalmente al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio mientras conserve su nombramiento 
provisional. 
 
Artículo 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. Presentada la 
solicitud de afiliación por parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) días 
siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento:  
 
1. Elaboración del cálculo actuarial que determine el total del pasivo prestacional, 
presentando de manera separada cesantías y pensiones, del personal docente que se 
pretende afiliar y, por tanto, el valor de la deuda de la entidad territorial con el Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio.  
 
Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad 
fiduciaria encargada del manejo de sus recursos y la respectiva entidad territorial de 
conformidad con los parámetros que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito Público 
para el efecto.  
 
2. Definido el monto total de la deuda, previa revisión del Ministerio de Hacienda y Crédito 
Público, este será comunicado a la entidad territorial por parte de la sociedad fiduciaria 
encargada del manejo de los recursos del Fondo. Tal comunicado deberá indicar, 
adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a lo 
establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se cubrirá 
con los recursos que traslade el fonpet al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de sus 
recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan.  
 
3. El Ministerio de Educación Nacional, en su calidad de fideicomitente de la fiducia 
mercantil por medio de la cual se administran los recursos del Fondo Nacional de 
Prestaciones Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del mismo.” 

 
Ahora bien, en sentencia del 18 de enero de 20181, el Consejo de Estado consideró que quienes 
se vincularon como docentes con posterioridad al 1º de enero de 1990 cuentan con un régimen 
prestacional especial señalado en la Ley 91 de 1989 por lo que las cesantías a que tengan 
derecho se liquidan de forma anualmente sin retroactividad. 
 
3.2.2. Del régimen anualizado de cesantías dispuesto en la Ley 50 de 1990. 
 
La Ley 344 de 1996, «por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto 
público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras disposiciones», dio un 
paso adicional encaminado a ampliar la cobertura del sistema de liquidación anual del auxilio 

                                                           
1 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia del 18 de enero de dos mil dieciocho (2018). Rad. No.: 
19001-33-31-000-2011-00305-01 (1733-2016). Demandante: Juvencio Chilito Chilito. Demandado: Departamento del Cauca. 
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de cesantías para la generalidad de los servidores públicos, al consagrar, en su Artículo 13, lo 
siguiente:  

 
“Artículo 13.- Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 
1989, a partir de la publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los 
Órganos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías:   
 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación de la relación laboral; 
 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes 
al órgano o entidad al cual se vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) 
del presente artículo”.  

 
La norma vigente a la fecha de expedición de la previamente citada, que estableció el régimen 
anual de cesantías, era la Ley 50 de 1990, en cuyo Artículo 99 consagró: 

 
“Artículo 99.- El nuevo régimen especial de auxilio de cesantía, tendrá las siguientes 
características:  
 
1. El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía, por la 
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha 
diferente por la terminación del contrato de trabajo. 
2. El empleador cancelará al trabajador los intereses legales del 12% anual o proporcionales 
por fracción, en los términos de las normas vigentes sobre el régimen tradicional de 
cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se liquide 
definitivamente. 
3. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año 
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el 
mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario 
por cada retardo.  
4. Si al término de la relación laboral existieren saldos de cesantía a favor del trabajador que 
no hayan sido entregados al Fondo, el empleador se los pagará directamente con los 
intereses legales respectivos”. 

 
De igual manera, es necesario indicar que el Decreto 1582 de 1998 reglamentó los Artículos 13 
de la Ley 344 de 1996 y 5 de la Ley 432 de 1998, y precisó que la norma a la que se debía remitir 
a efecto de la liquidación anual del auxilio de cesantías de quienes se afilien a fondos privados 
es la Ley 50 de 1990, en sus Artículos 99, 102 y 104, y para liquidar las cesantías de los afiliados 
al Fondo Nacional de Ahorro, la Ley 432 de 1998, en sus Artículos 5 y siguientes. Así lo 
determinó:  
 

“Artículo 1º.- El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos 
del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los 
fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas 
concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se 
afilien al Fondo Nacional de Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas 
pertinentes de la Ley 432 de 1998”.  
 

No obstante, para aquellos empleados que venían con una vinculación anterior al 31 de 
diciembre de 1996, cuando entró a regir la citada Ley 344 de 1996, se les continuaría 
respetando el régimen de liquidación del auxilio de cesantías consagrado en normas 
anteriores2.  
 
Asimismo, es necesario indicar que el Decreto 1252 de 2000, «Por el cual se establecen normas 
sobre el régimen prestacional de los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los 
miembros de la fuerza pública», estableció lo siguiente:  
 

“Artículo 1º.- Los empleados públicos, los trabajadores oficiales y los miembros de la fuerza 
pública, que se vinculen al servicio del Estado a partir de la vigencia del presente decreto, 
tendrán derecho al pago de cesantías en los términos establecidos en las Leyes 50 de 1990, 
344 de 1996 o 432 de 1998, según el caso. Lo dispuesto en el inciso anterior se aplicará aun 
en el evento en que en la entidad u organismo a los cuales ingrese el servidor público, exista 
un régimen especial que regule las cesantías. Parágrafo. Los fondos o entidades públicas, 

                                                           
2 Es decir, el sistema de liquidación retroactiva, consagrado en Ley 6 de 1945, el Decreto 2767 de 1945, la Ley 65 de 1946 y el 
Decreto 1160 de 1947. 
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incluida la Caja Promotora de Vivienda Militar que administran y pagan las cesantías de los 
servidores a que se refiere este artículo, seguirán haciéndolo”.  

 
Del caso concreto 
 
En el caso concreto, están probados los siguientes hechos: 
 
- La demandante es docente y según se desprende de las pruebas obrantes en el proceso su 
vinculación es de carácter territorial (pág. 3, archivo 17 expediente digital). 
 
- Obra extracto de los intereses de las cesantías consignadas a la demandante, expedido por el 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio (pág. 67, archivo 2 expediente digital): 
 

 

 

 

 

Ahora, en este punto es del caso traer a colación lo señalado por la Subsección B del Consejo de 
Estado3 frente a la aplicación de la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para los 
docentes oficiales, así: 
 

“Según lo previsto en el artículo 115 de la Ley 155 de 1994, los docentes oficiales se 
benefician del reconocimiento del auxilio de cesantías de acuerdo con los parámetros 
establecidos por el artículo 15 (numeral 3) de la Ley 91 de 1989, norma en la que se 
distinguen, por un lado, los docentes que son beneficiarios del régimen de cesantías 
retroactivas y, por otro, a quienes se les aplica el régimen de cesantías anualizadas con pago 
de intereses y sin retroactividad. 

 
Quiere decir lo anterior, que los docentes vinculados a partir del 1° de enero de 1990 gozan 
del régimen de cesantías anualizadas, prestación que desde la entrada en vigencia de la Ley 
344 de 19964, debe liquidarse de acuerdo con lo previsto por el artículo 99 de la Ley 50 de 
1990, es decir, anualmente y consignarse en el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de 
febrero del año siguiente, so pena de que el empleador sea sancionado con el pago de un día 
de salario por cada día de mora (…)”. 
 

                                                           

3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 13 de noviembre de 2020, expediente 08001-23-33-000-
2013-00394-01 , número interno 5156-16, M.P. Cesar Palomino Cortés. 
4 “ARTÍCULO 13. Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de 1989, a partir de la 
publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Organos y Entidades del Estado tendrán el siguiente 
régimen de cesantías: 
a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la anualidad o por la fracción 
correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral; 
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se 
vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo. 
<Inciso 3o.  INEXEQUIBLE> 
PARÁGRAFO. El régimen de cesantías contenido en el presente artículo no se aplica al personal uniformado de las Fuerzas 
Militares y de la Policía Nacional”. 
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Así mismo, la Subsección A del Consejo de Estado5 ha sostenido lo siguiente: 
 
“En efecto, sobre ese particular, la Corte Constitucional en Sentencia SU-098 de 2018 
sostuvo que el «hecho de que los docentes se encuentren amparados por un régimen 
especial, no implica el desconocimiento de su calidad de trabajadores del Estado, y menos 
aún si se trata de la aplicación de una norma de carácter laboral que comporta un beneficio, 
caso en el cual prevalece la interpretación que reporte el mayor beneficio para el empleado, 
pues ésta será la que se ajuste a los postulados del artículo 53 de la Carta Política».  
 
De igual manera, en la sentencia en cita, la Corte señaló que aunque los jueces han 
adoptado una postura jurídicamente razonable y justificada al negar el derecho a la sanción 
moratoria, esta excluye otra posible interpretación, en virtud de la cual sí los ampara la 
sanción moratoria por la no consignación de cesantías de conformidad con lo dispuesto en 
el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, la cual es «más favorable respecto de los 
derechos laborales de los docentes oficiales», máxime cuando el «ámbito de aplicación de la 
sanción moratoria de la Ley 50 de 1990 se extiende a todos los empleados públicos. Así lo 
establece el Decreto 1252 de 2000». Y finalmente, concluyó:   

 
Realizada la anterior aclaración, esta Corporación considera que, en el régimen 
anualizado, aplicable al caso de los docentes vinculados después de 1990 y 1996, es 
lógico que se exija la afiliación y el pago oportuno del auxilio de cesantías, ya que la 
consignación es la manera de garantizar el acceso a la prestación. Sin 
duda, este sistema solo puede ser equitativo si las personas pueden 
contar con su pago de forma oportuna para poder disponer de la 
prestación en cualquiera de los eventos en que se permite, esto es, ante 
el desempleo, para financiar la educación propia, de compañeros 
permanentes, de los hijos o dependientes y para la adquisición, 
construcción, mejora o liberación de bienes raíces destinados a su 
vivienda”.  
 

Adicionalmente, cabe anotar que, como quedó visto, una interpretación 
restrictiva de la aplicación de la sanción moratoria incurriría en un trato 
desigual de los docentes frente a otros trabajadores del Estado que gozan 
de la sanción como garantía de la prestación. Esta distinción viola el 
derecho a la igualdad toda vez que los docentes tendrían un derecho 
limitado por tener una categoría específica dentro de los trabajadores 
estatales, lo cual no constituye un motivo valido en sí mismo para negar 
su acceso.  
[…]  
Como se advirtió, los docentes se encuentran en la categoría de los 
empleados públicos y no existe razón que justifique que en su calidad de 
trabajadores no tengan derecho, de la misma forma que los demás 
servidores públicos, a que sus prestaciones sociales sean canceladas en 
tiempo. Una interpretación contraria no protegería a estas personas en la misma 
forma que a otros servidores públicos, lo cual tendría como consecuencia la 
restricción de su posibilidad de gozar de la garantía del pago oportuno del auxilio de 
cesantías y, a su vez, de las protecciones ya mencionadas que se derivan de esa 
prestación. […]  
Sumado a lo anterior, el régimen especial al que está sometido el actor no 
contempla la sanción que solicita, situación distinta sería que su régimen 
lo contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de beneficios 
o sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia. Al respecto, la 
jurisprudencia constitucional ha sostenido que hipótesis como las que 
ahora se encuentran bajo estudio pueden desconocer el derecho a la 
igualdad.  
[…]  
De conformidad con todo lo expuesto, en consonancia con el principio de 
favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del artículo 
99 de la Ley 50 de 1990 ya que la Ley 91 de 1989 no contempla de manera 
expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el FOMAG. 

 
Asimismo, en Sentencia SU-332 de 2019 esa corporación también concluyó que: 

 
52. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional, es posible concluir que 
(i) el pago oportuno de las cesantías es una garantía de todos los trabajadores, 
protegida por la Constitución; (ii) los miembros del Magisterio gozan de un régimen 
prestacional especial, en razón de la labor que desarrollan y su vinculación con el 

                                                           
5 Consejo de Estado, sección segunda, subsección A, sentencia del 9 de mayo de 2022, expediente 08001-23-33-000-2017-
00795-01 , número interno 2659-2020, M.P. Rafael Francisco Suárez Vargas. 



Expediente:       11001-3342-051-2022-00223-00  
Demandante:    AIDA LUZ ALDANA CEDEÑO  
Demandado:  NACIÓN -MINISTERIO DE EDUCACIÓN- FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL 

MAGISTERIO Y DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN  
 
NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

 

Página 10 de 15 

 

 

Estado; (iii) los docentes oficiales se pueden catalogar como empleados públicos, en 
razón de las funciones que desarrollan, el régimen de carrera al que se encuentran 
sometidos y la vinculación mediante nombramiento, que da lugar a una relación 
legal y reglamentaria; (iv) los docentes oficiales, en tanto empleados públicos, tienen 
derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las 
cesantías. 
 
Bajo el anterior derrotero, la Subsección ha considerado viable acoger el criterio de 
favorabilidad aplicado en sede constitucional, para resolver las controversias 
relacionadas con el reconocimiento de sanción moratoria por la consignación tardía 
de las cesantías anuales a los docentes, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de 
la Ley 50 de 1990”6. 

 
Nuevamente, en el año 2023, la Subsección B del Consejo de Estado7, frente a la aplicación de 
la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para los docentes oficiales, indicó: 
 

“(…) Conforme a la normativa transcrita se tiene entonces que los docentes oficiales que se 
vincularon a partir del 1°. de enero de 1990 les es aplicable el régimen de cesantías 
anualizadas regulado por la Ley 50 de 1990, que dispone la realización de la liquidación 
anual de dicha prestación social con pago de intereses, suma que deberá ser consignada en 
el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de febrero del año siguiente, so pena de que el 
empleador sea sancionado con el pago de un día de salario por cada día de retardo”. 

 
Del mismo modo, recientemente, el Consejo de Estado8, al resolver una solicitud de tutela 
contra providencia judicial, acogió el principio de favorabilidad y consideró que es viable 
aplicar a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción moratoria 
por el pago extemporáneo de las cesantías anuales; así lo indicó: 
 

“(…) Sin embargo, se resalta que la referida línea jurisprudencial fue modificada por vía de 
solicitud de tutela, al considerarse que, en virtud del principio de favorabilidad, es viable 
aplicar a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción 
moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías anuales, de manera que para estos, el 
valor reconocido con corte a 31 de diciembre de cada año por concepto de la prestación 
mencionada, también les debe ser consignado en el Fondo Nacional de Prestaciones 
Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de febrero del año siguiente a su causación, para 
evitar incurrir en mora equivalente a un día de salario por cada día de retraso. (…) 
 
En este orden de ideas, se evidencia que en materia de la sanción moratoria por pago 
extemporáneo de las cesantías anualizadas en favor de los docentes, si bien no existe una 
sentencia de unificación proferida por el alto tribunal de lo contencioso administrativo, la 
corporación ha sentado una línea pacífica al respecto que permite acceder al amparo 
solicitado, en tanto se desconoció la actual postura decisional en virtud de la cual a los 
docentes sí les aplican las disposiciones del numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, 
la cual resulta «más favorable respecto de los derechos laborales», máxime cuando el 
ámbito de aplicación de la referida sanción moratoria se extiende a todos los empleados 
públicos. 
 
Ello teniendo en cuenta que, pese a que el Tribunal accionado explicó las razones por las 
cuales acogió la tesis que en principio tenían la Corte Constitucional y el Consejo de Estado 
sobre la materia, esto es, negar el reconocimiento de la sanción moratoria en favor de los 
docentes en los términos de la Ley 50 de 1990 por pertenecer a un régimen especial, esta 
Sala de Decisión extraña una motivación suficiente que permita entender por qué se apartó 
de la tesis vigente, máxime, cuando les resulta beneficiosa frente a la protección integral 
que merecen sus derechos labores.” 

 
También, la Corte Constitucional ha considerado que los docentes tienen derecho al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria contenida en la Ley 50 de 1990; así lo señaló en 
la Sentencia SU-041 de 2020: 
 

“5.1.6. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional antes reseñada, es posible 
concluir que: (i) los docentes oficiales, en tanto empleados públicos, tienen derecho al 
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías; (ii) el 

                                                           
6 Este mismo criterio se mantiene en la Subsección A del Consejo de Estado. Ver sentencia del 19 de enero de 2023, 
expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. William Hernández Gómez. 
7 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 19 de enero de 2023, expediente 08001-23-33-000-2015-
80070-01 (1549-2021), M.P. Carmelo Perdomo Cueter. 
8 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 23 de marzo de 2023, expediente 11001-03-15-000-2023-
01063-00, MP Juan Enrique Bedoya Escobar. 
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reconocimiento de esta prestación económica frente a los miembros del magisterio ha 
operado tanto en virtud de la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, como 
por extensión del numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, a través de la Ley 344 de 
1996, reglamentada por los Decretos 1582 de 1998 y 1252 de 2000; (iii) en todas las 
acciones de tutela reseñadas, los docentes habían interpuesto demandas -hoy medio de 
control- de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de actos administrativos que 
les negaban el reconocimiento y pago de la sanción moratoria, razón por la cual las 
decisiones en sede constitucional ordenaron su revocatoria y la expedición de nuevos fallos, 
en términos perentorios, que sí reconocieran la indemnización(…)” (Subraya el despacho). 

 
Así las cosas, este despacho acoge el anterior criterio jurisprudencial expuesto por la Corte 
Constitucional y el Consejo de Estado, en el sentido de que, conforme al principio de 
favorabilidad, le es aplicable a los docentes el reconocimiento de sanción moratoria por la 
consignación tardía de las cesantías anuales, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de la 
Ley 50 de 1990. 
 
Ahora bien, no pasa por alto el despacho que mediante Sentencia SU-573 de 2019, la Corte 
Constitucional indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 no constituye un precedente al caso allí 
estudiado, por considerar que no se evidenciaba prima facie una amenaza de vulneración de 
los derechos fundamentales y por ausencia de identidad fáctica que pudiera aplicarse al caso 
concreto. Sin embargo, al declarar la improcedencia de la acción de tutela, no definió de 
manera concreta los criterios a tener en cuenta para que se configure el derecho al 
reconocimiento de la sanción moratoria a favor de los docentes afiliados al Fomag y estimó que 
la interpretación y unificación de la jurisprudencia le corresponde al máximo órgano de la 
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Es decir, dejó en manos de esta jurisdicción la 
decisión de la aplicación del Artículo 99 de la Ley 50 de 1990 a los docentes afiliados al Fondo 
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo cual hasta la fecha no se ha dado. En tal 
sentido, no se puede concluir que la Sentencia SU-573 de 2019 constituya un precedente 
aplicable al sub examine.  
 
Ahora bien, antes de entrar analizar cómo incurrió la mora en el caso en concreto, es pertinente 
traer a colación las reglas dispuestas por la Sección Segunda del Consejo de Estado, en relación 
con el reconocimiento de cesantías y sanción moratoria prevista en el Artículo 99 de la Ley 50 
de 1990, en Sentencia de Unificación del 25 de agosto de 20169, en la que estableció lo 
siguiente: 
 

“1.- Las cesantías anualizadas, son una prestación imprescriptible. Las cesantías definitivas 
sí están sometidas al fenómeno de la prescripción. 
 
2.- La sanción o indemnización moratoria sí está sometida al fenómeno de prescripción 
trienal y la norma aplicable para ese efecto, es el artículo 151 del Código de Procedimiento 
Laboral.  
 
3.- La fecha a partir de la cual procede la reclamación de la indemnización por la mora en la 
consignación de las cesantías anualizadas, es el momento mismo en que se produce la mora, 
es decir, desde el 15 de febrero del año en que se debió realizar el pago.  
 
4.- La fecha hasta la cual corre la mora, producto del incumplimiento en la consignación de 
las cesantías anualizadas, es aquella en que se produce la desvinculación del servicio.    
 
5.- El salario a tener en cuenta para liquidar la indemnización moratoria es el que devenga 
el empleado en el momento en que se produce la mora, y cuando concurren dos o más 
periodos de cesantías y una mora sucesiva, el salario a tener en cuenta para la liquidación 
cambia en el momento en que se genera un nuevo periodo de mora, en los términos 
previamente descritos.” 

 
La citada decisión fue objeto de aclaración en providencia del 06 de agosto del 202010, en 
relación con el momento a partir del cual se contabiliza el término de prescripción para 
reclamar la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990, por la no consignación de cesantías 
anualizadas, en el siguiente sentido: 

                                                           
9 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Consejero ponente: Luis Rafael Vergara 
Quintero – Providencia del 25 de agosto de 2016 - Radicación número: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14) CE-
SUJ2-004-16 - Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo - Demandado: Municipio De Soledad. 
10 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Sentencia de Unificación por Importancia 
Jurídica - Sentencia CE-SUJ-SII-022-2020 – Providencia del 06 de agosto de 2020 – Expediente No. 08001-23-33-000-
2013-00666-01 – No. Interno 0833-2016 – Demandante: María Lucely Taborda Cervantes – Demandado: Municipio de 
Sabanagrande (Atlántico)  
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“i) El momento a partir del cual se contabiliza el término de la prescripción de la sanción 
moratoria de las cesantías anualizadas prevista en la Ley 50 de 1990, es desde su causación 
y exigibilidad, es decir, el 15 de febrero de la anualidad siguiente, por ende, la reclamación 
administrativa deberá presentarse dentro de los tres años siguientes, so pena de 
configurarse la prescripción extintiva. 
 
ii) En el evento en que se acumulen anualidades sucesivas de mora en la consignación de 
cesantías anualizadas, el término prescriptivo de la sanción prevista en la Ley 50 de 1990 
deberá contabilizarse de manera independiente por cada año, de tal modo que el empleado 
dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su causación para 
reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente, so pena de su extinción.” 

 
Ahora bien, revisado el expediente se advierte que no existe prueba del reconocimiento de las 
cesantías, ya que únicamente fue allegada la certificación de pago de los intereses de las 
cesantías a la demandante, respecto de los cuales vale la pena aclarar que dichos intereses son 
pagados directamente al trabajador.  
 
En consecuencia, no es posible establecer si la entidad demandada ha cancelado o no las 
cesantías a la demandante, por lo que se establecerá como fecha límite de la sanción moratoria 
por el no pago de cesantías hasta la fecha en que se haga efectiva la consignación de las mismas 
en el Fomag.  
 
De acuerdo con lo expuesto, en el caso concreto se causó una sanción moratoria a favor de la 
demandante desde el 15 de febrero de 2021, cuando la entidad empleadora incurrió en retardo 
por las cesantías del 202011, así:  
 

Anualidad 
Cesantías 

Fecha que la Ley 50/90 dispone 
para la consignación 

Exigibilidad de la 
sanción 

Fecha límite de la 
sanción por pago 

2020 14/02/2021 15/02/2021 Hasta cuando se hubiere 
realizado el traslado de los 
recursos por concepto de 

cesantías al Fomag12, 
condicionado a que se 

haya realizado por fuera 
del término que contempla 

la norma 

 
Por otro lado, la demandante presentó la reclamación de la sanción moratoria en sede 
administrativa el 27 de septiembre de 202113, de modo que no se configuró la prescripción 
extintiva, según se expone a continuación:  
 

Cesantías anualizadas Exigibilidad de la sanción Prescripción Fecha de la 
reclamación 

2020 15/02/2021 15/02/2024 27/09/2021 

 
En consecuencia, como la demandante reclamó ante la administración el 27 de septiembre de 
2021, no se configuró la prescripción de la sanción moratoria por las cesantías de la anualidad 
de 2020, de modo que se condenará al Distrito Capital- Secretaría de Educación a la penalidad 
solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 
1990, por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por cada día de retardo, desde el 
15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el traslado de los recursos por 
concepto de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya realizado por fuera del término 
que contempla la norma, liquidable con base en la asignación básica devengada por la actora en 
el momento en que se produjo la mora.  
 
Por otro lado, si bien en providencias anteriores se ordenó el ajuste del valor total generado por 
concepto de sanción moratoria según lo dispuesto en el Artículo 187 del CPACA, este despacho 

                                                           
11 En la demanda únicamente se solicitó la mora por la no consignación de las cesantías del año 2020. 
12 Ello, siguiendo la forma en que el Consejo de Estado determinó el periodo de mora -sentencia del 19 de enero de 2023, 
Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. 
William Hernández Gómez-. 
13 Pág. 54 a 59, archivo 2 expediente digital. 
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ajusta su posición y acoge el criterio adoptado por el Consejo de Estado14, en el sentido de 
determinar que no es procedente la indexación del valor a pagar por sanción moratoria durante 
el día a día de su causación, dada la naturaleza de dicha indemnización. 
 
Respecto de los intereses a las cesantías, la Ley 91 de 1989 dispone que el mismo equivale a un 
interés anual sobre saldo de las cesantías a 31 de diciembre de cada año equivalente a la suma 
que resulte aplicar la tasa de interés que de acuerdo con la certificación de la Superintendencia 
Financiera, haya sido la comercial promedio de captación del sistema financiero durante el 
mismo período.   
 
Por su parte, el Acuerdo 39 de 1998, “Por el cual se establece el procedimiento para el 
reconocimiento y pago de intereses a las cesantías de los docentes afiliados al FOMAG”, 
dispone en su Artículo 4, lo siguiente: 
 

“El Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio realizará el pago de los intereses 
en el mes de marzo, a los docentes cuya información haya sido remitida a la Entidad 
Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más tardar el cinco (5) de febrero de 
cada año, y en el mes de mayo a los docentes cuya información haya sido remitida a la 
Entidad Fiduciaria en el período comprendido entre el seis (6) de febrero y hasta el quince 
(15) de marzo de cada año. En los casos en que la entidad territorial reporte la información 
con posterioridad a esta fecha, la entidad fiduciaria, programará pagos posteriores, de lo 
cual informará al Consejo Directivo del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del 
Magisterio.” (Subrayado fuera de texto). 

 
En el proceso obra prueba que el pago de los intereses de la demandante se efectuó el 27 de 
marzo de 2021 (pág. 67 “intereses pagados” archivo 2 expediente digital), es decir, en los 
términos de la Ley 91 de 1989 y del Acuerdo 39 de 1998. 
 
Adicional a lo anterior, se advierte que la Ley 52 de 197515 es una norma que está dirigida al 
sector privado16 y que la liquidación de los intereses dispuesta en ella17 es diferente a la manera 
que prescribe la Ley 91 de 198918, es decir que no se podría usar la forma de establecer los 
intereses de esta e imponer la sanción que prevé aquella sin crear una tercera norma no 
emitida por el legislador. 
 
Así las cosas, no es procedente acceder a la sanción que contempla la Ley 52 de 1975 por el 
pago tardío de los intereses que reclama la parte actora. 
 
Finalmente, se advierte que no es procedente condenar a la Nación- Ministerio de Educación 
Nacional- Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que el Artículo 99 de la Ley 50 de 
1990 establece que “El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de 
salario por cada retardo”, lo cual quiere decir que dicha sanción es impuesta al empleador que 
incumpla los términos señalados en la norma por la no consignación de las cesantías anuales, y 
no respecto del fondo de cesantías u otra entidad que intervenga en el trámite administrativo, 
por lo que se absolverá de responsabilidad a la Nación- Ministerio de Educación Nacional- 
Fondo de Prestaciones Sociales del Magisterio, ya que, conforme a lo dispuesto en la Ley, es el 
Distrito Capital- Secretaría de Educación como empleador, al encontrarse probado que la 
actora es una docente con vinculación territorial, la llamada a responder por la sanción mora. 
 
4. COSTAS 
 
No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran 
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del 
Código General del Proceso.  
 

                                                           
14 Sentencia de Unificación del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda CE- SUJ-SII-012-
2018, del 18 de julio de 2018. 
15 Por la cual se reconocen intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares 
16 Consejo de Estado, Providencia del 24 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-23-31-000-2002-00669-01(1827-04), CP 
ALBERTO ARANGO MANTILLA. – Consejo de Estado, providencia del 19 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-2331-000-
2002-00713-01(1945-04), CP ANA MARGARITA OLAYA FORERO.  
17 El Artículo 1 de la Ley 75 de 1975 dispone respecto de los intereses que serán del 12% anual. 
18 El Artículo 15 de la Ley 91 de 1989, en relación con los intereses prescribe que será “…equivalente a la suma que resulte 
aplicar la tasa de interés, que de acuerdo con certificación de la Superintendencia Bancaria, haya sido la comercial promedio 
de captación del sistema financiero durante el mismo período.” 
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En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y 
por autoridad de la Ley, 
 

RESUELVE: 
 

PRIMERO.- DECLARAR la ocurrencia del acto ficto presunto negativo derivado de la no 
respuesta a la petición elevada el 27 de septiembre de 2021. 
 
SEGUNDO.- DECLARAR la NULIDAD del acto ficto o presunto negativo originado por el 
silencio Distrito Capital-Secretaría de Educación, frente a la petición radicada el 27 de 
septiembre de 2021, conforme a las consideraciones expuestas.   
 
TERCERO.- Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de restablecimiento 
del derecho, CONDENAR al DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, a 
pagar a la señora AIDA LUZ ALDANA CEDEÑO, identificada con la Cédula de Ciudadanía 
No. 52.116.062, a la penalidad solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el 
Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por 
cada día de retardo, desde el 15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el 
traslado de los recursos por concepto de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya 
realizado por fuera del término que contempla la norma, liquidable con base en la asignación 
básica devengada por la demandante en el momento en que se produjo la mora, conforme lo 
expuesto en la parte motiva de esta providencia. 
 
CUARTO.- El DISTRITO CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN dará 
cumplimiento a la presente sentencia dentro de los términos establecidos para ello por los 
Artículos 192 y 195 del CPACA. 
   
QUINTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda. 
 
SEXTO.- Absolver de responsabilidad a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN 
NACIONAL- FONDO DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 
 
SÉPTIMO.- No se condena en costas y agencias en derecho, por lo expuesto en la parte 
motiva. 
 
OCTAVO.- Ejecutoriada esta providencia, por secretaría, y a costa de la parte actora, 
EXPÍDASE copia auténtica que preste mérito ejecutivo, con las constancias de notificación y 
ejecutoria. 
 
NOVENO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHIVAR el expediente. 
 
DÉCIMO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 

 
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 

 
 

  
NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 

Juez 
 
 
Lkgd 
 
 
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com 
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co 
notjudicial@fiduprevisora.com.co  
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co 
t_amolina@fiduprevisora.com.co   
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co 
notificajuridicased@educacionbogota.edu.co  
chepelin@hotmail.fr  
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).

Auto Sust. No. 552

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:     11001-3342-051-2022-00310-00
Demandante:     JUDITH SALAZAR CEBALLES
Demandado: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE-SENA
Decisión: Auto concede recurso de apelación contra sentencia 

Observa el despacho que en el expediente de la referencia obra la decisión adoptada el 21 de
julio de 2023 (archivo 31 expediente digital), por medio de la cual se profirió sentencia de
primera instancia que resolvió acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda, la
cual fue notificada a las partes por medio de correo electrónico del 01 de agosto de 2023
(archivo 32 expediente digital).

Por otro lado, se advierte el recurso de apelación propuesto por el apoderado de la entidad
demandada  (archivo  33  expediente  digital)  contra  el  aludido  fallo.  Por  encontrarse
conforme  a  lo  ordenado  por  el  numeral  1°  del  Artículo  247  de  la  Ley  1437  de  2011,
modificado por el Artículo 67 de la Ley 2080 de 2021 y por el numeral 2º del Artículo 132
de la Ley 2220 de 2022, este despacho concederá el recurso de apelación de que trata el
Artículo 243 de la Ley 1437 de 2011, igualmente modificado por el Artículo 62 de la Ley
2080 de 2021, ante el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, tal como será dispuesto
ut infra.

En mérito de lo expuesto, el  JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO
DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONCEDER en el efecto suspensivo el recurso de apelación propuesto por
la  parte  demandada  contra  la  sentencia  del  21  de  julio  de  2023,  ante  el  Tribunal
Administrativo de Cundinamarca.

SEGUNDO.-  Ejecutoriada  la  presente  providencia,  remítase  a  la  mayor  brevedad  el
expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda, para lo de su
competencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB

styvenabogado2015@gmail.com 
s.boyaca@moncadaabogados.com.co 
i.garcia@moncadaabogados.com.co 
icgr0605@gmail.com 
pjjerezd@sena.edu.co 
pedrojerez9405@yahoo.com.co 
judicialdistrito@sena.edu.co 
servicioalciudadano@sena.edu.co 



Expediente:     11001-3342-051-2022-00310-00
Demandante: JUDITH SALAZAR CEBALLES
Demandado: SERVICIO NACIONAL DE APRENDIZAJE-SENA

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

Página 2 de 2

Firmado Por:

Norberto Apolinar Mendivelso Pinzon

Juez Circuito

Juzgado Administrativo

51

Bogotá, D.C. - Bogotá D.C.,
 

Este documento fue generado con firma electrónica y cuenta con plena validez jurídica,

conforme a lo dispuesto en la Ley 527/99 y el decreto reglamentario 2364/12
 

Código de verificación: c20ff22d547b6f77aa1e255f534bf131622141291a054e34b922c46b2c607d83

Documento generado en 23/08/2023 09:45:17 PM

 

Descargue el archivo y valide éste documento electrónico en la siguiente URL: 

https://procesojudicial.ramajudicial.gov.co/FirmaElectronica



 

REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
 

 
Auto Int. No. 430 

 
Medio de control:     Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:                 11001-3342-051-2022-00432-00 
Demandante:              ROSALBA LÓPEZ GÓMEZ 
Demandado:               NACIÓN-SENADO DE LA REPÚBLICA Y FONDO NACIONAL DEL   
               AHORRO 
Decisión:                      Auto de excepciones, pruebas, fija litigio y alegatos 
 

 
 

Una vez fueron surtidas las actuaciones de Ley, evidencia el despacho que en el presente medio 
de control se encuentra vencido el término de traslado de la demanda y de su reforma 
contenido en los Artículos 172 y 173 de la Ley 1437 de 2011, por lo que se procederá al estudio 
de las excepciones previas formuladas y, de ser procedente, se continuará con el trámite de 
sentencia anticipada. 
 

1. De las excepciones previas 
 
El Parágrafo 2 del Artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 -modificado por el Artículo 38 de la Ley 
2080 de 2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y 
de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en 
materia de descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”- dispone que 
las excepciones previas se decidirán conforme lo regulado en los Artículos 100, 101 y 102 del 
Código General del Proceso. Así las cosas, procede el despacho a resolver las excepciones 
formuladas por el Fondo Nacional del Ahorro, así: 
 
El apoderado del extremo pasivo mencionado propuso las excepciones previas de falta de 
legitimación en la causa por pasiva y prescripción, en los siguientes términos (archivo 12, págs. 
8 a 11 expediente digital):  
 

“[…] En ese orden, se insiste en que el FONDO NACIONAL DEL AHORRO, no es el 
responsable ni legitimado, para efectuar el reconocimiento de derechos de retroactividad 
en cesantías, ni tampoco para ejercer la liquidación o reliquidación de las cesantías que se 
consignan a favor de sus afiliados. Se reitera que, el facultado para hacerlo es el 
empleador, que para el caso de la demandante es el Senado de la República. 
 
En consecuencia, visto que la demandante pretende la nulidad y restablecimiento del 
derecho sobre las decisiones que adoptó su empleador con el fin de que este reliquide las 
cesantías canceladas con base al régimen de retroactividad, y que el FNA no tiene dentro 
de sus funciones reconocer, liquidar o reliquidar cesantías de sus afiliados, es claro que el 
Fondo Nacional del Ahorro, no se encuentra legitimado por pasiva para intervenir en el 
presente litigio, por lo que se solicita desvincular a la entidad que represento de este 
proceso judicial. 
 
[…] 
 
Por tal motivo, si como resultado del debate probatorio se comprueba que se configura 
prescripción de las acreencias laborales reclamadas, y en general sobre todo concepto que 
se derive de las pretensiones de la demanda, se solicita al señor Juez que en los términos 
del artículo 151 del Código Procesal del Trabajo y de la Seguridad Social, en concordancia 
con el artículo 488 del C.S de T, declare probada la excepción de prescripción sobre las 
pretensiones declarativas y económicas que correspondan.”  

 
Sobre el particular, sería del caso entrar a resolver sobre las excepciones propuestas de no ser 
porque se advierte que la reforma a la Ley 1437 de 2011 -Ley 2080 de 2021- trajo consigo una 
restricción a las excepciones previas que requieran práctica de pruebas, las cuales deberán 
decidirse a través del trámite de sentencia anticipada -si se encuentran probadas- o en etapa 
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respectiva la audiencia inicial y, frente a las excepciones perentorias nominadas, las cuales 
deben resolverse en sentencia anticipada o en sentencia ordinaria -según sea el caso-. 
 
Al respecto, consideró el Consejo de Estado1, sobre la oportunidad para resolver las 
excepciones perentorias nominadas (como la falta de legitimación en la causa y la 
prescripción), que la resolución de dichas excepciones no pueden decidirse mediante auto 
antes de la audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino que solo se declararán 
fundadas por medio de sentencia anticipada, acorde con los lineamientos precisados en el 
numeral tercero del Artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, esto es, cuando todavía no se 
encuentren probadas o demostradas, el juzgador tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia 
ordinaria que defina de fondo las pretensiones de la demanda, conforme al Artículo 187 del 
CPACA. Así lo señaló la alta Corporación: 
 

“Ahora bien, si el funcionario judicial estima que está debidamente probada una excepción 
perentoria, lo que debe hacer es convocar a las partes para que presenten las alegaciones y 
dictar la sentencia anticipada de conformidad con las reglas que regulan dicho trámite, lo 
cual debe terminar en el sentido de declararla probada.  
 
Sin embargo, si después de leer o escuchar las alegaciones el juzgador considera que no es 
plausible declarar como probada o demostrada la excepción perentoria, entonces no podrá 
expedir sentencia anticipada, y, en consecuencia, debe retornar al trámite ordinario, tal y 
como lo indican el ordinal 3.º del artículo 182A del CPACA y el inciso final de la misma 
disposición.  
 
En tal ilación procesal, sería un absurdo que el juez o magistrado convoque a las partes para 
emitir sentencia anticipada si está convencido de que no está probada la excepción 
perentoria. Es un dislate proferir una sentencia anticipada que declare como no probada o 
impróspera una excepción perentoria nominada.  
 
(…)  
 
Al respecto, se tiene que el inciso 4.º del parágrafo 2.º del artículo 175 del CPACA 
(modificado por el artículo 38 de la Ley 2080) consagró que las excepciones de cosa 
juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa y 
prescripción extintiva, se declararán fundadas mediante sentencia anticipada en los 
términos previstos en el numeral tercero del artículo 182A, y este determinó que podrá 
dictarse esta providencia, en cualquier estado del proceso, cuando el juzgador advierta 
demostrada una de las perentorias citadas. A su vez, el artículo 187 ibidem señaló que en la 
sentencia se pronunciará sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que el 
fallador encuentre probada.  
 
En ese orden de ideas, la resolución de defensa materializada en las excepciones perentorias 
nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la audiencia inicial, ni en la citada 
diligencia judicial, sino que solo se declararán fundadas por medio de sentencia anticipada, 
acorde con los lineamientos precisados en el numeral tercero del artículo 182A del CPACA 
o, de lo contrario, esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el 
juzgador tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las 
pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187 del CPACA”.  

 
Por consiguiente, no es esta la etapa procesal para declarar o no la configuración de las figuras 
procesales señaladas por lo cual se diferirá su decisión para la etapa del fallo. 
 

2.  Oportunidad de sentencia anticipada 
 

Señala el numeral 1° del Artículo 182A ibidem (adicionado por el Artículo 42 de la Ley 2080 de 
2021, “por medio de la cual se reforma el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 
Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras disposiciones en materia de descongestión en los 
procesos que se tramitan ante la jurisdicción”), en relación con la oportunidad para emitir 
sentencia anticipada, lo siguiente: 
 

“ARTÍCULO  182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada: 
 
1. Antes de la audiencia inicial: 

                                                           

1
 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección A, consejero ponente: William 

Hernández Gómez, providencia del dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) radicación: 05001-23-33-000-
2019-02462-01 (2648-2021). 
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a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho; 
 
b) Cuando no haya que practicar pruebas; 
 
c) Cuando solo se solicite tener como pruebas las documentales aportadas con la 
demanda y la contestación, y sobre ellas no se hubiese formulado tacha o 
desconocimiento; 
 
d) Cuando las pruebas solicitadas por las partes sean impertinentes, inconducentes o 
inútiles. 
 
El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando a 
ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del 
Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia. 
 
Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso 
final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrilla fuera 
de texto) 

 
De conformidad con lo anterior, se observa que en el presente asunto obran las pruebas 
suficientes para emitir una decisión de fondo, por lo que se dará aplicación a la norma en cita y 
se proferirá sentencia anticipada. 
 
De ese modo, teniendo en cuenta el inciso 2° del numeral 1° del Artículo 182A ibidem y el 
Artículo 173 del Código General del Proceso, el despacho se pronuncia sobre las pruebas 
obrantes, y por cumplir con los presupuestos de pertinencia, conducencia y utilidad, SE 
TIENEN COMO PRUEBAS las siguientes: 
 
1.1. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE: Los documentos aportados con la 

demanda (archivo 2, págs. 14 a 75 expediente digital).  
 

1.2. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDADA:   
 

1.2.1. FONDO NACIONAL DEL AHORRO: Los documentos aportados con la 
contestación de la demanda (archivo 12, págs. 13 a 38 expediente digital). 
 

1.2.2. NACIÓN-SENADO DE LA REPÚBLICA:  No aportó pruebas (archivo 13 
expediente digital).  

 
Ahora bien, en cuanto a la fijación del litigio u objeto de la controversia -en los términos del 
inciso 3º del literal D del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011- cabe precisar que en el escrito 
de demanda se advierten 17 hechos (archivo 2 expediente digital), frente a los cuales:  
 
Hay acuerdo en los hechos Nos. 11, 12, 13, 14 y 16, por parte del Fondo Nacional del 
Ahorro, en cuanto a:  
 

i. Reclamación administrativa promovida por la demandante y respuesta del Fondo 
Nacional del Ahorro.  

ii. Trámite de conciliación extrajudicial ante el Ministerio Publico. 
iii. Traslado previo de la demanda al ente demandado.  
 

Por otro lado, hay acuerdo parcial en el hecho No. 5, referido a:  
 

i. La administración por parte del Fondo Nacional del Ahorro de las cesantías de la 
accionante, teniendo en cuenta el régimen anualizado de las mismas.  

 
Dicho lo anterior, hay desacuerdo parcial en el hecho No. 5, en torno a: 
 

i. La administración por parte del Fondo Nacional del Ahorro de las cesantías de la 
accionante, teniendo en cuenta el régimen anualizado de las mismas.  

 
Respecto de los hechos Nos. 1 a 4 y 7 a 10 se indicó que no le constan, los cuales están 
relacionados con: 
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i. El tiempo de prestación de servicios de la parte actora. 
ii. Aplicación del régimen retroactivo de las cesantías del extremo activo a partir de la 

fecha de vinculación al Senado de la República. 
iii. Liquidación y pago del auxilio de las cesantías de la demandante según el régimen 

anualizado previsto en la Ley 344 de 1996.  
iv. Solicitud de reconocimiento y pago de las cesantías en virtud del régimen retroactivo, 

acto administrativo demandado, recurso en su contra y acto administrativo demandado 
que confirma el acto primigenio.  

  
Finalmente, en cuanto a los hechos Nos. 6, 15 y 17 se manifestó que no son hechos, los 
cuales están enlazados con: 
 

i. Ausencia de renuncia expresa de la accionante a la aplicación del régimen con 
retroactividad de sus cesantías.  

ii. Traslado previo de la demanda al Senado de la República y a la Agencia Nacional de 
Defensa Jurídica del Estado.  

 
En esa misma línea, se tiene que la Nación-Senado de la República, está de acuerdo con 
los hechos Nos. 1; 3 a 10 y; 13 y 14, en cuanto a:  
 

i. El tiempo de prestación de servicios de la parte actora. 
ii. Liquidación y pago del auxilio de las cesantías de la demandante según el régimen 

anualizado previsto en la Ley 344 de 1996.  
iii. La administración por parte del Fondo Nacional del Ahorro de las cesantías de la 

accionante, teniendo en cuenta el régimen anualizado de las mismas.  
iv. Ausencia de renuncia expresa de la accionante a la aplicación del régimen con 

retroactividad de sus cesantías.  
v. Solicitud de reconocimiento y pago de las cesantías en virtud del régimen retroactivo, 

acto administrativo demandado, recurso en su contra y acto administrativo demandado 
que confirma el acto primigenio.  

vi. Trámite de conciliación extrajudicial ante el Ministerio Publico.  
 
Por otro lado, hay desacuerdo en el hecho Nos. 2, referido a:  
 

i. Aplicación del régimen retroactivo de las cesantías del extremo activo a partir de la 
fecha de vinculación al Senado de la República. 

 
Por su parte, se indicó que no le constan los hechos Nos. 11 y 12, atinentes a:  
 

i. Reclamación administrativa promovida por la demandante y respuesta del Fondo 
Nacional del Ahorro.  

 
Po último, la apoderada de la entidad indicó que no son hechos los Nos. 15, 16 y 17, 
relacionados con: 
 

i. Traslado previo de la demanda al Fondo Nacional del Ahorro, Senado de la República y 
Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.  

 
Así las cosas, el litigio se contrae a verificar probatoriamente los hechos planteados en la 
demanda frente a los cuales no existe acuerdo en las contestaciones, para determinar la 
legalidad de los actos administrativos demandados y el restablecimiento del derecho 
deprecado, por presentarse la causal de nulidad de infracción de las normas en que deberían 
fundarse, para establecer si procede:  
 

i) Por parte de la Nación-Senado de la República la reliquidación y pago de las cesantías 
parciales que hubiere solicitado o las cesantías definitivas que llegaren a reconocerse 
por el retiro de servicio de la demandante, Rosalba López Gómez, con base en el 
régimen retroactivo de las mismas, como quiera que se vinculó a dicha Corporación con 
anterioridad a la entrada en vigencia de la Ley 344 de 1996, y el pago a favor del Fondo 
Nacional del Ahorro de los dineros que correspondan para garantizar las cesantías 
parciales o definitivas de la accionante; 
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ii)  Por parte del Fondo Nacional del Ahorro a que administre, liquide y pague las 
cesantías parciales o definitivas de la demandante aplicando el régimen con 
retroactividad.   

 
Por último, se advierte a los apoderados que una vez queden en firme las anteriores decisiones, 
en atención al inciso 3° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 -adicionado por la Ley 2080 
de 2021- y reiterando que obran las pruebas necesarias para adoptar una decisión de fondo, se 
dispondrá, sin necesidad de auto adicional, CORRER TRASLADO por el término común de 
diez (10) días, para que las partes formulen por escrito sus alegatos de conclusión y para que el 
Ministerio Público emita concepto -si a bien lo tiene-. 
 
En consecuencia, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE 
 
PRIMERO.- DIFERIR la decisión sobre las excepciones previas de falta de legitimación en la 
causa por pasiva y prescripción promovidas por el Fondo Nacional del Ahorro para el momento 
del fallo, por lo expuesto en la parte motiva de esta decisión.  
 
SEGUNDO.- TENER COMO PRUEBA las documentales enunciadas en la parte motiva del 
presente proveído. 
 
TERCERO.- FIJAR EL LITIGIO en la forma establecida en las líneas que anteceden. 
 
CUARTO.- Una vez queden en firme las anteriores decisiones y sin necesidad de auto 
adicional, CORRER TRASLADO para la presentación por escrito de los alegatos de 
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación por estado de la presente 
providencia. En la misma oportunidad señalada para alegar, podrá el Ministerio Público 
presentar el concepto -si a bien lo tiene-. 
 
QUINTO.- Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al despacho para continuar con el 
trámite procesal pertinente. 
 
SEXTO.- RECONOCER personería a la abogada Carmen María De Las Mercedes Romero 
Rodríguez, identificada con C.C. 51.710.740 y T.P. 226.975 del C.S. de la J; a la sociedad 
COMJURIDICA ASESORES S.A.S., identificada con NIT. 900.084.353-12 y, a Feiber Hernán 
Martín Acosta, identificado con C.C. 9.620.283 y T.P. 188.271 del C.S. de la J., como 
apoderados del Fondo Nacional del Ahorro, en los términos y efectos de los poderes general y 
especiales conferidos (archivo 12, págs. 39 a 65 expediente digital).  
 
SÉPTIMO.- RECONOCER personería a la abogada Lucila Rodríguez Lancheros, identificada 
con C.C. 20.922.977 y T.P. 210.015 del C.S. de la J., y a la togada Dorys Yolanda Guerrero 
Rodríguez, identificada con C.C. 52.171.334 y T.P. 94.243 del C.S. de la J., como apoderados 
judiciales principal y sustituto -respectivamente- de la Nación-Senado de la República, en los 
términos y efectos de los poderes otorgados (archivos 13 -págs. 15 a 17- y 18 expediente digital).  
 
OCTAVO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el 
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección 
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 
 
SB 
 

                                                           
2 Representada legalmente por el abogado Juan Manuel Castellanos Ovalle, identificado con C.C. 1.033.703.431 y T.P. 
247.878 del C.S. de la J. 

mailto:jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Sust. No. 561

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:      11001-3342-051-2022-00435-00 
Ejecutante:  YEFERSON FABIAN TOCARRUNCHO PARRA 
Ejecutado: NACIÓN  –  MINISTERIO  DE  DEFENSA  NACIONAL  –  POLICÍA

NACIONAL 
Decisión: Auto de requerimiento  

Mediante auto del 21 de julio de 2023, por el cual se decretaron las pruebas en el presente
asunto,  se  decretaron  los  testimonios  de  los  señores  FABIAN  LAURENCE  CÁRDENAS
LEONEL y RICHARD ALEJANDRO IBÁÑEZ PEDRAZA. Para el efecto, el despacho requirió a
la entidad demandada, para que, a través de su apoderada judicial, suministrara al despacho la
información donde pueden ser ubicados los testigos (dirección física y electrónica), para efectos
de su comparecencia a la audiencia de pruebas y se le concedió el término de 3 días para allegar
la información solicitada.

Posteriormente,  la  apoderada  de  la  entidad  demandada  allegó  al  proceso  las  direcciones
electrónicas de los mencionados testigos, la cual verificó con la Caja de Sueldos de Retiro de la
Policía Nacional (archivo 19 expediente digital).

El apoderado de la parte demandante, por su parte, solicitó al despacho que en aras de lograr la
comparecencia de los testigos se requiera la información de la dirección física de los testigos, ya
que muchas veces no son usados o activados por la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía
Nacional.  Así  mismo, solicitó a la secretaría del  despacho los citatorios con el  enlace de la
audiencia de pruebas para iniciar la gestión de la comparecencia de los testigos (archivos 20 y
21 expediente digital).

Así las cosas, teniendo en cuenta que las direcciones electrónicas de los testigos, aportadas por
la entidad demandada, corresponden a correos institucionales de Caja de Sueldos de Retiro de
la Policía Nacional, por estar retirados1, el despacho requerirá a dicha entidad con el fin de que
allegue  con  destino  al  proceso  las  direcciones  físicas  de  los  señores  FABIAN  LAURENCE
CÁRDENAS LEONEL y RICHARD ALEJANDRO IBÁÑEZ PEDRAZA, con el fin de enviar los
citatorios correspondientes.  Para ello,  se  le  concederá el  termino de cinco  (5)  días  hábiles
contados a partir del día siguiente a la notificación del presente auto. En caso de no contar con
dicha información, así lo deberá informar al despacho.

Una vez suministrada la información por parte de la Caja de Sueldos de Retiro de la Policía
Nacional, por secretaría, se pondrá en conocimiento del apoderado de la parte demandante las
direcciones físicas de los testigos, en caso de no habérsele dado el traslado correspondiente,
quien  deberá  solicitar  los  citatorios  correspondientes  ante  la  secretaría  del  despacho  a  la
dirección de correo electrónico  jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co, en los cuales se deberá
indicar  el  enlace  de  acceso  para  la  audiencia  pruebas.  A su  vez,  el  apoderado  de  la  parte
demandante deberá acreditar ante el despacho el trámite de los respectivos oficios y allegar la
constancia de envío a la dirección física de los testigos de los citatorios,  para lo cual se  le
concede  el  término  de  los  tres  (3)  días  hábiles  siguientes  a  la  fecha  en  que  se  ponga  en
conocimiento la dirección física de los testigos.

Adicionalmente, en atención a que el apoderado de la parte demandante solicitó el envío de los
citatorios a la dirección electrónica aportada por la apoderada de la entidad demandada y así
iniciar  la  gestión de  la  comparecencia  de  los testigos,  se  dispondrá que,  por  secretaría,  se
elaboren los mismos,  en los cuales se deberá indicar el  enlace de acceso para la audiencia
pruebas,  tal  como  se  ordenó  en  el  auto  de  pruebas.  A  su  vez,  el  apoderado  de  la  parte
demandante deberá acreditar ante el despacho el trámite de los respectivos oficios y allegar la
1 Conforme lo informado vía telefónica a la secretaria ad-hoc del despacho por la apoderada de la entidad demandada.



Expediente:    11001-3342-051-2022-00435-00
Ejecutante: YEFERSON FABIAN TOCARRUNCHO PARRA 
Ejecutado: NACIÓN – MINISTERIO DE DEFENSA NACIONAL – POLICÍA NACIONAL 

NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

constancia de envío a la dirección electrónica de los testigos, aportada por la apoderada de la
entidad demandada, para lo cual se le concede el término de dos (2) días hábiles siguientes a la
fecha en que se envíen, por parte de la secretaría, los respectivos citatorios.

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE

PRIMERO.-  Por Secretaría,  REQUERIR  a  la  Caja  de  Sueldos  de  Retiro  de  la  Policía
Nacional con el fin de que allegue con destino al proceso las direcciones físicas de los señores
M.G.  FABIAN  LAURENCE  CÁRDENAS  LEONEL y  C.R.  RICHARD  ALEJANDRO  IBÁÑEZ
PEDRAZA. Para lo cual se le concede el termino de cinco (5) días hábiles contados a partir del
día siguiente a la notificación del presente auto. En caso de no contar con dicha información,
así lo deberá informar al despacho.

La  documentación  deberá  ser  enviada  en  medio  digital  al  correo  electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

SEGUNDO.- Una vez suministrada la información por parte de la Caja de Sueldos de Retiro
de la Policía Nacional, por secretaría, se pondrá en conocimiento del apoderado de la parte
demandante las direcciones físicas de los testigos,  en caso de no habérsele dado el traslado
correspondiente, quien deberá solicitar los citatorios correspondientes ante la secretaría del
despacho  a  la  dirección  de  correo  electrónico  jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co,  en  los
cuales se deberá indicar el enlace de acceso para la audiencia pruebas. 

El  apoderado  de  la  parte  demandante  deberá  acreditar  ante  el  despacho  el  trámite  de  los
respectivos oficios y allegar la constancia de envío a la dirección física de los testigos de los
citatorios, para lo cual se le concede el término de los tres (3) días hábiles siguientes a la fecha
en que se ponga en conocimiento la dirección física de los testigos.

TERCERO.- Por secretaría, elabórense los citatorios correspondientes a los testigos M.G.
FABIAN  LAURENCE  CÁRDENAS  LEONEL  y  C.R.  RICHARD  ALEJANDRO  IBÁÑEZ
PEDRAZA,  en los cuales se deberá indicar el enlace de acceso para la audiencia pruebas, tal
como se ordenó en el auto de pruebas.

El  apoderado  de  la  parte  demandante  deberá  acreditar  ante  el  despacho  el  trámite  de  los
respectivos oficios y allegar la constancia de envío a la dirección electrónica de los testigos,
aportada por la apoderada de la entidad demandada, para lo cual se le concede el término de
dos  (2)  días  hábiles  siguientes  a  la  fecha  en  que se  envíen,  por  parte  de la  secretaría,  los
respectivos citatorios.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez 

Lkgd 

jairotorres5@yahoo.com 
andrea.ramirez1100@correo.policia.gov.co 
decun.notificacion@policia.gov.co 
judiciales@casur.gov.co 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).

Auto Sust. No. 553

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:     11001-3342-051-2022-00446-00
Demandante:     ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES-COLPENSIONES
Demandado: RUBY MIROSLAVA VÁSQUEZ MONOSLAVA
Tercera interesada: MARISOL PARALES CARRERO
Decisión: Auto rechaza recurso de reposición y concede recurso de apelación contra  

sentencia 

Observa el despacho que en el expediente de la referencia obra la decisión adoptada el 27 de
julio de 2023 (archivo 43 expediente digital),  por medio de la cual se profirió sentencia de
primera instancia que resolvió acceder parcialmente a las pretensiones de la demanda, la cual
fue notificada a las partes por medio de correo electrónico del 01 de agosto de 2023 (archivo 44
expediente digital).

Ahora  bien,  de  un  lado,  se  advierte  el  recurso  de  apelación  promovido  por  la  entidad
demandante  (archivos  45  y  46  expediente  digital)  contra  el  aludido  fallo.  Por  encontrarse
conforme a lo ordenado por el numeral 1° del Artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, modificado
por el Artículo 67 de la Ley 2080 de 2021 y por el numeral 2º del Artículo 132 de la Ley 2220 de
2022, este despacho concederá el recurso de apelación de que trata el Artículo 243 de la Ley
1437  de  2011,  igualmente  modificado  por  el  Artículo  62  de  la  Ley  2080 de  2021,  ante  el
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, tal como será dispuesto ut infra.

Y, del otro, se evidencia que la apoderada de la señora Ruby Miroslava Vásquez Monosalva
promovió recurso de reposición, en subsidio de apelación, contra el fallo de primera instancia
identificado anteriormente (archivo 47 expediente digital). 

Para resolver, se tiene que los Artículos 242 y 243 de la Ley 1437 de 2011 -modificados por la
Ley 2080 de 2021- prevén, respectivamente, que el recurso de reposición procede contra todos
los  autos y  el  recurso  de apelación procede,  entre  otros,  contra la  sentencia  de primera
instancia. Adicionalmente, el Artículo 285 de la Ley 1564 de 2012 (aplicable por la remisión
expresa del Artículo 306 de la Ley 1437 de 2011) contempla que la sentencia no es revocable ni
reformable por el juez que la pronunció1. 

En ese orden de ideas,  considera el despacho que contra la sentencia de primera instancia
proferida en el proceso de la referencia únicamente procede el recurso de  apelación ante el
Tribunal Administrativo de Cundinamarca, razón por la cual se rechazará por improcedente el
escrito de reposición incoado y, por encontrarse conforme a lo ordenado por el numeral 1° del
Artículo 247 de la Ley 1437 de 2011, modificado por el Artículo 67 de la Ley 2080 de 2021 y por
el numeral 2º del Artículo 132 de la Ley 2220 de 2022, se concederá el recurso de apelación de
que trata  el  Artículo  243 de la  Ley 1437 de 2011 ante la  corporación judicial  indicada con
antelación. 

En mérito de lo expuesto, el  JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 

R E S U E L V E

PRIMERO.- CONCEDER en el efecto suspensivo los recursos de apelación propuestos por la
parte demandante y demandada contra la sentencia del  27 de julio  de 2023, ante el  Tribunal
Administrativo de Cundinamarca.

1 Ver Auto del 23 de agosto de 2019, Consejo de Estado, Sección Tercera, Subsección “B”, radicación No. 11001-33-36-034-
2012-00170-01 (55660), M.P. Ramiro Pazos Guerrero. 
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NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

SEGUNDO.-  RECHAZAR  por  improcedente  el  recurso  de  reposición  interpuesto  por  la
apoderada de la señora Ruby Miroslava Vásquez Monosalva contra la sentencia de primera
instancia proferida en el presente proceso, por las razones expuestas en esta providencia. 

TERCERO.- Ejecutoriada la presente providencia, remítase a la mayor brevedad el expediente
al Tribunal Administrativo de Cundinamarca – Sección Segunda, para lo de su competencia.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 

Auto Sust. No. 554

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2022-00461-00
Demandante:  CLEMENTE GUILLEN LASCARRO
Demandado: UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y

CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP
Decisión:  Auto de requerimiento

Visto el expediente y antes de continuar con la siguiente etapa procesal, el despacho encuentra
que la entidad demandada contestó la demanda en tiempo (archivo 09 expediente digital); sin
embargo, no allegó con la misma el cuaderno administrativo del demandante tal y como lo
dispone el numeral 4º artículo 175 del CPACA, por lo que se hace necesario requerir a esa
entidad  para  que  cumpla  dicha  carga  y  allegue,  de  manera  inmediata,  el  expediente
administrativo  del  señor  Clemente  Guillen  Lascarro,  identificado  con  C.C.  3.820.130.  Lo
anterior,  so  pena  de  compulsar  copias  ante  la  Oficina  de  Control  Disciplinario
Interno de esa entidad, toda vez que la documental referida ya había sido solicitada en los
numerales 5º y 7º del Auto que admitió la demanda (archivos 6 y 8) sin que se haya arribado lo
deprecado. 

De otro lado, en atención a que el extremo pasivo dio cumplimiento a lo previsto en el Artículo
173 del Código General del Proceso, se ordenará, por Secretaría, oficiar a la Administradora
Colombiana  de  Pensiones  para  que  allegue  al  proceso  copia  completa  del  expediente
administrativo del señor Clemente Guillen Lascarro, identificado con C.C. 3.820.130. 

Por  último,  se  dispondrá  igualmente,  por  Secretaría,  oficiar  al  Patrimonio  Autónomo  de
Remanentes Caprecom Liquidado, para que allegue al proceso: certificación en la que indique
de  manera  precisa,  respecto  del  señor  Clemente  Guillen  Lascarro,  identificado  con  C.C.
3.820.130, cuál fue la caja, fondo o entidad de previsión social -en el periodo comprendido
entre el 16 de mayo de 1967 hasta el  23 de septiembre de 1983- a la que se realizaron los
aportes/descuentos a seguridad social en pensión. En caso negativo, deberá indicar la entidad
responsable para el cubrimiento de dicho concepto para efecto del reconocimiento y pago de las
prestaciones  sociales  a  favor  de  los  exempleados  de  la  extinta  Empresa  Nacional  de
Telecomunicaciones-Telecom.  

En mérito de lo expuesto, el  JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

R E S U E L V E

PRIMERO.-  Por Secretaría,  REQUERIR  a la  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE
GESTIÓN  PENSIONAL  Y  CONTRIBUCIONES  PARAFISCALES  DE  LA  PROTECCIÓN
SOCIAL-UGPP, para que de manera inmediata a la notificación respectiva, allegue al plenario:
copia  íntegra  y  legible  del expediente  administrativo  del  señor  Clemente  Guillen  Lascarro,
identificado  con  C.C.  3.820.130,  so  pena  de  compulsar  copias  ante  la  Oficina  de
Control Disciplinario Interno de esa entidad. 

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

SEGUNDO.-  Por  Secretaría,  OFICIAR  a  la  ADMINISTRADORA  COLOMBIANA  DE
PENSIONS-COLPENSIONES,  para  que  en  el  término  de  cinco  (05)  días  siguientes  a  la



Expediente: 11001-3342-051-2022-00461-00
Demandante: CLEMENTE GUILLEN LASCARRO
Demandado: UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP
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comunicación  respectiva,  allegue  al  proceso:  copia  íntegra  y  legible  del expediente
administrativo del señor Clemente Guillen Lascarro, identificado con C.C. 3.820.130. 

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

TERCERO.-  Por Secretaría,  OFICIAR  al PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES
DE  CAPRECOM  LIQUIDADO,  para  que  en  el  término  de  cinco  (05)  días  siguientes  a  la
comunicación respectiva, allegue al proceso: certificación en la que indique de manera precisa,
respecto del señor Clemente Guillen Lascarro, identificado con C.C. 3.820.130, cuál fue la caja,
fondo o entidad de previsión social -en el periodo comprendido entre el 16 de mayo de 1967
hasta el 23 de septiembre de 1983- a la que se realizaron los aportes/descuentos a seguridad
social en pensión. En caso negativo, deberá indicar la entidad responsable para el cubrimiento
de dicho concepto para efecto del reconocimiento y pago de las prestaciones sociales a favor de
los exempleados de la extinta Empresa Nacional de Telecomunicaciones-Telecom.  

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

CUARTO.-  RECONOCER  personería  a  la  abogada  Gloria  Ximena  Arellano  Calderón,
identificada con C.C. 31.578.572 y T.P. 123.175 del C.S. de la J., como apoderada de la entidad
demandada, en los términos y efectos del poder general conferido aportado con la contestación
de la demanda (archivo 09, págs. 12 a 33 expediente digital).

QUINTO.-  Cumplido lo aquí dispuesto, reingrese el expediente al despacho para continuar
con el trámite procesal pertinente.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez 

SB
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).

SENTENCIA No. 186

Medio de control: Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:     11001-3342-051-2023-00009-00 
Demandante: CESAR HUMBERTO CASTAÑO TAMARA
Demandado: NACIÓN-  MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-  FONDO

NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL  MAGISTERIO  y
DISTRITO CAPITAL-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN

Decisión: Sentencia  anticipada  que  accede  parcialmente  las  pretensiones  de  la
demanda 

Tema: Indemnización moratoria por el no pago oportuno de cesantías Ley 50 de
1990

I. ASUNTO A RESOLVER

Procede el despacho a dictar SENTENCIA ANTICIPADA de PRIMERA INSTANCIA
dentro del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho promovido por el señor
CESAR HUMBERTO CASTAÑO TAMARA, identificado con la Cédula de Ciudadanía No.
19.468.092, contra la  NACIÓN- MINISTRIO DE EDUCACIÓN NACIONAL- FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL  MAGISTERIO  y  DISTRITO
CAPITAL- SECRETARÍA DE EDUCACIÓN.

II. ANTECEDENTES

2.1. PRETENSIONES (págs. 2 a 60 archivo 2 expediente digital)

El demandante solicitó la nulidad del acto administrativo ficto frente a la petición presentada
ante la Secretaría de Educación de Bogotá el 5 de octubre de 2021 que negó el reconocimiento
y pago de la sanción mora establecida en la Ley 50 de 1990 y la indemnización por el pago
tardío de los intereses de las cesantías.

A título de restablecimiento del derecho, pretende que se condene a la demandada a: i) reconocer
y pagar la sanción por mora establecida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, equivalente a un
día de su salario por cada día de retardo, contados desde el 15 de febrero de 2021, fecha en que
debió consignarse el valor correspondiente a las cesantías del año 2020; ii) reconocer y pagar la
indemnización por el pago tardío de los intereses a las cesantías, que se encuentra establecida en
el Artículo 1 de la Ley 52 de 1975, la Ley 50 de 1990 y el Decreto 1176 de 1991; iii) reconocer y
pagar los ajustes de valor a que haya lugar con motivo de la disminución del poder adquisitivo de
la sanción moratoria e indemnización por pago extemporáneo de los intereses, tomando como
base la variación del IPC, de conformidad con el Artículo 187 del CPACA; iv) reconocer y pagar los
intereses moratorios conforme al artículo 193 del CPACA; v) dar cumplimiento al fallo dentro del
término establecido en el Artículo 192 del CPACA; y vi) condenar en costas.

2.2. HECHOS

Como sustento fáctico de las pretensiones, la apoderada señaló lo siguiente:

Manifestó que el demandante, por laborar como docente en los servicios educativos estatales,
tiene derecho a que sus intereses a las cesantías sean consignados a más tardar el día 31 de
enero de 2021 y sus cesantías sean canceladas hasta el día 15 de febrero de 2021. Agregó que
dichos términos no fueron cumplidos por la entidad demandada.

El  5  de  octubre  de  2021,  el  demandante  solicitó  el  reconocimiento  y  pago  de  la  sanción
moratoria por la no consignación de la cesantía y sus intereses a la entidad nominadora, la
cual se resolvió de forma negativa.
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2.3. NORMAS VIOLADAS

En criterio de la parte actora, los actos administrativos acusados trasgreden las siguientes
normas:

- Constitución Política Artículos 13 y 53.
- Ley 91 de 1989, Artículo 5 y 15.
- Ley 50 de 1990, Artículo 99.
- Ley 1955 de 2019, Artículo 57.
- Ley 52 de 1975, Artículo 1.
- Ley 344 de 1996, Artículo 13.
- Ley 432 de 1998, Artículo 5.
- Decreto Nacional 1176 de 1991, Artículo 3.
- Decreto Nacional 1582 de 1998, Artículos 1 y 2.

2.4. CONCEPTO DE LA VIOLACIÓN

Como concepto de violación, la apoderada sostuvo que, conforme a lo señalado por el Consejo
de Estado en sentencia de unificación del 6 de agosto de 2020 -CE-SUJ-SII-022-2020-, “el
nacimiento de la sanción por mora no está condicionado al reconocimiento de la cesantía,
ocurriendo de pleno derecho por el incumplimiento del pago de parte del empleador dentro
de los términos de ley”.

Sostuvo que la finalidad de la Ley 50 del  28 de diciembre de 1990,  con posterioridad a la
expedición  a  la  Ley  91  del  29  de  diciembre  de  1989,  fue  regular  las  obligaciones  de  los
empleadores para con los servidores públicos, incluidos los docentes, como lo han determinado
las Sentencias de la Corte Constitucional C-486 de 2016, SU-098 de 2018, SU-332 de 2019 y
SU-041  de  2020,  a  quienes  a  partir  del  1  de  enero  de  1990  les  modificó  el  régimen  de
liquidación de cesantías de retroactiva a un régimen anualizado, pero también estableció una
obligación de la consignación de sus cesantías en un término perentorio que no podía superar
el 15 de febrero de cada anualidad.

Igualmente, hizo alusión a la sentencia del Consejo de Estado del 24 de enero de 2019, respecto
de  la  cual  resaltó  que:  “los  despachos  judiciales  accionados  desconocieron  que  aunque  la
norma que establece la sanción moratoria por la no consignación de las cesantías en los
términos que contempla el numeral 3° del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, el artículo 13 de la
Ley 344 de 1996 y su Decreto Reglamentario 1582 de 1998, y el Decreto 1252 de 2000, no esté
expresamente consagrada a favor de los miembros del Magisterio, en virtud del principio de
interpretación  conforme  a  la  Constitución  y  favorabilidad  en  materia  laboral,  les
correspondía aplicar la interpretación más beneficiosa para el trabajador, esto es, que los
docentes sí son destinatarios de la norma que consagra la referida sanción, pues esta es la
interpretación que más se ajusta a la Constitución”.

Concluyó que tanto el Consejo de Estado como la Corte Constitucional se han pronunciado de
manera unificada sobre la aplicabilidad del contenido del Artículo 99 de la ley 50 de 1990 a los
docentes oficiales, habiendo encontrado que no existe ninguna razón para que, una vez vencido
el 15 de febrero de cada anualidad, las cesantías de los maestros de régimen anualizado no sean
consignadas al Fomag, pues el régimen de cesantías de los docentes y los demás servidores
públicos del país es exacto; de hecho, el cambio de régimen retroactivo a régimen anualizado
fue efectuado desde el 29 de diciembre de 1989 a los maestros, cuando el resto de servidores
públicos del país fue realizado un año con posterioridad.

2.5. CONTESTACIÓN DE LA DEMANDA

Admitida  la  demanda  mediante  Auto  Interlocutorio  No.  075  del  16  de  febrero  de  2023
(archivo 5 expediente digital), se procedió a efectuar la notificación en debida forma conforme
lo  dispuesto  en  la  referida  providencia  a  la  Nación-Ministerio  de  Educación-  Fondo  de
Prestaciones Sociales del Magisterio y Distrito Capital-  Secretaría de Educación (archivo 7
expediente digital), quienes contestaron la demanda dentro de la oportunidad legal. 

2.5.1.  Nación-  Ministerio  de  Educación  Nacional-  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio (archivo 13 expediente digital).
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La apoderada de este ente ministerial se opuso a todas y cada una de las pretensiones. Expuso
que los docentes del Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio  se encuentran
amparados por un régimen especial de prestaciones sociales que se rige por la Ley 91 de 1989,
por lo que resulta improcedente la aplicación del régimen de que trata la Ley 50 de 1990.

Sostuvo que existe una imposibilidad operativa de que exista sanción mora por consignación
tardía, pues al 31 de diciembre de cada vigencia los recursos que garantizan la totalidad de
cesantías de los docentes ya se encuentran girados al Fomag.

Manifestó que, en materia de intereses de cesantías, las condiciones dadas por el régimen
especial que ampara a los docentes afiliados a FOMAG son más favorables que las otorgadas
por el  régimen de las sociedades administradoras de fondos de cesantías,  debido a que la
liquidación de intereses se realiza sobre el saldo total acumulado de cesantías y con una tasa
superior  a  la  descrita  en  la  norma  general,  que  corresponde  al  DTF  certificado  por  la
Superintendencia Financiera.

Señaló que i) los docentes son destinatarios del régimen especial consagrado en la Ley 91 de
1989  como  empleados  públicos  del  orden  nacional;  ii)  se  encuentran  afiliados  de  forma
obligatoria  al  Fondo Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio  y  no  a  una  cuenta
individual elegida por el docente; y iii) tanto la liquidación de las cesantías como el trámite de
la  consignación son distintos  para  uno  y  otro  régimen,  circunstancia  que  abre  paso  a  la
necesidad  de  verificar  si  es  dable  la  aplicación  del  principio  de  favorabilidad  como
consecuencia de la inexistencia de la sanción moratoria por la no consignación oportuna de
las cesantías en el régimen especial docente.

Agregó  que  en  el  régimen especial  docente  no  existe  consignación anual  antes  del  15  de
febrero,  teniendo en cuenta que durante  la misma vigencia presupuestal  se descuenta del
presupuesto de las entidades territoriales una doceava parte del situado fiscal para reservar el
valor del  pasivo prestacional de los docentes,  incluyendo las cesantías,  lo cual descarta la
sanción mora por consignación extemporánea.

2.5.2. Distrital Capital-Secretaría de Educación (archivo 16 expediente digital)

El apoderado de la entidad demandada se opuso a las pretensiones de la demanda. Como
fundamentos de su defensa, señaló que, a diferencia de lo dispuesto para los fondos privados
de cesantías y del Fondo Nacional del Ahorro, el esquema de manejo de las cesantías de los
docentes del Fomag tiene vedada la posibilidad de aperturar cuentas individuales para cada
uno de sus afiliados.

Sostuvo que, ante la imposibilidad física y jurídica de apertura de cuentas individuales para
cada docente afiliado al Fomag, esto se extiende a la figura de la “consignación de cesantías”,
por lo que, en lugar de una consignación, los docentes tienen la posibilidad de retirar sus
cesantías siempre que su solicitud cumpla con el lleno de los requisitos de Ley. 

Señaló que no podría configurarse la sanción moratoria contemplada en el Artículo 99 de la
Ley 50 de 1990 para el escenario del Fomag, ya que lo que sanciona la ley en mención es la
consignación inoportuna de las cesantías, y al estar vedada la posibilidad de la consignación
de las cesantías de los docentes del Fomag, de contera se descarta algún tipo de sanción.

Por  otro  lado,  adujo  que  de  conformidad  con  lo  establecido  por  la  Ley  91  de  1989,
reglamentada por el Decreto 3752 de 2003, los docentes del servicio público educativo que
estén vinculados a las plantas de personal de los entes territoriales deberán ser afiliados al
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio – FOMAG. Lo anterior significa que,
por un lado, los docentes forzosamente deben ser afiliados al FOMAG y a través de ese Fondo
obtener  el  pago  de  sus  prestaciones  sociales  y,  por  otra  parte,  sus  cesantías  deben  ser
reconocidas y pagadas de acuerdo a los procedimiento y reglamentación establecida para tales
efectos. Es decir, el ordenamiento jurídico no prevé que los docentes tengan la posibilidad de
elegir  otro  esquema  o  figura  de  administración  de  sus  cesantías,  sino  que  por  voluntad
expresa del legislador deben someterse al régimen especial previsto para el Magisterio, el cual
no ha sido retirado del mundo jurídico por parte de algún alto tribunal.

Finalmente, solicitó al despacho negar las pretensiones de la demanda.   
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2.6. PRUEBAS, FIJACIÓN DEL LITIGIO Y ALEGATOS DE CONCLUSIÓN

Por medio del  Auto Interlocutorio No. 357 del  27 de julio de 2023 (archivo 18 expediente
digital),  el  despacho tuvo como pruebas las  aportadas al  proceso,  fijó  el  litigio  y,  en firme
dichas decisiones, dispuso correr traslado a las partes por el término de diez (10) días para
presentar escrito de alegaciones finales.

Parte  demandante  (archivos  20  y  21  expediente  digital):  reiteró  los  argumentos
expuestos en la demanda. Así mismo, aportó providencias judiciales que resuelven sobre la
sanción moratoria que aquí se debate.

III. CONSIDERACIONES

3.1. Problema jurídico 

El problema jurídico se circunscribe a determinar  si el demandante,  CESAR HUMBERTO
CASTAÑO  TAMARA,  tiene  derecho  al  reconocimiento  y  pago  de  la  sanción  moratoria
contemplada en Ley 50 de 1990 y la indemnización por el no pago de los intereses de las
cesantías prevista en la Ley 52 de 1975,  por el presunto retardo en la consignación de las
cesantías anualizadas y los intereses de las mismas, comprendidas entre el 1º de enero al 31 de
diciembre  de  2020  así  como  los  ajustes  legales  a  los  valores  adeudados  e  intereses
correspondientes.

3.2. Del marco normativo

3.2.1. Del régimen de cesantías de los docentes afiliados al Fondo Nacional de
Prestaciones Sociales del Magisterio.

El Artículo 17 de la Ley 6ª de 1945 dispuso que los empleados y obreros nacionales de carácter
permanente gozarían de un auxilio de cesantía, a razón de un mes de sueldo o jornal por cada
año de servicio, pero únicamente respecto del tiempo de servicio prestado con posterioridad al
1º de enero de 1942. El Decreto 2767 de 1945 hizo extensivas las cesantías a los empleados y
obreros al servicio de los departamentos y municipios.

A  su  vez,  el  Artículo  1º  de  la  Ley  65  de  1946  dispuso  que  «Los  asalariados  de  carácter
permanente, al servicio de la Nación en cualquiera de las ramas del Poder Público, hállense o
no escalafonados en la Carrera Administrativa,  tendrán derecho al auxilio de cesantía por
todo el tiempo trabajado continua o discontinuamente, a partir del 1º de enero de 1942 en
adelante, cualquiera que sea la causa del retiro.» En el parágrafo de esta norma, se extendió
este beneficio a los trabajadores de los departamentos, intendencias, comisarías y municipios.

Al amparo de dichas disposiciones, el auxilio de cesantía de los servidores públicos a nivel
territorial debía liquidarse con retroactividad, pagando un mes de salario por cada año de
servicio,  computando  todo  el  tiempo  laborado  y  teniendo  en  cuenta  el  último  salario
devengado, a menos que haya tenido modificaciones en los últimos tres meses.

De otra parte, la liquidación del auxilio de cesantías fue reglamentada a través del Artículo 6º
del Decreto 1160 de 1947 que indicó que “para liquidar el auxilio de cesantía a que tengan
derecho  los  asalariados  nacionales,  departamentales,  intendenciales,  comisariales,
municipales y particulares,  se tomará como base el  último sueldo o jornal devengado,  a
menos que el sueldo o jornal haya tenido modificaciones en los tres últimos meses, en cuyo
caso la liquidación se hará por el promedio de lo devengado en los últimos doce (12) meses o
en todo el tiempo de servicio, si éste fuere menor de doce (12) meses.”

Hasta este momento, el ordenamiento jurídico no consagraba de manera específica para los
docentes un régimen de liquidación de cesantías,  razón por la cual  dicho personal estaba
sujeto a las normas prestacionales de los empleados públicos.

Con la expedición de la Ley 91 de 1989, por la cual se crea el Fondo Nacional de Prestaciones
Sociales  del  Magisterio,  se  determinó  que  dicha  entidad  se  encargaría  del  pago  de
prestaciones sociales reconocidas a favor de los docentes.  
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En el Parágrafo del Artículo 2º de la Ley 91 advirtió cómo se reconocerían y pagarían las
prestaciones sociales causadas hasta la fecha de promulgación de la misma:

“Parágrafo - Las prestaciones sociales del personal nacional, causadas hasta la fecha de
promulgación  de  la  presente  Ley,  se  reconocerán  y  pagarán  de  conformidad  con  las
normas prestacionales del orden nacional, aplicables a dicho personal. 

Las  prestaciones  sociales  del  personal  nacionalizado,  causadas  hasta  la  fecha  de
promulgación de la presente Ley, se seguirán reconociendo y pagando de conformidad con
las normas que regían en cada entidad territorial en el momento de entrar en vigencia la
Ley 43 de 1975.”

En  similar  sentido,  respecto  del  régimen  prestacional  de  los  docentes  nacionalizados,
nacionales y aquellos que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, el Artículo 15 dispuso:

“Artículo 15º.- A partir de la vigencia de la presente Ley el personal docente nacional y
nacionalizado y el que se vincule con posterioridad al 1 de enero de 1990 será regido por
las siguientes disposiciones: 

 1.- Los docentes nacionalizados que figuren vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989,
para  efectos  de  las  prestaciones  económicas  y  sociales,  mantendrán  el  régimen
prestacional que han venido gozando en cada entidad territorial de conformidad con las
normas vigentes. 

Los docentes nacionales y los que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990, para efectos
de las prestaciones económicas y sociales se regirán por las normas vigentes aplicables a
los empleados públicos del orden nacional, Decretos 3135 de 1968, 1848 de 1969 y 1045 de
1978, o que se expidan en el futuro, con las excepciones consagradas en esta Ley.”

De manera particular, en lo que a las cesantías hace referencia, el numeral 3 de este mismo
Artículo consagró:

“3.- Cesantías:

A. Para los docentes nacionalizados vinculados hasta el 31 de diciembre de 1989, el Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio pagará un auxilio equivalente a un mes
de salario por cada año de servicio o proporcionalmente por fracción de año laborado,
sobre el último salario devengado, si no ha sido modificado en los últimos tres meses, o en
caso contrario sobre el salario promedio del último año.

B. Para los docentes que se vinculen a partir del 1 de enero de 1990 y para los docentes
nacionales  vinculados  con  anterioridad  a  dicha  fecha,  pero  sólo  con  respecto  a  las
cesantías generadas a partir del 1 de enero de 1990, el Fondo Nacional de Prestaciones
Sociales del Magisterio reconocerá y pagará un interés anual sobre saldo de estas cesantías
existentes al 31 de diciembre de cada año, liquidadas anualmente y sin retroactividad,
equivalente  a  la  suma  que  resulte  aplicar  la  tasa  de  interés,  que  de  acuerdo  con
certificación  de  la  Superintendencia  Bancaria,  haya  sido  la  comercial  promedio  de
captación del sistema financiero durante el  mismo período.  Las cesantías del personal
nacional  docente,  acumuladas  hasta  el  31  de  diciembre  de  1989,  que  pasan al  Fondo
Nacional  de Prestaciones Sociales  del  Magisterio,  continuarán sometidas a  las normas
generales vigentes para los empleados públicos del orden nacional.”

De lo anterior se deduce que a los docentes vinculados a partir del 1º de enero de 1990 se les
aplicaría un sistema anualizado de cesantías, sin retroactividad y sujeto al reconocimiento de
intereses, y los docentes territoriales vinculados con anterioridad al 31 de diciembre de 1989
se les respetará el régimen prestacional vigente de la respectiva entidad territorial.

En punto al tema, en reiteradas decisiones, la Sección Segunda del Consejo de Estado ha
precisado que los docentes oficiales vinculados con posterioridad al 1º de enero de 1990, sin
importar  si  fueron  vinculados  a  través  de  un  ente  territorial,  o  si  fueron  financiados  o
cofinanciados, se deben acoger al régimen prestacional establecido en la Ley 91 de 1989.

Ahora bien, la Ley 812 de 2003, por la cual se aprobó el Plan Nacional de Desarrollo 2003-
2006, en su Artículo 81 estableció que el régimen prestacional de  “los docentes nacionales,
nacionalizados y territoriales,  que se encuentren vinculados al servicio público educativo
oficial, es el establecido para el Magisterio en las disposiciones vigentes con anterioridad a
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la entrada en vigencia de la presente ley”.

Con  fundamento  en  lo  anterior  y  con  el  objeto  de  lograr  la  afiliación  de  los  docentes
territoriales al aludido Fondo, el Decreto Nacional 3752 de 2003 estableció: 

“Artículo 1°.- Personal que debe afiliarse al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del
Magisterio. Los docentes del servicio público educativo que estén vinculados a las plantas
de  personal  de  los  entes  territoriales  deberán  ser  afiliados  al  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio, previo el cumplimiento de los requisitos y trámites
establecidos en los artículos 4° y 5° del presente decreto, a más tardar el 31 de octubre de
2004. 

Parágrafo  1°.-  La  falta  de  afiliación  del  personal  docente  al  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio implicará la responsabilidad de la entidad territorial
nominadora por la totalidad de las prestaciones sociales que correspondan, sin perjuicio
de las sanciones administrativas, fiscales y disciplinarias a que haya lugar. (Negrilla fuera
de texto). 

Parágrafo  2°.-  Los  docentes  vinculados  a  las  plantas  de  personal  de  las  entidades
territoriales  de  manera  provisional  deberán  ser  afiliados  provisionalmente  al  Fondo
Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio  mientras  conserve  su  nombramiento
provisional.

Artículo 5°. Trámite de la afiliación del personal de las entidades territoriales. Presentada
la solicitud de afiliación por parte de la entidad territorial, dentro de los sesenta (60) días
siguientes, se adelantará el siguiente procedimiento: 

1.  Elaboración  del  cálculo  actuarial  que  determine  el  total  del  pasivo  prestacional,
presentando  de  manera  separada  cesantías  y  pensiones,  del  personal  docente  que  se
pretende afiliar y, por tanto, el valor de la deuda de la entidad territorial con el Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio. 

Tal cálculo será elaborado, con cargo a los recursos del Fondo, por parte de la sociedad
fiduciaria  encargada  del  manejo  de  sus  recursos  y  la  respectiva  entidad  territorial  de
conformidad con los parámetros que señale el Ministerio de Hacienda y Crédito Público
para el efecto. 

2.  Definido  el  monto  total  de  la  deuda,  previa  revisión  del  Ministerio  de  Hacienda  y
Crédito Público,  este será comunicado a la entidad territorial  por parte de la sociedad
fiduciaria  encargada  del  manejo  de  los  recursos  del  Fondo.  Tal  comunicado  deberá
indicar, adicionalmente, el plazo y la forma de pago que deberá ajustarse, en todo caso, a
lo establecido en el artículo 1° de la Ley 549 de 1999. El monto a pagar por vigencia se
cubrirá con los recursos que traslade el fonpet al Fondo Nacional de Prestaciones Sociales
del Magisterio. Si estos recursos no fueren suficientes, la entidad territorial aportará de
sus recursos hasta cubrir la totalidad de las obligaciones corrientes que correspondan. 

3.  El  Ministerio  de Educación Nacional,  en  su  calidad de fideicomitente  de la  fiducia
mercantil  por  medio  de  la  cual  se  administran  los  recursos  del  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio, ejercerá la interventoría del mismo.”

Ahora bien, en sentencia del 18 de enero de 20181, el Consejo de Estado consideró que quienes
se  vincularon  como  docentes  con  posterioridad  al  1º  de  enero  de  1990  cuentan  con  un
régimen prestacional especial señalado en la Ley 91 de 1989 por lo que las cesantías a que
tengan derecho se liquidan de forma anualmente sin retroactividad.

3.2.2. Del régimen anualizado de cesantías dispuesto en la Ley 50 de 1990.

La Ley 344 de 1996, «por la cual se dictan normas tendientes a la racionalización del gasto
público, se conceden unas facultades extraordinarias y se expiden otras disposiciones», dio un
paso adicional encaminado a ampliar la cobertura del sistema de liquidación anual del auxilio
de cesantías para la generalidad de los servidores públicos, al consagrar, en su Artículo 13, lo
siguiente: 

1
 Consejo de Estado. Sección Segunda. Subsección “A”. Sentencia del  18 de enero de dos mil dieciocho (2018). Rad. No.:

19001-33-31-000-2011-00305-01  (1733-2016).  Demandante:  Juvencio  Chilito  Chilito. Demandado:  Departamento  del
Cauca.
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“Artículo 13.- Sin perjuicio de los derechos convencionales, y lo estipulado en la Ley 91 de
1989, a partir de la publicación de la presente Ley,  las personas que se vinculen a los
Órganos y Entidades del Estado tendrán el siguiente régimen de cesantías:  

a) El 31 de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantías por la
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en
fecha diferente por la terminación de la relación laboral;

b)  Les  serán  aplicables  las  demás  normas  legales  vigentes  sobre  cesantías,
correspondientes  al  órgano  o  entidad  al  cual  se  vinculen que  no  sean contrarias  a  lo
dispuesto en el literal a) del presente artículo”. 

La norma vigente a la fecha de expedición de la previamente citada, que estableció el régimen
anual de cesantías, era la Ley 50 de 1990, en cuyo Artículo 99 consagró:

“Artículo 99.- El  nuevo  régimen  especial  de  auxilio  de  cesantía,  tendrá  las  siguientes
características: 

1.  El 31  de diciembre de cada año se hará la liquidación definitiva de cesantía,  por la
anualidad o por la fracción correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en
fecha diferente por la terminación del contrato de trabajo.
2.  El  empleador  cancelará  al  trabajador  los  intereses  legales  del  12%  anual  o
proporcionales  por  fracción,  en los  términos  de las  normas vigentes  sobre el  régimen
tradicional de cesantía, con respecto a la suma causada en el año o en la fracción que se
liquide definitivamente.
3. El valor liquidado por concepto de cesantía se consignará antes del 15 de febrero del año
siguiente, en cuenta individual a nombre del trabajador en el fondo de cesantía que el
mismo elija. El empleador que incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario
por cada retardo. 
4. Si al término de la relación laboral existieren saldos de cesantía a favor del trabajador
que no hayan sido entregados al Fondo, el empleador se los pagará directamente con los
intereses legales respectivos”.

De igual manera, es necesario indicar que el Decreto 1582 de 1998 reglamentó los Artículos 13
de la Ley 344 de 1996 y 5 de la Ley 432 de 1998, y precisó que la norma a la que se debía
remitir a efecto de la liquidación anual del auxilio de cesantías de quienes se afilien a fondos
privados es la Ley 50 de 1990, en sus Artículos 99, 102 y 104, y para liquidar las cesantías de
los afiliados al Fondo Nacional de Ahorro, la Ley 432 de 1998, en sus Artículos 5 y siguientes.
Así lo determinó: 

“Artículo 1º.- El Régimen de liquidación y pago de las cesantías de los servidores públicos
del nivel territorial y vinculados a partir del 31 de diciembre de 1996 que se afilien a los
fondos privados de cesantías, será el previsto en los artículos 99, 102, 104 y demás normas
concordantes de la Ley 50 de 1990; y el de los servidores públicos del mismo nivel que se
afilien al Fondo Nacional de Ahorro será el establecido en el artículo 5 y demás normas
pertinentes de la Ley 432 de 1998”. 

No obstante,  para  aquellos  empleados  que  venían  con  una  vinculación  anterior  al  31  de
diciembre  de  1996,  cuando  entró  a  regir  la  citada  Ley  344  de  1996,  se  les  continuaría
respetando  el  régimen  de  liquidación  del  auxilio  de  cesantías  consagrado  en  normas
anteriores2. 

Asimismo,  es  necesario  indicar  que  el  Decreto  1252  de  2000,  «Por  el  cual  se  establecen
normas sobre el régimen prestacional de los empleados públicos, los trabajadores oficiales y
los miembros de la fuerza pública», estableció lo siguiente: 

“Artículo  1º.-  Los  empleados públicos,  los  trabajadores oficiales  y los  miembros de la
fuerza pública, que se vinculen al servicio del Estado a partir de la vigencia del presente
decreto, tendrán derecho al pago de cesantías en los términos establecidos en las Leyes 50
de 1990, 344 de 1996 o 432 de 1998, según el caso. Lo dispuesto en el inciso anterior se
aplicará aun en el evento en que en la entidad u organismo a los cuales ingrese el servidor
público,  exista  un  régimen  especial  que  regule  las  cesantías.  Parágrafo.  Los  fondos  o
entidades  públicas,  incluida  la  Caja  Promotora  de Vivienda  Militar  que  administran y
pagan las cesantías de los servidores a que se refiere este artículo, seguirán haciéndolo”. 

2 Es decir, el sistema de liquidación retroactiva, consagrado en Ley 6 de 1945, el Decreto 2767 de 1945, la Ley 65 de 1946 y
el Decreto 1160 de 1947.
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Del caso concreto

En el caso concreto, están probados los siguientes hechos:

- El demandante es docente y según se desprende de las pruebas obrantes en el proceso su
vinculación es de carácter nacional (archivo 14 expediente digital).

- Obra extracto de los intereses de las cesantías consignados al demandante, expedido por el
Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio (archivo 2, págs. 78 a 81 expediente
digital):
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Ahora, en este punto es del caso traer a colación lo señalado por la Subsección B del Consejo
de Estado3 frente a la aplicación de la sanción moratoria consagrada en la Ley 50 de 1990 para
los docentes oficiales, así:

“Según  lo  previsto  en  el  artículo  115  de  la  Ley  155  de  1994,  los  docentes  oficiales  se
benefician del  reconocimiento  del  auxilio  de cesantías  de acuerdo con los  parámetros
establecidos por  el  artículo 15 (numeral 3)  de la Ley 91  de 1989,  norma en la  que se
distinguen,  por  un  lado,  los  docentes  que  son  beneficiarios  del  régimen  de  cesantías
retroactivas y, por otro, a quienes se les aplica el régimen de cesantías anualizadas con
pago de intereses y sin retroactividad.

Quiere decir lo anterior, que los docentes vinculados a partir del 1° de enero de 1990 gozan
del régimen de cesantías anualizadas, prestación que desde la entrada en vigencia de la
Ley 344 de 19964, debe liquidarse de acuerdo con lo previsto por el artículo 99 de la Ley 50
de 1990, es decir, anualmente y consignarse en el respectivo fondo de cesantías antes del
15 de febrero del año siguiente, so pena de que el empleador sea sancionado con el pago de
un día de salario por cada día de mora (…)”.

Así mismo, la Subsección “A” de la Sección Segunda del Consejo de Estado5 ha sostenido lo
siguiente:

“En efecto,  sobre ese particular,  la Corte Constitucional en Sentencia SU-098 de 2018
sostuvo que el  «hecho de que los  docentes  se  encuentren amparados por  un régimen
especial, no implica el desconocimiento de su calidad de trabajadores del Estado, y menos
aún  si  se  trata  de  la  aplicación  de  una  norma  de  carácter  laboral  que  comporta  un
beneficio, caso en el cual prevalece la interpretación que reporte el mayor beneficio para el
empleado,  pues ésta  será  la que se ajuste a  los  postulados del  artículo 53 de la Carta
Política». 

De  igual  manera,  en  la  sentencia  en  cita,  la  Corte  señaló  que  aunque  los  jueces  han
adoptado  una  postura  jurídicamente  razonable  y  justificada  al  negar  el  derecho  a  la
sanción moratoria,  esta excluye otra posible  interpretación,  en virtud de la  cual  sí  los
ampara la sanción moratoria por la no consignación de cesantías de conformidad con lo
dispuesto en el numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, la cual es «más favorable
respecto de los derechos laborales de los docentes oficiales», máxime cuando el «ámbito
de  aplicación  de  la  sanción  moratoria  de  la  Ley  50  de  1990  se  extiende  a  todos  los
empleados públicos. Así lo establece el Decreto 1252 de 2000». Y finalmente, concluyó:  

Realizada la  anterior  aclaración,  esta  Corporación considera que,  en  el  régimen
anualizado, aplicable al caso de los docentes vinculados después de 1990 y 1996, es
lógico que se exija la afiliación y el pago oportuno del auxilio de cesantías, ya que la
consignación es la manera de garantizar el acceso a la prestación. Sin
duda,  este  sistema  solo  puede  ser  equitativo  si  las  personas  pueden

3 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 13 de noviembre de 2020, expediente  08001-23-33-
000-2013-00394-01 , número interno 5156-16, M.P. Cesar Palomino Cortés.
4
 “ARTÍCULO 13. Sin  perjuicio  de los  derechos convencionales,  y  lo estipulado en la Ley 91  de 1989,  a partir  de la

publicación de la presente Ley, las personas que se vinculen a los Organos y Entidades del Estado tendrán el siguiente
régimen de cesantías:
a)  El  31  de  diciembre  de  cada  año  se  hará  la  liquidación  definitiva  de  cesantías  por  la  anualidad  o  por  la  fracción
correspondiente, sin perjuicio de la que deba efectuarse en fecha diferente por la terminación de la relación laboral;
b) Les serán aplicables las demás normas legales vigentes sobre cesantías, correspondientes al órgano o entidad al cual se
vinculen que no sean contrarias a lo dispuesto en el literal a) del presente artículo.
<Inciso 3o.  INEXEQUIBLE>
PARÁGRAFO. El régimen de cesantías  contenido en el  presente artículo  no se  aplica  al  personal  uniformado  de las
Fuerzas Militares y de la Policía Nacional”.
5
 Consejo de Estado, sección segunda, subsección A, sentencia del 9 de mayo de 2022, expediente 08001-23-33-000-2017-

00795-01 , número interno 2659-2020, M.P. Rafael Francisco Suárez Vargas.
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contar  con  su  pago  de  forma  oportuna  para  poder  disponer  de  la
prestación en cualquiera de los eventos en que se permite, esto es, ante
el  desempleo,  para  financiar  la  educación  propia,  de  compañeros
permanentes,  de  los  hijos  o  dependientes  y  para  la  adquisición,
construcción,  mejora  o  liberación  de  bienes  raíces  destinados  a  su
vivienda”. 

Adicionalmente,  cabe  anotar  que,  como  quedó  visto,  una  interpretación
restrictiva  de  la  aplicación  de la  sanción moratoria  incurriría  en un
trato desigual de los docentes frente a otros trabajadores del  Estado
que gozan de la sanción como garantía de la prestación. Esta distinción
viola el  derecho a la igualdad toda vez que los docentes  tendrían un
derecho  limitado  por  tener  una  categoría  específica  dentro  de  los
trabajadores  estatales,  lo  cual  no  constituye  un  motivo  valido  en  sí
mismo para negar su acceso. 
[…] 
Como  se  advirtió,  los  docentes  se  encuentran  en  la  categoría  de  los
empleados públicos y no existe razón que justifique que en su calidad
de trabajadores no tengan derecho, de la misma forma que los demás
servidores públicos, a que sus prestaciones sociales sean canceladas en
tiempo. Una interpretación contraria no protegería a estas personas en la misma
forma  que  a  otros  servidores  públicos,  lo  cual  tendría  como  consecuencia  la
restricción de su posibilidad de gozar de la garantía del pago oportuno del auxilio
de cesantías y, a su vez, de las protecciones ya mencionadas que se derivan de esa
prestación. […] 
Sumado a lo anterior, el régimen especial al que está sometido el actor no
contempla  la  sanción  que  solicita,  situación  distinta  sería  que  su
régimen lo contemplara o que, en su lugar, se estableciera otro tipo de
beneficios o sanciones, lo cual, en este caso no se evidencia. Al respecto,
la  jurisprudencia  constitucional  ha sostenido que hipótesis  como  las
que ahora se encuentran bajo estudio pueden desconocer el derecho a
la igualdad. 
[…] 
De conformidad con todo lo  expuesto,  en consonancia con el  principio de
favorabilidad procede aplicar lo dispuesto en el numeral 3° del artículo
99 de la  Ley  50 de  1990 ya que la  Ley  91  de 1989 no contempla  de
manera expresa sanción por la no consignación de las cesantías en el
FOMAG.

Asimismo, en Sentencia SU-332 de 2019 esa corporación también concluyó que:

52. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional, es posible concluir que
(i)  el  pago oportuno de las  cesantías es una garantía de todos los  trabajadores,
protegida  por  la  Constitución;  (ii)  los  miembros  del  Magisterio  gozan  de  un
régimen prestacional especial, en razón de la labor que desarrollan y su vinculación
con  el  Estado;  (iii)  los  docentes  oficiales  se  pueden  catalogar  como  empleados
públicos, en razón de las funciones que desarrollan, el régimen de carrera al que se
encuentran sometidos y la vinculación mediante nombramiento, que da lugar a una
relación  legal  y  reglamentaria;  (iv)  los  docentes  oficiales,  en  tanto  empleados
públicos, tienen derecho al reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago
tardío de las cesantías.

Bajo el anterior derrotero, la Subsección ha considerado viable acoger el criterio de
favorabilidad  aplicado  en  sede  constitucional,  para  resolver  las  controversias
relacionadas con el reconocimiento de sanción moratoria por la consignación tardía
de las cesantías anuales a los docentes, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99
de la Ley 50 de 1990”6.

Nuevamente, en el año 2023, la Subsección “B” de la Sección Segunda del Consejo de Estado 7,
frente  a  la  aplicación de  la  sanción moratoria  consagrada  en  la  Ley 50  de  1990 para  los
docentes oficiales, indicó:

“(…) Conforme a la normativa transcrita se tiene entonces que los docentes oficiales que se
vincularon  a  partir  del  1°.  de  enero  de  1990  les  es  aplicable  el  régimen  de  cesantías

6 Este mismo criterio se mantiene en la Subsección A del Consejo de Estado. Ver sentencia  del 19 de enero de 2023,
expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P. William Hernández Gómez.
7
 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 19 de enero de 2023, expediente 08001-23-33-000-

2015-80070-01 (1549-2021), M.P. Carmelo Perdomo Cueter.
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anualizadas regulado por la Ley 50 de 1990, que dispone la realización de la liquidación
anual de dicha prestación social con pago de intereses, suma que deberá ser consignada en
el respectivo fondo de cesantías antes del 15 de febrero del año siguiente, so pena de que el
empleador sea sancionado con el pago de un día de salario por cada día de retardo”.

Del mismo modo, recientemente, el Consejo de Estado8, al resolver una solicitud de tutela
contra providencia  judicial,  acogió  el  principio  de favorabilidad y  consideró que es viable
aplicar a los docentes las disposiciones de la Ley 50 de 1990, en materia de sanción moratoria
por el pago extemporáneo de las cesantías anuales; así lo indicó:

“(…) Sin embargo, se resalta que la referida línea jurisprudencial fue modificada por vía de
solicitud de tutela, al considerarse que, en virtud del principio de favorabilidad, es viable
aplicar  a  los  docentes  las  disposiciones  de  la  Ley  50 de  1990,  en  materia  de  sanción
moratoria por el pago extemporáneo de las cesantías anuales, de manera que para estos, el
valor reconocido con corte a 31 de diciembre de cada año por concepto de la prestación
mencionada,  también  les  debe  ser  consignado  en  el  Fondo  Nacional  de  Prestaciones
Sociales del Magisterio, a más tardar el 14 de febrero del año siguiente a su causación,
para evitar incurrir en mora equivalente a un día de salario por cada día de retraso. (…)

En este orden de ideas, se evidencia que en materia de la sanción moratoria por pago
extemporáneo de las cesantías anualizadas en favor de los docentes, si bien no existe una
sentencia de unificación proferida por el alto tribunal de lo contencioso administrativo, la
corporación  ha  sentado una  línea  pacífica  al  respecto  que  permite  acceder  al  amparo
solicitado, en tanto se desconoció la actual postura decisional en virtud de la cual a los
docentes sí les aplican las disposiciones del numeral 3 del artículo 99 de la Ley 50 de 1990,
la cual  resulta «más favorable  respecto de los  derechos laborales»,  máxime cuando el
ámbito de aplicación de la referida sanción moratoria se extiende a todos los empleados
públicos.

Ello teniendo en cuenta que, pese a que el Tribunal accionado explicó las razones por las
cuales  acogió  la  tesis  que en  principio  tenían la  Corte  Constitucional  y  el  Consejo  de
Estado sobre la materia, esto es, negar el reconocimiento de la sanción moratoria en favor
de los docentes en los términos de la Ley 50 de 1990 por pertenecer a un régimen especial,
esta Sala de Decisión extraña una motivación suficiente que permita entender por qué se
apartó de la tesis vigente, máxime, cuando les resulta beneficiosa frente a la protección
integral que merecen sus derechos labores.”

También,  la  Corte  Constitucional  ha  considerado  que  los  docentes  tienen  derecho  al
reconocimiento y pago de la sanción moratoria contenida en la Ley 50 de 1990; así lo señaló
en la Sentencia SU-041 de 2020:

“5.1.6. En síntesis, con base en la jurisprudencia constitucional antes reseñada, es posible
concluir que:  (i) los docentes oficiales,  en tanto empleados públicos, tienen derecho al
reconocimiento y pago de la sanción moratoria por pago tardío de las cesantías; (ii)  el
reconocimiento de esta  prestación económica frente  a los  miembros del  magisterio ha
operado tanto en virtud de la Ley 244 de 1995, modificada por la Ley 1071 de 2006, como
por extensión del numeral 3º del artículo 99 de la Ley 50 de 1990, a través de la Ley 344
de 1996, reglamentada por los Decretos 1582 de 1998 y 1252 de 2000; (iii) en todas las
acciones de tutela reseñadas, los docentes habían interpuesto demandas -hoy medio de
control- de nulidad y restablecimiento del derecho en contra de actos administrativos que
les  negaban  el  reconocimiento  y  pago  de  la  sanción  moratoria,  razón  por  la  cual  las
decisiones  en  sede  constitucional  ordenaron su  revocatoria  y  la  expedición de  nuevos
fallos,  en  términos  perentorios,  que  sí  reconocieran  la  indemnización(…)”  (Subraya  el
despacho).

Así las cosas, este despacho acoge el anterior criterio jurisprudencial expuesto por la Corte
Constitucional  y  el  Consejo de  Estado,  en  el  sentido  de  que,  conforme  al  principio  de
favorabilidad, le es aplicable a los docentes  el  reconocimiento de sanción moratoria por la
consignación tardía de las cesantías anuales, al amparo de lo dispuesto en el Artículo 99 de la
Ley 50 de 1990.

Ahora bien, no pasa por alto el despacho que mediante Sentencia SU-573 de 2019, la Corte
Constitucional indicó que la Sentencia SU-098 de 2018 no constituye un precedente al caso
allí estudiado, por considerar que no se evidenciaba prima facie una amenaza de vulneración

8 Consejo de Estado, Sección Segunda, Subsección B, sentencia del 23 de marzo de 2023, expediente 11001-03-15-000-
2023-01063-00, MP Juan Enrique Bedoya Escobar.
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de los derechos fundamentales y por ausencia de identidad fáctica que pudiera aplicarse al
caso concreto. Sin embargo, al declarar la improcedencia de la acción de tutela, no definió de
manera  concreta  los  criterios  a  tener  en  cuenta  para  que  se  configure  el  derecho  al
reconocimiento de la sanción moratoria a favor de los docentes afiliados al Fomag y estimó
que la interpretación y unificación de la jurisprudencia le corresponde al máximo órgano de la
Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo. Es decir, dejó en manos de esta jurisdicción la
decisión de la aplicación del Artículo 99 de la Ley 50 de 1990 a los docentes afiliados al Fondo
Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio, lo cual hasta la fecha no se ha dado. En tal
sentido,  no se  puede  concluir  que la  Sentencia  SU-573 de 2019 constituya  un precedente
aplicable al sub examine. 

Antes de entrar analizar como incurrió la mora en el caso en concreto, es pertinente traer a
colación las reglas dispuestas por la Sección Segunda del Consejo de Estado, en relación con el
reconocimiento de cesantías y sanción moratoria prevista en el Artículo 99 de la Ley 50 de
1990, en Sentencia de Unificación del 25 de agosto de 20169, en la que estableció lo siguiente:

“1.-  Las  cesantías  anualizadas,  son  una  prestación  imprescriptible.  Las  cesantías
definitivas sí están sometidas al fenómeno de la prescripción.

2.- La sanción o indemnización moratoria sí está sometida al fenómeno de prescripción
trienal y la norma aplicable para ese efecto, es el artículo 151 del Código de Procedimiento
Laboral. 

3.- La fecha a partir de la cual procede la reclamación de la indemnización por la mora en
la consignación de las cesantías anualizadas, es el momento mismo en que se produce la
mora, es decir, desde el 15 de febrero del año en que se debió realizar el pago. 

4.- La fecha hasta la cual corre la mora, producto del incumplimiento en la consignación
de las cesantías anualizadas, es aquella en que se produce la desvinculación del servicio.   

5.- El salario a tener en cuenta para liquidar la indemnización moratoria es el que devenga
el empleado en el momento en que se produce la mora, y cuando concurren dos o más
periodos de cesantías y una mora sucesiva, el salario a tener en cuenta para la liquidación
cambia en el  momento en que se  genera  un nuevo periodo de mora,  en los  términos
previamente descritos.”

La citada decisión fue objeto de aclaración en providencia del 06 de agosto del 202010,  en
relación con el  momento  a  partir  del  cual  se  contabiliza  el  término  de  prescripción para
reclamar la sanción moratoria de la Ley 50 de 1990,  por la no consignación de cesantías
anualizadas, en el siguiente sentido:

“i) El momento a partir del cual se contabiliza el término de la prescripción de la sanción
moratoria  de  las  cesantías  anualizadas  prevista  en  la  Ley  50  de  1990,  es  desde  su
causación y exigibilidad, es decir, el 15 de febrero de la anualidad siguiente, por ende, la
reclamación administrativa deberá presentarse dentro de los tres años siguientes, so pena
de configurarse la prescripción extintiva.

ii) En el evento en que se acumulen anualidades sucesivas de mora en la consignación de
cesantías anualizadas, el término prescriptivo de la sanción prevista en la Ley 50 de 1990
deberá  contabilizarse  de  manera  independiente  por  cada  año,  de  tal  modo  que  el
empleado dispone de 3 años contados a partir del 15 de febrero del año siguiente a su
causación para reclamar la sanción moratoria por la anualidad correspondiente, so pena
de su extinción.”

Ahora bien, revisado el expediente se advierte que no existe prueba del reconocimiento de las
cesantías,  ya  que únicamente  fue  allegada  la  certificación de  pago de los intereses  de las
cesantías a la demandante, respecto de los cuales vale la pena aclarar que dichos intereses son
pagados directamente al trabajador. 

9 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Consejero ponente: Luis Rafael Vergara
Quintero – Providencia del 25 de agosto de 2016 - Radicación número: 08001-23-31-000-2011-00628-01(0528-14) CE-
SUJ2-004-16 - Actor: Yesenia Esther Hereira Castillo - Demandado: Municipio De Soledad.
10 Consejo de Estado - Sala de lo Contencioso Administrativo - Sección Segunda - Sentencia de Unificación por Importancia
Jurídica - Sentencia CE-SUJ-SII-022-2020 – Providencia del 06 de agosto de 2020 – Expediente No. 08001-23-33-000-
2013-00666-01 – No. Interno 0833-2016 – Demandante: María Lucely Taborda Cervantes – Demandado: Municipio de
Sabanagrande (Atlántico) 
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En consecuencia,  no es posible establecer si  la entidad demandada ha cancelado o no las
cesantías  a  la  demandante,  por  lo  que  se  establecerá  como  fecha  límite  de  la  sanción
moratoria por el no pago de cesantías hasta la fecha en que se haga efectiva la consignación de
las mismas en el Fomag. 

De acuerdo con lo expuesto, en el caso concreto se causó una sanción moratoria a favor del
demandante desde el 15 de febrero de 2021, cuando la entidad empleadora incurrió en retardo
por las cesantías del 202011, así:

Anualidad
Cesantías

Fecha que la Ley 50/90 dispone para
la consignación

Exigibilidad de la
sanción

Fecha límite de la sanción
por pago

2020 14/02/2021 15/02/2021 Hasta cuando se hubiere
realizado el traslado de

los recursos por concepto
de cesantías al Fomag12,
condicionado a que se

haya realizado por fuera
del término que

contempla la norma

Por  otro  lado,  el  demandante  presentó  la  reclamación  de  la  sanción  moratoria  en  sede
administrativa el 5 de octubre de 2021 (archivo 2, págs. 65 a 69 expediente digital), de modo
que no se configuró la prescripción extintiva, según se expone a continuación: 

Cesantías anualizadas Exigibilidad de la sanción Prescripción Fecha de la

reclamación

2020 15/02/2021 15/02/2024 05/10/2021

En consecuencia,  como el  demandante reclamó ante la administración el  5 de octubre de
2021, no se configuró la prescripción de la sanción moratoria por las cesantías de la anualidad
de 2020,  de modo que se condenará a la Nación-Ministerio de Educación Nacional13 a  la
penalidad solicitada por el incumplimiento de la obligación contenida en el Artículo 99 de la
Ley 50 de 1990,  por las cesantías de 2020, causándose un día de salario por cada día de
retardo, desde el 15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere realizado el traslado de los
recursos por concepto de cesantías al Fomag, condicionado a que se haya realizado por fuera
del término que contempla la norma, liquidable con base en la asignación básica devengada
por la actora en el momento en que se produjo la mora.

Por otro lado, si bien en providencias anteriores se ordenó el ajuste del valor total generado
por concepto de sanción moratoria según lo dispuesto en el  Artículo 187 del CPACA, este
despacho ajusta su posición y acoge el criterio adoptado por el Consejo de Estado 14,  en el
sentido  de  determinar  que  no  es  procedente  la  indexación del  valor  a  pagar  por sanción
moratoria durante el día a día de su causación, dada la naturaleza de dicha indemnización.

Respecto de los intereses a las cesantías, la Ley 91 de 1989 dispone que el mismo equivale a un
interés anual sobre saldo de las cesantías a 31 de diciembre de cada año equivalente a la suma
que  resulte  aplicar  la  tasa  de  interés  que  de  acuerdo  con  la  certificación  de  la
Superintendencia  Financiera,  haya  sido  la  comercial  promedio  de  captación  del  sistema
financiero durante el mismo período.  

11 En la demanda únicamente se solicitó la mora por la no consignación de las cesantías del año 2020.
12 Ello, siguiendo la forma en que el Consejo de Estado determinó el periodo de mora -sentencia del 19 de enero de 2023,
Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-2012-00212-02 (4470-2021), M.P.
William Hernández Gómez-.
13 La condena se efectúa sobre la Nación-Ministerio de Educación Nacional, teniendo en cuenta que, según la certificación
de historia laboral allegada por la Secretaría de Educación de Bogotá, la vinculación de la docente es de carácter nacional y,
conforme lo dispuesto por el Artículo 1° de la Ley 91 de 1989, se entiende por persona nacional a los docentes vinculados
por nombramiento del Gobierno nacional.
14 Sentencia de Unificación del Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda CE- SUJ-SII-
012-2018, del 18 de julio de 2018.
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Por su  parte,  el  Acuerdo  39 de  1998,  “Por el  cual  se  establece  el  procedimiento  para el
reconocimiento y pago de intereses a las cesantías de los  docentes afiliados al  FOMAG”,
dispone en su Artículo 4, lo siguiente:

“El  Fondo  Nacional  de  Prestaciones  Sociales  del  Magisterio  realizará  el  pago  de  los
intereses en el mes de marzo,  a los docentes cuya información haya sido remitida a la
Entidad Fiduciaria que administra los recursos del Fondo a más tardar el cinco (5) de
febrero de cada año,  y en el  mes de mayo a  los  docentes  cuya información haya sido
remitida a la Entidad Fiduciaria en el período comprendido entre el seis (6) de febrero y
hasta  el  quince  (15)  de marzo de cada año.  En los  casos en que la  entidad territorial
reporte la información con posterioridad a esta fecha, la entidad fiduciaria, programará
pagos  posteriores,  de  lo  cual  informará  al  Consejo  Directivo  del  Fondo  Nacional  de
Prestaciones Sociales del Magisterio.” (Subrayado fuera de texto).

En el proceso obra prueba que el pago de los intereses de la demandante se efectuó el 27 de
marzo de 2021 (pág.  79 “intereses pagados” archivo 2 expediente digital),  es decir,  en los
términos de la Ley 91 de 1989 y del Acuerdo 39 de 1998.

Adicional a lo anterior, se advierte que la Ley 52 de 197515 es una norma que está dirigida al
sector  privado16 y  que  la  liquidación  de  los  intereses  dispuesta  en  ella17 es  diferente  a  la
manera que prescribe la Ley 91 de 198918, es decir que no se podría usar la forma de establecer
los intereses de esta e imponer la sanción que prevé aquella sin crear una tercera norma no
emitida por el legislador.

Así las cosas, no es procedente acceder a la sanción que contempla la Ley 52 de 1975 por el
pago tardío de los intereses que reclama la parte actora.

Finalmente,  se  advierte  que  no  es  procedente  condenar  al  Distrito  Capital-Secretaría  de
Educación,  ya  que el  Artículo  99 de la  Ley 50 de 1990 establece  que  “El  empleador que
incumpla el plazo señalado deberá pagar un día de salario por cada retardo”, lo cual quiere
decir que dicha sanción es impuesta al empleador que incumpla los términos señalados en la
norma por la no consignación de las cesantías anuales, y no respecto del fondo de cesantías u
otra  entidad  que  intervenga  en  el  trámite  administrativo,  por  lo  que  se  absolverá  de
responsabilidad al Distrito Capital-Secretaría de Educación, ya que, conforme a lo dispuesto
en la Ley, es la Nación-Ministerio de Educación Nacional como empleadora, al encontrarse
probado que la actora es una docente con vinculación nacional, la llamada a responder por la
sanción mora.

Así las cosas, se declarará no probada la excepción de falta de legitimación en la causa por
pasiva propuesta por dicha cartera ministerial y se absolverá de responsabilidad al Distrito
Capital – Secretaría de Educación.

4. COSTAS

No se condena en costas y agencias en derecho, toda vez que no se demostró que se hubieran
causado en los términos del inciso 2º del Artículo 361 y el numeral 8 del Artículo 365 del
Código General del Proceso. 

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ, administrando justicia en nombre de la República y
por autoridad de la Ley,

RESUELVE:

PRIMERO.- DECLARAR la ocurrencia del acto ficto presunto negativo derivado de la no
respuesta a la petición elevada el 5 de octubre de 2021.

15 Por la cual se reconocen intereses anuales a las cesantías de los trabajadores particulares
16 Consejo de Estado,  Providencia  del  24 de mayo  de 2005,  Rad.  No.  44001-23-31-000-2002-00669-01(1827-04),  CP
ALBERTO ARANGO MANTILLA. – Consejo de Estado, providencia del 19 de mayo de 2005, Rad. No. 44001-2331-000-
2002-00713-01(1945-04), CP ANA MARGARITA OLAYA FORERO. 
17 El artículo 1 de la Ley 75 de 1975 dispone respecto de los intereses que serán del 12% anual.
18 El artículo 15 de la Ley 91 de 1989, en relación con los intereses prescribe que será “…equivalente a la suma que resulte
aplicar  la  tasa  de  interés,  que  de  acuerdo  con  certificación  de  la  Superintendencia  Bancaria,  haya  sido  la  comercial
promedio de captación del sistema financiero durante el mismo período.”
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SEGUNDO.- DECLARAR la NULIDAD del acto ficto o presunto negativo originado por el
silencio Distrito Capital- Secretaría de Educación, frente a la petición radicada el 5 de octubre
de 2021, conforme a las consideraciones expuestas.  

TERCERO.- Como consecuencia de la declaración de nulidad y, a título de restablecimiento
del derecho, CONDENAR a la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL, a
pagar al señor CESAR HUMBERTO CASTAÑO TAMARA, identificado con la Cédula de
Ciudadanía No. 19.468.092, a la penalidad solicitada por el incumplimiento de la obligación
contenida en el Artículo 99 de la Ley 50 de 1990, por las cesantías de 2020, causándose un día
de salario por cada día de retardo, desde el 15 de febrero de 2021 hasta cuando se hubiere
realizado el traslado de los recursos por concepto de cesantías al Fomag, condicionado a que
se haya realizado por fuera del término que contempla la norma, liquidable con base en la
asignación básica devengada por la demandante en el momento en que se produjo la mora,
conforme lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.

CUARTO.-  La  NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL dará
cumplimiento a la presente sentencia dentro de los términos establecidos para ello por los
Artículos 192 y 195 del CPACA.

QUINTO.- NEGAR las demás pretensiones de la demanda.

SEXTO.-  Absolver  de  responsabilidad  al  DISTRITO  CAPITAL-SECRETARIA  DE
EDUCACIÓN.

SÉPTIMO.-  DECLARAR no probada la excepción de falta de legitimación en la causa por
pasiva formulada por  la Nación- Ministerio de Educación Nacional- Fondo de Prestaciones
Sociales del Magisterio, por lo expuesto.

OCTAVO.- No se  condena en costas  y  agencias  en derecho,  por  lo  expuesto  en la  parte
motiva.

NOVENO.-  Ejecutoriada esta  providencia,  por secretaría, y  a  costa  de  la  parte  actora,
EXPÍDASE copia auténtica que preste mérito ejecutivo, con las constancias de notificación y
ejecutoria.

DÉCIMO.- Ejecutoriada esta providencia, ARCHÍVESE el expediente.

DÉCIMO PRIMERO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente
expediente, el interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado
a la dirección de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

LF

cehucata0410@yahoo.es
notificacionescundinamarcalqab@gmail.com
notificacionesjudiciales@mineducacion.gov.co
notificacionesjudiciales@secretariajuridica.gov.co
chepelin@hotmail.fr
notjudicial@fiduprevisora.com.co
procesosjudicialesfomag@fiduprevisora.com.co
t_lguerra@fiduprevisora.com.co
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).

Auto Int. No. 436

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2023-00083-00 
Demandante: DEPARTAMENTO  DE  BOYACÁ-SECRETARÍA  DE  HACIENDA-

DIRECCIÓN  DEPARTAMENTAL  DE  PASIVOS  PENSIONALES  DE
BOYACÁ

Demandado: MINISTERIO  DE  TECNOLOGÍAS  DE  LA  INFORMACIÓN  Y  LAS
COMUNICACIONES-MINTIC

Vinculados:  UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN PENSIONAL Y  
 CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-      
 UGPP Y CONSORCIO DE REMANENTES DE TELECOM

Decisión: Auto que resuelve excepciones y requiere

Una vez fueron surtidas las actuaciones de Ley, encuentra el despacho que en el presente
medio de control se encuentra vencido el término de traslado de la demanda y de su reforma
contenido en los Artículos 172 y 173 de la Ley 1437 de 2011, por lo que se procederá al estudio
de las excepciones previas formuladas y, de ser procedente, se continuará con el trámite de
sentencia anticipada.

1. De las excepciones previas:

El Parágrafo 2 del Artículo 175 de la Ley 1437 de 2011 -modificado por el Artículo 38 de la
Ley  2080  de  2021,  “por  medio  de  la  cual  se  reforma  el  Código  de  Procedimiento
Administrativo y de lo Contencioso Administrativo -Ley 1437 de 2011- y se dictan otras
disposiciones  en  materia  de  descongestión  en  los  procesos  que  se  tramitan  ante  la
jurisdicción”- dispone que las excepciones previas se decidirán conforme lo regulado en los
Artículos 100, 101 y 102 del Código General del Proceso. Así las cosas, procede el despacho a
resolver las excepciones formuladas por las entidades demandadas y vinculadas así: 

1.1. Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones-
MINTIC

La  apoderada  de  la  entidad  en  comento  planteó  la  excepción  de  prescripción,  en  los
siguientes términos (archivo 25, pág. 8 expediente digital): 

“En otras palabras, la prescripción de la acción de cobro materializada sobre los últimos
3 años, contados a partir del último acto ejecutivo que hizo la entidad cobradora, solo
pueden recaer en los últimos 3 años que no estén prescritos, luego lo anterior ello, corre
una suerte de certidumbre y certeza jurídica al evidenciarse un fenómeno jurídico como
lo es la prescripción.”

Sobre el particular, sería del caso entrar a resolver sobre dicha excepción de no ser porque se
advierte  que  la  reforma  a  la  Ley  1437  de  2011  -Ley  2080  de  2021-  trajo  consigo  una
restricción a las excepciones previas que requieran práctica de pruebas, las cuales deberán
decidirse a través del trámite de sentencia anticipada -si se encuentran probadas- o en etapa
respectiva la audiencia inicial y, frente a las excepciones perentorias nominadas, las cuales
deben resolverse en sentencia anticipada o en sentencia ordinaria -según sea el caso-.

Al  respecto,  consideró  el  Consejo  de  Estado1,  sobre  la  oportunidad  para  resolver  las
excepciones  perentorias  nominadas  (como la  prescripción,  la  falta  de  legitimación en la
casusa  por  pasiva  y  la  caducidad),  que  la  resolución  de  dichas  excepciones  no  pueden

1 Consejo de Estado Sala de lo Contencioso Administrativo Sección Segunda Subsección A, consejero ponente: William
Hernández Gómez, providencia del dieciséis (16) de septiembre de dos mil veintiuno (2021) radicación: 05001-23-33-
000-2019-02462-01 (2648-2021).
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decidirse mediante auto antes de la audiencia inicial, ni en la citada diligencia judicial, sino
que  solo  se  declararán  fundadas  por  medio  de  sentencia  anticipada,  acorde  con  los
lineamientos  precisados  en  el  numeral  tercero  del  Artículo  182A  del  CPACA  o,  de  lo
contrario, esto es, cuando todavía no se encuentren probadas o demostradas, el juzgador
tendrá la opción de dirimirlas en la sentencia ordinaria que defina de fondo las pretensiones
de la demanda, conforme al Artículo 187 del CPACA. Así lo señaló la alta Corporación:

“Ahora  bien,  si  el  funcionario  judicial  estima  que  está  debidamente  probada  una
excepción perentoria, lo que debe hacer es convocar a las partes para que presenten las
alegaciones y dictar la sentencia anticipada de conformidad con las reglas que regulan
dicho trámite, lo cual debe terminar en el sentido de declararla probada. 

Sin embargo, si después de leer o escuchar las alegaciones el juzgador considera que no
es plausible declarar como probada o demostrada la excepción perentoria, entonces no
podrá  expedir  sentencia  anticipada,  y,  en  consecuencia,  debe  retornar  al  trámite
ordinario, tal y como lo indican el ordinal 3.º del artículo 182A del CPACA y el inciso
final de la misma disposición. 

En tal ilación procesal, sería un absurdo que el juez o magistrado convoque a las partes
para emitir sentencia anticipada si está convencido de que no está probada la excepción
perentoria. Es un dislate proferir una sentencia anticipada que declare como no probada
o impróspera una excepción perentoria nominada. 

(…) 

Al  respecto,  se  tiene  que  el  inciso  4.º  del  parágrafo  2.º  del  artículo  175  del  CPACA
(modificado por el artículo 38 de la Ley 2080) consagró que las excepciones de cosa
juzgada, caducidad, transacción, conciliación, falta manifiesta de legitimación en la causa
y prescripción extintiva,  se declararán fundadas mediante sentencia anticipada en los
términos previstos en el numeral tercero del artículo 182A, y este determinó que podrá
dictarse esta providencia, en cualquier estado del proceso, cuando el juzgador advierta
demostrada una de las perentorias citadas. A su vez, el artículo 187 ibidem señaló que en
la sentencia se pronunciará sobre las excepciones propuestas y sobre cualquiera otra que
el fallador encuentre probada. 

En  ese  orden  de  ideas,  la  resolución  de  defensa  materializada  en  las  excepciones
perentorias nominadas, no pueden decidirse mediante auto antes de la audiencia inicial,
ni en la citada diligencia judicial,  sino que solo se declararán fundadas por medio de
sentencia anticipada, acorde con los lineamientos precisados en el numeral tercero del
artículo 182A del CPACA o, de lo contrario, esto es, cuando todavía no se encuentren
probadas  o  demostradas,  el  juzgador  tendrá  la  opción  de  dirimirlas  en  la  sentencia
ordinaria que defina de fondo las pretensiones de la demanda, conforme al artículo 187
del CPACA”. 

Por consiguiente, no es esta la etapa procesal para declarar o no la configuración del medio
exceptivo incoado por lo cual se diferirá su decisión para la etapa del fallo.

1.2. Unidad  Administrativa  Especial  de  Gestión  Pensional  y
Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP

La apoderada del  susodicho extremo propuso como excepciones  las  denominadas:  “cosa
juzgada administrativa”,  “ineptitud sustantiva de la demanda”,  “prescripción”  y
“caducidad” (archivo 29, págs. 7 a 12 expediente digital). 

Frente a lo anterior, de un lado, se considera que la excepción denominada “cosa juzgada
administrativa” más  que  constituirse  en el  medio  exceptivo  previo  de  la  cosa juzgada
judicial,  se  erige  como  un  argumento  de  defensa  de  la  entidad  al  amparo  de  la
ejecutoriedad de los actos administrativos acusados y de la eficacia de los mismos, por lo que
se  le  dará  el  trámite  de  una  excepción de  fondo y  se  resolverá  al  momento  de  proferir
sentencia y, del otro, respecto de las excepciones de prescripción y caducidad, el despacho se
remite a los argumentos expuestos en el  punto 1.1.  -ut supra- por lo que su decisión se
producirá al momento de proferir la sentencia de primera instancia en el presente proceso. 
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Ahora  bien,  en  cuanto  a  la  ineptitud  sustantiva  de  la  demanda  por  falta  de
requisitos formales,  la apoderada de la entidad de previsión manifestó que la entidad
demandante no concluyó el procedimiento administrativo correspondiente frente a los actos
administrativos  demandados,  es  decir,  no  interpuso  los  recursos  ordinarios  que  le  eran
obligatorios (archivo 29, págs. 8 y 9 expediente digital). 

Para resolver, de conformidad con el numeral 5º del Artículo 100 de la Ley 1564 de 2012, la
ineptitud de la demanda puede presentarse  por falta  de los requisitos formales  o por la
indebida acumulación de pretensiones, siendo la primera la enunciada por la memorialista
en la contestación de la demanda. 

En torno a lo anterior, el Consejo de Estado ha contemplado que la denominada “ineptitud
sustantiva de la demanda” propende porque la demanda se adecue a los requisitos legales
de forma que permitan su análisis vía judicial y:

“La referida excepción previa se configura cuando se presentan vicios de forma respecto
de la demanda, los actos o actuación enjuiciada, algunos de esos defectos encuadran en la
falta de requisitos formales de la demanda. 

[…]

De igual  modo,  el  medio exceptivo encuentra vocación de prosperidad cuando no se
reúnen los requisitos previos exigidos para su estudio de admisibilidad, o, el contenido
de la demanda no se ajusta a lo dispuesto en los artículos 161 a 164 y 166 de la Ley 1437
de 2011 y demás normas concordantes.”2 

De este modo, se tiene que el numeral 2º del Artículo 161 de la Ley 1437 de 2011 previó como
requisito previo para demandar la interposición de los recursos que fueran obligatorios, de la
siguiente manera:

“ARTÍCULO 161. REQUISITOS PREVIOS PARA DEMANDAR. La presentación
de la demanda se someterá al cumplimiento de requisitos previos en los siguientes casos:

[…]

2. Cuando se pretenda la nulidad de un acto administrativo particular deberán haberse
ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El silencio
negativo en relación con la primera petición permitirá demandar directamente el acto
presunto.” 

Por su parte,  se tiene que, de conformidad con el  inciso 3º del  Artículo 76 de la norma
ibidem,  el recurso de apelación es el medio de impugnación obligatorio para acceder a la
jurisdicción  cuando  este  sea  procedente3.  Disposición  que  replicó  de  manera  similar  lo
consagrado  en  el  Artículo  51  del  Decreto  01  de  1984  según  el  cual:  “los  recursos  de
reposición y de queja no son obligatorios.”; norma que rigió al momento de la expedición de
los actos administrativos demandados (archivo 4, págs. 8 y ss., expediente digital). 

Sobre el particular, el máximo órgano de la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo,
en Auto del 03 de septiembre de 2017 precisó4:

"(...) De acuerdo con lo dispuesto en el numeral segundo del artículo 161 del Código de
Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, cuando se pretenda la
nulidad de un acto administrativo unilateral y definitivo de carácter particular deberán
haberse ejercido y decidido los recursos que de acuerdo con la ley fueren obligatorios. El
agotamiento de los recursos de la actuación administrativa se constituye,

2 Consejo de Estado, Sección Quinta, Auto del 18 de octubre de 2022, radicación No. 11001-03-28-000-2022-00082-00,
M.P. Luis Alberto ÁLVAREZ Parra. 
3 ARTÍCULO  76.  OPORTUNIDAD  Y  PRESENTACIÓN. […]  El  recurso  de  apelación  podrá  interponerse
directamente, o como subsidiario del de reposición y cuando proceda será obligatorio para acceder a la jurisdicción.

Los recursos de reposición y de queja no serán obligatorios.
4 Sección Cuarta, proceso No. 13001-23-33-000-2012-00102-01, M.P. Hugo Fernando Bastidas Bárcenas. 
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pues, en un requisito previo para acudir a la administración de justicia, en
procura de resolver una diferencia con la Administración”.  (Resaltado fuera
de texto). 

Así las cosas, es claro que la interposición del recurso de apelación en contra de los actos
administrativos de contenido particular que crean, extinguen o modifiquen una situación
jurídica particular,  frente a los cuales se concedió la oportunidad de su interposición, es
obligatoria y por lo tanto ineludible para radicar demanda en ejercicio del medio de control
de nulidad y restablecimiento del derecho, so pena de que esta no sea estudiada5. 

En ese sentido y aplicado lo anterior al caso concreto, es del caso mencionar que el recurso
que procedía contra las Resoluciones Nos. 1830 del 08 de septiembre de 1992 y 1826 del 13
de agosto de 1993 era el de reposición, que como se dijo, no era obligatorio, sumado a que la
legitimación para recurrir dicha decisión recaía en la beneficiaria de la prestación y no en
una de las entidades encargadas de asumir la cuota parte por el reconocimiento pensional
(archivo 4, págs. 10 y 17 expediente digital). 

Dicho lo anterior, se declarará no probada la excepción propuesta y se continuará con la
resolución de los medios exceptivos propuesto por la entidad vinculada.

1.3. Consorcio  de  Remanentes  de  Telecom  en  representación  del
Patrimonio Autónomo de Remanentes PAR

La  apoderada  de  la  entidad  en  comento  promovió  las  excepciones  previas  de  falta  de
legitimación en la  causa  por pasiva,  caducidad  y  prescripción (archivo 31,  págs.  14  a  17
expediente  digital),  frente  a  las  cuales  este  operador  judicial,  como indicó  líneas  arriba,
deberá pronunciarse sobre el particular al momento del fallo y se diferirá su decisión para
dicha etapa. 

2. Oportunidad de sentencia anticipada

Señala el numeral 1° del Artículo 182A ibidem (adicionado por el Artículo 42 de la Ley 2080
de  2021,  “por  medio  de  la  cual  se  reforma  el  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo
Contencioso  Administrativo  -Ley  1437  de  2011-  y  se  dictan  otras  disposiciones  en  materia  de
descongestión en los procesos que se tramitan ante la jurisdicción”), en relación con la oportunidad
para emitir sentencia anticipada, lo siguiente:

“ARTÍCULO  182A. Sentencia anticipada. Se podrá dictar sentencia anticipada:

1. Antes de la audiencia inicial:
 
a) Cuando se trate de asuntos de puro derecho;

b) Cuando no haya que practicar pruebas;

c)  Cuando  solo  se  solicite  tener  como  pruebas  las  documentales  aportadas  con  la
demanda  y  la  contestación,  y  sobre  ellas  no  se  hubiese  formulado  tacha  o
desconocimiento;

d)  Cuando  las  pruebas  solicitadas  por  las  partes  sean  impertinentes,
inconducentes o inútiles.

El juez o magistrado ponente, mediante auto, se pronunciará sobre las pruebas cuando
a ello haya lugar, dando aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General
del Proceso y fijará el litigio u objeto de controversia.

Cumplido lo anterior, se correrá traslado para alegar en la forma prevista en el inciso
final del artículo 181 de este código y la sentencia se expedirá por escrito.” (Negrilla
fuera de texto)

5 Ver  Sentencia del 17 de agosto de 2011, Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Segunda,
Subsección A, expediente 76001-23-31-000-2008-00342-01 (2203-10), M.P. Dr. Gustavo Eduardo Gómez Aranguren.
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De conformidad con lo anterior, se observa que en el presente asunto obran las pruebas
suficientes para emitir una decisión de fondo, por lo que se dará aplicación a la norma en cita
y se proferirá sentencia anticipada.

De ese modo, teniendo en cuenta el inciso 2° del numeral 1° del Artículo 182A ibidem y el
Artículo 173 del Código General  del Proceso, el despacho se pronuncia sobre las pruebas
obrantes,  y  por  cumplir con los presupuestos de pertinencia,  conducencia y utilidad,  SE
TIENEN COMO PRUEBAS las siguientes:

2.1. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDANTE: Los documentos aportados con la
demanda (archivos 4 y 5 expediente digital). No se accede al decreto de las pruebas
solicitadas por la demandante, por cuanto, o bien ya obra en el expediente o no se
requiere, en tanto militan los suficientes elementos de juicio para decidir de fondo el
proceso (archivo 2, pág. 42).

2.2. PRUEBAS DE LA PARTE DEMANDADA:  

2.2.1. MINISTERIO  DE  TECNOLOGÍAS  DE  LA  INFORMACIÓN  Y  LAS
COMUNICACIONES-MINTIC:  El  expediente  administrativo  de  los  actos
administrativos demandados aportado con la contestación de la demanda (archivo
25.1., expediente digital). 

2.2.2. UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y
CONTRIBUCIONES  PARAFISCALES  DE  LA  PROTECCIÓN  SOCIAL-
UGPP:  No aportó pruebas (archivo 29 expediente digital). 

2.2.3. CONSORCIO DE REMANENTES DE TELECOM EN REPRESENTACIÓN
DEL PATRIMONIO AUTÓNOMO DE REMANENTES PAR: No allegó pruebas
(archivo 31 expediente digital).

Ahora bien, en cuanto a la fijación del litigio u objeto de la controversia -en los términos
del inciso 3º del literal D del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011- cabe precisar que en el
escrito  de  demanda  se  advierten  12 hechos (archivo  2  expediente  digital),  frente  a  los
cuales: 

Hay acuerdo en los hechos Nos. 1 a 4; 7 y 9, por parte del Ministerio de Tecnologías
de la Información y las Comunicaciones-MINTIC, en cuanto a: 

i. Consulta  de  la  cuota  parte  de  la  pensión  de  jubilación  de  la  señora  Ana  Rosa
Adorcinda  Cortes  De  Sarmiento,  identificada  con  C.C.  24.209.83  a  la  Caja  de
Previsión Social del Departamento de Boyacá por parte de la Caja de Previsión Social
de Comunicaciones-CAPRECOM.

ii. Aceptación de  la  cuota  parte  de  la  pensión de  jubilación de  la  señora  Ana  Rosa
Adorcinda Cortes De Sarmiento por parte de la Caja de Previsión Social de Boyacá.

iii. Reconocimiento  pensional  a  favor  de  la  señora  Ana  Rosa  Adorcinda  Cortes  De
Sarmiento por parte de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones-CAPRECOM.

iv. Proporción de la cuota parte pensional correspondiente a la Caja de Previsión Social
del Departamento de Cundinamarca. 

v. Reliquidación y reajuste de la pensión de jubilación reconocida a partir del 1 de enero
de 1993.

vi. Inclusión de nuevos factores salariales en la reliquidación y reajuste pensional por
parte de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones-CAPRECOM. 

Por otro lado, hay acuerdo parcial en los hechos Nos. 6, 8 y 10, referidos a: 

i. Financiamiento de la pensión por parte del Departamento de Boyacá únicamente con
la inclusión del  tiempo de servicios de la señora,  Ana Rosa Adorcinda Cortes De
Sarmiento, en dicha entidad y de conformidad con lo previsto en la Ley 33 de 1985. 

Página 5 de 8



Expediente: 11001-3342-051-2023-00083-00
Demandante: DEPARTAMENTO DE BOYACÁ-SECRETARÍA DE HACIENDA-DIRECCIÓN DEPARTAMENTAL DE

PASIVOS PENSIONALES DE BOYACÁ
Demandado: MINISTERIO DE TECNOLOGÍAS DE LA INFORMACIÓN Y LAS COMUNICACIONES
Vinculado: UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN  PENSIONAL  Y  CONTRIBUCIONES

PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP Y CONSORCIO DE REMANENTES DE
TELECOM

  NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO

ii. Ausencia de consentimiento del Departamento de Boyacá respecto de la inclusión de
nuevos factores salariales en la liquidación de la pensión de jubilación. 

iii. La inclusión de los nuevos factores salariales según lo previsto en normas especiales
frente a los cuales el Departamento de Boyacá no debe concurrir en la cuota parte. 

Dicho lo anterior, hay desacuerdo en los hechos Nos. 5, 6, 8 ,10 y 12, en torno a:

i. Liquidación de la prestación reconocida teniendo como base 7.200 días y no 8.327
días.

ii. Financiamiento de la pensión por parte del Departamento de Boyacá únicamente con
la inclusión del  tiempo de servicios de la señora,  Ana Rosa Adorcinda Cortes De
Sarmiento, en dicha entidad y de conformidad con lo previsto en la Ley 33 de 1985. 

iii. Ausencia de consentimiento del Departamento de Boyacá respecto de la inclusión de
nuevos factores salariales en la liquidación de la pensión de jubilación. 

iv. La inclusión de los nuevos factores salariales según lo previsto en normas especiales
frente a los cuales el Departamento de Boyacá no debe concurrir en la cuota parte. 

v. La  adecuada  asignación  de  la  cuota  parte  frente  a  la  cual  debe  concurrir  el
Departamento de Boyacá. 

Respecto del hecho No. 11 se indicó que no le consta, el cual está relacionado con:

i. Los factores salariales que deben ser incluidos en el reconocimiento pensional y de
los cuales sí debe concurrir el Departamento de Cundinamarca. 

En  esa  misma  línea,  se  tiene  que  la  Unidad  Administrativa  Especial  de  Gestión
Pensional y Contribuciones Parafiscales de la Protección Social-UGPP indicó que
no le consta ninguno de los  12 hechos de la demanda, los cuales fueron clasificados con
anterioridad. 

Ahora bien, la apoderada del  Consorcio de Remanentes de Telecom señaló estar de
acuerdo con los hechos Nos. 1 y 3; 4; 7 y 9, los cuales están relacionados con: 

i. Consulta  de  la  cuota  parte  de  la  pensión  de  jubilación  de  la  señora  Ana  Rosa
Adorcinda  Cortes  De  Sarmiento,  identificada  con  C.C.  24.209.83  a  la  Caja  de
Previsión Social del Departamento de Boyacá por parte de la Caja de Previsión Social
de Comunicaciones-CAPRECOM.

ii. Reconocimiento  pensional  a  favor  de  la  señora  Ana  Rosa  Adorcinda  Cortes  De
Sarmiento por parte de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones-CAPRECOM.

iii. Proporción de la cuota parte pensional correspondiente a la Caja de Previsión Social
del Departamento de Cundinamarca. 

iv. Reliquidación y reajuste de la pensión de jubilación reconocida a partir del 1 de enero
de 1993.

v. Inclusión de nuevos factores salariales en la reliquidación y reajuste pensional por
parte de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones-CAPRECOM.

De otro lado, hay acuerdo parcial en el hecho No. 2, referido a:

i. Aceptación de  la  cuota parte  de  la  pensión de  jubilación de la  señora  Ana Rosa
Adorcinda Cortes De Sarmiento por parte de la Caja de Previsión Social de Boyacá.

En oposición a lo anterior, hay desacuerdo con los hechos Nos. 2, 5, 6, 8, 10 y 11, que
atañen a:

i. Aceptación de  la  cuota parte  de  la  pensión de  jubilación de la  señora  Ana Rosa
Adorcinda Cortes De Sarmiento por parte de la Caja de Previsión Social de Boyacá.

ii. Liquidación de la prestación reconocida teniendo como base 7.200 días y no 8.327
días.
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iii. Financiamiento de la pensión por parte del Departamento de Boyacá únicamente con
la inclusión del  tiempo de servicios de la señora,  Ana Rosa Adorcinda Cortes De
Sarmiento, en dicha entidad y de conformidad con lo previsto en la Ley 33 de 1985. 

iv. Ausencia de consentimiento del Departamento de Boyacá respecto de la inclusión de
nuevos factores salariales en la liquidación de la pensión de jubilación. 

v. La inclusión de los nuevos factores salariales según lo previsto en normas especiales
frente a los cuales el Departamento de Boyacá no debe concurrir en la cuota parte

vi. Los factores salariales que deben ser incluidos en el reconocimiento pensional y de
los cuales sí debe concurrir el Departamento de Cundinamarca. 

Por último, el extremo pasivo relacionado con antelación refirió que no es un hecho el No.
12, atinente a:

i. La  adecuada  asignación  de  la  cuota  parte  frente  a  la  cual  debe  concurrir  el
Departamento de Boyacá. 

Así las cosas, el litigio se contrae a verificar probatoriamente los hechos planteados en la
demanda frente  a los cuales no existe  acuerdo en las  contestaciones,  para determinar la
legalidad  de  los  actos  administrativos  demandados  y  el  restablecimiento  del  derecho
deprecado,  por  presentarse  las  causales  de  nulidad  de  infracción de  las  normas  en  que
deberían fundarse, desconocimiento del derecho de defensa y audiencia, y falsa motivación,
para establecer si procede reasignar la cuota parte pensional que fue atribuida a la Caja de
Previsión Social de Boyacá -hoy Departamento de Boyacá-, a través de las Resoluciones Nos.
1830 del 08 de septiembre de 1992 y 1826 del 13 de agosto de 1993. 

Se  advierte  a los apoderados que una  vez  queden en firme las  anteriores decisiones,  en
atención al inciso 3° del Artículo 182A de la Ley 1437 de 2011 -adicionado por la Ley 2080 de
2021- y reiterando que obran las pruebas necesarias para adoptar una decisión de fondo, se
dispondrá, sin necesidad de auto adicional,  CORRER TRASLADO por el término común
de diez (10) días, para que las partes formulen por escrito sus alegatos de conclusión y para
que el Ministerio Público emita concepto -si a bien lo tiene-.

3.  Por último, frente a la renuncia del  poder presentada por la apoderada de la entidad
demandante (archivos 26 y 31 expediente digital) no se hará pronunciamiento alguno puesto
que lo propio fue decidido por el Juzgado 43 Administrativo de Bogotá (archivo 16, pág. 7).

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE

PRIMERO.-  DIFERIR la  decisión sobre las  excepciones de falta  de legitimación en la
causa  por  pasiva,  caducidad  y  prescripción formuladas  por  las  entidades  demandadas  y
vinculada para el momento del fallo, conforme lo expuesto en los puntos 1.1., 1.2. y 1.3., de
esta decisión. 

SEGUNDO.-  DECLARAR NO PROBADA  la  excepción  de  ineptitud  sustantiva  de  la
demanda  promovida  por  la  UNIDAD  ADMINISTRATIVA  ESPECIAL  DE  GESTIÓN
PENSIONAL Y CONTRIBUCIONES PARAFISCALES DE LA PROTECCIÓN SOCIAL-UGPP,
por las razones expuestas en la parte motiva de esta decisión.

TERCERO.- TENER COMO PRUEBA las documentales enunciadas en la parte motiva
del presente proveído.

CUARTO.- FIJAR EL LITIGIO en la forma establecida en las líneas que anteceden.

QUINTO.- Una  vez  queden  en  firme  las  anteriores  decisiones  y  sin  necesidad  de  auto
adicional, CORRER  TRASLADO para  la  presentación  por  escrito  de  los  alegatos  de
conclusión dentro de los diez (10) días siguientes a la notificación por estado de la presente
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providencia.  En la misma oportunidad señalada para alegar,  podrá el  Ministerio  Público
presentar el concepto -si a bien lo tiene-.

SEXTO.-  Cumplido lo anterior, reingrese el expediente al despacho para continuar con el
trámite procesal pertinente.

SÉPTIMO.-  RECONOCER  personería  a  la  abogada  Nohora  Ofelia  Otálora  Cifuentes,
identificada  con  C.C.  40.032.019  y  T.P.  84.102  del  C.S.  de  la  J.,  como  apoderada  del
Ministerio de Tecnologías de la Información y las Comunicaciones, en los términos y para los
fines determinados en el poder especial otorgado (archivo 25, pág. 20 expediente digital).

OCTAVO.-  RECONOCER  personería  a  la  abogada  Gloria  Ximena  Arellano  Calderón,
identificada  con C.C.  31.578.572  y  T.P.  123.175  del  C.S.  de  la  J.,  como apoderada  de  la
entidad demandada, en los términos y efectos del poder general conferido aportado con la
contestación de la demanda (archivo 29, págs. 21 a 42expediente digital).

NOVENO.- RECONOCER personería a la abogada Hilda Terán Calvache, identificada con
C.C. 25.281.164 y T.P. 115.476 del C.S. de la J., como apoderada principal del Consorcio de
Remanentes  de  TELECOM,  y  a  la  togada  Lissy  Cifuentes  Sánchez,  identificada  con C.C.
34.043.774 y T.P. 27.779 del C.S. de la J., como apoderada sustituta de dicha entidad, en los
términos y efectos de los poderes general y especial conferidos (archivo 31, págs. 103 a 124
expediente digital).

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB

subdirector.juridicopensional@boyaca.gov.co  
notificacionesjudicialesmintic@mintic.gov.co  
notalora@mintic.gov.co  
notificacionesjudicialesugpp@ugpp.gov.co  
garellano@ugpp.gov.co 
notificacionesjudiciales@par.com.co 
lissy_cifuentes@yahoo.es 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Int. No. 431

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2023-00274-00
Demandante:  KARINA PAOLA GUTIÉRREZ TORRES
Demandado: ADMINISTRADORA  COLOMBIANA  DE  PENSIONES-COLPENSIONES  Y

GENTE OPORTUNA S.A.S.
Decisión:                          Auto remite conflicto negativo de jurisdicción a la Corte Constitucional

ANTECEDENTES

Observa  el  despacho  que  la  presente  demanda  fue  instaurada por  la  señora  KARINA  PAOLA
GUTIÉRREZ TORRES, identificada con C.C.  37.556.015, a través de apoderado, en contra de la
ADMINISTRADORA  COLOMBIANA  DE  PENSIONES-COLPENSIONES  y  la  sociedad  GENTE
OPORTUNA S.A.S.,  con el  fin de  que  se  declare  la  existencia  de  una  relación laboral  entre  la
demandante y la entidad demandada, habiendo fungido la sociedad particular demandada como
simple intermediaria (CPrincipal, archivo 2, págs. 7 y 8 expediente digital). 

La demanda fue conocida inicialmente por el Juzgado 5º Laboral del Circuito de Bogotá, autoridad
judicial que, mediante providencia del 24 de noviembre de 2022 decidió declarar de oficio la falta
de  jurisdicción  y  remitió  el  proceso  del  epígrafe  a  los  juzgados  administrativos  de  Bogotá
(CPrincipal, archivo 5 expediente digital).

CONSIDERACIONES

Luego de analizar  la determinación de competencias de la demanda,  advierte el  despacho que
carece  de  jurisdicción  para  conocer,  tramitar  y  decidir  la  controversia  planteada,  teniendo  en
cuenta lo que pasa a explicarse. 

El Artículo 104 del C.P.A.C.A. señala los asuntos objeto de estudio de la jurisdicción contenciosa
administrativa, entre los cuales están los relacionados con la relación legal y reglamentaria entre
los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté
administrado por una persona de derecho público, así: 

“ARTÍCULO  104.  DE  LA  JURISDICCIÓN  DE  LO  CONTENCIOSO
ADMINISTRATIVO. La Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo está instituida para
conocer,  además  de  lo  dispuesto  en  la  Constitución  Política  y  en  leyes  especiales,  de  las
controversias y litigios originados en actos, contratos, hechos, omisiones y operaciones, sujetos
al  derecho  administrativo,  en  los  que  estén  involucradas  las  entidades  públicas,  o  los
particulares cuando ejerzan función administrativa.

Igualmente conocerá de los siguientes procesos:

(…)

4. Los relativos a la relación legal y reglamentaria entre los servidores públicos y el Estado, y la
seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen esté administrado por una persona de
derecho público.

(…)”.

Y  el  Artículo  105  de  la  misma  normatividad  indica  los  asuntos  respecto  de  los  cuales  esta
jurisdicción no tiene competencia, entre los cuales está:

“ARTÍCULO 105.  EXCEPCIONES.  La  Jurisdicción  de  lo  Contencioso  Administrativo  no
conocerá de los siguientes asuntos:
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(…)

4. Los conflictos de carácter laboral surgidos entre las entidades públicas y sus trabajadores
oficiales”.

Por su parte, el numeral 1 del Artículo 2 de la Ley 712 de 2001 dispone que la jurisdicción ordinaria
laboral  conocerá  de  los  asuntos  referentes  a  los  conflictos  jurídicos  que  se  originen directa  o
indirectamente en el contrato de trabajo.

Adicional a lo anterior, en cuanto a los criterios que permiten determinar la competencia de la
jurisdicción ordinaria laboral para conocer un asunto donde se discute la existencia de un contrato
de trabajo -como el que aquí se discute-, la Corte Suprema de Justicia señaló1:

“En ese contexto,  como ya se insinuó,  cuando se trata  de trabajadores dependientes,  la ley
distingue entre los que prestan sus servicios a empleadores privados y públicos y, en el último
caso, además, según la modalidad, regulación y juzgamiento de tales vínculos, pues ha señalado
que son contractuales laborales y, por tanto,  de competencia de la jurisdicción ordinaria, al
tenor del numeral 1° del artículo 2° del CPTSS, la de los trabajadores oficiales, que, tratándose
de establecimientos públicos,  como lo  dijo  el  colegiado,  son los  que cumplen funciones  de
manteamiento y sostenimiento de obra pública, conforme al artículo 5° del Decreto 3135 de
1968;  o  legal  y  reglamentaria  la  de  los  restantes,  que  tendrán  la  categoría  de  empleados
públicos, cuya competencia está asignada a la jurisdicción administrativa, conforme al numeral
4° del artículo 104 del CPACA. 

Por consiguiente, como se denotó en la sentencia CSJ SL5090-2020, en litigios
como el presente, en los que se discute la existencia de un contrato de trabajo ante
el  juez laboral,  es menester demostrar no sólo los elementos configurativos de
una relación de trabajo subordinado, sino tener la calidad de trabajador oficial
«dependiendo de la naturaleza de la entidad obligada – factor orgánico - y de la
cualidad de las labores prestadas – factor funcional»”. (Negrilla fuera de texto).

En el mismo proveído, la Corte Suprema de Justicia rememoró que los trabajadores oficiales de
establecimientos  públicos  son  aquellos  que:  “…cumplen  funciones  de  manteamiento  y
sostenimiento de obra pública, conforme al artículo 5° del Decreto 3135 de 1968…”.

En similar sentido, el Consejo de Estado se ha pronunciado frente a la jurisdicción competente
para conocer de una relación laboral encubierta así: 

“De  acuerdo  con  las  citadas  normas,  el  régimen  jurídico  tiene  previstas  tres  clases  de
vinculaciones  con  entidades  del  Estado:  a)  De  los  empleados  públicos  (relación  legal  y
reglamentaria);  b)  De  los  trabajadores  oficiales  (relación  contractual  laboral)  y,  c)  De  los
contratistas de prestación de servicios  (relación contractual estatal).  Si en el  caso de los
contratos  de  prestación  de  servicios  se  llegan  a  desdibujar  sus  elementos
esenciales, corresponderá decidir,  a la justicia ordinaria, cuando la relación se
asimile  a  la  de  un  trabajador  oficial  o,  a  la  jurisdicción  contencioso
administrativa, cuando el contratista desarrolle el objeto del contrato ejerciendo
las  mismas  funciones  que  corresponden  a  un  cargo  de  empleado  público.”2

(Negrilla fuera de texto). 

De  la  providencia  que  se  viene  de  leer,  es  claro  que  la  máxima  autoridad  de  lo  contencioso
administrativo recurre a los criterios orgánico y funcional, ya señalados por la Corte Suprema de
Justicia,  para establecer la jurisdicción competente cuando se discute una relación subyacente,
debiendo acudir, en primer lugar, a la naturaleza jurídica de la entidad y, en segundo lugar, a las
funciones del cargo y si estos se asimilan a las de un trabajador oficial (jurisdicción ordinaria) o a
las de un empleado público (jurisdicción contencioso administrativo). 

Dichas posiciones jurisprudenciales han sido advertidas  por la  Corte  Constitucional,  que en el
Auto No. 441 de 2022, al dirimir un conflicto entre la jurisdicción ordinaria y esta jurisdicción,
consideró:

“33.    Ahora  bien,  el  ordenamiento  jurídico  determina  que  las  ESE  concurren  empleados
públicos y trabajadores oficiales, sin que exista una regla de contratación específica de estas
instituciones  en  estos  casos.  Por  lo  tanto,  resulta  procedente  definir,  de  manera
preliminar,  la  naturaleza  de  la  vinculación  que  pretende  el  demandante,

1 Corte Suprema de Justicia, 07 de febrero de 2022, Radicado n° 79684, M.P Carlos Arturo Guarín Jurado.
2 Consejo de Estado, providencia del 17 de junio de 2021, Radicado No. 73001-23-33-000-2015-00351-01(3513-16) , MP Dr. Cesar
Palomino Cortés.
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advirtiendo que estas consideraciones no constituyen juicios de valor que lleven a
comprometer el criterio propio del juez natural para resolver de fondo el asunto
bajo estudio.

[…]

36. De acuerdo con lo expuesto, en este asunto en particular hay por lo menos tres
elementos que llevan a concluir razonablemente que la competencia corresponde
a la  jurisdicción ordinaria,  a saber:  (i)  la  entidad demandada es  una empresa
social del Estado, esto es, un establecimiento público; (ii) dentro de las plantas de
personal  de las  Empresas Sociales  del  Estado concurren  empleados  públicos  y
trabajadores oficiales; y (iii) prima facie es posible establecer que las funciones
que desempeñó el demandante fueron propias de un trabajador oficial. 

37.  Por  lo  expuesto,  esta  Corporación  resolverá  el  conflicto  en  el  sentido  de  declarar  que
corresponde al Juzgado Tercero Laboral del Circuito de Tunja conocer la demanda presentada
por Julio Humberto Cuervo Cruz, contra la ESE Centro de Salud de Ventaquemada, de acuerdo
con lo expuesto en el artículo 105.4 del CPACA, en concordancia con los artículos 2 del CPTSS y
15 del CGP.

Regla  de  decisión.  De  conformidad  con  el  artículo  105.4  del  CPACA,  en
concordancia con los artículos 2 del CPTSS y 15 del CGP, la jurisdicción ordinaria
en su especialidad laboral es la competente para conocer las demandas en las que
se  solicita  declarar  la  existencia  de  una  relación  laboral  con  una  ESE  donde
concurren empleados públicos y trabajadores oficiales, siempre que prima facie
sea posible establecer que las funciones que desempeñó el  demandante fueron
propias de un trabajador oficial.” (Negrilla fuera de texto)

 
Se resalta que, si bien es cierto en la anterior providencia se dirimió un conflicto relacionado con
una empresa social del Estado, no lo es menos que se analizaron los criterios orgánico y funcional
y,  habida  consideración de  la  similitud  con  actividades  de  un  trabajador  oficial,  se  ordenó  la
remisión del proceso a la jurisdicción ordinaria laboral. 

De otro lado, respecto de la naturaleza de los cargos de las personas que prestan sus servicios en la
Administradora Colombiana de Pensiones-Colpensiones, es preciso recordar que esta entidad se
creó  como  una  empresa  industrial  y  comercial  del  estado  -EICE-  del  orden  nacional,  con
personería jurídica, autonomía administrativa y patrimonio independiente (Ley 1151 de 2007) y
cambió su naturaleza jurídica como EICE organizada como entidad financiera de carácter especial
(Ley 1421 de 2011). 

Sobre dichas entidades industriales y comerciales, el Artículo 5º del Decreto 3135 de 1968 previó:

 “Las personas que prestan sus servicios en las Empresas Industriales y Comerciales del Estado
son  trabajadores  oficiales;  sin  embargo,  los  estatutos  de  dichas  empresas  precisarán  qué
actividades  de  dirección  o  confianza  deban  ser  desempeñadas  por  personas  que  tengan  la
calidad de empleados públicos.”.

Así pues, el Acuerdo No. 106 del 20173 estableció en su Artículo 20 lo siguiente:

“ARTÍCULO 20. CLASIFICACIÓN. El Presidente, el Jefe de la Oficina de Control Interno y
el empleo del nivel Directivo que sea responsable de las funciones de Cobro, tienen la calidad de
empleados públicos de Libre Nombramiento y Remoción. Los demás servidores públicos serán
trabajadores  oficiales  y  se  vincularán  a  la.  Administradora  Colombiana  de  Pensiones  -
COLPENSIONES mediante contrato de trabajo a término indefinido o conforme se establezca
en el Reglamento Interno de Trabajo.”

Ahora  bien,  descendiendo al  caso  bajo  estudio,  se  observa  que  se  carece  de  jurisdicción para
conocer del proceso de la referencia, por lo siguiente: 

i) La demandante pretende se declare la existencia de una relación laboral teniendo como
empleador  a  la  Administradora  Colombiana  de  Pensiones,  habida  consideración  que
suscribió sucesivos contratos laborales -de obra y labor- con el Consorcio Misión Temporal
L.T.D.A. y Selectiva S.A.S (CPrincipal, archivo 2, págs. 25 a 59). Dicha entidad de derecho
público cuenta, según con sus estatutos, con empleados públicos de libre nombramiento y
remoción -relación legal y reglamentaria- y con trabajadores oficiales en los demás cargos
existentes.  

3 “Por el cual se modifican los Estatutos Internos de la Administradora Colombiana de Pensiones -COLPENSIONES”.
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ii) El cargo al que se pretende equiparar las funciones desempeñadas por la demandante en
virtud de los contratos laborales suscritos con la sociedad accionada es el desempeñado por
un  trabajador  oficial,  puesto  que  de  las  funciones  que  se  evidencian  en  los  contratos
suscritos y que fueron certificadas (ibidem, archivo 2, págs. 25 a 59) no son similares a las
que  cumplen  los  empleados  públicos  de  dicha  entidad,  según  lo  contemplado  en  la
Resolución No. 130 de 20174. 

Por  lo  dicho  anteriormente,  es  dable  considerar  que  se  cumplen  con  los  criterios  orgánico  y
funcional examinados, puesto que la naturaleza de la entidad -empresa industrial y comercial del
Estado-,  su misionalidad y las  funciones que desempeñó la demandante,  a través de contratos
laborales suscritos con empresas temporales, en términos de la controversia “contrato realidad”
pueden catalogarse como una actividad enmarcada para un trabajador oficial. 
 
Bajo la anterior perspectiva, toda vez que el despacho carece de jurisdicción para el conocimiento
del  presente  asunto,  de  conformidad  con  lo  previsto  en  el  numeral  11  del  Artículo  241  de  la
Constitución Política se dispondrá la remisión del presente proceso a la Corte Constitucional para
que dirima la colisión negativa suscitada.  

En  mérito  de  lo  expuesto,  el  JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ
 

RESUELVE 

PRIMERO.- Declarar que este despacho judicial no tiene jurisdicción en el presente proceso, de
conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia. 

SEGUNDO.- Por Secretaría, remitir el expediente a la Secretaría de la Corte Constitucional para
que decida el conflicto negativo de jurisdicción, de acuerdo con las normas que rigen la materia. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB

jesusyepes@jesusyepesabogados.com
ivan.bula@jesusyepesabogados.com
raquel.herrera@jesusyepesabogados.com 

4 https://normativa.colpensiones.gov.co/colpens/docs/resolucion_colpensiones_0130_2017.htm#:~:text=%5BRESOLUCION
%20COLPENSIONES%200130%202017%5D%20%2D%20Colpensiones%20%2D%20Administradora%20Colombiana%20de
%20Pensiones&text=Por%20la%20cual%20se%20expide,Administradora%20Colombiana%20de%20Pensiones%2C
%20COLPENSIONES. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA 
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO  

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 
 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023). 
 
 

 
Auto Int. No. 438 

 
Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho 
Expediente:        11001-3342-051-2023-00276-00  
Demandante:    MIGUEL ÁNGEL MEDINA RUBIO 
Demandado: SUPERINTENDENCIA DE NOTARIADO Y REGISTRO 
Decisión:    Auto declara falta de competencia y remite al Tribunal Administrativo de  
    Cundinamarca para decisión de conflicto negativo de competencia 
 

 
 

ANTECEDENTES 
 
Observa el despacho que la presente demanda fue instaurada por el señor Miguel Ángel Medina 
Rubio, identificado con C.C. 93.368.142, con el fin de que se declare la nulidad de los actos 
administrativos contenidos en el Auto del 08 de julio de 2022 -expedido dentro de la 
investigación disciplinaria No. 6011-2020- y en el Oficio No. SNR2023EE005413 del 31 de 
enero de 2022 (CPrincipal, archivo 4, págs. 102 a 121 y 169 a 173 expediente digital), por medio 
de los cuales -respectivamente- se decretó el archivo de la investigación disciplinaria 
identificada con antelación en contra del registrador de Tuluá y se resolvió una solicitud de 
nulidad contra este último acto administrativo.  
 
La demanda fue conocida inicialmente por el Juzgado 45 Administrativo del Circuito Judicial 
de Bogotá, autoridad judicial que, mediante auto del 24 de julio de 2023, resolvió remitir el 
proceso a los juzgados administrativos de Bogotá, Sección Segunda (CPrincipal, archivo 06 
expediente digital).   
 

CONSIDERACIONES 
 
Luego de analizar el contenido y alcance de las pretensiones de la demanda, advierte el 
despacho que carece de competencia para conocer, tramitar y decidir la controversia planteada, 
toda vez que la demanda no gravita en torno a un asunto laboral, sancionatorio disciplinario o 
pensional. 
 
Al respecto, el Decreto 2288 de 1989 estableció la competencia de las diferentes secciones que 
integran la jurisdicción contenciosa administrativa, según los procedimientos y actuaciones a 
conocer, así:  
 

“ARTICULO 18. ATRIBUCIONES DE LAS SECCIONES. Las Secciones tendrán las 
siguientes funciones: 
 
SECCIÓN PRIMERA. Le corresponde el conocimiento de los siguientes procesos y 
actuaciones: 
 
1. De nulidad y restablecimiento del derecho que no correspondan a las demás Secciones. 
 
(…) 
 
SECCION SEGUNDA. Le corresponde el conocimiento de los procesos de 
nulidad y de restablecimiento del derecho de carácter laboral, de competencia 
del Tribunal. 
 
PARAGRAFO. La Sección Segunda estará dividida en tres (3) Subsecciones denominadas A, 
B y C, cada una integrada por cuatro (4) Magistrados. Los casos de empate que resulten en 
las Subsecciones, serán dirimidos por la Sección Segunda en pleno. 
 
La Sección en pleno también conocerá de los procesos que le remitan las Subsecciones, por 
su importancia jurídica o trascendencia social, si por estimar fundado el motivo resuelve 
asumir competencia. 
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(…) 
 
PARAGRAFO. Cada Sección designará y removerá el personal que le corresponde, de 
conformidad con la ley.” (Negrilla fuera de texto). 

 
La anterior norma resulta aplicable igualmente a los juzgados administrativos de Bogotá como 
quiera que estos fueron creados según la estructura del Tribunal Administrativo de 
Cundinamarca1. Igualmente se evidencia que la citada regla distribuyó por especialidad las 
acciones de nulidad y restablecimiento del derecho así: Sección Primera, asuntos que no 
correspondan a las demás secciones, es decir, tiene una competencia residual; Sección Segunda 
asuntos de carácter laboral, Sección Tercera asuntos relacionados reparación directa, entre 
otras; y a la Sección Cuarta conoce de asuntos relacionados con impuestos, tasas, 
contribuciones y de jurisdicción coactiva que le asigne la Ley. 
 
Dicho lo anterior, se observa que en el presente asunto se pretende debatir la legalidad de un 
acto administrativo expedido por el jefe de la Oficina de Control Disciplinario Interno de la 
Superintendencia de Notariado y Registro, específicamente del Auto de archivo de 
investigación disciplinaria, que se inició con ocasión de la queja interpuesta por el demandante 
el 10 de julio de 2020, por presuntas irregularidades cometidas por el registrador de Tuluá 
(CPrincipal, archivo 04 expediente digital), lo cual, puede discutirse a través del medio de 
control de nulidad y restablecimiento2; sin embargo, se evidencia que la controversia no es 
naturaleza laboral, sancionatoria disciplinaria o pensional, por lo que debe aplicarse la 
competencia residual de que trata el Decreto 2288 de 1989 y el correspondería el conocimiento 
del proceso a la Sección Primera de esta jurisdicción.  
 
Lo anterior es así, puesto que en el presente asunto el demandante no ostenta la calidad de 
servidor público y la génesis de la queja disciplinaria que dio origen a la expedición de los actos 
administrativos acusados surge con ocasión de actuaciones que presuntamente cometió el 
registrador de Tuluá en el cumplimiento de un proceso ejecutivo laboral que interpuso la parte 
actora contra la empresa Andes de Colombia S.A. (CPrincipal, archivo  4), razón por la cual, de 
conformidad con lo previsto en el numeral 4º del Artículo 104 de la Ley 1437 de 2011, la 
controversia no se acompasa a un proceso relativo a: “…la relación legal y reglamentaria entre 
los servidores públicos y el Estado, y la seguridad social de los mismos, cuando dicho régimen 
esté administrado por una persona de derecho público.”. 
 
Adicional a lo anterior y en punto a la competencia atribuida a la Sección Segunda de los 
juzgados administrativos frente a procesos relacionados con la potestad disciplinaria, es del 
caso precisar lo expuesto por la Corte Constitucional que sobre el particular indicó3:  
 

“40.  Aunado a lo anterior, la Sala advierte que la interpretación sistemática de la Ley 1437 
de 2011 y de la Ley 734 de 2002 lleva a concluir que la intención del legislador fue asignar a 
la jurisdicción de lo contencioso administrativo el control judicial de los actos 
administrativos disciplinarios, ya fueren fruto del control externo o interno. De un lado, la 
Ley 1437 de 2011 previó normas específicas de competencia (artículos 149.2, 151.2, 152.2, 
152.3, 154.2 y 155.2) que asignan al Consejo de Estado, los tribunales y jueces 
administrativos el conocimiento de las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho 
intentadas contra los actos administrativos disciplinarios. De otro lado, la intención del 
legislador de que así fuera, también quedó plasmada en la Ley 734 de 2002, Código 
Disciplinario Único. Este señala en su artículo 125 que el acto sancionatorio proferido por la 
oficina de control disciplinario interno es susceptible de solicitud de revocatoria, la cual es 
procedente incluso “cuando el sancionado haya acudido a la jurisdicción contencioso-
administrativa, siempre y cuando no se hubiere proferido sentencia definitiva”.  
 
41. Además de lo anterior, la jurisprudencia del Consejo de Estado también ha sido 
consistente en considerar que, como máximo juez de lo contencioso administrativo, es 
competente para conocer de las demandas de nulidad y restablecimiento del derecho contra 
actos administrativos disciplinarios, cuando contienen sanciones impuestas a trabajadores 
oficiales por parte de una entidad pública. 
 
  

                                                           
1 Artículo 2 del Acuerdo No. PSAA06-3345 del 13 de marzo de 2006, “Por el cual se implementan los Juzgados 
Administrativos”.   
2 Ver Auto del 28 de mayo de 2021, Consejo de Estado, Sección Primera, radicación No. 11001-03-24-000-2021-00140-00, 
M.P. José Enrique Molina Rojas.  
3 Auto No. A-381 del 2022. 
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42. Todo lo anterior, se insiste, encuentra también respaldo en el Auto 026 de 2022, por 
medio del cual esta Corte resolvió un conflicto de jurisdicciones similar al actual y concluyó 
que “conforme a lo previsto en los artículos 104 y 152.23 del CPACA, la jurisdicción 
contencioso administrativa es la competente para conocer de las demandas que pretendan 
la nulidad de los actos proferidos por autoridades de cualquier orden, en ejercicio de la 
facultad sancionadora, y que impongan la inhabilidad y destitución a servidores públicos”. 
Entendidos estos últimos de conformidad con el artículo 123 de la Constitución Política, es 
decir, que abarca tanto a empleados públicos como a trabajadores oficiales.” 

 
Así pues y como se extrae de las consideraciones de la providencia que se viene de leer, se 
considera que es dable la interposición de demanda en ejercicio del medio de control previsto 
en el Artículo 137 de la Ley 1437 de 2011 -con las modificaciones introducida por la Ley 2080 
de 2021- en contra de los actos administrativos expedidos en ejercicio de la facultad 
disciplinaria y cuyo conocimiento compete a la Sección Segunda, cuando dichas 
manifestaciones de la administración impongan sanción alguna a los servidores públicos, es 
decir, a modo de ejemplo, que en virtud de una investigación de dicha naturaleza se inhabilite o 
destituya a un empleado público o a un trabajador oficial, circunstancia que no ocurre en el 
presente caso puesto que el demandante no reviste de la susodicha calidad.  
 
Al amparo de las anteriores premisas, se observa también que las pretensiones de 
restablecimiento del derecho se contraen, no al reintegro a un cargo público o similares, sino a 
reabrir la investigación disciplinaria en contra del registrador de Tuluá y al pago de unas sumas 
de dinero a título de perjuicios ocasionados (CPrincipal, archivo 2), lo cual traspasa la 
competencia de este operador pues, se insiste, no es un asunto laboral, sancionatorio 
disciplinario o pensional.  
 
Por lo anterior, es evidente que, al estar el escrito inicial encaminado a la nulidad de un auto de 
archivo de investigación disciplinaria en la que no se crean, modifican o extinguen situaciones 
particulares de un servidor público -el cual tampoco es atribuible a otra sección- la 
competencia para conocer de estos asuntos radica en la Sección Primera de la Jurisdicción de 
lo Contencioso Administrativo. 
 
Así las cosas, se declarará la falta de competencia de este despacho frente al asunto y se 
remitirá el expediente al Tribunal Administrativo de Cundinamarca, de conformidad con lo 
previsto en el Artículo 158 (inciso 4) de la Ley 1437 de 2011 -modificado por el Artículo 33 de la 
Ley 2080 de 2021-, para lo de su cargo frente al conflicto negativo de competencia suscitado.  
 
En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL 
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ 
 

RESUELVE  
 
PRIMERO.- DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA de este despacho judicial en el 
presente proceso, de conformidad con lo expuesto en la parte motiva de esta providencia.  
 
SEGUNDO.- Por Secretaría, remitir el expediente a la Secretaría General del Tribunal 
Administrativo de Cundinamarca para lo de su cargo frente al CONFLICTO NEGATIVO DE 
COMPETENCIA suscitado. 
 
 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE 
 
 
 

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN 
Juez 

 

SB 

 
orabogado01@gmail.com  
medicosysaludibague@gmail.com  
mamsu29@hotmail.com   
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ
 

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintidós (2022).

Auto Int. No. 434

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2023-00281-00
Demandante:  NORMA CECILIA BARRERA PINO
Demandado:  ADMINISTRADORA  COLOMBIANA  DE  PENSIONES-COLPENSIONES,

SOCIEDAD  ADMINISTRADORA  DE  FONDO  DE  PENSIONES  Y
CESANTÍAS PORVENIR S.A. Y HOSPITAL OLAYA HERRERA GAMARRA
CESAR E.S.E.

Decisión:  Auto de remisión del proceso por competencia

Revisado  el  expediente,  se  advierte  que  la  señora  NORMA  CECILIA  BARRERA  PINO,
identificada con C.C. 26.765.415, por intermedio de apoderado judicial, en principio, instauró
demanda laboral  ante la jurisdicción ordinaria,  la cual fue remitida a esta jurisdicción en
atención a lo resuelto por el  Juzgado 27 Laboral del Circuito de Bogotá,  quien profirió auto
que  rechazó  la  demanda  por  falta  de  jurisdicción  y  ordenó  remitir  el  proceso  a  esta
jurisdicción por las consideraciones allí expuestas (CPrincipal, archivo 07 expediente digital).

Sobre el particular, es menester indicar que en la demanda se indicó como domicilio de la
demandante, el siguiente:  “Manzana c casa 10 Urbanización Villa Mónica de la ciudad de

Santa Marta”. (CPrincipal, archivo 6, pág. 5 expediente). 

Por  su  parte,  consultada  la  página  web  de  la  Administradora  Colombiana  de  Pensiones-
Colpensiones,  específicamente en torno a las  oficinas con las que cuenta la  entidad en el
territorio nacional, se observa que cuenta con una sede en la ciudad de Santa Marta1.

Por lo anterior, se advierte que, en materia de competencia por factor territorial, el numeral 3
del Artículo 156 de la Ley 1437 de 2011 -modificado por el Artículo 31 de la Ley 2080 de 2021-
estableció que: 

“3.  En  los  asuntos  de  nulidad  y  restablecimiento  del  derecho  de  carácter  laboral  se
determinará por el  último lugar donde se prestaron o debieron prestarse los servicios.
Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio del demandante,
siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en dicho lugar.”

De esa manera, este despacho carece de competencia, por razón del territorio, para conocer
del presente asunto, toda vez que se pretenden, entre otras cosas, el reconocimiento y pago de
una pensión de vejez  a  favor de la  parte  actora (CPrincipal,  archivo 6,  pág.  9 expediente
digital),  el  domicilio de este extremo es en la ciudad de Santa Marta y la Administradora
Colombiana de Pensiones – Colpensiones tiene sede en dicho lugar.

Por consiguiente, este proveído dispondrá la remisión del proceso a la Oficina de Reparto de
los juzgados administrativos del circuito de Santa Marta, de conformidad con el numeral 17.1
del Artículo 2º del Acuerdo N° PCSJA20-11653 del 28 de octubre de 2020, expedido por el
Consejo Superior de la Judicatura.

En mérito de lo expuesto, el JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

R E S U E L V E

Por Secretaría, REMITIR por competencia el proceso de la referencia a la Oficina de Reparto
de los juzgados administrativos el circuito judicial  de Santa Marta-Magdalena, para lo de su

1 https://www.colpensiones.gov.co/publicaciones/763/puntos-de-atencion-colpensiones/ 
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cargo, previa cancelación de su radicación en los Sistemas de Registro, conforme lo expuesto
en la parte motiva de este proveído.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB

barreranorma139@gmail.com      
pedro.roesca@gmail.com
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).    

Auto Int. No. 432

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2023-00283-00 
Demandante:  JOSÉ NEPOMUCENO ARANGO VILLAREAL
Demandado: CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES-CREMIL
Decisión:  Auto admisorio de la demanda

Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con lo
dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A.

Por reunir los requisitos legales del Artículo 162 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 35 de la
Ley 2080 de 2021, se admitirá para conocer en primera instancia, la demanda de la referencia
formulada  por el  señor JOSÉ NEPOMUCENO  ARANGO VILLAREAL,  identificado  con  C.C.
17.098.955, a través de apoderado, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento
del derecho, en contra de la CAJA DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES-CREMIL, de
conformidad con lo previsto en los Artículos 171 y concordantes del C.P.A.C.A.

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE

PRIMERO.-  ADMITIR el  medio  de  control  de  nulidad  y  restablecimiento  del  derecho
interpuesto  por el señor JOSÉ NEPOMUCENO ARANGO VILLAREAL, identificado con C.C.
17.098.955,  a  través  de  apoderado,  en  contra  de  la  CAJA  DE  RETIRO  DE  LAS  FUERZAS
MILITARES-CREMIL.

SEGUNDO.-  NOTIFICAR esta  providencia  por  estado  a  la  parte  demandante  como  lo
dispone  el  Artículo  201  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso
Administrativo, el cual fue modificado en su inciso 3 por el Artículo 50 de la Ley 2080 de 2021.

TERCERO.- NOTIFICAR esta providencia personalmente al representante legal de la CAJA
DE RETIRO DE LAS FUERZAS MILITARES-CREMIL, o a quien se haya delegado la facultad de
notificarse, a la Agencia Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y al agente del Ministerio
Público delegado ante este despacho judicial, como lo dispone el Artículo 199  del C.P.A.C.A.,
modificado por el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021.

CUARTO-  Corresponderá a la Secretaría de este juzgado, junto con la notificación personal
dispuesta  en  el  numeral  anterior,  remitir  copia  de  la  demanda  y  sus  anexos  a  la  Agencia
Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y a la Procuraduría 196 Judicial I Delegada para
Asuntos Administrativos de Bogotá, D.C., a los correos electrónicos correspondientes.

QUINTO.- ADVERTIR que, con la contestación de la demanda, la parte accionada deberá
aportar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos demandados
así como todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, de
conformidad con el numeral 4º y el Parágrafo 1º del Artículo 175 del C.P.A.C.A.

SEXTO.-  Surtidas las anteriores notificaciones en debida forma y vencido el término de dos
(2) días hábiles dispuesto en el inciso 4 del Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por
el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, correrá el término de traslado de 30 días de conformidad
con lo previsto en el Artículo 172 ibídem.

SÉPTIMO.- RECONOCER personería al abogado Álvaro Rueda Celis, identificado con C.C.
79.110.245 y T.P. 170.560 del C.S. de la J., como apoderado judicial del demandante, en los
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términos y efectos de poder conferido aportado con la demanda (CPrincipal, archivo 2, págs. 21
y 22 expediente digital).
 
OCATVO .- REQUERIR a las partes el deber consagrado en el numeral 10 del Artículo 78 del
CGP de “abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por
medio  del  ejercicio  del  derecho  de  petición  hubiere  podido  conseguir,”  por  lo  cual,  en
concordancia con el Artículo 173 ídem, “El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las
pruebas que, directamente o por medio del derecho de petición, hubiera podido conseguir la
parte  que  las  solicite,  salvo  cuando  la  petición  no  hubiere  sido  atendida,  lo  que  deberá
acreditarse sumariamente.”.

NOVENO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente expediente, el
interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a la dirección
de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB

jonepo33@gmail.com
alvarorueda@arcabogados.com.co 
notificacionesjudiciales@cremil.gov.co 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Int. No. 435

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2023-00285-00
Demandante:  WILDE JAVIER GARCÍA AVELLA
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
Decisión:  Auto de remisión de conflicto negativo de competencia al Consejo de Estado

ANTECEDENTES

Observa el  despacho que la presente demanda fue instaurada por el señor WILDE JAVIER
GARCÍA AVELLA, identificado con C.C. 9.530.725, a través de apoderada, con el fin de que se
declare  la  nulidad  del  acto  administrativo  contenido  en  la  Resolución  No.  196  del  09  de
septiembre de 2022, por medio de la cual se negó el reconocimiento y pago de una pensión de
jubilación al demandante (CPrincipal, archivo 6 expediente digital). 

La demanda fue conocida inicialmente por el Juzgado 2º Administrativo del Circuito Judicial
de Tunja, autoridad judicial que, mediante auto del 17 de marzo de 2023, resolvió remitir el
proceso  a  los  juzgados  administrativos  de  Sogamoso  -reparto-  (CPrincipal,  archivo  9
expediente digital).  

Posteriormente, el Juzgado 1º Administrativo de Sogamoso, a través de providencia del 11 de
julio de 2023, dispuso la remisión del expediente a los juzgados administrativos de Bogotá,
teniendo en cuenta para efecto de competencia en razón del territorio, el domicilio principal de
la entidad demandada (CPrincipal, archivo 14). 

CONSIDERACIONES

Luego de analizar la determinación de competencias de la demanda, advierte el despacho que
carece de competencia por razón del territorio para conocer, tramitar y decidir la controversia
planteada, teniendo en cuenta lo que pasa a explicarse. 

El presente proceso tiene como objeto llevar a cabo el estudio de legalidad de la Resolución No.
196 del 09 de septiembre de 2022, por el cual, la Secretaría de Educación de Sogamoso, en
nombre y representación del Fondo Nacional de Prestaciones del Magisterio, negó una pensión
de jubilación al señor Wilde Javier García Avella y, además, determinar el restablecimiento de
derecho respectivo (CPrincipal, archivo 6 expediente digital). 

Por su parte, el Artículo 31 de la Ley 2080 de 2021 -modificatorio del Artículo 156 de la Ley
1437 de 2011- señala, con relación a la competencia por razón del territorio de las demandas en
ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho, lo siguiente: 

“ARTÍCULO 156. Competencia por razón del territorio. Para la determinación de la
competencia por razón del territorio se observarán las siguientes reglas:

[…]

2. En los de nulidad y restablecimiento se determinará por el lugar donde se expidió el acto,
o por el del domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede
en dicho lugar.

3.  En  los  asuntos  de  nulidad  y  restablecimiento  del  derecho  de  carácter  laboral  se
determinará  por  el  último lugar  donde  se  prestaron  o  debieron  prestarse  los  servicios.
Cuando se trate de derechos pensionales, se determinará por el domicilio del
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demandante,  siempre  y  cuando la  entidad demandada tenga sede en  dicho
lugar.

[…]”

Se advierte que en el asunto bajo estudio se pretenden discutir derechos pensionales y, por
tanto, de la lectura del numeral 3º de la norma ibidem, la competencia estaría determinada a
partir del domicilio del demandante, siempre y cuando la entidad demandada tenga sede en
dicho lugar. Ante la falta de esta condición, deberá aplicarse la primera regla según la cual la
competencia se determinará: “[…] por el último lugar donde se prestaron o debieron prestarse
los servicios.”

En este punto, se destaca que no es dable dar aplicación vía interpretación a presupuestos
doctrinales  o  disposiciones  normativas  contenidas  en  el  Código  Procesal  del  Trabajo  y  la
Seguridad Social, puesto que lo anterior está dirigido a controversias ajenas a esta jurisdicción
en  las  cuales  no  se  discute  la  legalidad  de  actos  administrativos  de  naturaleza  laboral  o
pensional, como sí lo establece taxativamente el numeral 3º de del Artículo 156 del C.P.A.C.A.

Ahora bien, de la lectura del acápite respectivo de la demanda (archivo 6, pág. 20 expediente
digital), se observa que el domicilio del demandante es en la ciudad de Sogamoso y, consultada
la página web de la entidad demandada1, se vislumbra que su domicilio principal y exclusivo es
en la ciudad de Bogotá D.C., recalcando que no se advierte una sede diferente a la indicada. 

Conforme lo anterior, si bien la demanda versa sobre un derecho pensional, no se aplica la
segunda regla de competencia territorial -numeral 3º del Artículo 156 de la Ley 1437 de 2011-,
pues el Fondo Nacional de Prestaciones Sociales del Magisterio no tiene domicilio en la ciudad
de Sogamoso. Por tal razón, debe aplicarse la primera regla descrita en el numeral reseñado y,
como  quiera  que  el  lugar  de  prestación  de  servicios  del  demandante  es  en  la  ciudad  de
Sogamoso  (CPrincipal,  archivo  7  expediente  digital),  le  corresponde  a  los  juzgados
administrativos del circuito judicial de dicha ciudad conocer del presente medio de control. 

Así  las  cosas,  este  despacho  declarará  la  falta  de  competencia  sobre  el  asunto  y  ordenará
remitir el expediente al Consejo de Estado-Sección Segunda-Reparto, de conformidad con lo
previsto en el Artículo 158 de la Ley 1437 de 2011 -modificado por el Artículo 33 de la Ley 2080
de 2021-. 

En mérito de lo expuesto, el  JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ
 

RESUELVE 

PRIMERO. DECLARAR LA FALTA DE COMPETENCIA sobre el asunto, de conformidad
con lo previsto en el Artículo 158 de la Ley 1437 de 2011 -modificado por el Artículo 33 de la Ley
2080 de 2021-.

SEGUNDO. Por Secretaría,  remitir el expediente a la Secretaría de la Sección Segunda del
Consejo de Estado (Reparto) para lo de su cargo frente al CONFLICTO NEGATIVO DE
COMPETENCIA suscitado en el presente proceso.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB

wilde.garcia7@gmail.com 
lopezquinterotunja@gmail.com
notificacionestunja@lopezquintero.co 

1https://www.fomag.gov.co/filosofia-y-estructura/#:~:text=ESTRUCTURA%20ORGANIZACIONAL&text=Direcci  
%C3%B3n%20Administrativa%3A%20Calle%2073%20No,03%2C%20Local%20114%20%E2%80%93%20Bogot
%C3%A1%20D.C. 
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).    

Auto Int. No. 433

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2023-00287-00 
Demandante:  JAVIER ENRIQUE BECERRA CHAPARRO
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-FONDO  NACIONAL

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO
Decisión:  Auto admisorio de la demanda

Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con lo
dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A.

Por reunir los requisitos legales del Artículo 162 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 35 de la
Ley 2080 de 2021, se admitirá para conocer en primera instancia, la demanda de la referencia
formulada  por  el  señor  JAVIER  ENRIQUE  BECERRA  CHAPARRO,  identificado  con  C.C.
7.222.804, a través de apoderado, en ejercicio del medio de control de nulidad y restablecimiento
del  derecho,  en  contra  de  la  NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-FONDO
NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL  MAGISTERIO, de  conformidad  con  lo
previsto en los Artículos 171 y concordantes del C.P.A.C.A.

Por último, dado que no se allegó constancia del envío de la copia de la demanda a la parte
demandada como lo prevé el numeral 8 del Artículo 162 de la Ley 1437 de 2011, adicionado por
el Artículo 35 de la Ley 2080 de 202, en aras de garantizar el principio de celeridad procesal, se
ordenará que ello se subsane por conducto de la Secretaría del despacho, quien al momento de
notificar el presente auto enviará copia de la demanda y sus anexos al ente demandado.

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE

PRIMERO.-  ADMITIR el  medio  de  control  de  nulidad  y  restablecimiento  del  derecho
interpuesto  por  el  señor  JAVIER  ENRIQUE  BECERRA  CHAPARRO,  identificado  con  C.C.
7.222.804,  a través de apoderado,  en  contra  de la  NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN
NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO. 

SEGUNDO.-  NOTIFICAR esta  providencia  por  estado  a  la  parte  demandante  como  lo
dispone  el  Artículo  201  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso
Administrativo, el cual fue modificado en su inciso 3 por el Artículo 50 de la Ley 2080 de 2021.

TERCERO.-  NOTIFICAR esta  providencia  personalmente  al  representante  legal  de  la
NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO, o  a  quien  se  haya  delegado  la  facultad  de  notificarse,  a  la
Agencia Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y al agente del Ministerio Público delegado
ante este despacho judicial, como lo dispone el Artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el
Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021.

CUARTO-  Corresponderá a la Secretaría de este juzgado, junto con la notificación personal
dispuesta en el  numeral anterior,  remitir copia de la demanda y sus anexos a  la NACIÓN-
MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-FONDO  NACIONAL  DE  PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO, a la Agencia Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y a la
Procuraduría  196  Judicial  I  Delegada  para  Asuntos  Administrativos  de  Bogotá,  D.C.,  a  los
correos electrónicos correspondientes.

QUINTO.- ADVERTIR que, con la contestación de la demanda, la parte accionada deberá
aportar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos demandados



Expediente: 11001-3342-051-2023-00287-00
Demandante:     JAVIER ENRIQUE BECERRA CHAPARRO
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así como todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, de
conformidad con el numeral 4º y el Parágrafo 1º del Artículo 175 del C.P.A.C.A.

SEXTO.-  Por Secretaría,  OFICIAR a la SECRETARÍA DE EDUCACIÓN DE  BOGOTÁ para
que, en el término de cinco (5) días siguientes a la comunicación respectiva, allegue al proceso
el  expediente  administrativo  del  docente  JAVIER  ENRIQUE  BECERRA  CHAPARRO,
identificado con C.C. 7.222.804. 

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co dentro de los diez (10) días siguientes al recibo del
requerimiento.

SÉPTIMO.-  Por  Secretaría,  OFICIAR a  la  SECRETARÍA  DE  EDUCACIÓN  DEL
DEPRTAMENTO  DE  BOYACÁ  para  que,  en  el  término  de  cinco  (5)  días  siguientes  a  la
comunicación respectiva, allegue al proceso el expediente administrativo del docente JAVIER
ENRIQUE BECERRA CHAPARRO, identificado con C.C. 7.222.804. 

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co dentro de los diez (10) días siguientes al recibo del
requerimiento.

OCTAVO.-  Por  Secretaría,  OFICIAR a  la  SECRETARÍA  DE  EDUCACIÓN  DEL
DEPRTAMENTO DE CUNDINAMARCA para que, en el término de cinco (5) días siguientes a
la  comunicación  respectiva,  allegue  al  proceso  el  expediente  administrativo  del  docente
JAVIER ENRIQUE BECERRA CHAPARRO, identificado con C.C. 7.222.804. 

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co dentro de los diez (10) días siguientes al recibo del
requerimiento.

NOVENO.- Surtidas las anteriores notificaciones en debida forma y vencido el término de dos
(2) días hábiles dispuesto en el inciso 4 del Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por
el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, correrá el término de traslado de 30 días de conformidad
con lo previsto en el Artículo 172 ibídem.

DÉCIMO.-  RECONOCER  personería  al  abogado  Felipe  Eduardo  Echeverri  Giraldo,
identificado con C.C. 75.106.148 y T.P. 216.931 del Consejo Superior de la Judicatura, como
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los fines del memorial poder
allegado con la demanda (CPrincipal, archivo 2, págs.  19 a 21 expediente digital).

DÉCIMO PRIMERO.-  REQUERIR a las partes el deber consagrado en el numeral 10 del
Artículo 78 del CGP de  “abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que
directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiere podido conseguir,” por
lo cual, en concordancia con el Artículo 173 ídem,  “El juez se abstendrá de ordenar la práctica
de  las  pruebas  que,  directamente  o  por  medio  del  derecho  de  petición,  hubiera  podido
conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiere sido atendida, lo que
deberá acreditarse sumariamente.”. 

DÉCIMO SEGUNDO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente
expediente, el interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a
la dirección de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB
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REPÚBLICA DE COLOMBIA
JUZGADO CINCUENTA Y UNO ADMINISTRATIVO 

DEL CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

Bogotá, D.C., veinticuatro (24) de agosto de dos mil veintitrés (2023).  

Auto Int. No. 437

Medio de control:  Nulidad y restablecimiento del derecho
Expediente:      11001-3342-051-2023-00292-00 
Demandante:  WILLIAM ALBERTO VARGAS RODRÍGUEZ
Demandado: NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN  NACIONAL-FONDO  NACIONAL

DE PRESTACIONES SOCIALES DEL MAGISTERIO Y DEPARTAMENTO DE
CUNDINAMARCA-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN

Decisión:  Auto admisorio de la demanda

Procede el despacho a pronunciarse sobre la admisión de la demanda, de conformidad con lo
dispuesto en el Artículo 171 del C.P.A.C.A.

Así las cosas, por reunir los requisitos legales del Artículo 162 del C.P.A.C.A., modificado por el
Artículo 35 de la Ley 2080 de 2021, se admitirá para conocer en primera instancia, la demanda de
la referencia formulada por el señor WILLIAM ALBERTO VARGAS RODRÍGUEZ, identificado
con  C.C.  79.757.148,  a  través  de  apoderado,  en ejercicio  del  medio de  control  de  nulidad y
restablecimiento  del  derecho,  en  contra  de  la  NACIÓN-MINISTERIO  DE  EDUCACIÓN
NACIONAL-FONDO  NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL  MAGISTERIO  y
DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN, de conformidad con
lo previsto en los Artículos 171 y concordantes del C.P.A.C.A. 

En  consecuencia,  el  JUZGADO  CINCUENTA  Y  UNO  ADMINISTRATIVO  DEL
CIRCUITO JUDICIAL DE BOGOTÁ

RESUELVE

PRIMERO.-  ADMITIR el  medio  de  control  de  nulidad  y  restablecimiento  del  derecho
interpuesto  por el señor  WILLIAM ALBERTO VARGAS RODRÍGUEZ, identificado con C.C.
79.757.148, a través de apoderado,  en contra  de la NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN
NACIONAL-FONDO  NACIONAL  DE  PRESTACIONES  SOCIALES  DEL  MAGISTERIO  y
DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA-SECRETARÍA DE EDUCACIÓN. 

SEGUNDO.-  NOTIFICAR esta  providencia  por  estado  a  la  parte  demandante  como  lo
dispone  el  Artículo  201  del  Código  de  Procedimiento  Administrativo  y  de  lo  Contencioso
Administrativo, el cual fue modificado en su inciso 3 por el Artículo 50 de la Ley 2080 de 2021.

TERCERO.- NOTIFICAR esta providencia personalmente a los representantes legales de la
NACIÓN-MINISTERIO DE EDUCACIÓN NACIONAL-FONDO NACIONAL DE PRESTACIONES
SOCIALES DEL MAGISTERIO y del  DEPARTAMENTO DE CUNDINAMARCA-SECRETARÍA
DE EDUCACIÓN, o a quienes se haya delegado la facultad de notificarse, a la Agencia Nacional
de  la  Defensa  Jurídica  del  Estado  y  al  agente  del  Ministerio  Público  delegado  ante  este
despacho judicial, como lo dispone el Artículo 199 del C.P.A.C.A., modificado por el Artículo 48
de la Ley 2080 de 2021.

CUARTO.- Corresponderá a la Secretaría de este juzgado, junto con la notificación personal
dispuesta  en  el  numeral  anterior,  remitir  copia  de  la  demanda  y  sus  anexos  a  la Agencia
Nacional de la Defensa Jurídica del Estado y a la Procuraduría 196 Judicial I Delegada para
Asuntos Administrativos de Bogotá, D.C., a los correos electrónicos correspondientes.

QUINTO-  ADVERTIR que, con la contestación de la demanda, la parte accionada deberá
aportar el expediente administrativo que contenga los antecedentes de los actos demandados
así como todas las pruebas que tenga en su poder y que pretenda hacer valer en el proceso, de
conformidad con el numeral 4º y el Parágrafo 1º del Artículo 175 del C.P.A.C.A.
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SEXTO.- Surtidas las anteriores notificaciones en debida forma y vencido el término de dos
(2) días hábiles dispuesto en el inciso 4 del Artículo 199 de la Ley 1437 de 2011, modificado por
el Artículo 48 de la Ley 2080 de 2021, correrá el término de traslado de 30 días de conformidad
con lo previsto en el Artículo 172 ibídem.

SÉPTIMO.- Por  Secretaría,  OFICIAR a  la  SECRETARÍA  DE  EDUCACIÓN  DEL
DEPARTAMENTO  DE  CUNDINAMARCA  para  que,  dentro  del  término  de  cinco  (5)  días
siguientes al  recibo del  requerimiento,  respecto del  docente  WILLIAM ALBERTO VARGAS
RODRÍGUEZ,  identificado  con  C.C.  79.757.148,  allegue:  i)  la  totalidad  del  expediente
administrativo del  docente  previamente identificado y ii)  certificado de historia laboral  del
demandante en el que se evidencie fecha y tipo de vinculación. 

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co dentro  de  los  diez  (10)  días  siguientes  al  recibo
del requerimiento.

OCTAVO.- Por Secretaría, REQUERIR a la FIDUCIARIA LA PREVISORA S.A., para que, en
el  término  de  cinco  (5)  días  siguientes  a  la  notificación  respectiva,  remita  al  proceso  lo
siguiente:

- Certificación en la que se evidencie la fecha en la que se recibió en dicha entidad y/o la
fecha  en  que  ingresaron  al  sistema  los  dineros  por  concepto  de  cesantías  de  los
docentes causadas en el año 2020. Lo anterior, teniendo en cuenta la forma en que el
Consejo de Estado determinó el periodo de mora -sentencia del 19 de enero de 2023,
Sección Segunda, Subsección “A” del Consejo de Estado, expediente 76001-23-31-000-
2012-00212-02 (4470-2021), M.P. William Hernández Gómez-, esto es, con base en lo
certificado en el Oficio No. 404-2010EE16411 de fecha 2 de marzo de 2011, por lo que,
en el proceso del epígrafe, deberá expedir certificación en el mismo sentido, pero para
el año 2020.  

La documentación deberá ser enviada de manera digital a este despacho al correo electrónico
correscanbta@cendoj.ramajudicial.gov.co.

NOVENO.-  RECONOCER  personería  al  abogado  Yobany  Alberto  López  Quintero,
identificado con C.C. 89.009.237 y T.P. 112.907 del Consejo Superior de la Judicatura, como
apoderado judicial de la parte demandante, en los términos y para los fines del memorial poder
allegado con la demanda (archivo 2, págs. 2 a 5 expediente digital).

DÉCIMO.- REQUERIR a las partes el deber consagrado en el numeral 10 del Artículo 78 del
CGP de “abstenerse de solicitarle al juez la consecución de documentos que directamente o por
medio  del  ejercicio  del  derecho  de  petición  hubiere  podido  conseguir,” por  lo  cual,  en
concordancia con el Artículo 173 ídem,  “El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las
pruebas que, directamente o por medio del derecho de petición, hubiera podido conseguir la
parte  que  las  solicite,  salvo  cuando  la  petición  no  hubiere  sido  atendida,  lo  que  deberá
acreditarse sumariamente.”.

DÉCIMO PRIMERO.- En caso de que algún sujeto procesal requiera consultar el presente
expediente, el interesado deberá realizar la solicitud respectiva a la Secretaría de este juzgado a
la dirección de correo electrónico jadmin51bta@notificacionesrj.gov.co.

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

NORBERTO MENDIVELSO PINZÓN
Juez

SB

forestwilliam@gmail.com 
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